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Nos complace presentar un nuevo volumen de la Colección FLACSO 50
Años, auspiciada por el Ministerio de Cultura. Este número se enfoca en
las relaciones entre mujeres y política en diversos escenarios de las prácti-
cas ciudadanas: las agendas y los estudios feministas, las fronteras, la
sociedad civil y la calle, los partidos políticos, los medios de comunica-
ción, así como los espacios legislativos. En estos diversos escenarios las
mujeres ponen en entredicho la igualdad, la justicia y la ciudadanía y
abren nuevos entendimientos de las sociedades contemporáneas. 

Los artículos compilados revelan la consolidación de los estudios femi-
nistas y de género, en especial, del campo de las mujeres y políticas.
Muestran una reflexión madura que ha rebasado el reconocimiento y
emprende hacia su especialización, tanto disciplinaria como interdiscipli-
naria. 

Al mismo tempo plantean algunos desafíos pendientes: los temas de la
redistribución, de la expansión de la justicia de género a escenarios de
fronteras y de la diversidad, el entendimiento de los nuevos sujetos crea-
dos por el feminismo y sus políticas, entre otros.

Adrián Bonilla
Director

FLACSO - Ecuador
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Los textos compilados en este volumen se complementan con aquellos
publicados en la antología Estudios sobre sexualidades en América Latina.
Como estos últimos, se trata de trabajos presentados al congreso convo-
cado para celebrar los 50 años de la Facultad Latinoamericana de Ciencias
Sociales (FLACSO). Pero a diferencia del examen de las sexualidades, un
campo de reciente emergencia en la región, el análisis de las relaciones
entre mujeres y políticas tiene una respetable trayectoria. Los temas rela-
tivos a las mujeres y lo político y la política han sido un interés persisten-
te en la agenda feminista latinoamericana de los últimos 40 años. Hablan
de los modos con que las mujeres imaginan e incurren en políticas, deses-
tabilizan nociones y nudos de poder relevantes en la sociedad y, al mismo
tiempo, buscan construir mundos más tolerantes y equitativos. En este
marco, los artículos proponen revisiones de lo avanzado, intentan compa-
raciones regionales y, en algunos casos, abren nuevas problemáticas y
agendas políticas y de investigación. En conjunto, muestran que los estu-
dios de género han pasado la frontera del reconocimiento, se han especia-
lizado y, hoy en día, buscan hacer aportes disciplinarios e interdisciplina-
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to, a los procesos de conocimiento, si bien son complejos y variados en la
región, el desafío es mantener los vínculos con la agenda política de las
mujeres. 

Dos características adicionales del volumen son destacables. Primero,
muchos de los artículos tienen miradas regionales o subregionales, con
énfasis en la región andina, que se complementan de manera interesante
con estudios de caso localizados. Segundo, entre los y las autoras predo-
minan los sociólogos y los cientistas políticos. Esta es otra novedad del
volumen: el interés de la Ciencia Política por las políticas feministas. La
antología es, sin embargo, muestra de la poca presencia de académicos
varones que sigan los temas levantados por las mujeres.

Estudios y políticas feministas

La primera sección de este libro hace un recorrido por la justicia y los
estudios de género. Se abre con una prolija y magnífica revisión del tema
que realiza Maxine Molyneux, quien nos muestra los avances operados en
las reformas legales en la región a partir de tres ámbitos: formulaciones
androcéntricas y excluyentes de las leyes, mecanismos sutiles de exclusión
y reformas a los procesos de impartición de justicia. La autora argumen-
ta que las luchas de las mujeres en la región han operado fundamental-
mente desde el reconocimiento a su diferencia pero que, en general, estas
luchas han sido relativamente ciegas a las condiciones situacionales de la
mujer; es más, por largo tiempo estas luchas han contribuido a oscurecer
las condiciones de las mujeres de sectores populares, indígenas y afrodes-
cendientes. La contribución de los movimientos indígenas radica en la
apertura del tema del pluralismo jurídico y, con ello, un nuevo abanico de
problemas para la justicia de género. La redemocratización de la región, a
su vez, también abrió otros interrogantes; en este caso no solo sobre la ins-
titucionalidad política, sino sobre lo que Julieta Kirkwood (1987) deno-
minara el “poder social”. Se observa así, a juicio de Molyneux, una recon-
figuración de la ciudadanía que incluye al menos tres dimensiones: la ins-
titucionalidad social y política, las exclusiones (social, racial y de género)
y las capacidades para trasformar la sociedad. Pero estas prácticas de ciu-
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rios a la comprensión de lo social, lo político y lo cultural. Esta tendencia
revisionista de las ciencias sociales se encuentra en varias publicaciones
–de carácter local o regional– aparecidas en los últimos años (por ejem-
plo, Lebon y Maier, 2006; Fuller, 2004; Gutiérrez, 2002). La compila-
ción que presentamos se distingue por su enfoque más limitado y por una
combinación intencionada entre la investigación y las políticas feministas. 

La trama que recorre y une a las contribuciones es el de las ciu-
dadanías. Este nudo está, a su vez, articulado en torno a dos grandes asun-
tos; a saber: el de los estudios de género y la política feminista y el de las
prácticas ciudadanas de las mujeres en diversos escenarios. El libro enfo-
ca procesos a través de los cuales se instalan diversas agendas de moderni-
zación de las mujeres y de reconocimiento de su dignidad, tanto en los
escenarios políticos como en los de producción de conocimientos. Los
diversos estudios exploran las intervenciones y prácticas de las mujeres en
la política institucional estatal, social, doméstica y científica. Al hacerlo,
ratifican la diversidad de condiciones en las cuales se viven las relaciones
de género y muestran que las relaciones entre etnicidad, raza, clase y
opción sexual con las políticas, en contextos locales y globalizados, han
construido un mundo femenino por demás diverso y en tensión. Pero no
solo se ha complejizado la ciudadanía, sino la igualdad y la justicia. Pese
a ello, los temas de una modernización trasnacional no homogeneizante
y de la dignidad mantienen su vigencia. En este sentido, los y las autoras
insisten en “las múltiples caras de la lucha de las mujeres por la ciudada-
nía” (Lebon, 2006: 16). 

Los artículos, pese a resaltar los avances en las vidas de las muje-
res, no son complacientes: analizan los logros y también los desafíos.
Varios capítulos revelan la existencia de complejos espacios fronterizos en
los cuales priman la violencia y un desdibujamiento de la institucionali-
dad encargada de resguardar los derechos de las mujeres. Por ello, un
objetivo de la publicación es abrir posibilidades para repensar las agendas
no sólo políticas sino del conocimiento. El gran desafío del feminismo
latinoamericano en cuanto a la política, según varias autoras, es, por un
lado, encarar la redistribución de recursos al conjunto de las mujeres y,
por otro, intervenir los espacios en los cuales los avances legislativos y
políticos no afianzan los derechos y el bienestar de las mujeres. En cuan-
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que estos enfoques han contribuido a desmitificar la idea de una familia
nuclear armónica, con un proveedor altruista que redistribuye recursos de
manera homogénea; para hacerlo, han mostrado las tensiones y mecanis-
mos de desigualdad que existen en los hogares actuales. Asimismo, nos
revela cómo estos análisis han enriquecido la comprensión de la noción
de trabajo: ampliando su significado para capturar las actividades realiza-
das por las mujeres y que son indispensables para la reproducción social,
puliendo la comprensión de las segregaciones de género en el mercado y
enriqueciendo la evidencia sobre las brechas salariales. Finalmente, el
texto somete a discusión los avances de las mujeres en el acceso a recursos
económicos y educacionales. La autora llama la atención sobre las eviden-
cias de que, en manos de las mujeres, estos recursos reformulan las rela-
ciones de poder pero no necesariamente propician una distribución más
equitativa del trabajo doméstico y de las asignaciones de género. Es más,
los cambios ocurridos parecen indicar una sobrecarga en el presupuesto
de tiempo de las mujeres. En suma, el artículo muestra que la redistribu-
ción de recursos al interior del hogar mantiene desafíos –que son aún
mayores si se toma en cuenta, algo que la autora no analiza, las conse-
cuencias de la globalización para la carga de trabajo de trabajo de las
mujeres migrantes–. 

Seguidamente, Magdalena León, en un tono un tanto cauto, conver-
sa con la sociología y se pregunta en qué medida este campo de conoci-
miento ha sido capaz de recoger los aportes de los estudios de género. Se
trata de una reflexión metodológica y teórica sobre un estudio compara-
tivo sobre la propiedad de la tierra realizado conjuntamente con Carmen
Diana Deere. La autora argumenta que el aprendizaje metodológico en
cascada ofrecido por esta experiencia no ha sido recogido por la discipli-
na en la región. Lo mismo sucede con las teorizaciones elaboradas desde
los estudios de género. Por ejemplo, relata como los estudios de género
del mundo rural evidenciaron la relevancia económica de las mujeres y sin
embargo, las políticas de reforma agraria las invisibilizaron. Asimismo,
objeta el que en la región se hayan bifurcado las preocupaciones analíti-
cas acerca de la distribución de los enfoques del reconocimiento. Su con-
tribución llama, en conclusión, a realizar una integración más compleja
de los elementos comprendidos en el concepto de justicia de género y,
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dadanía, si bien son positivas en términos de cambios jurídicos y políti-
cos, no han logrado avanzar en lo que se refiere a la redistribución de
recursos. Para terminar, el artículo sugiere diversas y promisorias líneas de
investigación: la globalización jurídica junto con las capacidades desde
abajo por usar los recursos legales establecidos, la efectividad de las refor-
mas legales, los procesos de gobernabilidad de género, el pluralismo jurí-
dico y los efectos de las políticas sociales y de la descentralización en la
ciudadanía. En otras palabras, para la autora es hora de entender los efec-
tos de las prácticas de la ciudadanía y a los sujetos mujeres que se han
fabricado, así como de establecer líneas de encuentros entre la diversidad
de mujeres. Se trata de un texto que nos pone por delante –una vez más–
el rico y tenso encuentro entre la academia y las prácticas ciudadanas
feministas. 

Seguidamente, Helen Safa aborda el tema de los movimientos indíge-
nas y afrodescendientes y, en particular, las novedades introducidas por las
mujeres de estos movimientos en cuanto al concepto de ciudadanía.
Argumenta que lo que marca esta intervención es un nuevo pacto entre
Estado y sociedad que obliga a reconocer las diferencias culturales. Pero
las estrategias han sido diversas en la región. Los movimientos indígenas
andinos han privilegiado un enfoque de partido indígena; mientras que
en Brasil los grupos afrodescendientes han priorizado mecanismos de
acción positiva y, en Centro América, las acciones han sido fragmentadas.
Se plantea así un proceso de ciudadanización desde abajo que confronta
a la institucionalidad estatal y al sistema político. Pero, talvez lo más sig-
nificativo, es que se invoca temas de redistribución social; en Brasil, por
ejemplo, se observan avances relevantes en la reducción de las desigualda-
des de género, pero logros mucho menores en cuanto a las desigualdades
raciales.

Ana María Tepichin, por su parte, hace un recuento de los estudios
sobre la relación de género y pobreza en la región. Su artículo reflexiona
sobre los aportes a la comprensión de la pobreza como resultado del aná-
lisis de las desigualdades de género. De manera particular, aborda las
exploraciones sobre las unidades domésticas y la división del trabajo
–ambas cuestiones centrales para avanzar en el conocimiento de la pobre-
za y la construcción de las desigualdades de género–. La autora concluye
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Prácticas políticas

Esta segunda sección presenta artículos sobre la variedad de formas civi-
les que tienen las mujeres para hacer política –desde la institucionalidad
política o desde múltiples combinaciones entre sociedad y política–. 

En el capítulo de apertura, María Luz Morán y Marisa Revilla abordan
la participación de las mujeres latinoamericanas en las “otras formas de
hacer política”; esto es, en la política contenciosa. Enfocan las maneras de
integrar o no –cabalmente– a las mujeres a la vida democrática o, más espe-
cíficamente, a un conjunto de repertorios cívicos que parecerían estar en
aumento en muchas sociedades democráticas del mundo y que remiten a
elementos críticos en sus sistemas políticos. La riqueza de este trabajo resi-
de en su afán comparativo y en abrir un nuevo espacio de reflexión políti-
ca: la presencia de las mujeres en los intersticios ubicados entre los movi-
mientos sociales y la política institucional. La base de la exploración es una
encuesta de opinión regional que, si bien presenta debilidades para captu-
rar las prácticas de las mujeres, permite plantear el tema. En este sentido,
el estudio habla más de cultura política y del reconocimiento político de las
mujeres. Los datos evidencian que, en la última década, han disminuido las
expresiones políticas de las mujeres en las calles, aunque siguen siendo rele-
vantes en algunos países (Bolivia, Ecuador, Venezuela y Uruguay), lo cual
podría estar aparejado al surgimiento de las denominadas “nuevas izquier-
das” o lo que otros autores interpretan como “nuevos populismos”. Pese a
las limitaciones de las fuentes de información, las autoras presienten que las
mujeres tienen obstáculos no solo en la participación política instituciona-
lizada, sino también en ámbitos civiles de la vida democrática.

Seguidamente, Luz María Salazar profundiza sobre una de las otras
formas de hacer política: explora la política de las mujeres viudas de gue-
rrilleros en el marco del conflicto colombiano. Nos propone dos puntos
interesantes de reflexión: de un lado, la participación de las mujeres viu-
das en redes como respuesta política a la pérdida de sus cónyuges (lo que
las obliga a emigrar a áreas urbanas) y, de otro lado, la inexistencia de un
estado de derecho que garantice los derechos de supervivencia de las mu-
jeres viudas (lo cual estimula la creación de redes que viabilicen esta
supervivencia).
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sobre todo, hace un llamado a la sociología a hacerse cargo de los impor-
tantes avances conceptuales y aplicados hechos por el feminismo y los
estudios de género.

Rosario Aguirre, por su parte, hace una lectura alterna a la de
Magdalena León en su recorrido sobre cómo los estudios universitarios de
género han sido incorporados en la docencia e investigación en Uruguay.
La autora propone que la sociología ha dado una importante apertura a
los avances del feminismo. Da especial atención a los mecanismos acadé-
micos (malla curricular) y a algunos resultados en el campo de los análi-
sis sobre el trabajo y la política. La autora plantea, además, algunas líneas
de reflexión acerca de los desafíos para impulsar e identificar algunos ele-
mentos con miras a la construcción de una agenda de investigación pro-
piamente regional.

Finalmente, Amy Lind y Jill Williams llaman la atención sobre cómo
los derechos de las mujeres –más o menos garantizados en ciertos ámbi-
tos nacionales– desaparecen en el contexto trasnacional de las fronteras;
en este caso, los límites entre México y los Estados Unidos. Estas autoras
analizan, de manera particular, cómo la militarización de la frontera y las
violencias contra las mujeres en estos espacios transnacionalizados
–migrantes o trabajadoras en las maquilas– hacen que sus cuerpos se con-
viertan en el terreno de las disputas políticas por instaurar regímenes de
justicia de género. Se trata de una llamada de atención importante a los
nuevos territorios en los que se están poniendo a prueba los derechos de
las mujeres: por un lado, las fronteras como espacios indefinidos, insegu-
ros y riesgosos y, por otro, los propios cuerpos femeninos. Entender este
desafío demanda estudios trasnacionales que contribuyan a construir las
agendas feministas políticas y de investigación, con capacidad para res-
ponder a las instituciones –estatales o globales– en los todavía indefinidos
contextos globalizados, pero que recuerdan a las sociedades altamente
estratificadas previas a los movimientos por los derechos de las mujeres.
Así, el artículo se une a los anteriores en su énfasis en un eje analítico: la
compleja articulación entre investigación y política feminista.
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El capítulo de Esther del Campo y Evelyn Magdaleno continúa con el
tema de la institucionalidad política y pone en cuestión la eficacia de los
partidos políticos en los países andinos. Su estudio sobre los avances legis-
lativos muestra que, con la aprobación de las leyes de cuotas en Bolivia,
Ecuador y Perú, la presencia de mujeres en las instituciones de represen-
tación y decisión se ha incrementado significativamente. Esto ha tenido
también un impacto positivo en la preparación y aprobación de legisla-
ción de acción positiva como leyes de violencia de género, de igualdad o
de violencia política. Este camino, a criterio de las autoras, ha sido alen-
tado por las declaraciones y avances legislativos internacionales que, en los
tres países, han tenido también influencia en la creación de instituciones
de género. Las autoras plantean que estos avances no parecen responder a
diferencias ideológicas claras ni a una intervención decidida por parte de
los partidos políticos. En este sentido, no se confirma el optimismo de
Anne Sutter en su análisis de México. Según este estudio, si bien los movi-
mientos de mujeres han jugado un papel importante, los avances jurídi-
cos en los países andinos parecerían ser principalmente un efecto de los
tratados internacionales internacionales. 

Cierra esta sección un artículo escrito por Ana María Goetschel y mi
persona sobre los orígenes del sufragio femenino en el Ecuador. Este tra-
bajo se propone recordar aspectos de la genealogía de la ciudadanía polí-
tica femenina en la región –que se remonta al siglo XIX–. Analiza los
debates sobre el sexo del ciudadano y la autonomía de las mujeres en los
que participaron políticos y mujeres articuladas a grupos civiles, todos
miembros de las élites y de una emergente clase media. Propone que el
sufragio femenino no sólo es un tema de construcción de la comunidad
política, sino también de construcción cultural y social pues pone en
cuestión, por un lado, la masculinidad y feminidad hegemónicas y, por
otro, las fronteras entre lo público y lo privado. 
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En una línea similar, Adriana Causa nos muestra las estrategias políti-
cas y de supervivencia de las mujeres piqueteras del Gran Buenos Aires.
La participación política de estas mujeres en las protestas ha ido acompa-
ñada de redes de supervivencia, pero también de nuevas maneras de
incursionar en los mercados de trabajo ya que el trabajo femenino ha per-
dido su carácter subsidiario para la familia. 

Anne Sutter, por su parte, analiza las complejas relaciones entre el
movimiento feminista y la política partidista en México mediante un aná-
lisis del caso de Diversa. Este grupo ha transitado desde el “onegeismo” a
un esfuerzo partidario. En este sentido, el artículo aborda el tema de la
institucionalidad política y, más específicamente, el tránsito desde la polí-
tica civil a la política institucional. Observa cómo un grupo de feministas
mexicanas incursionan en la política partidista para impulsar su agenda.
Muestra cómo la normativa electoral influencia el comportamiento de los
actores, sus estrategias y discursos y, en cierto sentido, desdibuja elemen-
tos de la agenda feminista. Pero, al mismo tiempo, la política partidista
de las feministas ha permitido introducir sus luchas en la agenda política
de manera mucho más eficaz que los esfuerzos realizados desde la socie-
dad civil. La autora sugiere que las formas de hacer políticas desde los
movimientos sociales quedan muchas veces en las calles, en reductos
pequeños, pero fuera de la vida política institucional. 

Óscar Luengo realiza, primero, un análisis de los mecanismos legales
puestos en marcha en los países andinos con el objetivo de garantizar la
representación igualitaria de las mujeres en las cámaras legislativas, lo que
ha dado lugar al crecimiento de la presencia de mujeres en los órganos de
elección popular. Seguidamente, nos presenta los resultados de un estudio
sobre la aparición de las mujeres y de sus agendas en un medio de comu-
nicación de la ciudad de La Paz. Se trata de una revisión de las noticias
sobre las agendas de las mujeres en las últimas campañas de elecciones
generales de los años 2002 y 2005. Se detiene así en la repercusión mediá-
tica que han tenido en Bolivia los mecanismos legales promovidos por las
mujeres y los acuerdos internacionales. El trabajo concluye señalando que
los logros legales e institucionales no se han visto acompañados de un
incremento de la presencia de mujeres en los medios de comunicación
como actoras protagónicas del debate político.
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Sección 1
Estudios y políticas 

feministas
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Resumen

El artículo hace un recorrido por las prácticas feministas ciudadanas y los
estudios sobre género, justicia, ciudadanía y derechos en la región con el
propósito de evaluar sus contribuciones a los debates de la justicia de gé-
nero. El feminismo en la región hace parte de los procesos de moderniza-
ción y de búsqueda de libertad. Los aportes importantes de las mujeres a
partir de la segunda oleada feminista es la constante articulación de una
agenda de reconocimiento y redistribución. Pese a ello, se observan mayo-
res logros en los terrenos legales y políticos que en la distribución de re-
cursos. En esta medida el recorrido revela una historia de libertades par-
ciales y una serie de desafíos para la agenda de investigación.

Palabras claves: justicia de género, ciudadanía, diferencia, estudios de
género, América Latina.

21

Justicia de género, ciudadanía 
y diferencia en América Latina

Maxine Molyneux*

* Profesora catedrática en Sociología y directora del Instituto para el Estudio de las Américas, de
la Escuela de Estudios Avanzados de la Universidad de Londres (Institute for the Study of the
Americas, School of Advanced Study, University of London).



Definiciones de la justicia de género

El término “justicia de género” implica un concepto de justicia que remi-
te a las relaciones sociales y jurídicas que predominan entre los sexos. No
es fácilmente definible, dado que carga con significados diferentes que
han cambiado con el tiempo. La justicia de género puede comprender
diversas concepciones de justicia, en un arco que va desde la simple igual-
dad a conceptos de igualdad diferenciada. Estos últimos con el sentido de
respeto por la diferencia, aunque acompañados de dos importantes con-
diciones: que la igualdad siga siendo un principio fundamental de la jus-
ticia, y que tanto en la letra de la ley como en su aplicación se trate a todos
como moralmente iguales. En lenguaje político moderno, la justicia de
género implica ciudadanía completa para las mujeres2, y así es como gene-
ralmente se entiende el término en el contexto latinoamericano.

Dentro del amplio espectro que implica el concepto de justicia de
género los desarrollos teóricos son necesariamente diversos. Comprenden
los trabajos pioneros sobre teoría política liberal (Phillips, 1991; Elshtain,
1981; Pateman, 1988), derecho y justicia (Smart, 1995; Fraser, 1989),
estudios sobre ciudadanía (Phillips, 1993; Lister, 2003), y capability the-
ory (teoría de las capacidades) elaborado por Amartya Sen y Marta Nuss-
baum (Nussbaum, 2002), para nombrar sólo unos pocos. La variedad de
campos analizados es igualmente diversa e incluye, entre otros, estudios
sobre legislación internacional (Charlesworth y Chinkin, 2000), política
social, derechos de propiedad (Deere y León, 2001); Agarwal, 1994), plu-
ralismo legal (Phillips, 2002; Yuval Davis, 1997), justicia criminal (Smart,
1995), y derechos reproductivos (Petchesky, 2000). En América Latina
contamos con una bibliografía relativamente extensa, la mayor parte en
español, sobre estos temas. Entre los más conocidos trabajos sobre ciuda-
danía y género figuran los escritos de Elizabeth Jelin, Virginia Vargas,
Line Barreiro y Evelina Dagnino; mientras que instituciones de investiga-
ción regionales como FLACSO y CEPAL han apoyado trabajos en este
campo desde hace varios años3.
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Introducción

Desde fines de los años 1970 se asiste a un considerable aumento de los
trabajos teóricos y empíricos en los campos relacionados del género, la
justicia, la ciudadanía y los derechos. Estos estudios avanzaron a la par de
las iniciativas de los movimientos de mujeres en muchas partes del
mundo orientadas a poner en marcha programas de reforma que garanti-
zaran la igualdad de género en las esferas de la justicia, la política y los
derechos sociales. Mientras este creciente corpus internacional presenta
numerosas preocupaciones analíticas y temáticas comunes, también hay
notables diferencias regionales de orientación teórica y enfoque empírico
que reflejan las especificidades de cada región. Estas particularidades se
deben a que el clima político y los programas de gobierno propios de la
región o país de estudio dan forma hasta cierto punto a las prioridades de
la investigación. En términos generales, sin embargo, tener en debida
cuenta la naturaleza específica, situacional, de los procesos legales y polí-
ticos es una condición sine qua non para su análisis. Los estudios sobre
género, ciudadanía y justicia se han nutrido también —además de encon-
trar desafíos en ellos— de los intensos debates resultados de la politiza-
ción de los derechos de las mujeres. Esto regionalizó aún más la política
de los derechos femeninos, exigiendo un examen más cercano del contex-
to particular en el que se enmarca y se la lleva adelante1.

El presente texto se ocupa de los modos en que América Latina con-
tribuyó a los actuales debates sobre la justicia de género, tanto mediante
estudios académicos como con prácticas concretas. En las últimas décadas
hubo en la región un notable avance en términos de derechos de ciuda-
danía femeninos, que sin embargo debe entenderse como resultado de un
contexto particularmente oportuno: la redemocratización que, al mismo
tiempo dio impulso al proceso de reforma, le impuso límites debido a su
carácter parcial o incompleto.
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1 Véase por ejemplo, en la edición especial del Third World Quarterly, Vol 27 (7): 1175-1191,
2006, “The Politics of Women’s Rights: Dilemmas for Feminist Praxis”, compilación e intro-
ducción de Andrea Cornwall y la autora. En otoño del 2008 se publicó como libro, con el
mismo título, con la editorial Routledge.

2 En función de los derechos indivisibles: sociales, económicos, políticos y civiles.
3 Conviene hacer un par de observaciones respecto de lo que se presenta en este artículo. Dado

que los países de América Latina son veinte, no es posible reseñar y citar la totalidad de los tra-



ra restricciones legales, sólo en escasas ocasiones hayan recibido atención
de los tribunales. En los casos en que la violencia doméstica acababa por
producir muertes y se llegaba a juicio, los procesos contra los maridos que
habían matado a sus esposas adolecían con demasiada frecuencia de leni-
dad, recibiendo además el tratamiento de “crímenes pasionales”.

El segundo tipo de sesgo es más sutil. Se da en condiciones donde hay
igualdad legal formal entre los sexos pero los derechos de las mujeres se
asimilan a lo que de hecho es una norma masculina. Se trata de una igual-
dad falsa porque borra las diferencias pertinentes (como el embarazo y el
parto) y supone un “campo de juego parejo” para ambos sexos. Al tratar
a las mujeres como hombres, la igualdad llana pasa por alto la desigual-
dad de circunstancias y oportunidades. De este modo, la igualdad legal
formal puede tener el efecto perverso de reproducir la desigualdad me-
diante formas ocultas de discriminación. Pasar por alto las consecuencias
de la división sexual del trabajo o la responsabilidad por la atención de los
hijos coloca a las mujeres en el lugar de encargadas de esta tarea por prin-
cipio, y por lo tanto en posición desventajosa en relación con determina-
das formas o condiciones de empleo. Además, las mujeres que dejan el
trabajo rentado para criar a sus hijos sufren una penalización económica
acumulativa, un “impuesto reproductivo”, en la forma de un pago infe-
rior y perspectivas de ascenso y jubilaciones (si existen) también menores. 

La tercera perspectiva crítica atañe a la impartición de justicia. Si las
leyes en sí suelen basarse en presupuestos androcéntricos, se sostiene que
lo mismo ocurrirá con los procesos judiciales. El testimonio de las muje-
res suele valer menos que el de los hombres, y se ha visto que los tribuna-
les se inclinan contra las mujeres sobre todo en casos de conflicto domés-
tico y delitos sexuales. El ejemplo más elocuente al respecto es el trata-
miento de los casos de violación, donde las víctimas femeninas están suje-
tas a diversos supuestos desfavorables que las colocan en connivencia con
el victimario o bien de modo que se sugiere que son ellas quienes han
“provocado” el ultraje (Smart, 1995).

Las campañas en pro de los derechos de las mujeres en América Latina
y en otros lados apuntaron a lograr reformas en estas tres amplias áreas.
Especialmente visibles han sido sus iniciativas para eliminar los privilegios
masculinos y patriarcales de los códigos legales. Esto implicó por lo general
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En la medida en que es posible generalizar, estos estudios están enrai-
zados en tres perspectivas a las que han contribuido las teorías feministas
y que tienen que ver con sesgos masculinos en la formulación legal y en
la aplicación de justicia. Desde los enunciados, se considera que, indepen-
dientemente de su origen y localización, la mayoría de los códigos legales
presentan una predisposición contra las mujeres en términos de derechos.
Esta predisposición lesiva a las mujeres suele ser de dos tipos.

El primero surge de la desigualdad en el tratamiento entre los sexos,
prevaleciendo los privilegios y derechos masculinos sobre los derechos de
las mujeres (y los niños), a quienes se da un estatus legal inferior, en oca-
siones llamado “ciudadanía de segunda clase”. Una característica de este
estatus secundario, que tiene fuerza de ley por la patria potestad, es que
para ciertas categorías de personas –como mujeres y niños— los derechos
se sustituyen por protección. En el derecho secular moderno, este tipo de
sesgo puede explicarse en parte como efecto de presunciones y privilegios
patriarcales permanentes y residuales, codificados en leyes heredadas de
sistemas legales previos. Ejemplos de esta forma de discriminación serían
los derechos de herencia diferencial que benefician a los hombres en detri-
mento de las mujeres y la presunción de derechos sexuales masculinos
sobre los cuerpos de las mujeres. El último aspecto se ha asociado con la
división entre asuntos legales públicos y privados, en donde la esfera “pri-
vada” de la familia se deja “fuera de la justicia” al tiempo de que quienes
están en su órbita quedan sujetos a la prerrogativa masculina; o, como lo
define Pateman (1988), a un “contrato sexual”. Este dualismo es confir-
mado notablemente por el hecho de que hasta hace poco la violencia
doméstica y la violación conyugal se hayan tratado en todos lados como
un asunto privado, familiar, y que en América Latina, aun donde hubie-
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bajos que se han hecho en el área examinada. Las menciones están por lo tanto necesariamente
limitadas, debe considerárselas como meramente indicativas de la calidad del trabajo en el área
y suponerse ante ellas un inter alia. Además, el cometido original de este trabajo era concentrarse
en los textos escritos en inglés para un público que no conocía el idioma español, y en los que
pudieran obtenerse con facilidad. Las citas, por lo tanto se restringen a sólo una parte del traba-
jo publicado y de fácil disponibilidad en el área, con disculpas para todos aquellos a quienes no
se cite. Una reseña y la bibliografía completa en lenguas que no sean el inglés sigue siendo una
tarea pendiente, aunque algunos de los textos mencionados aquí contienen útiles bibliografías
sobre los temas discutidos.



y la impartición de la justicia en casos de violencia doméstica y juicios por
violación, y lograron dirigir la atención pública hacia la necesidad de ca-
pacitar a la policía y a los magistrados judiciales, así como de generar ma-
yor sensibilidad para con la situación, a menudo perjudicial, de las muje-
res en estos casos.

Con las cuatro conferencias de la mujer de la Organización de las Na-
ciones Unidas (ONU), la última celebrada en Beijing en 1995, se trans-
nacionalizaron las iniciativas de los movimientos de mujeres en toda la
región destinadas a impulsar reformas del estatus legal de las mujeres de
acuerdo con estos lineamientos. Junto con otras conferencias de la ONU,
representaron un foro de discusión donde pudieron debatirse los princi-
pios de la justicia de género e incorporarse enmiendas al derecho humani-
tario internacional. Los dos instrumentos que específicamente codificaron
los derechos de las mujeres, la Convención sobre la Eliminación de todas
las Formas de Discriminación contra las Mujeres (CEFDM) de 1979, y la
Declaración y Plataforma para la Acción de Beijing (PFA) de 1995, influ-
yeron la definición de las agendas regionales de reforma, especialmente allí
donde se las incorporó en la legislación nacional. La CEFDM representa
la legislación más comprensiva y de mayor alcance en relación con el géne-
ro y las relaciones familiares y resultó importante para establecer el prin-
cipio de regulación voluntaria de la fertilidad. Casi todos los países de
América Latina suscribieron ambos marcos, que proveen una base tanto
para el activismo como para la gestión de gobierno respecto de la igualdad
de género, mediante medidas como cuotas para mujeres en el parlamen-
to, el establecimiento de estructuras y espacios institucionales públicos
para la mujer y la incorporación de la transversalidad de género en todas
las áreas administrativas estatales4. Durante la ola de reformas constitucio-
nales que acompañó la “redemocratización” en América Latina, muchos
estados adoptaron parcial o totalmente los principios consagrados en
ambos marcos, con lo que pusieron a disposición de los y las defensoras
de las mujeres una base para exigir reformas políticas acordes con dichos
principios (Chiarotti, 2000; Lycklama à Nijeholt et al., 1998).
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la individuación de los derechos de las mujeres respecto a su estado familiar
o matrimonial, así como la eliminación de las formas espurias de protección
de los códigos civiles y el derecho de familia. En los últimos años también
se avanzó en la ampliación de los derechos de propiedad de las mujeres, lo
que resulta de primera importancia para aquellas que viven en países en
desarrollo (Deere y León, 2001). Sin embargo, la política social y los dere-
chos sociales siguen siendo en buena parte de América Latina un área donde
el modelo predominante de justo título sigue correspondiendo al de “hom-
bre proveedor”, lo que codifica supuestos sobre la dependencia económica
femenina y niega a las mujeres un justo título completo e individual.

Otro objetivo analítico fue desafiar la asimilación de las mujeres a la
norma masculina donde esto fuera claramente incompatible con la justi-
cia, lo que implica un sistema jurídico que respete las diferencias sin resig-
nar el principio de igualdad. La demanda de lo que Lister (2003) llama
“igualdad diferenciada” caracterizó la lucha histórica por los derechos de
ciudadanía de las mujeres no sólo en los estados occidentales, sino tam-
bién en gran parte del sur global y especialmente en la región latinoame-
ricana. Esta demanda ha sido asociada con prerrogativas que se derivan
del papel de las mujeres como gestadoras de niños y madres, como la li-
cencia pagada por maternidad o la conservación del empleo para las mu-
jeres embarazadas, así como con medidas de reparación destinadas a to-
mar en cuenta el hecho de que la igualdad de oportunidades no garanti-
za la igualdad de resultados si las condiciones entre los competidores son
desiguales. La discriminación positiva, la creación de objetivos y los siste-
mas de cuota son medidas que concuerdan con esta posición. En el marco
de esta concepción de derechos diferenciados, es posible concretar leyes
que otorguen a las mujeres derechos reproductivos plenos en base al prin-
cipio, según el cual los individuos tienen determinados derechos sobre sus
propios cuerpos y sus funciones.

Los intentos de reforma también apuntaron a los procesos judiciales.
La preocupación por el prejuicio contra las mujeres que suele exhibirse en
los tribunales ha dado lugar a campañas para generar conciencia sobre su
alcance y naturaleza y para exigir que en los procesos judiciales se trate a
las mujeres como moralmente iguales. Las organizaciones de mujeres de
América Latina consiguieron ciertas reformas en los campos del derecho
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4 Existe una extensa bibliografía sobre el proceso Beijing. Véase entre otros Vargas (2000);
Stienstra et al., (2003); Molyneux y Razavi (2003).
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La naturaleza situacional de la ciudadanía

Hasta aquí se ha mencionado que los derechos de las mujeres se han
impulsado regionalmente y mediante marcos internacionales, pero tam-
bién que el significado de la justicia de género y la ciudadanía son de
naturaleza situacional, o dependiente del contexto, porque es el contexto
cultural, político o institucional el que define prioridades estratégicas y
pone límites a lo que puede hacerse para promover la justicia de género.
La ciudadanía tiene sus orígenes en la filosofía política liberal occidental,
pero es un concepto polivalente que además se ha pluralizado a medida
que los movimientos sociales, los pluralistas legales y los teóricos demo-
cráticos han cuestionado y hasta cierto punto radicalizado su significado.

En la actualidad hay un creciente reconocimiento de las significativas
variaciones que entraña la “ciudadanía existente de hecho”; es decir, la
ciudadanía tal como es vivida por los y las ciudadanas, tanto en términos
de los derechos que confiere a los ciudadanos como del significado que
tiene para aquellos a quienes designa. Vista de este modo, la ciudadanía
es simplemente el fundamento legal de la inscripción como miembro
social. Dadas las variaciones de las leyes, las costumbres y, de manera deci-
siva, las formaciones de género, el significado de la ciudadanía así como
los derechos que representa son hasta cierto punto variables. En América
Latina, los derechos que puede reclamar una mujer pueden diferir según
donde se encuentre en el país y según el grupo étnico al que pertenezca;
los derechos sustantivos a los que puede acceder pueden estar limitados
por estos factores tanto como por cuestiones de clase social.

Este carácter situacional define el sentido de la ciudadanía para las
mujeres de tres modos fundamentales. Primero, los derechos y responsa-
bilidades que entraña la ciudadanía se especifican dentro de una tradición
legal particular y están garantizados por una forma de estado particular.
El hecho de que las leyes del estado se definan en función de una doctri-
na religiosa o de acuerdo con variantes del liberalismo secular tendrá con-
secuencias de amplio alcance para las relaciones de género. Segundo, dado
que la ciudadanía significa ser social y políticamente miembro de un esta-
do-nación, supone prerrogativas en términos de lealtad e identidad den-
tro de un conjunto de sobreentendidos culturales específicos, en los que
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las ideas de feminidad muchas veces tienen una posición central. Tercero,
en la práctica política, las luchas por los derechos de ciudadanía se des-
pliegan en el contexto de discursos políticos y condiciones de oportuni-
dad diversas, cuya variabilidad tiene consecuencias respecto de cómo se
enmarcan los asuntos de género. Dichos contextos afectan de hecho el
grado y los modos de participación de las mujeres –como en el caso de los
derechos colectivos, que pueden poner límites a los derechos individuales
de las mujeres. El hecho de que en zonas de América Latina predominen
las leyes consuetudinarias complica aún más el posicionamiento de las
mujeres en el marco del derecho, sea como ciudadanas de naciones o
como miembros de una comunidad, implicando a veces derechos y res-
ponsabilidades diferentes e incluso contradictorios (Baitenmann et al.,
2007; Sieder, 2002; 2004).

América Latina: género, ciudadanía y diversidad

Para entender los significados contemporáneos dados a la justicia de géne-
ro en América Latina, hay que poner en primer plano cuestiones históri-
cas y contextuales. En primer lugar, la región ha sufrido los efectos de tres
siglos de colonialismo español y portugués, que dejó una impronta distin-
tiva en la ciudadanía y los ciudadanos, al igual que en los sistemas del
derecho, la religión, el lenguaje, la economía, y en las particularidades
demográficas y las formas de exclusión racializada. Sin embargo, las insti-
tuciones coloniales siempre existieron en una relación dual –en parte de
coerción y en parte de transacción– con las sociedades indígenas. Los esta-
dos coloniales se fundaron sobre la tradición jurídica grecorromana y, si
bien su jurisprudencia se fue modificando con los siglos, se transformó de
modo decisivo en la época moderna con la adopción de los códigos napo-
leónicos, la Independencia y la influencia del liberalismo y el pensamien-
to de la Ilustración. Desde mediados del siglo XIX las elites latinoameri-
canas se embarcaron en los procesos de formación del estado moderno,
con la inspiración de los principios liberales de gobierno y justicia, si bien
adaptados e implantados de manera vacilante en las formaciones sobre las
que presidían.



Feminismo y justicia

Como muestra esta historia, en su lucha por la ciudadanía, los movimien-
tos de mujeres tuvieron que involucrarse desde sus inicios en un campo
complejo para ejercer su compromiso. La región tiene una larga historia
de luchas por los derechos de ciudadanía de las mujeres, que se remonta
al siglo XIX y aún más atrás, y que alcanza logros significativos durante el
siglo XX6. Los reclamos de ciudadanía de las mujeres se enmarcaron en la
variada historia de la región y en numerosos discursos: igualitarismo
socialista, populismo militar, corporativismo, maternalismo conservador
y liberalismo de diferentes cuños7.

Aun cuando a partir de los años 1920 los movimientos de mujeres se
diversificaron, se caracterizaron por el sostenido énfasis en los aspectos
sociales, evidente en las organizaciones socialistas y en las vitales corrien-
tes de lo que Skocpol (1992) llama “maternalismo cívico”. El feminismo
latinoamericano fue desde el principio tributario de diferentes corrientes:
conservadoras y radicales, liberales y socialistas. Cuando se alió con el so-
cialismo social democrático tendió a comprometerse con un proyecto más
amplio de reforma social y hacer posibles en ese marco los derechos de las
mujeres, en ocasiones con considerable éxito (Lavrin, 1995).

En todas sus variantes, el feminismo de América Latina ha sido desde
la llamada “primera ola” esencialmente un movimiento modernista que
ha vinculado las ideas de emancipación y libertad con una crítica dirigi-
da hacia la naturaleza opresiva de la sociedad arcaica y las relaciones socia-
les. Basada en las concepciones liberales humanistas del derecho indivi-
dual a la dignidad y la libertad, la idea de emancipación había entrado en
el lenguaje político de la modernidad gracias al movimiento de abolición
de la esclavitud en los siglos XVIII y XIX. Un estado que niega tales dere-
chos a los ciudadanos les niega nada menos que su humanidad. Los libe-
rales que seguían las ideas de John Stuart Mill y de los socialistas y femi-
nistas de diversas simpatías políticas, comparaban la situación de las mu-
jeres en el matrimonio con la esclavitud. En contra de esta situación de
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Si las leyes coloniales atribuían derechos diferentes a hombres y muje-
res e imponían a las mujeres la obligación de servir y obedecer a los hom-
bres, fue poco lo que cambió después de la Independencia. En el corazón
del razonamiento jurídico liberal sobre el orden de género siguió habien-
do elementos de sistemas jurídicos anteriores. Aunque quienes forjaron
los estados post-coloniales trataron de desplazar los principios de la regu-
lación legal de lo que se llamó “patriarcado colonial” hacia el contractua-
lismo liberal, la autoridad y el privilegio masculinos siguieron predomi-
nando en las esferas pública y doméstica5.

Es así como la modernidad latinoamericana, sea en sus momentos
liberales, revolucionarios o corporativos, sumó a las mujeres de manera
selectiva y lejos de lo que habría sido en igualdad de condiciones. En los
códigos legales nacionales, durante buena parte del siglo XX los derechos
de los ciudadanos descansaron sobre nociones de diferencia de género
muy arraigadas, que coincidían con las posiciones socialmente asimétricas
ocupadas por los sexos. Aunque durante el período liberal (aproximada-
mente entre 1880 y 1930) la influencia de la Iglesia Católica se atenuó por
obra del secularismo estatal, en algunos países esta institución siguió man-
teniendo su poder e influencia, sobre todo en temas vinculados a los roles
reproductivos y sexuales de las mujeres, como deja ver el hecho de que en
América Latina todavía perduran algunas de las legislaciones más represi-
vas del mundo sobre interrupción del embarazo (Ortiz Ortega, 2001).

Mientras tanto, en buena parte de la región el acceso de las mujeres a
la justicia fue y sigue siendo desparejo y, en el caso de las mujeres rurales
o indígenas, limitado. El privilegio patriarcal dentro de la familia o la
sociedad en general mantuvo cierto poder en determinados grupos y cla-
ses sociales, a pesar de su transformación, debilitamiento y resignificación
a lo largo del tiempo. Subsistió en forma de violencia doméstica y exclu-
sión de las mujeres del poder y la autoridad, pero sus respaldos institucio-
nales se fueron debilitando gradualmente como resultado de los esfuerzos
de los movimientos de mujeres y de las transformaciones sociales asocia-
das a la modernidad capitalista.

Maxine Molyneux

30

5 Existe una excelente bibliografía sobre género, estado y leyes en América Latina. Entre otros, se
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Lavrin (1995); Rodríguez (1997), así como los artículos reunidos en Dore y Molyneux (2000)

6 Véanse por ejemplo Stoner (1988); Rodríguez (1997); Miller (1991); Lavrin (1995). 
7 Trato este punto en detalle en (Molyneux 2000b y 2003).



Tales ideas fascinaron a muchas mujeres urbanas inmigrantes, obreras
y profesoras, pero su entusiasmo para ‘lo moderno’ estaba lejos de ser am-
pliamente compartida en las primeras décadas del siglo XX. Para muchas
mujeres, la seguridad dentro de la tradición del matrimonio, del parentes-
co o la comunidad conservó su atractivo, especialmente debido a la ausen-
cia de alternativas reales y a pesar de los considerables costos de quedar
dentro de los lazos tradicionales. Para las poblaciones indígenas, que habí-
an padecido tanto a las elites liberales como a la dominación colonial,
aquellas ideas, si bien no enteramente extrañas, eran sin embargo poco
confiables. Por su parte, las feministas tardaron en comprender que ellas
mismas formaban parte de la elite mestiza postcolonial y que la moderni-
dad que promovían era tratada con más ambivalencia por quienes perma-
necían en el afilado extremo de su disrupción. Para las poblaciones que
habían sobrevivido a la esclavitud y a la sucesiva “falsa emancipación”, y
para quienes experimentaban la continuidad del colonialismo interno, el
encuentro con la modernidad no correspondía con las visiones idealizadas
de las elites (blancas) urbanas, fueran éstas conservadoras o reformistas.
Las disrupciones de la modernidad fragmentaron y polarizaron las comu-
nidades indígenas, muchas veces a través de la violencia, tal como en la
llamada “conquista del desierto” en Argentina; muchas otras, de modo
más sutil a través de políticas orientadas a la promoción del cambio social
y económico. La construcción de la nación implicó integración, homoge-
neidad y supresión de la diferencia expresado a menudo en una forma de
racismo generalizado que marcó el encuentro con el “otro”.

Hoy en día los daños del ‘no reconocimiento’ en dicho proceso son
quizás mejor entendidos. Sin embargo, en aquel momento fueron igno-
rados o mal entendidos y los costes en el proceso de modernización y ‘ci-
vilización’ fueron considerados menores en comparación a los beneficios
obtenidos. Incluso los radicales de la revolución mexicana quienes traba-
jaron con “los campesinos atrasados”, se vincularon a la supresión de sus
lenguas en nombre del Estado-Nación que se identificó con la libertad y
la justicia para todos. La creciente escala de aquella agitación revoluciona-
ria aceleró el ímpetu al cambio social, aunque también provocó miedo y
oposición, a menudo organizado por y alrededor de la creencia religiosa y
los valores tradicionales. Mientras tanto, los socialistas seculares y las fe-
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sujeción estaba la idea de la ciudadanía libre y soberana, con las ideas sub-
yacentes de autonomía y plena (i.e. igualitaria) personalidad jurídica.

Pero el feminismo no sólo apelaba a los principios esenciales del libe-
ralismo; además, exigía que fueran aplicados de manera más consistente
mediante la eliminación de los supuestos androcéntricos que entrañaba.
Se trataba de una de tantas inconsistencias existentes dentro de la justicia
liberal que las feministas presentaban desde sus primeros intentos por
establecer una “ciudadanía diferenciada” (Lister, 2003). Las feministas
abogaban por el reconocimiento de la diferencia pero no en detrimento
de la igualdad. Dicho de modo simplificado, ello significaba que ni los
roles sociales de las mujeres ni las funciones biológicas deberían ser causa
de discriminación, tal como sucedía con el universalismo “ciego ante la
diferencia” que gobernaba la ley y tomaba a la norma masculina como
único referente. Particularmente, estos argumentos se desarrollaron en
América Latina con relación a la maternidad. Las feministas llamaban al
fin de la discriminación hacia las madres y defendían el derecho a la
maternidad y al amamantamiento durante la jornada laboral. Pero a pesar
de este sensibilidad hubo un área en donde puede decirse que el feminis-
mo de la primera ola en América Latina se distinguió por haber sido él
mismo también ciego ante las diferencias.

Las feministas fueron en gran parte modernistas. Concebían su socie-
dad como retrógrada y las relaciones sociales como necesitadas de trans-
formación para que las mujeres pudieran emanciparse. Generalmente no
aceptaban los argumentos que favorecían el status quo basado en la pree-
minencia de la cultura, la religión, la tradición y, en concordancia con las
tendencias progresistas de su tiempo, eran decididamente seculares8, si-
tuándose de este modo en los terrenos de la modernidad al lado de los
nacionalistas inspirados en la Ilustración así como de los socialistas y los
liberales. Para la mayoría de los progresistas de la época, las diferencias so-
ciales y culturales o bien eran el signo del atraso o bien del exotismo; con-
sideraban que no debían ser eliminadas sino modernizadas; es decir, pues-
tas al día con los principios de la libertad e igualdad.
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Los derechos ciudadanos de las mujeres no se desarrollaron de manera
equitativa a lo largo del siglo XX, sin embargo, los términos de ciudada-
nía se ampliaron hasta incluir a las mujeres en la vida económica y políti-
ca otorgándoles mayor autonomía de la familia. Estos avances no estuvie-
ron siempre asegurados por las feministas. Los derechos de las mujeres
fueron una causa tomada por los populistas nacionales como Eva Perón, y
los socialistas de estado como Fidel Castro, quienes aun siendo hostiles al
feminismo, tomaron y reconfiguraron algunas demandas del movimiento
de tal manera que atrajeran a las nuevas clases trabajadores urbanas.

El feminismo por si mismo se diversificó tanto como movimiento co-
mo sistema de ideas, y en las últimas décadas de siglo XX ganó más apoyo
por algunas de las ideas de las mujeres de clases populares. Sin embargo
fue lenta la aceptación del principio de respeto por la diferencia –respeto
para ‘los otros otros’– en las políticas feministas. En el marco que vemos
cambios de conciencia, fueron en parte el resultado del surgimiento de
movimientos identitarios y en parte resultaron de la experiencia de vein-
te años de los encuentros internacionales del ‘proceso de Beijing’10. Ambos
apuntaron el crecimiento de la voz y la presencia de nuevos actores den-
tro de las políticas transnacionales y movimientos feministas.

El proceso de Beijing, especialmente en sus primeras reuniones fue el
lugar de agrios encuentros entre el Norte y el Sur y entre diferentes co-
rrientes de movimientos internacionales de mujeres, diferencias de teoría
y prioridades prácticas dentro del feminismo. Estos acontecimientos con-
vergieron con el surgimiento de una política especial indígena que para la
mayor parte devino en una gran sospecha hacia el feminismo. Los en-
cuentros con “los otros otros”, aunque algunas veces difíciles para los par-
ticipantes porque pluralizaron y fracturaron el feminismo mediante los
desafíos de la diversidad, fueron, al mismo tiempo, revitalizantes y ener-
getizantes. Los más productivos intercambios podían llegar a colaboracio-
nes y alianzas, y si esto no pasó, los procesos de deliberación hicieron que
el respeto y reconocimiento a la otredad, y de ‘otros feminismos’ tenían
que ser parte de cualquier proceso de negociación política dentro del
movimiento.

Justicia de género, ciudadanía y diferencia en América Latina

35

ministas liberales trabajaron entusiastamente para terminar con la opre-
sión de las mujeres rurales mediante la educación y los programas de ‘hi-
giene social’, alcanzando también cambios generales como la ampliación
legal de los derechos de las mujeres con respecto de la ciudadanía.

La mayoría de las mujeres indígenas no se benefició en una manera di-
recta de estas reformas legales y los que sí aprovecharon, vivieron la tensa
existencia entre las nuevas leyes y las propias costumbres indígenas. Aún
cuando para las feministas las reformas legales hubiera beneficiado a cual-
quier mujer fuera quien fuera, para las mujeres indígenas esta moderni-
dad impuesta, no necesariamente ofreció una salida de la pobreza que las
invadía. Además, al alcanzar los nuevos derechos arriesgaron el minado
matrimonio y la familia y los sistemas colectivos de solidaridad que sobre-
vivieron9.

Si la historia moderna del derecho y el género en América Latina es la
de la formación y la re-formación del estado, es también una historia de
discontinuidades nacionales y locales y, en algunos países, de una comple-
ja articulación entre estado y modos consuetudinarios de regulación
social. Así, a pesar de la instancia aparentemente unificadora que encarna
el derecho en las instituciones y códigos del estado, no hay una única ver-
sión de las relaciones entre “derecho y género” o “género y ciudadanía”;
aún hoy en países como México, Bolivia y Ecuador, se encuentra regiones
en que la regulación legal se conduce a través de una multiplicidad de sis-
temas paralelos, superpuestos o sincréticos (Hernández Castillo, 2002;
Sieder, 2002; Van Cott, 2000). El aumento de los reclamos de identidad
indígena a partir de mediados de los años 1980, estimulado por la diná-
mica de la redemocratización, y por marcar 1492, vio a muchos países
embarcarse en un proceso de reconceptualización de sus historias nacio-
nales. Esto tuvo impacto en las disposiciones legales y constitucionales;
países como México o Bolivia confirmaron explícitamente en sus consti-
tuciones los derechos y aspiraciones territoriales indígenas, muchas veces
–aunque no siempre– interpretados de modos que confirmaron la autori-
dad y los derechos de los hombres sobre las mujeres.
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significativa, en la política local, nacional e internacional, ya sea en las le-
gislaciones nacionales y consejos municipales o en los procesos consulti-
vos de la ONU y la Organización de Estados Americanos (OEA).

Durante las décadas de 1980 y 1990, los movimientos de mujeres pu-
sieron su energía en mejorar el estatus político y legal de las mujeres me-
diante una combinación de presión de base y trabajo desde el estado. En
un proceso paralelo, los movimientos de mujeres experimentaron lo que
Sonia Álvarez (1998) llamó “ONGeización” y numerosas activistas apro-
vecharon la nueva estrategia de donaciones de los organismos internacio-
nales para financiar sus propias organizaciones. Muchas de ellas se invo-
lucraron en campañas en favor de reformas legales y participación ciuda-
dana y trabajaron en el fortalecimiento de redes regionales y transnacio-
nales efectivas. Las ONG de mujeres de América Latina se destacaron en
los años 1990 por su activa participación en las cuatro conferencias de fin
de milenio de la ONU y en otras actividades relacionadas. El tendido de
redes transnacionales se estaba produciendo también a partir de la labor
de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEALC), la
OEA, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y los en-
cuentros regionales organizados para impulsar la agenda de la CEFDM
sobre derechos de las mujeres, como el celebrado en Belém do Pará.

Si en occidente hacia los años 1980 el activismo feminista se había
desdibujado (aun cuando seguía visible en los programas de gobierno y de
los partidos políticos), en América Latina y en otras partes del hemisferio
sur mantuvo una dinámica activista hasta bien entrada la década de los
noventa del siglo pasado. Fue capaz también de movilizar un sector con-
siderable de la población y de extender su alcance mucho más allá del gru-
po inicial, integrado por profesionales educadas de piel blanca. Notable
fue el crecimiento del feminismo popular entre activistas mujeres de asen-
tamientos de bajos ingresos, en los movimientos de trabajadores e inclu-
so en algunas comunidades indígenas. En algunos casos plenamente iden-
tificados con las aspiraciones feministas, en otros desconformes con la eti-
queta de “feminismo”, en todo caso estas activistas integraron en su dis-
curso y estrategia las ideas y los reclamos feministas. Esto resultó eviden-
te en algunos de los grupos de madres y esposas de América Central, en
el movimiento Zapatista en México y en el Movimiento de los Sin Tierra
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Transiciones democráticas

Fue durante la transición que marcó el fin de las dictaduras latinoameri-
canas de fines de los años 1970 cuando se avanzó en términos de derechos
de las mujeres. El amplio consenso político y el compromiso compartido
con el liberalismo político y económico, junto con la vigencia del estado
de derecho, fueron elementos clave que favorecieron los reclamos de las
mujeres. En términos más generales, este consenso fue un estímulo vital
para el desarrollo de campañas de derechos humanos, y posibilitó tanto el
funcionamiento y la eficacia de nuevas organizaciones con intereses múl-
tiples, como la colaboración entre partidos y el tendido de redes más am-
plias a partir de las agendas de la democracia y los derechos humanos. En
respuesta a los reclamos de la sociedad civil reprimidos durante dos déca-
das, los gobiernos electos se comprometieron a profundizar el desarrollo
de la sociedad civil, la democracia y la reforma jurídica. Ya en los años
1980, cuando las dictaduras entraron en su fase terminal, se había supe-
rado en gran medida la división tradicional entre la izquierda revolucio-
naria, empeñada en derrocar al estado por las armas, y una sociedad civil
más moderada. Hubo oposición ocasional a las duras políticas de ajuste
estructural y en general al neoliberalismo que, sin embargo, se aplacaron
a principios de los años 1990 cuando las economías empezaron a desper-
tar después de la “década perdida”. Una izquierda ya reconfigurada se
concentró en la cuestión de cómo hacer frente a las oportunidades que la
coyuntura democrática ponía a su disposición, y trató de radicalizar la
agenda liberal y proteger los derechos sociales. Al mismo tiempo, a las
preocupaciones políticas y sociales tradicionales se agregaron los temas
emergentes de los derechos indígenas y afrolatinos y el medio ambiente.

Aunque las brutales dictaduras de la guerra sucia y en general los regí-
menes militares no llegaron a devastar íntegramente la región, el impacto
del autoritarismo se hizo sentir. Sirvió para reforzar el respaldo transregio-
nal a los derechos humanos, y muchos de quienes habían sufrido en per-
sona las consecuencias de los gobiernos militares se volvieron los más acti-
vos defensores de los derechos humanos de las mujeres, tanto en sus paí-
ses como en el extranjero, en la esfera global. En general, feministas de to-
da la región consiguieron una presencia, menor en número pero aun así



garantías liberales y los derechos humanos habían sido violados por déca-
das de dictadura, los movimientos de mujeres dieron especial valor al esta-
do de derecho y a los derechos de ciudadanía. Al mismo tiempo, el voca-
bulario de los derechos y la ciudadanía se articuló no sólo para restituir o
mejorar los derechos legales, sino también con la finalidad de profundi-
zar el proceso democrático. El lenguaje de los derechos no sólo tuvo el
objetivo de generar conciencia entre los pobres y marginados sociales res-
pecto de sus derechos legales sociales, sino también el de interrogar su
falta de derechos sustantivos. Es así como el discurso sobre los derechos
se volvió un modo de reclamar justicia social y reconocimiento en un
idioma que enmarcaba los reclamos “como un derecho básico de ciuda-
danía” (Dagnino, 1998; Hershberg y Jelin, 1996).

En América Latina, más allá del respaldo que en general dieron a los
derechos, los movimientos de mujeres adoptaron lemas del movimiento
feminista chileno, que enlazaban conceptualmente la democracia y los
derechos a contenidos específicos de género. Esto se expresó en la fórmu-
la “democracia en el gobierno: democracia en la familia” y “no hay demo-
cracia sin democracia en la familia”. De este modo el concepto de justicia
de género se vinculó al de democracia y, al mismo tiempo, se redefinió la
democracia como un dominio de gobierno que excede al estado y abarca
el ámbito íntimo de la familia y la sexualidad. Esta idea, presente desde
hace tiempo en la discusión política que el feminismo mantiene con el
liberalismo a partir de la revolución francesa, marcó las iniciativas de re-
forma en los ámbitos de la familia y la sexualidad, e influyó en los modos
en que se hicieron las campañas contra la violencia de género. La campa-
ña contra la violencia de género fue significativa por su uso de lo que
Nancy Fraser (1989) y otros llamaron “política de reconocimiento”, que
reclama el derecho de las mujeres a la dignidad y a la liberación de la vio-
lencia como parte del derecho a defender su integridad corporal. En tér-
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(MST) de Brasil. Activistas feministas de líneas diversas, por ejemplo
quienes trabajan en derechos reproductivos11 y en violencia contra las
mujeres, se dieron de modo infatigable a tareas de organización en comu-
nidades de bajos ingresos. Aunque hubo tensiones entre los movimientos
de mujeres “populares” y las activistas feministas, en su mayoría de clase
media, caben pocas dudas sobre los niveles de interacción entre las diver-
sas corrientes del activismo femenino que tuvieron lugar, tanto en niveles
de base como en encuentros estratégicos nacionales y transregionales12. En
el renovado clima internacional y nacional que siguió esta dinámica sin
dudas se desaceleró, pero los nuevos actores sociales y las fuerzas políticas
en países como Ecuador, Bolivia y Venezuela dieron nueva expresión al
creciente descontento por el declive del crecimiento y las políticas econó-
micas neoliberales.

Reconfiguración de la ciudadanía como praxis

Como se mencionó más arriba, el significado de la justicia de género en
América Latina se dio en las últimas décadas en el contexto de la demo-
cracia restaurada y consolidada y un contexto político internacional que
dio impulso a las campañas de base de derechos humanos. Si bien en este
esfuerzo hay diversas áreas que necesariamente se superponen, pueden
distinguirse tres clases de iniciativas que resultan clave para entender los
modos distintivos en que evolucionaron las campañas por la ciudadanía
de las mujeres en América Latina.

El primer elemento conceptual –y el más importante– fue la adhesión
de los reclamos de justicia de género a campañas con objetivos más
amplios, que abogaban por los derechos humanos y la restauración de la
democracia, cuestiones que adquirieron gran intensidad en países que
sufrieron gobiernos autoritarios13. Los movimientos ciudadanos lucharon
en estos contextos por el “derecho a tener derechos”, haciendo suya la elo-
cuente y concisa frase de Hannah Arendt (1977). En sitios donde las
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11 Véase Htun (2003), sobre la lucha por los derechos reproductivos en condiciones dictatoriales. 
12 Peggy Antrobus (2003) establece lo que fueron las prioridades del trabajo de los movimientos

de mujeres a nivel de las bases en El Caribe y esto es también válido para América Latina.

13 Véanse por ejemplo los escritos de la activista feminista Virginia Vargas (1990), y para mirar
cómo la contienda política absorbió el discurso, las publicaciones de FLACSO. La unidad de
género de Chile sintetiza la perspectiva según la cual la transformación de las relaciones de
género depende de una profundización del proceso democrático en la región. Destaca la igual-
dad social entre los sexos y la ampliación de la ciudadanía, entendida como el derecho a tener
derechos y el respeto por la diversidad.



ta y alienada del estado y como virtuosas por propio derecho. Se las vio
también como una contribución a la construcción de la sociedad civil y
por lo tanto, de bases más firmes para la democracia. Los analistas femi-
nistas centraron su atención en hacer que la participación de las mujeres
fuera visible y se valorara, mientras discutían los rasgos de género en las
mismas formas de movilización y reclamo que acompañaban la acción.

Estas dos líneas incidieron en el desarrollo de una tercera característi-
ca de las prácticas de los movimientos de mujeres en toda la región: la
comprensión de la ciudadanía como un proceso que implicaba superar la
exclusión social, término que a su vez se entendió en sentido multidimen-
sional, de modo que incluyera formas tanto políticas como económicas y
sociales de marginalización. Los marginados en general tienen acceso li-
mitado a los bienes públicos, la asistencia o los beneficios sociales, pade-
cen la inseguridad de sus vínculos con la economía y son incapaces de
participar en la vida política o de influir en ella. Esta dimensión política
de la exclusión social se asocia con una “ciudadanía de baja intensidad”
(O’Donnell, 1993), especialmente en el caso de ciertos grupos como los
pobres sin tierra, las minorías étnicas, las mujeres de bajos ingresos y los
hogares de trabajadores. La exclusión social y el debilitamiento de los me-
canismos de cohesión social se vieron como sintomáticos de una carencia
de participación efectiva en las nuevas democracias, lo que suponía conse-
cuencias para la capacidad de construir y mantener la estabilidad política.

La literatura sobre política social latinoamericana se hace eco de estas
preocupaciones al mencionar la idea de Marshall, según la cual la demo-
cracia exige la concreción de los derechos sociales, incluida la puesta a dis-
posición de medios suficientes para que todos se comprometan en una
participación social completa (Marshall, 1950). Estos medios se han en-
tendido tradicionalmente de modo tal que incluyan, como mínimo, el ac-
ceso a la educación, la salud, la vivienda y el empleo. Este interés en la jus-
ticia económica es un rasgo distintivo de América Latina y El Caribe,
donde los movimientos de mujeres, de acuerdo con los conceptos de
Fraser, combinaron las luchas por el reconocimiento con las luchas por la
redistribución.

Con estos antecedentes, las organizaciones de mujeres aprovecharon la
oportunidad que ofrecía la agenda de desarrollo de los años 1990, con su
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minos de teoría de la ciudadanía, fue un reto directo a la separación públi-
co- privado, central para el liberalismo clásico, y puso énfasis en que la fa-
milia no está excluida de la esfera de la justicia o la democracia.

En ese marco también se sostuvo que la ciudadanía debía ser defendi-
da en el contexto de lo que los teóricos latinoamericanos llamaron “el coti-
diano”14, porque sólo de ese modo podía determinarse y apreciarse el valor
de las mujeres –y sólo así podía expresarse su subjetividad política distin-
tiva–. En ese sentido, la democracia se entendió no sólo como práctica de
la política formal institucional, sino como una práctica que afecta la vida
diaria y permea la familia y al conjunto de la sociedad (Jelin, 1996). Esto
implicó redefinir el significado de democracia, así como cuestionar la
práctica política asociada a su consolidación. A fines de los años 1980, los
movimientos de mujeres encararon cuestiones de identidad de género y
sexualidad junto con preocupaciones más antiguas sobre derechos repro-
ductivos, generando así nuevos campos de investigación, identificando
diferencias de género y poder, y desafiando las normas sexuales culturales
al igual que las representaciones de la feminidad y la masculinidad.

La segunda característica de los trabajos académicos y de la práctica
activista en este período de la historia latinoamericana fue la revisión de
las ideas de ciudadanía mediante la adopción de un concepto de “ciuda-
danía activa”. Es decir, la ciudadanía se concibe de modo que excede la
pura relación legal por la que se confieren derechos a sujetos pasivos ya
que, por el contrario, implica de modo inherente la participación y la
agencia. En este punto, los teóricos y activistas feministas latinoamerica-
nos se unieron a los teóricos de izquierda en su crítica a la concepción de
ciudadanía liberal utilitaria. Cuestionaron el principio que coloca los de-
rechos individuales por sobre la responsabilidad social, oponiéndose a la
versión de ciudadanía que propone una interpretación estrecha de los
derechos y la concepción limitada de pertenencia social y política que en-
trañan esas definiciones de ciudadanía. Por el contrario, abogaron por
una versión más sustantiva de la ciudadanía, que fuera tanto más partici-
pativa como más responsable socialmente. Dichas manifestaciones de ac-
tivismo social eran consideradas como un contrapeso a la política corrup-

14 [en castellano en el original, N. de T.]



influir en la ley y en las políticas públicas. En este punto, el feminismo
latinoamericano enfrentó los límites, retos y oportunidades que ofrece la
democracia liberal en su intento de reformular las políticas de participa-
ción y de la propia ciudadanía. Esto, pues, nos devuelve a la cuestión de
la práctica feminista y de su relación con la corporación política y sus
agencias representativas, cuestión que llegó a dominar los debates femi-
nistas en los años 1990.

Los esfuerzos que se han hecho en las últimas décadas para impugnar
los términos de los derechos de ciudadanía de las mujeres han fructifica-
do hasta ahora en cambios significativos en los terrenos legal y político.
Pero aunque se ha tenido que luchar por ellos y aunque carezcan de una
seguridad plena, la democracia liberal muchas veces ha estado más dis-
puesta a conceder igualdad ante la ley y derechos políticos que derechos
económicos y sociales. La realidad paradójica de las transiciones postau-
toritarias que los movimientos de mujeres tuvieron que enfrentar al final
del milenio consistía en mayores oportunidades para la participación en
el ámbito político formal, pero en un contexto de reforma estructural y
de desigualdad social cada vez más profunda. El viraje internacional del
estado social al estado contraído del neoliberalismo produjo un contexto
en el que tuvo lugar una disminución importante de derechos sociales,
condición para la plena realización de la igualdad política. La ciudadanía
consagra ideas de libertad política, imparcialidad e igualdad ante la ley,
pero como muchos teóricos liberales lo han reconocido, esos ideales esta-
ban amenazados en un sistema basado en grandes desigualdades de rique-
za e ingreso. La tensión entre los principios de mercado y las reivindica-
ciones de la ciudadanía sólo se podía reducir mediante intervenciones
políticas deliberadas para asegurar la igualdad social, algo a lo que
Marshall (1950) se refirió como la subordinación del mercado a la justi-
cia social. Si los movimientos latinoamericanos de mujeres quieren hacer
realidad todo el potencial de los derechos conferidos por la ciudadanía,
un punto de partida útil podría ser una lectura de género de esta aprecia-
ción fundamental.
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acento en los derechos, la participación y el empoderamiento, para traba-
jar con las comunidades marginadas y de bajos ingresos en diversos pro-
yectos de ciudadanía. La ciudadanía se trató de modo que implicara tanto
transformaciones subjetivas como un conocimiento más extenso de los
derechos, redefiniendo el vocabulario del empoderamiento en términos
de capacidad de actuar en el mundo y de cambiarlo. En América Latina,
las políticas de buen gobierno y el respaldo internacional a los derechos
humanos encontraron muchos partidarios en el sector voluntario y en los
movimientos sociales (Molyneux y Lazar, 2003). Muchas ONG estaban
dispuestas a respaldar las iniciativas relacionadas con los derechos, habien-
do surgido ellas mismas de movimientos sociales opositores y partidarios
de la democracia. De mediados de la década de 1980 en adelante, las ideas
de ciudadanía se desarrollaron y aplicaron en un amplio arco de campa-
ñas orientadas a promover la conciencia sobre los derechos y el compro-
miso cívico, y a lograr reformas en el sistema de justicia.

En suma, estas variadas formas de compromiso con la ciudadanía de
las mujeres acompañaron y fueron parte integral de las iniciativas para
ampliar los derechos en los nuevos contextos democráticos. Los ejemplos
incluyen el papel de las organizaciones civiles en los procesos electorales
(como en México y Perú); los múltiples proyectos de alfabetización jurí-
dica destinados a que los grupos de bajos ingresos entendieran y exigieran
el cumplimiento de sus derechos; proyectos de capacitación de mujeres en
habilidades de liderazgo, de modo que pudieran acceder a la maquinaria
política; procesos de paz y de resolución de conflictos (especialmente en
América Central); las múltiples formas de proyectos de base tendientes a
“dar poder” o a empoderar a los grupos de bajos ingresos, y trabajo con
mujeres, pueblos indígenas y niños, en los que los discursos sobre los de-
rechos sirven de orientación para la acción.

Por debajo de estas múltiples luchas por la ciudadanía, la cuestión para
muchas feministas latinoamericanas continúa siendo cómo desarrollar
una política que pudiera promover un proyecto general de justicia social.
Un proyecto de este tipo dependía de una reelaboración radical del esta-
do, haciendo de él un ente más responsable social y democráticamente,
asegurando que a las organizaciones que expresaban demandas de justicia
social y de igualdad se les garantizara canales institucionalizados para
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nerales de los marcos legales internacionales y de sus impactos (por ejem-
plo Hernández Castillo, 2002). Aquí la investigación se beneficiaría de las
comparaciones, por un lado, entre diferentes regiones de América Latina,
y por otro entre América Latina y otras partes del mundo con sus perti-
nentes sistemas jurídicos diferentes.

Una segunda área en desarrollo de investigación sobre derecho y ciu-
dadanía trata las dificultades que encuentran los ciudadanos para exigir el
cumplimiento de sus derechos, es decir, para acceder a la justicia. Muchos
autores observan que en buena parte de América Latina la complejidad y
a menudo la ineficiencia de los sistemas jurídicos y las políticas activas
representan serios límites para el significado y la práctica de la ciudada-
nía; la opacidad, distancia y costo del sistema legal limitan las posibilida-
des de acceder a él (Macaulay, 2002; Sieder, 2005). Los activistas que lle-
van adelante campañas legales consideran que contar con un sistema legal
eficiente, abierto y accesible resulta clave para profundizar el proceso de-
mocrático. Las agendas de reformas incluyen la participación de profesio-
nales de los niveles más altos del sistema de justicia en programas de re-
capacitación. Estas agendas también incluyen la participación de organi-
zaciones de base en programas de alfabetización jurídica y la capacitación
de asistentes para-legales que habrán de trabajar con aquellos a quienes las
deficiencias del sistema colocan en situación especialmente desventajosa,
entre ellos las mujeres indígenas y de bajos ingresos.

El trabajo en esta área es necesario tanto para entender los modos en
que funciona la exclusión de la justicia respecto del género, como para
identificar la manera más adecuada de mejorar la impartición de justicia.
El acceso a la justicia involucra sin dudas organismos muy diferentes,
incluidos la policía y los tribunales, junto con los movimientos sociales.
Entendido en sentido amplio, el acceso incluye también el modo en que
las comunidades se relacionan con estos organismos, cuánta confianza de-
positan en las instituciones y qué noción tienen de justicia. Un área en
donde se está investigando atañe a cómo los tribunales civiles locales se
posicionan para tratar cuestiones de género, y en particular, a si realmen-
te mejoran el acceso a la justicia de las mujeres. Los tribunales de contro-
versias menores cobran cada vez más importancia para la resolución de
litigios familiares y casos de violencia doméstica. Sin embargo, las organi-
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Investigación académica sobre género, ciudadanía y derecho

La investigación nueva y ya en curso en las áreas de género y ciudadanía
señaló numerosas prioridades de estudio, además de desarrollar campos
ya existentes o abrir nuevos a la futura investigación en nichos que habí-
an sido inexplorados, o poco explorados hasta entonces en la región. El
primero de ellos es lo que en ocasiones se ha llamado la “globalización
jurídica”, un campo abierto entre otros por Keck y Sikkink (1998) y estu-
diado en América Latina en relación con los derechos indígenas por
Alison Brysk (2000), Rachel Sieder y colegas de CIESAS en México
(2002 y 2005), así como por Fiona Macaulay (2002 y 2005) respecto a
los derechos de las mujeres. Mientras que el papel desempeñado por la
legislación internacional sobre derechos humanos en la reforma del cor-
pus jurídico que afecta los derechos de las mujeres goza de amplio reco-
nocimiento, es poco en cambio lo que se ha investigado sobre el proceso
por el que los movimientos sociales y los ciudadanos se sirven de estos ins-
trumentos para legitimar y estructurar sus reclamos, tanto en el nivel
nacional como local.

Hasta qué punto esto indica, como lo han sostenido algunos analistas,
que la ciudadanía no puede pensarse sólo en relación con el estado-
nación, es una cuestión que se ha de considerar a la luz de la experiencia
latinoamericana. No obstante, aun cuando esos ámbitos globalizados han
adquirido un papel importante en la política y las políticas, es el estado-
nación el que rige, legisla y ejecuta las políticas. En cuestiones de políti-
cas, legalidad y justicia social, el estado-nación sigue siendo un lugar crí-
tico de intervención.

Mientras los derechos se incorporaron al discurso sobre el desarrollo
para volverse parte del trabajo de las ONG, hay pocos análisis de cómo se
entienden los derechos y se exige su cumplimiento “desde abajo”, es decir,
por parte de quienes se apropian del lenguaje de los derechos y de los dis-
cursos de justicia para luchar por sus reclamos, impulsar sus demandas o
defenderlas. Las mujeres están posicionadas de modos complejos en rela-
ción con estos reclamos. Las investigaciones que exploran el significado
localizado que tienen los derechos para poblaciones particulares -como las
mujeres indígenas- están empezando a complementar los inventarios ge-
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Una cuarta área de investigación, que además es materia de controver-
sias, es la de las implicaciones del pluralismo jurídico en términos de
género. Durante los años 1990, las reformas constitucionales en la mayo-
ría de los países latinoamericanos dieron cierto reconocimiento a los dere-
chos indígenas. Donna Lee Van Cott sostuvo que este proceso constituye
“un modelo regional emergente de ‘constitucionalismo multicultural’”
(Van Cott, 2000: 17), cuya primera ola de reformas estatales multicultu-
rales tuvo lugar en Bolivia en 1994, Colombia en 1991, Ecuador en
1998, México en 1992, Nicaragua en 1986, Paraguay en 1992, Perú en
1993 y Venezuela en 1999. Estas reformas recibieron la influencia com-
binada de la creciente movilización política indígena por un lado, y por
otro del desarrollo de una jurisprudencia internacional que reconoce los
derechos indígenas como derechos humanos, y cuyo instrumento más
importante es la 169° convención de la Organización Internacional del
Trabajo (OIT). Esta convención, una vez ratificada, tiene en los estados
firmantes el peso de ley nacional. En 2000, la mayoría de los países lati-
noamericanos la había firmado; entre ellos, todos los que tienen poblacio-
nes indígenas importantes. La convención reconoce diversos derechos
importantes, en particular el derecho de los pueblos indígenas a partici-
par en la elaboración de las políticas que los afectan, y aunque en general
suele no cumplírselo, la creciente conciencia sobre este derecho estuvo
acompañada en algunos países de protestas por su violación. Los derechos
sobre la tierra de los indígenas se han reconocido en diversos modos
mediante el establecimiento de reservas en Bolivia, Brasil, Ecuador, Co-
lombia, Panamá y Venezuela, mientras en otras zonas de la región hay
también reservas cuya aprobación está pendiente. Las cuotas de represen-
tación parlamentaria para población indígena están ya en vigor en varios
países y en Argentina, Brasil, Chile, Paraguay y Colombia se hicieron
reformas constitucionales y legales por las que se reconocen los derechos
indígenas. Esto representa progresos significativos en el reconocimiento
de la diferencia, pero ¿en qué medida se incluyó a las mujeres como igua-
les en estos procesos de reconocimiento y que cambios estamos viendo en
el activismo feminino? Se necesitan más estudios sobre estos temas para
sacar conclusiones, y hay mucho por hacer en esta importante y contro-
vertida área de la política y la legislación contemporánea.
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zaciones de mujeres tienen opiniones divididas respecto a si lo anterior
representa una evolución positiva o negativa; por ejemplo, hay quien con-
sidera que los nuevos procesos legales que conducen a juicios por violen-
cia doméstica adolecen de lenidad, y exigen penas más rotundas. Otros te-
men dar más poder al estado para penalizar. La vigilancia y la seguridad
pública también han sido una cuestión importante para las mujeres en
América Latina, y existen investigaciones sobre el trabajo de las estaciones
de policía para mujeres. En Brasil, algunos municipios han hecho ensayos
con guardias municipales, un sistema que estipula una cuota de 30 por
ciento de admisión de mujeres (MacDowell dos Santos, 1999; Nelson,
1996). Comprobar cuán efectivos son estos mecanismos para contribuir
a que las mujeres vean satisfecho su reclamo de vivir en un ambiente más
seguro, al tiempo que se provee a la policía con un servicio más digno de
confianza, representa un importante campo de estudio.

Una tercera área fértil de investigación es la de los procesos de goberna-
bilidad. En la mayoría de los estudios sobre instituciones estatales no se
han explorado a fondo las complejidades de la gobernabilidad entendida
como proceso político. Se necesitan más trabajos sobre los modos en que
funcionan las instituciones en relación con el género, sobre cómo se dise-
ñan las políticas y sobre cómo las cuestiones de género están incorporadas
en la planificación nacional, si es que lo están. En particular, hay poca
investigación comparativa sobre el trabajo de las secretarías de la mujer e
instituciones como las defensorías del pueblo en relación con los procesos
legales, y sobre cómo éstas modifican las leyes o se oponen a los proyectos
que se impulsan en el congreso. Además, profundizar el estudio sobre el
proceso de redacción y sanción de las leyes no sólo tiene valor académico
para los estudios de ciudadanía, sino también un uso práctico para quienes
abogan por una reforma legal. En los campos de la sociología y la antropo-
logía política se han desarrollado enfoques potencialmente interesantes,
que apuntan a producir registros etnográficos de estos procesos. Desde esta
perspectiva, el avance y retroceso de los derechos de las mujeres en los últi-
mos años, por ejemplo en relación con los derechos reproductivos, consti-
tuiría un rico campo de investigación. Las culturas burocráticas, el efecto
de las coaliciones conservadoras, la corrupción y las formas de exclusión
marcadas por el género merecen especial atención en esta área.
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A partir de que en los años 1990 el acento en política social se orien-
tó al alivio de la pobreza, hubo enfoques participativos que pasaron del
nivel de proyecto al de las políticas y se incorporaron así a los programas
de gobierno. Sin embargo, los análisis de estos cambios institucionales
son insuficientes para determinar si permitieron que las mujeres tuvieran
un papel más activo en las decisiones que afectan sus vidas. Esta investi-
gación resulta clave para avanzar en la comprensión de los modos en que
las poblaciones de bajos ingresos, y los sectores más marginados en ellas,
hacen oír sus demandas mediante formas nuevas de deliberación, consul-
ta y movilización, destinadas a informar y a influir en instituciones mayo-
res y en programas políticos. Algunos gobiernos de la región implemen-
taron una serie de “mesas de concertación” (mesas redondas de coopera-
ción), instituciones donde se reúne a las partes interesadas para discutir
temas de desarrollo nacional e iniciativas de bienestar social. Estas inno-
vaciones, por muy corta vida que puedan tener, merecen ser objeto de es-
tudios serios por su posible contribución a la comprensión de la democra-
cia y accountability o la rendición de cuentas por parte de gobiernos hacia
sus ciudadanos, cuestiones clave de nuestro tiempo.

En último lugar, lo que no la hace menos importante, se ubica la des-
centralización: durante las últimas décadas, las iniciativas de reforma que
apuntaron a descentralizar y a desconcentrar tuvieron como resultado
cierto aumento en los niveles de autonomía de regiones y municipios. Es-
to a su vez se acompañó de iniciativas para desarrollar mecanismos parti-
cipativos que ampliaran la cooperación de los gobiernos locales con la
sociedad civil en cuestiones de bienestar social, representación, rendición
de cuentas y asignación de recursos. Si bien los beneficios de estas políti-
cas en términos de eficiencia y los criterios democráticos que las animan
son disparejos, sin dudas pueden encontrarse ejemplos positivos en Amé-
rica Latina. Y aunque las lecciones de estos procesos recién están empe-
zando a entenderse, la variedad de resultados de la región es índice del alto
grado de contingencia política involucrada. Allí donde los partidos gober-
nantes dan pleno apoyo a estos desarrollos y ponen a disposición los
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El ejercicio de los derechos de ciudadanía depende últimamente de la
voluntad del estado a cumplir con su deber de satisfacer las necesidades
humanas. La historia de los derechos sociales en América Latina desde la
perspectiva de género mostró profundas desigualdades en el acceso a estos
derechos en salud y educación, mientras que las economistas feministas
expusieron los costos que el déficit en el sistema de seguro social traía para
las mujeres durante el periodo de ajuste y recesión.

El estudio de la política social en América Latina se ha revitalizado en
los últimos años nutrido en parte por un creciente debate sobre los efec-
tos sociales de las reformas neoliberales. Entre otros temas los estudios de
género han examinado las desigualdades en pensiones, por ejemplo en los
trabajos de Birgin y Pautassi (2001), Huber y Stevens (2000), y Arenas de
Mesa y Montecinos (1999). En la CEPAL también vemos la promoción
de un rico debate sobre género y políticas sociales. Este tema no sólo ha
empezado a atraer investigadores de una gama más amplia de disciplinas,
sino que el enfoque también se amplió incluyendo cuestiones antes mar-
ginalizados como los desigualdades racializadas y de género. Este esfuerzo
se ha sido complementado por el trabajo pionero en políticas sociales del
sur en perspectiva comparativa y de género (Hassim y Razavi, 2006)15.

Entender la política social en términos de derechos de ciudadanía y
titularidad de derechos y de construcciones de demanda abre un vasto
campo de estudio. En teoría política, el debate sobre la relación entre po-
breza y democracia ha vuelto a adquirir pertinencia como resultado de la
Cumbre de El Cairo de 1994 y los Objetivos del Milenio, que compro-
meten a los países signatarios a erradicar la extrema pobreza para el año
2015. Hay una amplia aceptación de que niveles altos de pobreza perju-
dican la calidad de la democracia, y de hecho se los asocia también con
diversas formas de gobierno ‘iliberal’ y déficit democráticos. Las cuestio-
nes clave en la investigación sobre derechos se refieren a cómo pueden
conseguir una voz en los programas y procesos políticos quienes están
marginados social y políticamente por la pobreza, y a cómo pueden ga-
rantizarse sus derechos políticos16.
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ganaron en los últimos dos siglos son significativos, pero lo que reflejan
no es tanto un avance constante hacia determinadas metas de emancipa-
ción total, sino que son el resultado de conflictos con estados y socieda-
des en cuya órbita se han ganados libertades parciales, precarias y a veces
no deseadas, y donde los objetivos de los movimientos sociales se adaptan
y reformulan con el tiempo lo que necesariamente seguirá siendo el caso.
Es en este contexto –internacional, político, social– más amplio y en cam-
bio constante que las mujeres en América Latina definirán sus objetivos
estratégicos, lucharán por ellos, y construirán alianzas que harán progre-
sar sus derechos de ciudadanía y la justicia de género.
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recursos necesarios, donde los gobiernos municipales gozan de un grado
importante de autonomía y de control adecuado sobre ingresos y recur-
sos, y donde están en vigor medidas democráticas y de rendición de cuen-
tas efectivas, estas iniciativas pueden servir como mecanismos de redistri-
bución efectiva que den mejores respuestas a las necesidades locales. Al
mismo tiempo, en muchos casos la descentralización no cumple con estos
requisitos, los beneficios de la participación pueden ser sobreestimados y
funcionar como sustituto de políticas coordinadas, mientras que los inte-
reses privados y estatales controlan las políticas de gobierno municipales
y la sociedad civil. Los gobiernos que crearon instituciones participativas
no siempre consiguieron que éstas trabajaran con eficiencia o efectividad.

Las mujeres han empezado a comprometerse con las instituciones que
acompañaron los procesos de descentralización en América Latina, tanto
a título personal como en su rol de funcionarias de los nuevos y fortaleci-
dos gobiernos municipales, o bien en las organizaciones de la sociedad
civil y ONG que trabajan con ellos. En esta área se necesitan aún estudios
comparativos (tanto regionales como internacionales) para examinar las
implicaciones de esta delegación del poder y de las unidades de políticas
desde una perspectiva de género.

Conclusión

Temas de emergente interés académico, algunos de los cuales se consig-
nan más arriba, han comenzado a atraer un serio interés y sin dudas re-
dundarán en nuevas perspectivas sobre cómo los sistemas legales son mol-
deados por las relaciones de género y a la vez les dan forma, y sobre cómo
posibilitan y al mismo tiempo condicionan el cambio positivo. Como
surge del análisis, el tema de ciudadanía en América Latina ha tenido una
larga y compleja historia y sigue siendo un campo fértil para la investiga-
ción y la práctica política presente y futura.

La transformación del sistema legal y las relaciones sociales con la fina-
lidad de alcanzar la igualdad y la justicia, impone una difícil tarea que aún
debe completarse y que depende no sólo de reformas legales, sino de pro-
cesos multidimensionales de cambio social. Los derechos que las mujeres
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Resumen

El artículo revisa las novedades introducidas por las mujeres de los movi-
mientos indígenas y afrodescendientes con referencia a la ciudadanía.
Argumenta que lo que está en cuestión es un nuevo pacto entre estado y
sociedad que obliga a reconocer las diferencias culturales. Al respecto, los
movimientos indígenas andinos, los movimientos afrodescendientes de
Centro América y de Brasil revelan estrategias diversas para su inclusión
política. En los Andes se ha privilegiado una estrategia de partido indíge-
na mientras que en Brasil se han priorizado mecanismos de acción posi-
tiva. Por último, Centro América revela una diversidad de acciones frag-
mentadas. 

Palabras claves: ciudadanía, género, nación, diversidad étnica y racial, ac-
ción positiva, partido indígena.
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Desde los tiempos coloniales, los indígenas disfrutaron de la protección
de los resguardos, que los dotaba de una base territorial y política. Esto
contribuía al desarrollo de una “identidad institucionalizada” de la que
carecían los afrodescendientes (Wade, 1997). Con esta base territorial, los
indígenas pudieron mantener su propio idioma y tradiciones, cuya im-
portancia fue reconocida en 1991 por la OIT, en la Convención sobre
Pueblos Indígenas y Tribales, ratificada por varios gobiernos latinoameri-
canos. Los afrodescendientes, al contrario, fueron traídos a América por
la fuerza, expoliados de sus territorios, idiomas e identidades y subordina-
dos por completo a las normas europeas. Los cientistas sociales reforzaron
esta distinción, reconociéndoles a los indígenas una cultura con derechos
propios, mientras los afrodescendientes fueron considerados como de una
versión incompleta o deformada de la cultura europea (Wade, 1997).
Reaccionando contra este enfoque, Melville Herskovits (1941) escribió
The Myth of the Negro Past, para legitimar el estudio antropológico de las
culturas negras (Yelvington, 2001: 228).

Las relaciones de género también varían entre los grupos afrodescen-
dientes e indígenas. Ni los afrodescendientes ni los indígenas suscriben la
dominancia del proveedor masculino, una ideología que aún prevalece
entre las mujeres blanca-mestizas. Pero la autonomía económica y sexual
es más fuerte entre las afrodescendientes que entre las mujeres indígenas,
las cuales suscriben una teoría de complementariedad de género que tien-
de a proteger la cohesión étnica. Examinaré los roles cada vez más impor-
tantes que desempeñan las mujeres en ambos movimientos, y compararé
sus diferentes luchas por negociar un espacio dentro de sus respectivos
movimientos étnico-raciales, los cuales hasta ahora han sido encabezados
por hombres. 

Se ha escrito mucho más sobre el movimiento indígena que sobre el
afrodescendiente, en parte porque éste último recién emerge. Aunque los
afrodescendientes son mucho más numerosos que los indígenas en Amé-
rica Latina –componen quizá un tercio de la población total de la región
(Bello y Rangel, 2002:7)– constituyen un segmento grande de la pobla-
ción solamente en el entorno de el Caribe y en el Brasil, que tiene la po-
blación afrodescendiente mayor y la más avanzada políticamente. Con-
trastaré las estrategias afrobrasileras con las de los afrodescendientes con-
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Introducción 

En América Latina, los nuevos movimientos indígenas y afrodescendien-
tes están cuestionando los términos de la ciudadanía. A diferencia de mo-
vimientos anteriores, como el de las mujeres, que pedían simplemente su
incorporación al estado-nación, los movimientos indígenas y afrodescen-
dientes van más allá del derecho al voto, proponen una reconceptualiza-
ción de la nación misma. Al exigir derechos especiales y la autodetermi-
nación grupal, plantean una ciudadanía diferenciada, que cuestiona el
concepto de la nación étnicamente homogénea. 

En América Latina, la visión abstracta de la homogeneidad ciudadana
adopta la forma del mestizaje, entendido como mezcla racial y cultural,
asumida por la mayoría de las naciones a principios del siglo XX para for-
jar una imagen nacional uniforme y unificada (Safa, 2005). El mestizaje
oficial (como es el caso del indigenismo mexicano) “cultivaba un respeto
por las raíces indígenas a la vez que negaba los derechos de autodetermi-
nación de los pueblos indígenas, al igualar el progreso con la aculturación
a modos de vida europeos” (Nash, 2001:13). A su vez, reafirmó la supre-
macía de la raza y la civilización europea al promover el blanqueamiento,
racial y cultural. El blanqueamiento fue instrumento de política estatal al
estimular la inmigración de europeos blancos, al punto que los afrodes-
cendientes, por ejemplo en Argentina, fueron virtualmente borrados co-
mo grupo racial (Andrews, 1980). La asimilación de normas blancas
eurocéntricas actuó como criterio de inclusión en la sociedad dominante
blanca-mestiza, excluyéndose formal o virtualmente a los indígenas y
afrodescendientes que no adherían a estas normas raciales y culturales. En
la actualidad, los nuevos grupos indígenas y afrodescendientes cuestionan
la supremacía de lo blanco dentro de la ideología del mestizaje, y argu-
mentan que su cultura debe valorarse en pie de igualdad en el marco de
un estado plurinacional. Defienden, así, la idea de una ciudadanía dife-
renciada que reconozca y respete su derecho a la autonomía local.

La lucha por una ciudadanía diferenciada ha adoptado diferentes for-
mas entre los grupos afrodescendientes e indígenas de América Latina.
Me concentraré aquí en el movimiento afrodescendiente, que difiere sig-
nificativamente del movimiento más fuerte y visible de los indígenas.
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entonces marginada, aumentándose la cría de ganado, la explotación fo-
restal y petrolera.

Además del cambio de régimen, Yashar subraya dos otros factores ne-
cesarios para que la protesta contra la marginación de las comunidades in-
dígenas se trasforme en movimiento organizado. De una parte, las redes
trasnacionales desarrolladas por los sindicatos obreros, las iglesias y las
ONG desempeñaron un papel crítico en la trasformación de las comuni-
dades indígenas en un movimiento amplio con eje en la identidad indí-
gena. Y esta identidad pudo crecer por la existencia de un “espacio asocia-
tivo político” con libertades de asociación y expresión de hecho. Este pro-
ceso fue mejor logrado en Bolivia (fines de los años 1970 y primeros años
de los años 1980) y en el Ecuador (1980). 

Yashar (2005) considera la CONAIE del Ecuador como el movimien-
to indígena más fuerte, más largamente asentado y más consecuente de
América Latina. Surgió en 1986 con la fusión de dos federaciones regio-
nales indígenas, una andina, la otra amazónica. En 1990, la CONAIE
montó una movilización nacional, entró en la política como parte de una
coalición nacional en 1996, luego fue partícipe activo en la Asamblea
Constituyente de 1997-1998, logrando un reconocimiento de los dere-
chos colectivos indígenas. Yashar también apunta la importancia del ala
progresista de la Iglesia Católica en la formación de dirigentes indígenas,
y afirma que todos los dirigentes de la CONAIE fueron entrenados en
escuelas misioneras.

No debe subestimarse la importancia de la tierra como recurso, tanto
productivo como cultural. La pérdida de la tierra es una amenaza no sólo
para la subsistencia, sino también para la autonomía de las instituciones
locales indígenas. La propiedad colectiva de la tierra sostiene la continui-
dad cultural y la preservación de fuertes vínculos de parentesco y comu-
nidad. La importancia de la tierra como base de la autonomía cultural se
refleja en la Convención de la OIT de 1991 sobre los pueblos indígenas
y tribales. Su primer artículo define a los beneficiarios en función de su
vínculo ancestral o precolonial con la tierra, así como de su mantenimien-
to y conciencia de diferencias culturales.

La heterogeneidad creciente dentro de los pueblos y/o poblaciones in-
dígenas plantea problemas para los movimientos nacionales indígenas,
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centrados en poblaciones más pequeñas y aisladas como los de América
Central. Pero comenzaré con el movimiento indígena, más fuerte y visi-
ble, centrándome en los Andes, donde los indígenas han entrado en la po-
lítica electoral como modo de sentar sus demandas de inclusión en la na-
ción. Es importante subrayar que ni el movimiento indígena ni el afro-
descendiente abogan por su separación del estado-nación. Lo que buscan
es una forma de ciudadanía diferenciada que provea autonomía y respeto
por sus diferencias culturales dentro del marco de un estado plurinacio-
nal. Ahondamos en el tema al estudiar el surgimiento de estos movimien-
tos en América Latina.

El movimiento indígena en los Andes

¿Por qué surgieron tales movimientos en esta coyuntura particular latino-
americana? Tanto el contenido como la anterioridad distinguen el movi-
miento indígena del afrodescendiente. Me centraré en los fuertes movi-
mientos indígenas andinos. Yashar (2005), al comparar cinco países lati-
noamericanos de importante población indígena (especialmente Ecuador,
Bolivia y Perú), vincula el crecimiento de estos movimientos a un cambio
en el “régimen de ciudadanía”: de uno corporativista a otro neoliberal. El
estado corporativista que tomó forma en América Latina a mediados del
siglo XX facilitó a los indígenas el constituir cierta autonomía local, al li-
berarlos de la servidumbre (i.e. huasipungo y similares), concederles el
voto (1979 en el caso del Ecuador), y llevar a cabo reformas agrarias que
debilitaron el control de las elites sobre el campo.

Esta autonomía local luego se vio amenazada bajo el neoliberalismo
ascendente de los años 1980 y 1990. Se debilitaron los programas redis-
tributivos que favorecían a los campesinos, y la reforma agraria se privati-
zó, haciendo algunas tierras indígenas disponibles para la compraventa.
Los derechos sociales, que se habían extendido bajo los regímenes corpo-
rativistas con mejoras en la salud y la educación, se enfrentaron a presu-
puestos reducidos a raíz de la crisis fiscal. Descendieron los salarios reales
y el consumo, creciéndose la desigualdad de ingresos. Programas de colo-
nización hicieron sentir el poder del estado en la región amazónica, hasta
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blados de América Latina y el Caribe. Las comunidades afrodescendien-
tes del Pacífico se desarrollaron aisladamente tras el colapso de la econo-
mía minera local en el siglo XVIII. Colombia y el Ecuador se identifican
como naciones mestizas, no obstante el hecho de que los afrodescendien-
tes colombianos superan muchas veces en número a los indígenas, los
cuales se estiman en sólo 2,7 por ciento de la población (Van Cott, 2005:
179). Los afrodescendientes han logrado que el estado les reconozca algún
derecho territorial en el Pacífico, pero mucho menos que las comunida-
des indígenas de la misma zona, no obstante ser mucho más numerosos
que éstas. Tanto indígenas como afrodescendientes se beneficiaron de la
reforma constitucional colombiana de 1991 que junto a la descentraliza-
ción municipal abrió el camino a una mayor representación, especialmen-
te entre los indígenas, en el nivel local y regional (Van Cott, 2005: 9 y
190-195). 

Las comunidades afrodescendientes del Pacífico, al igual que las indí-
genas, han destacado la importancia de mantener el control territorial
sobre sus comunidades y recursos naturales como requisito para el forta-
lecimiento y supervivencia de su cultura (Grueso, Rosero y Escobar,
1998). Sin embargo, los movimientos autonomistas, tanto afrocolombia-
nos como indígenas, se han visto notablemente debilitados por la políti-
ca clientelista y en particular por los conflictos armados (Grueso, Rosero
y Escobar, 1998). Ambos grupos se enfrentan ahora a masacres y despla-
zamientos masivos de sus comunidades ribereñas, resultas del acoso del
ejército colombiano, de paramilitares, guerrillas y narcotraficantes así
como a las luchas por tierras entre las mismas comunidades indígenas y
afrodescendientes. El capital extranjero en la industria camaronera, en la
minería, el cultivo de la palma y otros emprendimientos, han exacerbado
estos conflictos, contribuyendo a grandes migraciones hacia las ciudades
más próximas, Cali en particular (Barbary y Urrea, 2004).

Otra es la situación de los garífunas de América Central. El grupo des-
ciende de la unión entre cimarrones de origen africanos y mujeres caribes.
Desde fines del siglo XVIII se extendieron sobre las costas de los cinco
países centroamericanos, con presencia mayor en Honduras y Belice. Ha-
biéndose radicado antes de la constitución del Estado hondureño, tienen
status oficial de “grupo autóctono”; es decir, no indígena pero con dere-
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que pretenden hablar con una sola voz. De la Torre (2006) apunta la cre-
ciente urbanización y migración de los indígenas en Ecuador. Incluso en
el nivel de la comuna local, no todas las voces son iguales, dándose prefe-
rencia a las más educadas y prominentes voces masculinas.

El paso de la identidad étnica a la política electoral también ha tenido
sus peligros para el movimiento indígena. De la Torre (2006) analiza co-
mo, en el caso ecuatoriano, la integración de los movimientos indígenas
al Estado aumenta las posibilidades de cooptación y fragmentación. Hale
(2004), basándose particularmente en la experiencia indígena de Gua-
temala y Nicaragua, vincula la cooptación a una estrategia neoliberal de
privilegiar al “indio permitido” por sobre la mayoría.

En resumen, como dice Yashar (2005: 282), la participación democrá-
tica ha cuestionado la unidad e integridad de los movimientos indígenas,
a la vez que ellos están cambiando los términos de la ciudadanía demo-
crática en América Latina. Ella rechaza la noción de que los movimientos
indígenas deben abstenerse de participar en la política electoral, y dice
que estos movimientos están reclamando a los estados que “incorporen
nociones heterogéneas de quién es ciudadano, cómo se media la ciudada-
nía, y dónde se inviste la autoridad (Yashar, 2005: 285).

Movimientos afrodescendientes en naciones mestizas

En naciones mestizas, los afrodescendientes carecen de la fuerza necesaria
para negociar cambios importantes en los términos de la ciudadanía. El
nacionalismo mestizo es tan fuerte que muchos de estos países se niegan
a reconocer la existencia de la población afrodescendiente en su medio, y
no se les reconoce en los censos. El problema de la invisibilidad se ve agra-
vado por la dispersión geográfica y la heterogeneidad social de la pobla-
ción afrodescendiente, la cual se está urbanizando. En consecuencia, el
vínculo territorial es mucho más tenue que en las comunidades indígenas,
las cuales se presentan como “enraizados” en la tierra (England, 1999).

Excepciones en este cuadro son las poblaciones afrodescendientes del
Pacífico colombiano y ecuatoriano. Muchos se originaron como palen-
ques o quilombos, comunidades de cimarrones, radicados en los despo-
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y en menor grado de los garífunas, ha debilitado sus reclamos de tierra.
Son predominantemente urbanos en la mayor parte de los países centro-
americanos. Su posición étnica disminuyó también con la emigración
masiva masculina a los Estados Unidos, ocurrida tras el colapso de la eco-
nomía bananera y los huracanes que destruyeron buena parte de la costa
centroamericana. En la actualidad, muchos garífunas y afrocreoles depen-
den de remesas, enviadas principalmente desde los Estados Unidos. Estas
remesas han contribuido a la construcción de una clase profesional en
ambos grupos. Son fuertes los vínculos entre los garífunas de Honduras y
sus parientes emigrados a los Estados Unidos. England (1999) llega a
plantear que está surgiendo una identidad étnica trasnacional, como na-
ción garífuna, que comparte idioma, cultura e historia, y no se limita a
ningún estado territorial.

Colombia, Ecuador y los países de América Central son naciones mes-
tizas tradicionalmente reacias a reconocer la legitimidad de los derechos
étnicos afrodescendientes. En Nicaragua, Hooker (2005) distingue tres
períodos de nacionalismo oficial mestizo, en los cuales afirma, se resiste la
plena ciudadanía de los costeños negros e indígenas, quienes constituyen
una fracción pequeña de la población. El nacionalismo mestizo ha legiti-
mado los esfuerzos del Estado nicaragüense por colonizar las regiones
periféricas, tales como la costa atlántica, y omitido a los negros de la ima-
gen oficial de la nación. Los sandinistas aprobaron la autonomía regional
y los derechos colectivos, pero no se llegó a implementarlos plenamente,
incluso bajo el de la noción de multiculturalismo mestizo que se procla-
mó en los años 1990. El mismo Hooker reconoce que los costeños mis-
mos son en parte responsables de estas omisiones, y ciertamente las divi-
siones que ya mencionamos entre garífunas y afrocreoles, han contribui-
do a esta debilidad en la costa atlántica. 

El movimiento afrodescendiente en el Brasil

Aun en países como el Brasil, donde los afrodescendientes constituyen al
menos el 45 por ciento de la población, les es difícil formar un movimien-
to nacional unificado. Existen entre los afrobrasileros, cada vez más urba-

Igualdad en la diferencia: género y ciudadanía entre indígenas y afrodescendientes

65

cho equivalente al de los habitantes originales (England, 1999). A conse-
cuencia de su identidad dual, tanto afrodescendiente como indígena, pue-
den aliarse con cualquiera de los dos grupos, pero en la práctica diaria, los
garífunas se identifican mayormente como negros. Se distinguen los garí-
funas de otros negros (como los afrocreoles) por ser “auténticos” y nunca
haberse sometido a la cultura europea. Sin embargo, sus esfuerzos por
mantener el idioma garífuna y otros rasgos culturales contrastan con su
adopción del catolicismo (y ahora el pentecostalismo) y con la presión
política y económica, en las escuelas públicas y otros sitios, para hablar el
español como su lengua franca.

Muchas tierras garífunas en Honduras, donde todavía se despliega el
mayor contingente (alrededor de 200.000), ahora se encuentran amena-
zadas por el desarrollo turístico y la colonización mestiza en la costa atlán-
tica, ambas facilitadas por el Estado hondureño (Thorne, 2004). Para el
2001, se habían concedido 39 títulos colectivos, con un total de 32.000
hectáreas, pero no comprendía gran parte de sus recursos productivos agrí-
colas y piscícolas. Existen, además, conflictos entre diferentes ONG garí-
funas, y con otro grupo afrodescendiente, los afrocreoles, con quienes
comparten gran parte de la costa atlántica de Honduras y otros países cen-
troamericanos. Esta división ha perjudicado la solidaridad afrodescendien-
te en América Central, y restado fuerza a sus peticiones ante los estados.

Los afrocreoles también reclaman de un status autóctono, ya que fue-
ron traídos al territorio hondureño y nicaragüense a mediados del siglo
XVIII, por los británicos, que por entonces controlaron gran parte de la
costa atlántica centroamericana (Gordon, 1998: 33). Su número fue
aumentado en el siglo XIX por contingentes mucho mayores de obreros
traídos desde las Antillas por los británicos, para construir un ferrocarril
y trabajar en plantaciones de banano. Los afrocreoles, angloparlantes y
favorecidos por los británicos, obtuvieron mejor status en la costa que los
garífunas, a quienes trataron con menosprecio. Los afrocreoles tienen mu-
cha más escolaridad que los garífunas, cuya población rural padece aún de
analfabetismo.

Afrocreoles y garífunas trabajaron ambos en el ferrocarril, en las plan-
taciones de banano (operados mayormente por United Fruit) y en los
muelles. La fuerte participación en el trabajo asalariado de los afrocreoles,
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descendientes han hecho uso consciente de la música, la danza, y otras
formas artísticas para construir la autoestima y lazos más estrechos en el
seno de la esta comunidad.

Durante muchos años, Brasil se sostenía como ejemplo de “democra-
cia racial”, una tesis que afirmaba que la inequidad racial se debía princi-
palmente a la pobreza y las diferencias de clase, y por lo tanto desapare-
cería con el desarrollo. Sin embargo, la consigna de democracia racial se
ha debilitado al persistir la brecha racial en el status económico-social a
pesar del crecimiento acelerado entre 1960-1980 y la expansión de capas
medias negras que aún sufren de discriminación. 

Varios factores contribuyeron al crecimiento del movimiento afrobra-
silero, incluyendo la teología de la liberación en los años1970, la abertu-
ra y la caída de la dictadura militar en el mismo período, el éxito del
movimiento por los derechos civiles en los Estados Unidos, y el movi-
miento de descolonización en África, particularmente en África del Sur.
Igualmente han sido acontecimientos claves en la movilización negra, el
centenario de la abolición de la esclavitud en 1988 y la nueva Constitu-
ción de 1998 (que comenzó el reconocimiento de los derechos especiales
de los afrobrasileros). La fuerte participación de mujeres en la Conferen-
cia Mundial de las Naciones Unidas contra el racismo, celebrada en Dur-
ban, Sudáfrica en el 2001, resultó un momento clave para el movimien-
to (Htun, 2004a). Durban propició un mayor apoyo a la equidad racial,
tanto entre los afrodescendientes como entre la población en general
(Caldwell, 2007 y Bailey, 2004).

En lugar de formar un partido político, los afrobrasileros apoyan un
programa nacional de discriminación positiva encaminada a corregir
algunas de las severas inequidades a las cuales han estado sujetos. La dis-
criminación positiva primero recibió el respaldo estatal en los años 1990
bajo la presidencia de Fernando Enrique Cardoso, luego ha sido reforza-
do bajo el actual gobierno del presidente Luiz Inácio Lula da Silva, que
creó un Secretariado de la Promoción de la Igualdad Racial, que tiene ni-
vel ministerial y está encabezado por una mujer negra. Varias universida-
des federales han adoptado cuotas de admisión para negros, que van del
30 por ciento al 40 por ciento, y se han adoptado cuotas raciales en algu-
nos ministerios y agencias públicas estatales. Una exitosa campaña mediá-
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nizados, fuertes diferencias regionales y de clase. Parte de la dificultad
radica en su renuencia a identificarse como negros, a causa de las conno-
taciones históricas negativas que pesan sobre este calificativo. La estrate-
gia de cooptación por el ideal del mestizaje ha convencido a muchos
mulatos que se parecen más a los blancos que a sus hermanos negros.
Desde 1940, se puede notar en los censos nacionales un alejamiento de la
población desde la categoría “negro” a la de “pardo” (Lovell y Wood,
1998; Carvalho, Word y Andrade, 2004) que puede explicarse como re-
flejo de un proceso de blanqueamiento cultural. No obstante, Lovell y
Wood (1998) indican que mulatos y negros enfrentan similares exclusio-
nes en áreas críticas como expectativa de vida, matrícula escolar, y distri-
bución ocupacional.

El término “afrodescendiente” fue promovido por dirigentes negros bra-
sileros como modo de combatir las distinciones prejuiciosos entre las dos
categorías raciales antes referidas. El nuevo término marca la herencia afri-
cana de la gran masa de descendencia mixta, contestando el sesgo blanque-
ador de la cultura dominante. No obstante, la innovación plantea una dico-
tomía entre afrodescendiente y blanco. Esto se acerca al marco racial de
Estados Unidos, con un desplazamiento del énfasis del fenotipo a la descen-
dencia, enfoque tradicionalmente rechazado por muchos activistas latinoa-
mericanos. Pero la disminución radical de los censados que se declaran
negros (5.8 por ciento en 1980) ha movido a la mayoría de los investigado-
res a adoptar una clasificación bipolar (Wood, Carvalho y Horta, 2007).

De las comunidades estudiadas aquí, la población afrodescendiente
del Brasil es la de menos concentración territorial. Tras la migración a Sao
Paulo y otras áreas del sudeste, se encuentran difundidos por toda la ex-
tensión de ese vasto país. Pero fuertes diferencias regionales distinguen las
zonas más desarrolladas como Sao Paulo y Rio, del empobrecido noreste,
donde aún vive la mayoría de los afrobrasileros. 

El valor de “autonomía”, muy destacado por los indígenas con una
connotación territorial, no ha tenido tanta importancia para el movi-
miento afrobrasilero. En cambio, destacan la “comunidad” con un signi-
ficado que abarca a “todos los que comparten una identidad por su exclu-
sión y marginalidad” (Da Cunha, 1998: 236). La cultura también ha sido
importante en la formación de la identidad afrobrasilera. Los líderes afro-
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El vínculo entre la inequidad racial y la de clase sugiere que el factor
de clase puede resultar más importante que el factor racial entre los afro-
brasileros al definir su conciencia política. En Brasil, la pobreza hace mu-
cho tiempo que está racializada; está bastante generalizada la identifica-
ción de la “ignorancia, la criminalidad y la promiscuidad sexual” con las
personas de color (Fischer, 2004). La pobreza une a los pobres, blancos y
negros, en la clase obrera urbana, entre los cuales la discriminación racial
es mucho menor que en la clase media (Telles, 2004). El éxito reciente del
Partido de los Trabajadores, con fuerte apoyo de los afrodescendientes en
las elecciones del 2002 y 2006, sugiere que eligen buscar sus derechos por
medio de un grupo con base clasista, como un partido político o un sin-
dicato obrero, más que por medio de un movimiento de base racial
(Guimaraes, 2001). 

Relaciones e ideología de género entre las mujeres 
afrodescendientes e indígenas

Las organizaciones que encabezan los movimientos afrodescendientes e
indígenas son a menudo dirigidas por hombres, los que citan la necesidad
de solidaridad como motivo de subordinar a las mujeres dentro del movi-
miento. Sin embargo, cada vez son más las mujeres en las comunidades
afrodescendientes e indígenas que alzan su voz, y a veces forman sus pro-
pias organizaciones. Desean una voz mayor en estos movimientos, y qui-
sieran encarar intereses específicos de las mujeres tal como el abuso
doméstico y la salud reproductiva. Han sido estimuladas por el crecimien-
to del movimiento feminista en América Latina, pero han considerado
que el movimiento encabezado por mujeres blancas soslaya sus intereses
específicos.

Las mujeres afrodescendientes e indígenas sostienen ideologías de gé-
nero diferentes que las de las mujeres de la sociedad mestiza mayoritaria.
El patriarcado, en la sociedad mestiza, se basa en el predominio del pro-
veedor masculino, que relega las mujeres al rol de amas de casa depen-
dientes (Safa, 1995). Esta ideología de género se inscribe en los códigos
morales y sexuales del mestizaje y privilegia los hombres como trabajado-
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tica ha introducido más caras y voces afrodescendientes a la televisión. La
estrategia de discriminación positiva constituye un rechazo radical a la
consigna tradicional de democracia racial por parte de los políticos y fun-
cionarios públicos que la sostienen. Por otra parte, la oposición a las polí-
ticas de discriminación positiva alega que beneficia solamente a la clase
media negra, puede reforzar las divisiones raciales (Guimaraes, 2001: 52)
y conducir a dicotomías raciales como las existentes en Estados Unidos, e
incluso introducirlas entre la clase obrera brasilera, donde la discrimina-
ción suele ser mucho menor.

La discriminación positiva parecería ser una respuesta adecuada a la
subordinación de los afrobrasileros, quienes, como población urbana de
trabajadores asalariados, priorizan la redistribución de los derechos socia-
les de educación y empleo. No hay que olvidar que el movimiento afro-
descendiente en Brasil tiene una dirección principalmente de clase media,
y carece de la unidad necesaria para formar un partido político de masas.
Ello se intentó en los años 1930 con el Frente Negra Brasileira, que fue
desarticulado por el presidente Getulio Vargas, a tono con el temor tradi-
cional de la elite al problema racial. La discriminación positiva es una
meta colectiva racial, pero al mismo tiempo también encara las aspiracio-
nes individuales de movilidad de los afrobrasileros, en particular los de
clase media.

El factor clase puede tener tanta importancia como el de raza en las
estrategias de movilización que animan el plan de discriminación positi-
va, como sugiere una reciente encuesta llevado a cabo en Rio (Bailey,
2004). Una mayoría de los respondientes, tanto blancos como afrodes-
cendientes, apoyaron la discriminación positiva porque reconocieron al
racismo y lo vieron como el factor principal tras las brechas raciales en la
educación y el empleo. Aunque la raza influye en las respuestas, con me-
nor apoyo para estas políticas de parte de los encuestados blancos, la edu-
cación (tomada como indicador de la clase social) demostró ser más im-
portante. El 80 por ciento de los de bajo nivel educacional apoyaron a la
discriminación positiva, contra 30 por ciento de los que tienen enseñan-
za secundaria. Este resultado apoya la afirmación de Telles (2004: 261) de
que es la elite mayormente blanca más que la clase obrera, la que se opone
a la discriminación positiva con criterio racial. 
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tural, se ha esperado que las mujeres se casen dentro de su comunidad o
grupo étnico y que no busquen trabajo más allá de sus fronteras. Las que
incumplen este precepto son rechazadas por deslealtad étnica. 

El sistema de complementariedad de género de la comunidad indíge-
na enfrenta una tensión constante. Los avances continuos de la economía
de mercado, así como los del estado, infringen su autonomía. Los indíge-
nas, hombres y mujeres, se ven empujados a buscar empleo afuera para
sostener su economía de pequeños predios. Los hombres, a menudo, fue-
ron los primeros en emigrar, aprender el español y adoptar la vestimenta
occidental. Como resultado aumentó su importancia en el hogar y se pro-
dujeron antagonismos de género. No obstante, las mujeres indígenas
subordinan su conciencia de género a la conciencia étnica, aun cuando
forman sus propias organizaciones para la promoción de las necesidades
de las mujeres. Por otra parte, su acercamiento al feminismo liberal se ve
dificultada por las actitudes discriminatorias de las mestizas que las em-
plean como domésticas (Richards, 2004).

Prieto y otras (2006) apuntan que las indígenas del Ecuador han orga-
nizado el Consejo Nacional de Mujeres Indígenas Ecuatorianas (CON-
MIE), pero no intenta competir con la organización nacional indígena, el
Consejo Nacional de Nacionalidades Indígenas del Ecuador (CONAIE).
La CONMIE no es feminista, pero busca equidad de género en cuestio-
nes como las de salud y violencia doméstica, cargos directivos y otras. La
desigualdad genérica se percibe como resultado del contacto con la cultu-
ra mestiza dominante y el énfasis se pone sobre la educación bilingüe y la
cosmovisión ancestral. El Ecuador ha producido importantes dirigentes
indígenas mujeres, en parte debido a la emigración masculina. Se trata de
mujeres con educación, a menudo de familias prestigiosas en las cuales se
les abrió oportunidades para educarse.

El análisis de Nash (2003) acerca de la lucha de las mujeres indígenas en
Chiapas ilustra las contradicciones que enfrentan. En su análisis, las muje-
res zapatistas intentan abolir todas las formas de jerarquía, incluso el domi-
nio masculino en el hogar. Las mujeres constituyeron el 30 por ciento de
las filas de combatientes del Ejército Zapatista de Liberación Nacional
(EZLN), y se promulgó una Declaración de los Derechos de la Mujer, junto
con la Nueva Ley Revolucionaria proclamada en enero de 1994.
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res asalariados y cabezas de familia. Carol Smith (1997) ha mostrado
cómo la ideología de conquista de los hombres de la elite blanca legitimó
una doble moral, confinando las mujeres de elite a la casa, pero exponien-
do a las demás a la depredación sexual. El hecho de no poder defender a
sus mujeres socavó la autoridad de los hombres mestizos. Los hombres de
clase trabajadora adoptaron esta misma ideología patriarcal como modo
de igualar su status con los hombres de elite, tratando a las mujeres como
bienes propios. De este modo las mujeres mestizas fueron subordinadas
tanto sexual como económicamente, hasta la apertura de oportunidades
económicas que les permitieran enfrentarse a esta estructura patriarcal. 

Más autónomas, las mujeres afrodescendientes e indígenas nunca
compartieron la ideología del proveedor masculino, por lo cual, en tiem-
pos coloniales, a menudo se les consideraba inmorales e incivilizadas. En
ambas comunidades los hombres enfrentaban limitaciones; las mujeres
tuvieron que asumir responsabilidades y se acostumbraron a disfrutar de
autonomía económica considerable. Las afrodescendientes disfrutaron,
además, de mayor autonomía sexual, y con más frecuencia eran madres
solteras. La autonomía económica y sexual contribuyó al desarrollo de
una fuerte conciencia de género en la comunidad afrodescendiente,
donde las mujeres se atribuían status independiente, a la par que el de los
hombres. 

Las indígenas, aunque económicamente productivas, se restringían
mayormente al dominio del hogar o de la comunidad local, para prote-
gerlas de la depredación de los hombres mestizos. Los indígenas sostuvie-
ron un sistema de complementariedad de género, que Cervone (2002)
contrasta con la igualdad de género reclamada por el feminismo liberal
occidental. En el esquema de la igualdad genérica, el hombre y la mujer,
siendo en esencia una misma cosa, deberían tener oportunidades iguales.
En cambio, la complementariedad genérica plantea “la igualdad en diver-
sidad.” “Las mujeres no son exactamente como los hombres, son distin-
tas; pero es precisamente su diferencia que legitima sus capacidades y esta-
blece su derecho a tener las mismas oportunidades que los hombres”
(Cervone, 2002: 190). Sin embargo, como apunta Carol Smith (1996),
los límites cerrados de la comunidad indígena sí restringen la autonomía
económica y sexual de las mujeres. Como depositarias de la tradición cul-
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vo Partido Acción Ciudadana en 2002. Fue candidata a la Vicepresiden-
cia de la República, perdiendo por corto margen. Este hecho sorprende
aun más, tomando en cuenta que los afrocreoles en Costa Rica no acce-
dieron a la ciudadanía sino hasta 1949; hasta ese momento no se les había
permitido residir más allá de la región atlántica de Limón.

Un estudio de la población de Limón realizado en 1990 (McIlwaine,
1997) sugiere que a las mujeres afrocreoles les iban mejor que a los varo-
nes, y que superaban a las mestizas también. Las afrocreoles tienen mayo-
res logros educacionales que las mestizas, y ganan más. Con más frecuen-
temente se encuentran en empleos profesionales, tales como la enferme-
ría y la enseñanza. Los ingresos son mayores en los hogares afrocreoles,
debido a la mayor participación laboral de las mujeres, así como las reme-
sas desde el extranjero (especialmente los Estados Unidos), que en ese
momento constituían el 70 por ciento del ingreso no proveniente del tra-
bajo personal (McIlwaine, 1997: 7). La misma fuente apunta que el em-
pleo remunerado es, hace tiempo, el centro de la identidad de la mujer
afrocreole. Mientras que las mestizas se identifican más con el ámbito
doméstico y encaran más restricciones masculinas a su actividad laboral.
Aquí también se ven las consecuencias de las diferentes ideologías de
género para estos grupos de mujeres. Pero las afrocreoles aún se encuen-
tran virtualmente excluidas de las posiciones públicas decisorias, que son
ocupadas por hombres mestizos, aún en los ámbitos de la salud y de la
educación donde las mujeres son más numerosas. En Costa Rica como en
Nicaragua, la disminución de los empleos en el sector público y el incre-
mento del desempleo contribuyeron a una importante emigración afro-
creole, estimada a inicios de 1990 en el 30 por ciento y compuesta mayo-
ritariamente de hombres (McIlwaine, 1997: 12).

Las mujeres afrobrasileras, por su parte, se han beneficiado de la exis-
tencia de un fuerte movimiento feminista en el país, pero se dan cuenta
de que no pueden esperar que ese movimiento cumpla todas sus deman-
das de igualdad, tanto raciales como genéricas. Gracias a la fuerza de ese
movimiento, en Brasil se ha producido una mayor reducción de las desi-
gualdades de género que la de raza. Se han eliminado las brechas de géne-
ro en el alfabetismo y en los años de escolaridad, pero las correspondien-
tes diferencias raciales permanecen virtualmente idénticas desde la déca-
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No obstante, en la mayoría de las comunidades indígenas, la subordi-
nación de las mujeres a los personeros masculinos se la califica como “tra-
dición”. En la práctica local, han sido desconocidas las leyes de 1950 que
concedieron el sufragio femenino y las que concedieron a las mujeres cier-
tos derechos a la tierra. El analfabetismo y el desconocimiento del espa-
ñol son mucho mayores entre las mujeres que entre los hombres zapatis-
tas, quienes contribuyen a limitarles al ámbito doméstico. Sus retos a la
autoridad masculina a menudo conducen a un incremento de los abusos
domésticos. Las mujeres zapatistas se constituyeron en blanco principal
de la juventud paramilitar reclutada por el oficialista Partido Revolucio-
nario Institucional para destruir la base reproductiva de la comunidad
zapatista (Nash, 2003).

Las mujeres afrodescendientes han desarrollado mayor conciencia de
género que las indígenas, debido a la importancia del rol económico que
hace mucho tiempo desempeñan en sus hogares y comunidades. En par-
ticular, las afrocreoles de la costa atlántica de Nicaragua y Costa Rica hace
mucho que disfrutan de mayor status educacional y ocupacional que sus
vecinas indígenas y garífunas, en parte como resultado de su herencia cul-
tural anglo-antillana y los esfuerzos educativos de la Iglesia Morava, lar-
gamente establecida entre ellos (Gordon, 1998). Como es común entre
las afrodescendientes, tienen una alta participación en la fuerza laboral,
asociada a una alta frecuencia de jefaturas femeninas del hogar (actual-
mente corresponde a un tercio de los hogares en la costa atlántica nicara-
güense). Esto se ha profundizado debido a décadas de fuerte emigración
masculina desde la costa atlántica. Mientras, con apoyo estatal, una mi-
gración mestiza desde el interior de Nicaragua se ha hecho mayoritaria en
la costa y la domina económica y políticamente. Aunque los afrocreoles
mucho tiempo dominaron este territorio aislado, la emigración propia ha
debilitado su capacidad de resistir a la invasión, y los restantes residentes
dependen de remesas del exterior.

En Costa Rica la población afrocreole progresa al tiempo que la auto-
nomía étnica recibe mayor apoyo estatal, incluyendo la elección de repre-
sentantes políticos afrodescendientes e indígenas. Epsy Campbell, que
presidía la Red de Mujeres Afrocaribeñas y Afrolatinoamericanas, defen-
sora de los derechos de género y raciales, salió electa diputada por el nue-
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dudas les ha motivado a crear organizaciones de mujeres negras para rec-
tificar estas inequidades. Dan voz a prioridades tales como la violencia
doméstica, y las políticas de salud y esterilización que desventajan a las
negras. Han encarado el problema de ciertas enfermedades que frecuen-
temente las aquejan, tales como la hipertensión, la anemia falciforme,
los fibromas, y ahora el SIDA, afectación desproporcionada que pudie-
ron ellas demostrar al insistir que las estadísticas de salud se desagrega-
ran por género y raza. Gran parte del trabajo de las ONG mejor cono-
cidas como Criola, Geledes y Fala Preta se dedica a revelar el sesgo racis-
ta del sistema de salud, en particular en el área de la salud reproductiva
de las mujeres. Aunque la expectativa de vida aumentó para todos los
grupos entre 1950 y 1980, la brecha racial se mantuvo (Lovell y Wood,
1998: 95), con desventaja de unos siete años para los afrobrasileros. In-
vestigaciones más recientes muestran que, tomando en cuenta el status
económico-social, la ventaja blanca continúa y aún se ha incrementado
en unos 3 años de vida para el 2006 (Wood, Carvalho y Horta, 2007:
tabla 4). La mortalidad infantil es dos veces mayor para las madres de
color que para las blancas; entre éstas, la tasa disminuyó el doble que
entre aquellas entre 1977 y 1993 (Da Cunha, 2001). Aquí también se
comprueba que en Brasil la desigualdad de género ha recibido mayor
atención que la racial, lo cual ha favorecido a las mujeres blancas de clase
media. 

Las mujeres afrobrasileras han salido elegidas para puestos importan-
tes en los niveles locales así como el federal, y han llegado a formar un ter-
cio del Consejo Nacional de los Derechos de la Mujer. Bajo el gobierno
Lula, tres mujeres negras han sido nombradas en puestos ministeriales, y
seis mujeres negras fueron electas como diputadas en 2002. Pero no exis-
te un movimiento nacional de mujeres afrobrasileras, y tal posibilidad se
ve impedida tanto por diferencias regionales, de clase social, nivel educa-
cional, religión y afiliación política. El movimiento no ha desarrollado
una base de masas, y ha prestado más atención a presionar al Estado que
a desarrollar apoyo de masas (Lebon, 2006).
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da de 1920 (Henriques, 2001). El analfabetismo es 22 por ciento para
las afrobrasileras y sólo el 10 por ciento para las blancas (Sant’Anna,
2001: 19). Muchas de estas afrobrasileras permanecen en el campo, o
trabajan en la economía informal, especialmente en el servicio domésti-
co (Lovell, 2000a: 284). En 1990, el 48 por ciento de las mujeres negras
y el 30 por ciento de las mulatas trabajaban en esta actividad (Caldwell,
2007: 47). Asimismo, son mujeres las que encabezan los hogares más po-
bres entre los pobres, y el 60 por ciento de ellas son afrobrasileras (AMB,
2001: 18).

Entre la población afrobrasilera, las mujeres actualmente se superan
más que los varones. Y su número en la universidad incluso aumenta más
rápidamente que el de las mujeres blancas, aunque persiste una brecha
racial (Sutherland, 2002). Desde los años 1960, han adelantado más que
ningún otro grupo en los empleos de cuello blanco. Aunque están muy
lejos de haber alcanzado a las blancas, están mejor representadas que los
hombres negros en las ocupaciones profesionales y técnicas (Lovell,
2000b). Las afrobrasileras, en general, tienen una tasa mayor de partici-
pación en la fuerza laboral que las blancas, a raíz de su mayor necesidad
de autonomía económica.

Entre los afrobrasileros, las mujeres, no obstante sus adelantos educa-
cionales y ocupacionales, no han alcanzado a los hombres en lo salarial.
Ambos ganan menos que las mujeres blancas y, especialmente, menos que
los hombres blancos. En 1991, en Sao Paulo, el salario promedio de las
mujeres era alrededor del 60 por ciento al de los hombres, y el salario
medio de los afrodescendientes era, asimismo, el 60 por ciento al de los
blancos (Lovell, 2000b: 286). Pero la brecha salarial de género en su con-
junto disminuyó entre 1987-1998 a una tasa promedio de 1 por ciento al
año, mientras quedó inmóvil la brecha salarial racial (Soares, 2000). Ade-
más, es de notar que la brecha salarial que padecen los afrobrasileros es
mayor en los niveles educacionales más altos, tanto para las mujeres como
para los hombres. Esto sugiere que la superación educacional y de em-
pleo, de por sí, no puede eliminar las brechas salariales de raza y de géne-
ro (Lovell, 2000b: 286; Arias et al., 2002). 

Ha sido la situación de desventaja enfrentada por las afrobrasileras de
clase media, no obstante sus adelantos educacionales, lo que sin lugar a
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danos, es decir, los hombres, como medio y finalidad de su incorporación.
No cuestionaron el sesgo blanco del mestizaje, que requiere que los ciu-
dadanos dejen a un lado sus diferencias y abandonen sus legados cultura-
les para ser incorporados. Buscaban la redistribución sobre la base de los
criterios universalistas. Pero los movimientos de mujeres indígenas y afro-
descendientes buscan el reconocimiento y el respeto de sus diferencias
culturales, junto con la redistribución. Al insistir en su “derecho a tener
derechos”, como explica Dagnino (1998), redefinen la ciudadanía como
algo que transciende las instituciones políticas para englobar al conjunto
de la sociedad. Con esta “ciudadanía desde abajo” buscan no solamente
acceso, sino el derecho a redefinir al sistema político, lo cual trae la refor-
ma constitucional al primer plano de la discusión. La ciudadanía en este
contexto no se limita a la relación entre el individuo y el Estado, sino que
incluye y fortalece a la sociedad civil, haciéndola más igualitaria. Y ellas
esperan que este igualitarismo se extienda a las relaciones de género en el
hogar, en la medida en que el dominio del proveedor masculino se debi-
lite, aun en los hogares patriarcales.
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La lucha de las mujeres por la ciudadanía y la igualdad 
en la diferencia: conclusión

Hemos destacado tres pautas de política étnica en América Latina (sin du-
da hay más). Primeramente, hemos subrayado ciertos movimientos indí-
genas andinos que han resultado en la formación de partidos étnicos.
Según Van Cott (2005) el partido, hasta ahora, se mantiene subordinado
al movimiento mayor indígena, sirviendo para lograr metas colectivas,
más bien que aspiraciones políticas particulares. En su opinión, los parti-
dos indígenas han fortalecido la democracia en América Latina, no sólo
por la incorporación de grupos antes excluidos, sino por la creación de
formas más participativas de gobierno, especialmente en el nivel local. 

Segundo, hemos indicado que los movimientos afrodescendientes
dentro de naciones mestizas como las de América Central, donde su situa-
ción se ve afectada no sólo por cierto aislamiento histórico y el relativa-
mente reducido número, sino también por la resistencia del estado a
modificar el esencialismo mestizo oficial.

Tercero, los afrodescendientes en el Brasil, los cuales, aunque numero-
sos, no han formado ningún movimiento nacional unificado de masas.
Cierto es que, por su heterogeneidad social, les es difícil para los afrobra-
sileiros lograr una unidad como la que se ha desarrollado entre los indí-
genas andinos. La discriminación positiva requiere apoyo de masas, no
sólo entre los afrobrasileiros sino de la población en general, a través de
medios tales como los sindicatos de trabajadores y los partidos políticos,
medios en los cuales los afrobrasileiros hace mucho tiempo participan. La
discriminación positiva parecería, pues, una meta positiva y factible de al-
canzar, especialmente ahora que la mira se está colocando no sólo en las
inequidades educacionales de raza sino también en las de clase.

¿Qué significan estos tres modelos de política étnica para las mujeres
y su lucha por una plena ciudadanía? Los tres tipos de movimientos bus-
can la igualdad en diferencia, algo fundamentalmente diferente de la
noción liberal universalista de la ciudadanía, que aún prevalece en Amé-
rica Latina. Los grupos que anteriormente se habían asomado por prime-
ra vez a la ciudadanía, como las mujeres blancas y mestizas, que hablaban
en nombre de todas, pusieron énfasis en la igualdad con los demás ciuda-
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Resumen

Este artículo hace un primer balance de los aportes que se han dado en la
comprensión de la pobreza al incorporar a su estudio un análisis de desi-
gualdades de género. Es decir, bosqueja el giro que ha significado el exa-
men de procesos de producción de pobreza cuando a éste se introduce la
identificación de desigualdades que proviene de construcciones sociales
sustentadas a partir de las diferencias biológicas entre los sexos. De mane-
ra particular se aborda la conceptualización de las unidades domésticas y
de la división del trabajo como cuestiones centrales para avanzar en el
conocimiento de condiciones en las que la escasez propia de la pobreza se
liga con desigualdades de género, produciendo y reproduciendo pobreza
en general y para las mujeres en particular. Al mismo tiempo se reflexio-
na sobre el camino recorrido en la discusión sobre relaciones jerárquicas
al interior de los hogares que ha abierto temas relativos a jefaturas de
hogar, pobreza secundaria, trabajo doméstico, toma de decisiones, auto-
nomía, mercado de trabajo, uso del tiempo y doble jornada, entre otros. 

Palabras clave: género, pobreza, unidades domésticas, división sexual del
trabajo, pobreza secundaria, medición de la pobreza, uso del tiempo.
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Introducción

El objetivo de esta ponencia es presentar un primer balance de avance en
la comprensión de la pobreza al incorporar a su estudio un análisis de
desigualdades de género. Es decir, mostrar algunos de los avances concep-
tuales que han permitido distinguir la pobreza femenina de la masculina
y comprenderla de una manera más rica y compleja. De esta manera, la
ponencia aborda la conceptualización de las unidades domésticas y de la
división del trabajo como cuestiones centrales para avanzar en el conoci-
miento de condiciones en las que la escasez propia de la pobreza se liga
con desigualdades de género produciendo, y reproduciendo pobreza en
general y para las mujeres en particular. 

Unidades domésticas: 
género, edad y parentesco 

Un avance importante para la comprensión de la pobreza femenina se ha
dado al conceptualizar las unidades domésticas funcionando con base a
jerarquías por género, edad y parentesco. Considerar que las unidades do-
mésticas están atravesadas por desigualdades de género, edad y parentes-
co permite, por un lado, alejarse de la idea de que funcionan siempre de
manera armónica, por consenso. Vania Salles y Rodolfo Tuirán (1996:
324) hablan del “mito del consenso familiar”. Particularmente, afirman
que existen contradicciones intrínsecas a la vida familiar. Según Salles y
Tuirán algunas de ellas surgen debido a dos condiciones. La primera de
ellas es que existe una desigualdad entre los miembros que integran las
familias de acuerdo a líneas de edad, sexo y parentesco; la segunda es que
la dinámica emocional de las relaciones familiares no es totalmente de
cooperación y consenso sino que “están cargadas también de dosis varia-
das de conflicto, lucha y hostilidades” (1996: 50). Esta entrada más com-
pleja de la unidad doméstica, también permite romper con una construc-
ción conceptual de las unidades como colectivos solidarios develándose
las relaciones de negociación que se realizan a su interior, en donde exis-
te un constante rejuego de consenso y conflicto. 
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La unidad doméstica conceptualizada incorporando la dimensión del
conflicto y del consenso (tanto la racionalidad individual como la colec-
tiva y en donde el altruismo cabe sólo como una posibilidad entre otras),
permite también acercarse a los arreglos domésticos construyéndose muy
frecuentemente en un ambiente de conflicto y en donde no siempre cul-
minan como soluciones de consenso a favor del grupo. Los arreglos, las
negociaciones entre miembros, los conflictos y la desigualdad en el repar-
to de los recursos de los hogares han sido asunto central a considerar en
diversos estudios sobre los hogares y la pobreza1.

Estos arreglos son resultado de una constante tensión de capacidades
en donde se enfrentan individuos, sea entre ellos o con el grupo. El campo
de la antropología ha incursionado ampliamente en estudios sobre la
diversidad de prácticas y reglas al interior de las unidades domésticas; so-
bre los contratos implícitos o explícitos entre sus miembros. Estos dotan
a los miembros de las unidades domésticas de capacidad para participar,
para cooperar o no, para asentir o disentir en los procesos de toma de
decisiones domésticas. La organización de la vida doméstica de las unida-
des se decide sobre la base de arreglos implícitos o explícitos. En las uni-
dades domésticas se asumen acuerdos y obligaciones que emanan de nor-
mas sociales y morales compartidas en su sociedad y su grupo de referen-
cia, y otras que surgen de arreglos individuales (Aguirre, 1997). 

Derivado del marco anterior se ha señalado que los tipos de unidades
domésticas y sus arreglos son cada vez más diversos; al tiempo que la rela-
ción de hombres y mujeres es cada vez más flexible e inestable. Esto, en
primer lugar, contesta una concepción de niveles de bienestar homogéne-
os al interior de las unidades. En segundo lugar, desafía la idea de familia
ligada fundamentalmente al modelo neoclásico en el que existiría siempre
un hombre-proveedor-compañero o esposo-padre y una mujer-ama de
casa-compañera y esposa-madre. Los nuevos enfoques, en cambio, permi-
ten ver múltiples arreglos que configuran diversos tipos de unidades
domésticas. Asimismo retan la idea de una naturalización de las tareas de
crianza y reproducción como responsabilidad exclusiva y eterna de las

1 Entre ellos los de Chant (1996); García y De Oliveira (1994); González de la Rocha (1986,
1989 y 2006).



aspectos altamente privilegiados por la investigación en pobreza. El deba-
te en torno a la asociación del tipo de jefatura con los niveles de pobreza
de las unidades domésticas ha sido muy nutrido. Ha transitado por diver-
sos lugares arrojando resultados incluso contradictorios dependiendo del
tipo de estudio del que se trate, de la definición de la que parte y del mé-
todo de medición de la pobreza que se utiliza. En todo caso en lo que se
ha ganado claridad, es en la cuestión de que la composición de los hoga-
res, su ciclo de vida y el sexo del proveedor principal sí importan cuando
se trata de identificar las múltiples formas concretas en las que se obtie-
nen ingresos monetarios y de esta manera comprender mejor la pobreza
de las mujeres y de sus unidades domésticas. 

División del trabajo de crianza y reproducción: 
la domesticidad

El cuestionamiento a la “naturalización” de una asignación femenina
exclusiva y permanente de las tareas ligadas a la crianza y reproducción ha
sido otro gran aporte de los estudios de género que ha enriquecido el estu-
dio de la pobreza. 

La división del trabajo de crianza y reproducción se ha revelado como
una de las manifestaciones más evidentes de las relaciones jerárquicas al
interior del hogar que prescribe los papeles o roles que debe representar
cada miembro del hogar. Por ello, una de las dimensiones que ha sido se-
ñalada como útil para el estudio de la pobreza femenina a la luz de las asi-
metrías de género es la división sexual del trabajo (Salles y Tuirán, 1995).

Lo que empieza como una manera de organizar el trabajo llega a ad-
quirir una importancia normativa de manera “que los valores acaban
encarnándose en las tareas y en quién las realiza. La atribución rutina-
ria de mujeres y hombres a tareas específicas acaba vinculándose estre-
chamente con lo que significa ser un hombre o una mujer en contex-
tos específicos” (Kabeer, 1998: 75). Con la práctica rutinaria, esta asig-
nación de tareas resulta en habilidades y aptitudes socialmente cons-
truidas.
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mujeres, pues han dado la posibilidad de ver un amplio espectro de cómo
se desempeñan los roles materno y paterno.

Niveles de bienestar: la pobreza secundaria

Dentro del gran abanico de arreglos implícitos o explícitos que existen
entre los miembros de las unidades domésticas está, como una cuestión
central, lo que concierne a la adquisición y la distribución de los recursos
que se consideran necesarios para su sobrevivencia, así como el uso y
transformación diferencial de estos recursos por miembros de la unidad.
Las asimetrías entrelazadas confieren posiciones a los diversos miembros,
quienes participan en dichos arreglos con voces de diferente peso según
sexo, edad y parentesco. A su interior existen relaciones sociales de poder
y autoridad en donde sus miembros tienen diferentes derechos para el uso
y transformación de recursos. 

Sen afirma que la desigualdad dentro de la familia es de uso de recur-
sos y de transformación de los recursos usados en capacidad para funcio-
nar (Sen, 1998: 140). Autores como González de la Rocha (1986, 1990,
2000, 2006) han planteado que a partir de la distribución desigual de los
recursos entre los miembros de las unidades domésticas coexisten diver-
sos niveles de pobreza al interior de una sola unidad doméstica. Así, es
posible encontrar que algunos miembros de un hogar con determinado
nivel de pobreza vivan niveles más profundos de carencias al no existir un
acceso igualitario a los recursos de los que dispone la unidad; a ello se le
ha llamado pobreza secundaria. 

Tipos de unidades domésticas: la jefatura femenina 

La comprensión de la pobreza femenina se ha enriquecido al cuestionar el
mito de la familia nuclear pues ha permitido ver, identificar y analizar los
diversos arreglos familiares con los que se organizan los miembros de las
unidades domésticas así como distinguir diversos tipos de éstas. Tanto el
tipo de jefatura como el ciclo de vida de las unidades domésticas han sido
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sión de la pobreza femenina, por un lado, a través del debate acerca de la
segregación sexual del trabajo2, la concentración del trabajo por sexo3 y las
diferencias salariales. Los avances en el estudio de la incorporación cre-
ciente de las mujeres al mercado de trabajo, en la cual se han identificado
los obstáculos que enfrentan para allegarse un ingreso, adicionales a los
que enfrentan los hombres, especialmente en lo que se refiere a las condi-
ciones de inserción de las mujeres a mercados segmentados.

También se ha enriquecido con la documentación del hecho de que
allegarse un ingreso no ha significado mejores condiciones de vida para las
mujeres de manera automática ni necesariamente. Por el contrario, la
constante ha sido la existencia de dobles y triples jornadas para las muje-
res que además del trabajo doméstico realizan algún tipo de actividades
para generar ingreso.

Los ámbitos clave para visualizar el trabajo femenino han sido: la divi-
sión sexual del trabajo, la participación femenina en el mercado laboral,
la segregación sexual del trabajo4, la concentración del trabajo por sexo5 y
las diferencias salariales.

Paralelamente, el intenso debate desatado sobre el trabajo doméstico
legitimó muchas de las preguntas postuladas por el movimiento femi-
nista. Hasta entonces, la cuestión del trabajo doméstico estaba ausente
en la discusión teórica. Se analizaron las características del trabajo no
pagado a las mujeres y se destacó su función en el sistema económico al
contribuir a bajar los costos de mantenimiento y reproducción de la
fuerza de trabajo. Benería (1995) hace una descripción del trabajo
doméstico en este marco como concebido primariamente como la esfe-
ra privada femenina de la vida diaria y definido en contraste con la esfe-
ra pública masculina del mercado. Las dos eran vistas como separadas y
no comparables porque el trabajo se definía en relación a la esfera del
mercado.
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Cuestionar este modelo ha permitido advertir que entre los arreglos
implícitos y/o explícitos entre los miembros de las unidades se incluyen
también los que conciernen a una asignación de tareas al interior de los
hogares.

Género y trabajo

Contrario a lo esperado por los modelos neoclásicos, el trabajo no se com-
porta como cualquier otro factor de producción y que en la práctica se
observan varias formas de inflexibilidad de la división del trabajo que ac-
túan como frenos en el proceso del equilibrio. Por ello, el trabajo huma-
no no debe ser considerado como otro factor de producción pues posee
género, edad y nivel social (Kabeer, 1998: 120). Los avances que se han
dado en el ámbito del estudio del trabajo desde este punto de partida han
sido, sin duda, fundamentales para la comprensión de la pobreza femeni-
na. Lo han sido porque han puesto en cuestionamiento un modelo de di-
visión sexual de trabajo difícil de cumplir en la realidad; especialmente
para las mujeres en unidades domésticas en pobreza. Así, gran parte del
esfuerzo académico se ha dirigido a mostrar el aporte de las mujeres a la
economía y a la subsistencia familiar. El trabajo de las mujeres fue, y es
cada vez más, visible en los niveles teórico y empírico.

Debido a que desde la perspectiva neoclásica dominante el trabajo se
limita a la producción de bienes para el mercado, un amplio abanico de
actividades no remuneradas no estaba considerado como tal. Este es el
caso de la producción doméstica de subsistencia, las actividades domésti-
cas, las realizadas en el sector informal y las voluntarias. De esta manera,
mucho trabajo de una gran cantidad de mujeres concentradas en estas
actividades era invisible. La gran mayoría de los estudios sobre cuestiones
de las mujeres utilizó modelos neoclásicos o variantes de ellos para dar
visibilidad a su trabajo (Benería, 1995:1840). 

Los avances en este sentido han enriquecido la comprensión de la po-
breza femenina al identificar obstáculos que tienen las mujeres para alle-
garse un ingreso ampliando el espacio de discusión más allá de las prefe-
rencias individuales y del capital humano. Han enriquecido la compren-
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2 Se refleja en la proporción de mujeres y de hombres que ejercen una ocupación (Todaro, 2003).
3 Se refiere a la segregación entre ocupaciones y se puede medir por el número de ocupaciones que

concentran proporciones de trabajo femenino y masculino (Todaro, 2003).
4 Se refleja en la proporción de mujeres y de hombres que ejercen una ocupación (Todaro, 2003).
5 Se refiere a la segregación entre ocupaciones y se puede medir por el número de ocupaciones que

concentran proporciones de trabajo femenino y masculino (Todaro, 2003).



• Existe una mayor variabilidad de arreglos familiares en los niveles so-
cioeconómicos bajos.

• La categoría “responsable del hogar” recae más frecuentemente sobre
las mujeres.

• La participación en el trabajo no remunerado doméstico de los hom-
bres que viven en pareja es poca. Básicamente realizan tareas vincula-
das a las reparaciones del hogar y a la realización de gestiones.

• El grupo de mujeres más pobres y las más jóvenes con hijos es aquél
en el que se da una mayor acumulación de trabajos en donde el mayor
tiempo lo dedican al trabajo no remunerado.

Conclusiones

A lo largo de este artículo se ha enfatizado en los avances conceptuales que
han permitido generar conocimiento sobre condiciones en las que la esca-
sez propia de la pobreza se liga con desigualdades de género producién-
dola y reproduciéndola de manera general y para las mujeres en particu-
lar. Los ámbitos que se han trabajado son, por un lado, el de las unidades
domésticas; y, por otro lado, el de la división del trabajo. 

Por el lado de las unidades domésticas, conceptualizarles funcionan-
do con base a jerarquías por género, edad y parentesco ha sido funda-
mental para enriquecer la comprensión de la pobreza femenina. Ha per-
mitido cuestionar el mito de la familia nuclear en donde un dictador al-
truista, en armonía permanente con todos los miembros de la unidad,
realiza una distribución homogénea de recursos. En cambio se ha deve-
lado la existencia de constantes relaciones de negociación entre ellos,
quienes en tensión constante de conflicto-consenso, establecen arreglos
implícitos y explícitos para organizar su vida en común y para distribuir
los recursos.

La investigación en este sentido ha documentado la existencia de
diversos tipos de unidades y de diferentes niveles de bienestar entre los
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El esfuerzo emprendido ha dado como resultado una completa reeva-
luación del trabajo femenino y ha generado herramientas teóricas y prác-
ticas para ser incluido en registros estadísticos. Se dio un importante
avance teórico y empírico acerca de las inversiones de tiempo de los
miembros de las familias en el trabajo doméstico. Se hace una distinción,
exclusivamente analítica, entre proceso de producción y reproducción to-
mando en cuenta que uno es, a la vez, el otro. El análisis de la relación en-
tre ellos y la división conceptual misma abrieron grandes posibilidades pa-
ra entender el papel de las mujeres en la reproducción social. Este tipo de
análisis fue aplicado en estudios sobre los papeles de las mujeres en el tra-
bajo, sobre la familia y la política de bienestar6.

Uso del tiempo: doble jornada

Las mujeres en pobreza desarrollan múltiples estrategias para allegar re-
cursos a las unidades domésticas ya sea a través de mercado formal, infor-
mal o con aisladas y esporádicas estrategias de supervivencia. Sin embar-
go, comúnmente esto no las exenta del cumplimiento de sus actividades
según una división sexual del trabajo. Por ello, la transformación de los
recursos difícilmente tiene como resultado mejores condiciones de vida
para las mujeres.

Con el fin de recolectar información que permita acercarse al reparto
diferencial de tiempo entre hombres y mujeres dedicado a diversas activi-
dades se han realizado encuestas sobre el uso del tiempo en muchos paí-
ses. Algunos de los resultados que han arrojado estas encuestas han sido
(Aguirre, 2006): 

• Las mujeres dedican más tiempo al trabajo no remunerado que los
hombres; de entre ellas las jóvenes de niveles socioeconómicos más
bajos son quienes dedican mayor cantidad de horas a este tipo de tra-
bajo.

6 Para un análisis de las implicaciones que tiene la ausencia de exploración de las relaciones entre
trabajo doméstico y género en el enfoque de la Nueva Economía de la Familia y en el marxis-
mo véase Gardner (1993).
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miembros de las unidades. Ha enfatizado en la importancia que tiene el
sexo del perceptor principal de ingresos para la distribución de los recur-
sos, y ha identificado un amplio espectro de maneras de desempeñar los
roles materno y paterno no siempre emparejados con una división gené-
rica del trabajo. 

Entrar a las unidades domésticas ha enriquecido la comprensión de
la pobreza femenina. Por el lado del trabajo, construirle conceptual-
mente como un factor de producción con género, edad y nivel social ha
permitido también una mayor comprensión de la pobreza femenina. En
primer lugar, ha permitido develar un amplio abanico de actividades
que no se limitan a aquéllas dirigidas a la producción de bienes para el
mercado. En segundo lugar ha permitido explicar la segregación sexual
del trabajo, la concentración del trabajo por sexo y las diferencias sala-
riales más allá de las preferencias individuales y del capital humano. En
tercer lugar se ha mostrado que si bien es cierto que existe evidencia de
que allegar recursos a las mujeres en pobreza tiene el potencial de trans-
formar relaciones entre hombres y mujeres, también existe un conoci-
miento acumulado de que los ingresos y recursos femeninos, en gene-
ral, introducen cambios en las relaciones de poder al interior de las uni-
dades domésticas pero no conducen automáticamente a un movimien-
to en las relaciones de género que propicie una distribución más equi-
tativa o un cambio en los mecanismos de ejercicio del poder y control
a favor de las mujeres (entre otros Aguirre, 1997; Fraser, 1997; García
y de Oliveira, 1994; González de la Rocha, 1986; Kabeer, 1998; Riquer,
2001). 

Un recurso económico puede dar poder de negociación a las mujeres
para modificar su posición subordinada en el hogar; una mayor escolari-
dad puede generar condiciones para uniones más tardías o para una
menor fecundidad; también puede darles elementos para insertarse en el
mercado de trabajo en mejores condiciones pero no genera, por sí misma,
las condiciones para transformar las relaciones desiguales de género. Lo
que ha sido casi una constante, sin embargo, es que se sobrecargan los
presupuestos de tiempo de las mujeres con dobles y triples jornadas sin
modificar sustancialmente o, aún peor, reproduciendo las jerarquías de la
desigualdad, como ha ocurrido en los últimos veinte años por la inclusión

de cada vez más mujeres en los nichos de empleo precario y con jornadas
múltiples de trabajo7.

Como puede advertirse, el enlace entre género y pobreza muestra inci-
pientes avances que empiezan a dar soporte conceptual que evite las con-
fusiones analíticas entre la desigualdad de género y la pobreza; y entre los
indicadores que permiten hacer observables una y otra.
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Resumen 

El artículo conversa con la sociología y señala que, para entender y expli-
car la desigualdad social, el canon disciplinar no atiende a las desigualda-
des de género. Esta es una limitación para comprender y transformar la
realidad social. La argumentación se hace desde la relación género y pro-
piedad que ha merecido un estudio sustantivo. Esta investigación cubrió
los siglos XIX y XX y más de una docena de países de América Latina. Se
reflexiona sobre la metodología en cascada, o pasos en que cada uno actúa
sobre la formación del siguiente y se la explica en cuatro fases. En la teo-
ría se trabajan dos temas: la familia nuclear y la interrelación entre distri-
bución y reconocimiento.

Palabras claves: género, tierra, propiedad, familia nuclear, distribución,
reconocimiento, América Latina.
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Breve resumen de la investigación

Para iniciar es necesario hacer un breve resumen de la investigación. En
1994, a Carmen Diana Deere2 le solicitaron presentar una ponencia sobre
derechos de la mujer a la tierra en América Latina en el Foro No Guber-
namental de Bejing, 1995. Ante la escasa información para desarrollar el
compromiso, resolvimos, emprender una investigación que diera cuenta
del tema.

Dos preguntas interrelacionadas se plantearon: el impacto de las con-
trarreformas liberales en los derechos de la mujer a la tierra y si la conso-
lidación del feminismo y del movimiento de mujeres, producto de la
segunda ola del feminismo en los años 1960 y 1970, había producido
cambios en la nueva legislación agraria adoptada a partir de la década de
1980. Estas preguntas implicaban comparar con el período anterior de las
reformas agrarias que se iniciaron en la mitad del siglo XX y que fueron
cerrándose en los diferentes países. Por lo tanto, la dimensión temporal
inicial del proyecto fue la segunda mitad del siglo XX. Se revisó informa-
ción para cuatro países a lo que luego se sumaron otros cuatro y en un ter-
cer momentos cuatro más.

En pleno desarrollo del trabajo de campo, las preguntas iniciales se
complementaron cuando entendimos que para dar cuenta de los derechos
de la mujer a la tierra era crucial ampliar el foco de atención y compren-
der el tema más abarcador de los derechos de propiedad de la mujer. La
mirada se extendió a los regímenes maritales y de herencia que cada país
establece en sus códigos civiles o de familia. Revisar la legislación de estos
temas para la segunda mitad del siglo XX dejó preguntas sin responder y
fue necesario devolverse en el tiempo para entender los cambios. Ello
implicó mirar la legislación durante la primera mitad del siglo XX. 

Otro tema que apareció en el camino, con especial fuerza para cier-
tos países, fue la lucha entre los derechos individuales y los colectivos li-
derados por las comunidades indígenas en sus reclamos por los derechos
sobre la tierra. Ello nos permitió mirar el tema de la cultura en los gru-
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Introducción

La desigualdad en los derechos de propiedad entre hombres y mujeres es
la norma en América Latina. En este inicio del siglo XXI, se puede afir-
mar que existe una persistente discrepancia entre la igualdad formal entre
hombres y mujeres ante la ley y el logro de una igualdad real entre ambos,
discrepancia que se expresa muy bien en la diferencia que existe entre los
derechos formales de las mujeres a la propiedad y su propiedad real y el
control sobre la misma. 

Esta observación no me fue señalada durante mis años de estudiante
de sociología1, ni en las cátedras de teoría sociológica, desarrollo econó-
mico, sociología rural, ni en ninguna otra. A esta visión de la sociedad,
que ha acompañado el canon de la sociología y que no da cuenta de las
desigualdades de género y presenta por tanto una mirada unifocal de la
realidad, es lo que se denomina canon androcéntrico de la disciplina. Ello
ha denotado una invisibilidad de las mujeres y las relaciones de género en
el canon de la profesión, que ha hecho necesario hacer visible lo invisible
mediante la categoría de género y conceptualizar desde una mirada inter-
disciplinaria la desigualdad entre los hombres y las mujeres para acercar-
nos a una visión bifocal de los procesos y las relaciones sociales.

Con el propósito de ampliar la mirada bifocal, me propongo conver-
sar con la disciplina en que me formé. Esta conversación la haré desde el
género y la propiedad, temas que han ocupado mi trabajo de investiga-
ción en la ultima década. Se buscará dar cuenta de las rupturas y/o coin-
cidencias, o de las continuidades o discontinuidades, con la sociología co-
mo disciplina al examinar la relación género y propiedad. Los ejes de aná-
lisis serán la teoría y la metodología, ambos acotados a ciertos aspectos
seleccionados. La metodología en cascada, interdisciplinaria y comparati-
va, se expondrá en las cuatro fases de su desarrollo. En la teoría haré refe-
rencia a dos temas: la familia nuclear unitaria y la justicia de género en la
interrelación entre distribución y reconocimiento. 
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da la dimensión temporal y espacial de la investigación, usamos la metá-
fora del “camello” que significa en el argot popular un trabajo muy duro,
pesado y difícil de realizar para describir el cubrimiento de más de siglo y
medio en el tiempo y hasta dieciséis países en el espacio. Se pasó por dife-
rentes fases: la primera, se denomina del anonimato a los estudios de caso
por países; la segunda, el método de la aspiradora en las visitas de campo;
la tercera, de la esquizofrenia a documentos base por países; y la cuarta,
de trabajo comparativo. A estas fases se sumó una etapa más, que consis-
tió en el proyecto de seguimiento.

Primera fase: del anonimato a los estudios de caso por países

Una revisión bibliográfica para cuatro países fue la primera tarea de la
investigación, cuando fue solicitada la ponencia sobre el acceso de la mu-
jer a la tierra para Beijing, en 1995. Estos países fueron Chile, México,
Nicaragua y Perú. A éstos, después de Beijing, se sumaron Colombia,
Costa Rica, El Salvador, y Honduras. Estos primeros ocho países se esco-
gieron por el material bibliográfico disponible y se tomaron como unidad
de análisis por haber albergado procesos de reforma agraria y, por lo tanto,
permitían responder a la pregunta de la investigación de comparar estos
procesos con los cambios del período neoliberal. El trabajo fue silencioso
y en anonimato, y con ello se quiere decir que no fue inscrito en la carga
académica de sus gestoras. Se adelantó en 1996. Cada investigadora resi-
día en su país de origen, cumplía los deberes que exigía su vinculación a
un centro universitario y dio origen a un documento comparativo. 

En un primer momento, el acceso a la información se adelantó me-
diante un barrido bibliográfico para identificar información disponible
publicada y completar esta información utilizando el capital social que las
autoras habían construido en los países en sus investigaciones anteriores
y/o por la participación activa en el movimiento de mujeres de la región3.
El fax en un primer momento y luego el e-mail en cuanto estuvo dispo-
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pos campesinos e indígenas que se rigen por el uso colectivo de la pro-
piedad.

La investigación que se publicó en el año 2000, en el libro Género, pro-
piedad y empoderamiento: tierra, estado y mercado en América Latina
(Deere y León, 2000), además de documentar la desigualdad persistente
entre hombres y mujeres en los derechos a la tierra y los factores que la
explican, dejó como contribución, en cuanto a los derechos de propiedad
que en la región existen, dos modalidades diferentes sobre los regímenes
matrimoniales y de herencia: México y Centro América se caracterizan
por la separación de bienes y el testamento libre. Por su parte, los países
de Suramérica habían adoptado la participación en los gananciales y nor-
mas de herencia restringida. La primera modalidad acusa una distancia
con la tradición colonial, y la segunda se aproxima a ella. El inicio de estos
diferentes caminos se podían rastrear para finales del siglo XIX, y nos
dejaron con la inquietud de tratar de entender el por qué de su existen-
cia. La respuesta parecería estar en las continuidades y cambios que trajo
el siglo XIX en las nuevas repúblicas con el desarrollo de las revoluciones
liberales durante su segunda mitad. Este interrogante motivó hacer un
seguimiento a la investigación y entrar de lleno a revisar los derechos de
propiedad en el siglo XIX. El producto de este trabajo se publicó en el
artículo “El liberalismo y los derechos de propiedad de las mujeres casa-
das en el siglo XIX en América Latina” (Deere y León, 2005).

Conversación desde la metodología en cascada

En 1995, cuando junto con mi colega Deere tomamos la decisión de em-
prender la investigación. No escribimos un proyecto que especificara sus
objetivos, su marco teórico y su metodología, como reza la ortodoxia dis-
ciplinar y como se lo exigimos a los estudiantes en su proceso de forma-
ción. La metodología en cascada significa que cada pregunta de investiga-
ción y los dispositivos metodológicos para resolverlas, las sorpresas, los
nuevos temas, los logros y los obstáculos fueron llevando de una fase a
otra en el diseño. Se conformó un proceso metodológico como una serie
de pasos en que cada uno actuó sobre la conformación del siguiente. Da-

Magdalena León

100

3 En los últimos veinticinco años una o las dos investigadoras había adelantado docencia, inves-
tigación o extensión en once de los doces países.



la primera, en el Mundo Andino; la segunda, en Centro América; y la úl-
tima para Brasil. La metodología fue densa, concentrada y rápida. Para
describirla usó la analogía de técnica de la aspiradora. En cada país, en su
ciudad capital, se hizo un seminario6 de un día sobre los derechos de la
mujeres a la tierra. En la mañana se presentaba en forma comparativa el
tema, según el panorama adelantado para la región, y en tarde el semina-
rio se tornaba en un grupo focal sobre los derechos de la mujer a la tierra
en el país huésped, con el objetivo de llenar vacíos de información, cono-
cer posibilidades de información adicional e identificar informantes cla-
ves para completar el listado de entrevistas que se harían a continuación7.

Se elaboraron listados de los potenciales participantes a los seminarios.
Dadas las necesidades de información y de estimular agencia sobre el te-
ma, se buscó reunir a la sociedad civil, el Estado y la comunidad interna-
cional en estos eventos. Se identificaron nombres concretos o represen-
tantes institucionales, que incluían a investigadores/as en temas agrarios o
sobre la mujer rural, activistas feministas, funcionarios de las oficinas de
la mujer, los ministerios de agricultura u otros relevantes, lideres de las
mujeres rurales y/o del movimiento campesino, y oficiales de los organis-
mos internacionales. Los seminarios fueron convocados de manera soli-
daria generalmente por una ONG feminista8 seleccionada por su afinidad
con el tema o con los derechos de las mujeres. El proyecto no contó en
ningún país con equipos de campo. Toda la labor de recolección y análi-
sis de información estuvo en manos de las investigadoras.

El poder de convocatoria fue muy alto, en razón del capital social que
habían construido las investigadoras y el tremendo esfuerzo de motiva-
ción en el tema. Los seminarios fueron antecedidos o seguidos por entre-
vistas con informantes claves, quienes facilitaron generosa cantidad de
información. A este barrido para ubicar y allegar información es lo que
denomino la técnica de la aspiradora. Dejamos cada país con un buen nú-
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nible, fueron los instrumentos de comunicación con las colegas. Apren-
dimos que existían dos estudios4 con información para varios países, que
nos ofrecían datos relevantes. Tener acceso a esta y otra información de
ONG no publicada, de baúl o literatura gris, fue muy difícil a la distan-
cia. Para avanzar fue evidente la necesidad de trabajo de campo en los paí-
ses, el cual no era posible por tiempo y costos.

En enero de 1997 y por circunstancias casuales, las investigadoras se
encontraron en Ciudad de México. Una de ellas, meses antes, en un viaje
en avión, ante la pregunta de una colega de México: ¿qué estás investigan-
do?, rompió el silencio e hizo referencia a la aventura en proceso. La colega
mostró especial entusiasmo y fue a ella a quien solicitamos organizar un
seminario en nuestro nombre, aprovechando la presencia en México. El
evento permitió sistematizar el conocimiento hasta dónde habíamos llega-
do con la información disponible, pero sobre todo ayudó a detectar los vací-
os que teníamos. La visita a México también se usó para hacer entrevistas a
informantes claves y llenar huecos de información. Esta visita no planeada
resultó clave para desarrollar la metodología para los estudios de caso por
países y presentar un proyecto para buscar financiamiento5. El proyecto se
expandió para cubrir países en los cuales la discusión de los derechos colec-
tivos a la tierra fuera un tema central. Por ello, entraron Bolivia, Ecuador y
Guatemala. Brasil también se incluyó por la interesante discusión en curso
sobre el tema, dada la presencia del movimiento de los Sin Tierra. La di-
mensión espacial del proyecto ocupó el tremendo reto de doce países.

Segunda fase: el método de la aspiradora en las visitas de campo

Los primeros meses de 1997 se utilizaron en la preparación del trabajo de
campo, que se empezó en julio del mismo año. Se adelantó en tres giras:
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4 La Fundación Arias de Costa Rica a principios de los años 1990 llevó a cabo un proyecto sobre
los Derechos de la Mujer a la Tierra en siete países, que se publicaron como folletos entre 1992-
95. EL IICA-BID hizo un estudio sobre productores de alimentos para diecinueve países de
América Latina y El Caribe que acopió información no publicada sobre la propiedad de la tierra.

5 Este se logró con una donación conjunta de las oficinas de la Fundación Ford de México y el
Caribe, los Andes y Brasil. Posteriormente, COLCIENCIAS de Colombia apoyó la investigación.

6 Brasil, por su dimensión territorial y poblacional, fue la excepción y se hicieron tres seminarios
en diferentes ciudades. 

7 En total, en a los seminarios participaron más de 360 personas y se hicieron más de 200 entre-
vistas.

8 Fueron quince las instituciones que colaboraron en los doce países, ver detalles en el prefacio de
Deere y León (2000).



series completas. Sin embargo, la búsqueda de los códigos del siglo XX
frente a los del siglo XIX, vista en retrospectiva, resultó manejable, por la
complejidad de la última en razón de la dispersión de la información, la
dificultad de acceso a las fuentes primarias y la no presencia de las inves-
tigadoras en los países para su rastreo directo. 

La metodología de recolección de la información fue también muy
activista. Se buscó que los diferentes actores que participan en la formu-
lación, cumplimiento y seguimiento de los derechos a la tierra para la
mujer rural entraran en contacto e iniciaran o continuaran un diálogo.
Conocer en cada país lo que estaba pasando o había pasado en otros luga-
res fue un incentivo importante. En algunos países usamos los medios de
comunicación para amplificar la audiencia sobre el tema.

Tercera fase: de la esquizofrenia a documentos base por países

Después de cada gira quedamos literalmente con un arsenal de informa-
ción, preguntas y retos. Para organizar la información, la unidad de aná-
lisis fue cada país. Se diseñó un formato de contenido que se adaptó a
cada realidad nacional y se escribió un documento por país.

Los documentos de cada gira terminada se escribieron mientras se
preparaba la siguiente gira, período que coincidía con la labor de docen-
cia de las investigadoras. La discusión de contenidos, ordenamiento, aná-
lisis y énfasis se adelantó en parte por Internet, pero se aprovechó la reu-
nión de la siguiente gira para hacer discusiones en mayor profundidad de
lo adelantado y seguir detectando vacíos. Esta etapa atendió en paralelo
diferentes actividades, de allí que se le consigna con la metáfora de la
esquizofrenia. Por un lado, se atendía al proceso muy intenso de la reco-
lección de información y motivación de los actores en los países que se
visitaba, y por otro se sacaban espacios muy limitados para discutir docu-
mentos de los países de la gira anterior. El trabajo fue en extremo inten-
so. Lo salvó de su fracaso el gran compromiso y pasión intelectual y polí-
tica con que fue asumida la aventura. La verdad es que a medida que se
avanzaba en tener información de los países para montar documentos
base, se vivieron momentos en que se nos movía el piso con la ubicación
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mero de cintas grabadas y también con maletas de documentos publica-
dos y no publicados. Fue invaluable el material de información no publi-
cada de ONG que no circula, y de otras instituciones. 

Como resultado de los seminarios adquirimos dos sets de datos no
publicados que resultaron claves en el análisis cuantitativo de la propie-
dad de la tierra para las mujeres. Los censos agropecuarios, que serían las
fuentes primarias por excelencia, no preguntan o no publican esta infor-
mación9. Fue el caso del censo agropecuario de 1994 de Perú, que tenía
una serie de variables por sexo y derechos de propiedad. La oficina encar-
gada de la información no nos entregó el set de datos pero aceptó hacer
los cruces que solicitamos. En Chile, se acababa de terminar una encues-
ta del gobierno y del Banco Mundial sobre el programa de titulación de
tierras con información por sexo. Fue posible que nos entregaran el set de
datos, los cuales entraron al análisis. En otros países se logró convencer a
agencias gubernamentales de codificar, por primera vez, datos sobre bene-
ficiarios de programas estatales sobre asignación o titulación de tierras por
sexo.

Frente al temor de visitas de campo muy cortas por limitaciones de
tiempo y costo, el resultado de la metodología para hacer un análisis com-
parativo e interdisciplinario resultó eficiente. Este logro se debió, entre
otras razones, al clima de compromiso sobre el tema que se logró entre
investigadoras e informantes claves, lo cual permitió además continuar
con algunos el diálogo a la distancia para seguir llenando vacíos.

Cuando se amplió la investigación de entender los derechos de las
mujeres a la tierra, a entender los derechos de propiedad, la revisión de
material propio del análisis jurídico fue indispensable: códigos civiles y de
familia. Esta fue otra labor del trabajo de campo con la técnica de la aspi-
radora. Encontrar y sistematizar este material fue un verdadero camello.
Las fotocopias, que llegaron en nuestras maletas, hechas en los países para
los códigos vigentes, fueron incompletas. Fue necesario completar el
material en bibliotecas, especialmente de derecho, y aprendimos que ni en
las bibliotecas, que se precian de actualizadas en Estados Unidos, tienen
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sos agropecuarios y encuestas sobre el tema. Los resultados de este esfuerzo pueden consultarse
en Deere y León (2004).



con un poco de audacia se emprendió la comparación. Jeanine Anderson
(1992) utilizando las categorías de Charles Tilly califica el proyecto como
un paso en las comparaciones gigantescas, queriendo con ellos reconocer
la dimensión temporal y espacial que se propuso en la recolección y aná-
lisis de la información.

La magnitud del estudio no permitió hacer justicia en mayor profun-
didad a los contextos nacionales, ni a debates y propósitos alrededor de
temas y subtemas priorizados. Cuando pudimos conocer las especificida-
des regionales en cada país, quedaron en buena parte de los casos ocultas
en tendencias nacionales que permitían adelantar las pinceladas más fir-
mes del análisis comparativo.

La mecánica del análisis comparado se desarrolló en el camino. La téc-
nica más socorrida fue armar cuadros y más cuadros, cuantitativos y cua-
litativos, con entradas de países, temas y períodos, para visualizar las ten-
dencias y poder leer de manera comparada la realidad, hacernos pregun-
tas y buscar bibliografía complementaria que permitiera explicaciones.

Como se señaló, al terminar el análisis comparado para la segunda
mitad del siglo XX y la incursión en la primera mitad de este siglo, la deci-
sión fue trabajar el siglo XIX para despejar las nuevas preguntas. El nuevo
proyecto se inició en el año 2000, cuando hicimos una gira en once de los
doce países para presentar el libro y con ello cumplir con el propósito de
devolver los resultados comparativos de la investigación.

Durante la gira se hicieron fotocopias de los códigos civiles del siglo
XIX, cuando fue posible. La información recolectada resultó muy incom-
pleta y fue necesario localizar las fuentes directas y su secuencia, con el
apoyo del préstamo interbibliotecario de las universidades de Estados
Unidos, y seguir el rastreo bibliográfico, retomando el apoyo del capital
social construido en cada lugar, por medio de nuevas visitas de las inves-
tigadoras a algunos países que, con diferentes propósitos, resultaron en el
camino. Además, el tema del matrimonio y el divorcio apareció como
esencial para complementar al información del siglo XIX. Esta informa-
ción no se había tenido en cuenta en un primer momento y su búsqueda
fue otra aventura no exenta de dificultades. Las fuentes del siglo XIX se
encuentran dispersas y las originales en buena medida están clasificadas
como incunables, lo que hizo necesario un proyecto de filmación. 
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de datos tratando de ensamblar el gran rompecabezas que estábamos ar-
mando.

El alto componente de compromiso establecido con la audiencia de
cada país, el componente activista de la investigación, la demanda creada
sobre el tema y la necesidad de difundir información nos llevaron a publi-
car y difundir ocho de los doce estudios de caso. La publicación tomó el
formato de libro, folleto, artículo de revista o de libro. Se hizo mediante
el apoyo de instituciones y/o personas que participaron en los seminarios
o entrevistas durante el trabajo de campo, y la diseminación quedó en sus
manos. Esta labor se adelantó desde 1997 a 1999.

Cuarta fase: el estudio comparado

Los estudios de caso por país fueron el principal material base para el estu-
dio comparado que se inició en julio de 1998 y que dio origen al libro.
La primera pregunta sustantiva para resolver era qué queríamos compa-
rar. La respuesta se fue modificando a medida que se organizaba la infor-
mación, se detectaban y llenaban los vacíos siempre presentes, atendíamos
los nuevos que aparecían y también cuando se integraban herramientas
analíticas para entender, analizar y explicar los datos. Hasta las pruebas de
imprenta, el manuscrito fue revisado en este sentido. Por ejemplo, la
introducción del tema de los derechos individuales y colectivos a la pro-
piedad multiplicó exponencialmente la interdisciplinariedad del proyecto
y obligó a un diálogo con antropólogos, científicos políticos, filósofos y
profesionales de los derechos humanos, como también con activistas de
los movimientos indígenas.

Problematizar los estudios de caso por país fue el recurso para el aná-
lisis comparado. El estudio comparado de los doce países llevó a la selec-
ción de temas y subtemas. En cada tema la comparación se orientó por
aquello que resultaba similar, aquello que era diferente o lo que aparecía
como excepcional para describir y mostrar procesos. Al mismo tiempo, en
cada tema se atendió a la dimensión temporal de pasado y presente que le
correspondía y que permitiera iluminar los cambios o continuidades en
las tendencias que mostraban los temas seleccionados. No sin temor pero
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por sociólogos destacados de la región11, acusa neutralidad de género y
privilegia la familia nuclear12. La formación que recibí en sociología rural
siguió la misma tendencia13.

La neutralidad se entiende como el supuesto que considera que no va
a haber ningún impacto sobre las relaciones entre hombres y mujeres, lo
cual permite que política se aplique a la familia, sin desagregar los intere-
ses y necesidades de los diferentes actores sociales que la conforman. La
neutralidad de género está basada en la idea que existe una familia unita-
ria y complementaria, concepción que hace parte del ideario sociológico
funcionalista y que tiene a Talcott Parsons como máximo exponente14. El
esquema de la familia nuclear, concebido para la sociedad industrial
moderna, fue traslado a las sociedades agrarias, tanto para interpretarlas
como para adelantar políticas públicas, como sucedió en el caso de las
reformas agrarias. Una de sus consecuencias fue que las relaciones de po-
der en el ámbito de lo privado se apoyaron en la teoría de los roles y no
en la de las relaciones sociales de género. La teoría de los roles legitima un
orden genérico de identidades hegemónicas y subordinadas según los
roles asignados a hombres y mujeres. En esta concepción, en el diseño de
políticas no se identificaron las asimetrías que caracterizan las relaciones
entre hombres y mujeres.

El concepto de familia nuclear también marca las nociones de femini-
dad y masculinidad y la división sexual del trabajo apropiada para cada
sexo, y con ello la interrelación con las esferas pública y privada de ambos
sexos. A la mujer le corresponde la reproducción y es invisible en la pro-
ducción, y al hombre le corresponde el rol productivo como jefe del hogar
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En síntesis, la metodología en cascada aún no figura en los manuales
de métodos y técnicas de investigación del canon disciplinar. Fue un pro-
cedimiento que hizo camino al andar, para dar respuesta a las preguntas
de investigación de un proyecto con dimensiones espaciales y temporales
amplias y retadoras, emprendido como aventura creativa por dos investi-
gadoras procedentes de diferentes disciplinas, residentes en países aparta-
dos y con limitados recursos de tiempo y financiación. En esencia, la
metodología en cascada buscó encontrar continuidades y discontinuida-
des en los derechos de propiedad por género, en particular el acceso a la
tierra, mediante la comparación de países, temas y épocas. Recolectar in-
formación, entre otras técnicas, mediante el apoyo de capital social y con
trabajo solidario, fue un logro derivado del proyecto teórico y político
feminista compartido entre investigadoras y buena parte de la audiencia.
Aquí se dio una complicidad derivada de la prematura condición globali-
zada de las relaciones entre el movimiento de mujeres en la región, expre-
sada vía amistad, redes, seminarios, conferencias y que hoy en día se ha
generalizado mediante el uso de la tecnología y las comunicaciones.

Conversación desde la teoría

Para esta conversación hago un desarrollo muy acotado de dos temas que
son la familia nuclear y la justicia de género desde la redistribución y el
reconocimiento.

Privilegio dado a la familiar nuclear

El período desarrollista en América Latina impulsó las reformas agrarias,
entre 1960 y los primeros años de 1980, como una de sus estrategias más
importantes para salir del subdesarrollo10. Esta política pública, amparada
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10 México inició su reforma agraria en 1917 y a mitad de siglo se dan las de Guatemala (1952),
Bolivia (1954) y Cuba (1959). Los demás países emprendieron medidas de reforma agraria en
el marco de la Alianza para el Progreso, que empezó en 1961. El período revolucionario cen-
troamericano produjo las reformas de Nicaragua y El Salvador. Este desarrollo se encuentra en
el capítulo 3 de Deere y León (2000).

11 El desarrollismo se caracteriza por varias tendencia. Nombres de sociólogos, como Jorge
Graciarena, Fernando Henrique Cardoso, Enzo Faletto y otros, forman parte de quienes impul-
saron desde alguna de sus orillas esta corriente intelectual. 

12 Para una crítica al tema de la familia nuclear y su uso en la política pública, ver León (1995 y
2006).

13 Mi profesor de sociología rural, en 1960, fue el fundador de la sociología profesional en
Colombia, el maestro Orlando Fals Borda.

14 En la sociología norteamericana de Talcott Parsons, a mediados del siglo XX, es donde se iden-
tifica el paradigma más decantado de esta posición. Sin embargo, en el canon sociológico se
encuentran antecedentes en la obra de Durkheim, Simmmel, Tonnies y Mannheim, entre otros
(León, 1995 y 2006). La economía neoclásica también integra en su esquema de pensamiento
la familia unitaria, ver capítulo 1 de Deere y León (2000).



Justicia de género: la distribución y el reconocimiento

Nancy Fraser, en su libro Iustitia interrupta (1997 [1989]), en su debate
sobre el pensamiento político hace un penetrante análisis sobre la justicia
social y señala que una concepción compleja de la justicia debe incluir
necesariamente elementos de redistribución y de reconocimiento. Indica
que en la década de los años 1980 se dio un cambio en el imaginario polí-
tico de la justicia, que evidencia un alejamiento del ideario de la redistri-
bución, herencia de la teoría socialista basada en la teoría de las clases
sociales y de la economía política, y un acercamiento al reconocimiento
que constituye el legado de la teoría postmoderna, que nos ubica en los
debates de la identidad, la subjetividad, la cultura, lo simbólico y las dife-
rencias. Según esta autora, se dan dos concepciones amplias de injusticia,
que si bien en la realidad son inseparables, analíticamente se pueden dife-
renciar. La primera es la injusticia socioeconómica, que incluye la priva-
ción de bienes materiales para una vida digna, y la segunda es la injusti-
cia cultural o simbólica, que incluye la dominación cultural, el no reco-
nocimiento y el irrespeto. Este cambio en el imaginario político de algu-
na manera estuvo presente en el desarrollo de la sociología en la región.
En su primera etapa, de una corriente muy cercana al análisis de las cla-
ses sociales y de esta manera a la distribución, se ha ido mutando, en las
corrientes posmodernas de la sociología, a la deconstrucción de los meta-
relatos de la teoría socialista y a centrar la atención en el análisis de las
diferencias y, por este camino, al reconocimiento. Sin embargo, la socio-
logía no ha integrado el análisis de género en ninguna de sus dos etapas. 

Para el tema de este artículo, el legado de la teoría socialista se encuen-
tra en el libro clásico de Engels, El origen de la familia, la propiedad pri-
vada y el Estado (1996 [1884]). La emancipación de las mujeres se da con
su ingreso a gran escala a la fuerza laboral, acompañado por la socializa-
ción del trabajo doméstico y el cuidado de los niños durante el proceso
de transición al socialismo. Aunque es importante resaltar el énfasis que
el autor dio a la dependencia económica de la mujer como un constitu-
yente crítico de las bases materiales de la opresión de género, al defender
Engels la abolición de la propiedad privada como solución, ignoró por
completo los derechos de propiedad de las mujeres y no consideró el
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y se le asigna el acceso y control de los recursos productivos. Aplicado este
esquema de familia nuclear a las sociedades agrarias se ocultó el papel de
productora de la mujer rural.

Los datos resultados de la investigación señalan que las reformas agra-
rias, avaladas por el canon de la sociología, beneficiaron en forma direc-
ta a los hombres; las mujeres fueron básicamente excluidas. Esta exclu-
sión se debió a varios factores. Menciono dos principales que tienen que
ver con la visión limitada que en política pública creó la noción de fami-
lia nuclear. Se favorecieron a los jefes de hogar, que por razones cultura-
les resultaron ser los varones representantes de la familia nuclear, y se asu-
mió que beneficiando a los hombres jefes de hogar se beneficiaba a todos
los miembros del hogar. Los conceptos de feminidad y masculinidad cre-
aron el estereotipo de la agricultura como una ocupación masculina y las
reformas favorecieron a los hombres como beneficiaros, por ser los agri-
cultores15.

La investigación en referencia hace evidente que los criterios de géne-
ro estuvieron ausentes en las reformas agrarias y que ello llevó a discrimi-
nar en la norma y en la práctica, la participación de las mujeres. Desde la
teoría feminista que ilumina esta conversación, se señala que es funda-
mental para la teoría social que está detrás de la política pública desagre-
gar la categoría familia que orientan la intervención. El no hacerlo lleva a
desconocer desigualdades y crea discriminaciones. Este fue el caso para las
mujeres adultas en las reformas agrarias a favor de los hombres jefes de
hogar. Cuando no se desagrega, la consecuencia para las mujeres es que
las ata a las tareas reproductivas con la función de mantenerlas. Con ello,
se reproducen las desigualdades genéricas. Por consiguiente, es necesario
asumir a las mujeres como individuos, como personas, es decir, como su-
jetos de derechos. El feminismo ha logrado insertar una agenda que da un
vuelco a la política pública y se está en la dura tarea de hacer cambios en
el canon de las disciplinas, entre ellas la sociología.
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mica. En este marco, la injusticia de género aparece como una especie de
injusticia distributiva que exige redistribución, pero al mismo tiempo es
un factor de diferenciación cultural-valorativo que requiere soluciones de
reconocimiento, sin que exista una separación nítida entre las dos esferas.

El desafío planteado por Fraser para acercarnos a la justicia de género es
visto como una tarea urgente en el feminismo. Este desafío no tiene la mis-
ma acogida en el canon de la sociología. Con mi colega Deere acogimos el
reto planteado por Fraser y buscamos integrar los temas de redistribución y
reconocimiento. Por ello, en la investigación que sirve de base para esta con-
versación, proponemos volver los ojos en el análisis de género sobre lo mate-
rial, o sea, darle entrada importante al tema redistributivo. Sin embargo, la
propuesta no se queda congelada en el análisis de lo material que permeó las
ciencias sociales en la región en las décadas de los años 1960 y 1970, y que
llevó a colocar las bases materiales como determinantes de los fenómenos
sociales y olvidó o soslayó los fenómenos culturales-valorativos. La propues-
ta que se hace ver es lo material en su interrelación con el reconocimiento.
La idea es, entonces, combinar las política socio económica del feminismo
socialista con las políticas culturales del feminismo posmoderno. 

Para ello, se tomó como eje de análisis la propiedad, y a manera de
metáfora proponemos ver la propiedad como la bisagra que une, conecta
e interrelaciona la redistribución (al hacer referencia a bienes o recursos
económicos) con el reconocimiento, en cuanto es base del poder de nego-
ciación y empoderamiento de las mujeres (que hace referencia a aspectos
de la identidad, la subjetividad y la cultura). La redistribución, el recono-
cimiento y sus interrelaciones se proyectan como las bases para la justicia
de género, Desde esta mirada a la justicia de género queremos dialogar
para transformar el canon disciplinar de la sociología que no pone en el
centro de sus discusiones estas relaciones.

En suma, desde el tema género y propiedad he adelantado este diálo-
go con mi disciplina de origen, con el propósito de apuntar a algunas de
las limitaciones en el canon disciplinar teórico y metodológico. Es nece-
saria una mayor apertura de la disciplina para integrar de manera trans-
versal las relaciones de género como complemento a las diferencias de cla-
se, etnia, raza, edad y otras en las relaciones sociales. Este es un camino
para una mirada más abarcadora a la desigualdad social.
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impacto que tendría en los hogares dueños de propiedades el que las mu-
jeres también fueran propietarias. La única alternativa que consideró para
la liberación de las mujeres fue unirse a la fuerza laboral, para cambiar la
condición de dependencia económica.

Siguiendo el esquema socialista de las clases sociales, la sociología que
centró su análisis entre propietarios y no propietarios ignoró, al igual que
Engels, lo que pasaba si las mujeres eran propietarias. Tampoco el canon de
la sociología se apropió del énfasis que puso Engels en el trabajo asalariado
para cambiar la posición económica de la mujer. Este énfasis se reflejó en
la investigación feminista multidisciplinaria que en una primera etapa de
sus estudios centró su interés en la composición de la fuerza de trabajo,
resaltando la división del trabajo por género y haciendo visible el trabajo de
las mujeres y las implicaciones que tenía la incorporación reciente de la
mujer a la fuerza laboral. Mientras que se dio un debate amplio a la propo-
sición de si la participación de la mujer en la fuerza laboral automáticamen-
te llevaba a un mejoramiento de su condición, al igual que la sociología el
feminismo en América Latina, en su primera etapa, prestó poca atención al
derecho de propiedad de la mujer como un medio alternativo para mejo-
rar su posición e impugnar las relaciones de género existentes.

Más tarde, el cambio en el imaginario político sobre la justicia que se
acerca al reconocimiento influyó en las prioridades de los estudios femi-
nistas, pero no logró permear el canon de la sociología con el análisis de
las diferencias de género. En gran medida, con el cambio en el imagina-
rio político, los estudios de género se concentraron en temas de reconoci-
miento en vez de temas de redistribución económica.

En una etapa muy reciente en los estudios feministas, siguiendo a
Fraser, la idea central es que para tener un planteamiento sobre justicia
social más acabado, holístico e integral se debe buscar e integrar las rela-
ciones entre la redistribución y el reconocimiento. Esto porque en la prác-
tica las dos se entrecruzan. Es así como las instituciones económicas más
materiales, como podría ser la propiedad, tienen una dimensión cultural
irreducible y las prácticas culturales más discursivas tienen una dimensión
económica constitutiva. La injusticia económica y la cultural se encuen-
tran, de modo que se refuerzan mutuamente de una manera dialéctica
que puede llevar a un círculo vicioso de subordinación cultural y econó-
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Resumen

El artículo presenta los caminos recorridos por los estudios de género en
Uruguay, con especial referencia a su integración en la educación univer-
sitaria. Al mismo tiempo plantea algunas líneas de reflexión acerca de los
desafíos para impulsar su desarrollo e identificar algunas líneas de acción
para el futuro con miras a la construcción de una agenda de investigación
de carácter regional.

Palabras clave: estudios de género, educación universitaria. 
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Se abordaron temáticas nuevas y nuevas formas de pensar la realidad.
La preocupación fundamental era mostrar las discriminaciones de las mu-
jeres, sacarlas de la invisibilidad, dar cuenta y denunciar las desigualdades
entre hombres y mujeres. 

Fueron dos centros académicos privados fundados en plena dictadura,
en la segunda mitad de los años 1970, los principales núcleos de produc-
ción de conocimientos: GRECMU (Grupo de Estudios sobre la
Condición de la Mujer en Uruguay) y CIEDUR (Centro Interdiscipli-
nario de Estudios sobre el Desarrollo).

Desde el comienzo se trabajó sobre la base de que las funciones adju-
dicadas a las mujeres y la subvaloración de su experiencia eran una cons-
trucción social que no derivaba de sus diferencias sexuales. Superar las
desigualdades se planteaba como una vía para democratizar la sociedad.
Aunque se buscaba no sólo describir las desigualdades sino también desa-
rrollar una perspectiva crítica predominaron los estudios descriptivos en
los que la realidad social era presentada a través de las voces de las muje-
res. En este período la base del funcionamiento de los centros de produc-
ción de conocimientos fue la cooperación internacional.

Se tejieron redes de relaciones con investigadoras de distintos países de la
región, de Europa y Estados Unidos, “el colegio invisible” del que habló
alguna vez Jeanine Anderson (comunicación personal). Fue un período muy
fermental por los intercambios entre académicas de distintas procedencias
disciplinarias, muchos de los cuales se han mantenido a través del tiempo.

Las principales áreas trabajadas fueron la historia de las mujeres y las
discriminaciones en el mundo del trabajo. Las historiadoras estuvieron
interesadas en la recuperación de la memoria histórica de las mujeres líde-
res sindicales y políticas. Los estudios sobre el trabajo y el empleo en los
primeros años del período fueron realizados, en su mayor parte, por pro-
fesionales de las ciencias sociales, interesadas en explicar los cambios que
se estaban produciendo en la sociedad uruguaya. 

Silvia Rodríguez Villamil (1989) ha realizado una exhaustiva crónica
del desarrollo de los diferentes estudios y actividades de difusión en esta
etapa fundacional –entre los años 1978-1988– que muestra de forma
rigurosamente documentada como se fue configurando desde distintos
enfoques un campo de estudio con un perfil propio.
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Los orígenes

En Uruguay a partir de mediados de los años 1980, con el comienzo del
proceso de democratización después de doce años de dictadura, se co-
mienzan a desarrollar investigaciones y estudios que configuran un cuer-
po de conocimientos con identidad propia.

Debe recordarse que en los inicios de este período los investigadores e
investigadoras expulsados del ámbito universitario público se agruparon
en centros académicos privados, la llamada “Universidad de extramuros”1.

Los debates político ideológicos acerca de la situación de las mujeres
en la sociedad, la “cuestión femenina”, como se la llamó a comienzos de
siglo pasado, fueron el objeto de investigación de los primeros estudios
realizados en el período antes señalado.

En esta primera etapa la producción de conocimientos sobre las muje-
res surgió íntimamente vinculada al activismo. Las organizaciones y el
movimiento de mujeres que lucharon por la democracia aportaron a la
construcción de nuevos problemas y a la formulación de temas investiga-
ción. Participaron activamente mujeres feministas, en su mayor parte vin-
culadas a las fuerzas políticas progresistas. 

Por otro lado, los conocimientos alimentaron a las organizaciones en
cuanto a la elaboración de agendas. A la salida de la dictadura se consti-
tuyó en 1984 la Concertación Nacional Programática (CONAPRO) a la
cual se integró una Mesa de Concertación sobre la Condición de la Mujer
la cual recogió las demandas de las mujeres y se elaboraron documentos
que sistematizaron los conocimientos disponibles. En esta etapa, los resul-
tados de las investigaciones se volcaban inmediatamente en actividades de
capacitación. Fue una etapa muy estimulante para la creación de conoci-
mientos por esta íntima vinculación entre generación de conocimientos,
capacitación y construcción de agendas políticas.

1 Luego que la dictadura interviene la Universidad de la República en octubre de 1973 y desman-
tela o cierra los institutos y centros más importantes, con el impulso de los científicos sociales
que quedaron en el país, se iniciaron gestiones externas para preservar espacios de trabajo y de
producción académica independiente. Es así que entre 1974 y 1985 se refundan o fundan cinco
centros académicos de tipo independiente.



lógicos y en la construcción y actualización de indicadores de género, tan-
to a nivel nacional como departamental. 

Se incorporó una conceptualización más amplia de las relaciones de
género y las temáticas se extendieron a las transformaciones en las relacio-
nes sociales en distintas esferas. El mundo del trabajo y la participación
política y social fueron algunos de los ejes temáticos privilegiados por la
investigación tratando de hacer realidad medidas tendientes a permitir un
acceso equitativo de las mujeres a las distintas estructuras de poder y a los
distintos ámbitos de la vida social.

La experiencia de los últimos años

Falta aún una reflexión global y con datos precisos sobre los cambios en
el desarrollo institucional, los recursos y la producción de estos últimos
años. Por ello me voy a limitar a compartir mi experiencia personal en la
Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad de la República, en el De-
partamento de Sociología. Hemos logrado desarrollar a partir de 1992 un
área de Sociología de Género (una de las cinco áreas del Departamento)
que realiza actividades de investigación, docencia de grado y postgrado y
actividades de relaciones con el medio (convenios y extensión).

La creación de esta área fue posible por la política universitaria de pro-
mover la investigación científica mediante los llamados a concurso para
aspirar a los fondos destinados a este fin. En esta etapa se ha trabajado en
investigación, casi exclusivamente con fondos universitarios públicos de-
rivados de llamados a concursos a proyectos, lo cual nos ha permitido
mantener continuidad en nuestras actividades de enseñanza, investiga-
ción y relaciones con el medio.

Comenzamos en 1987 proponiendo seminarios temáticos optativos
en el último año de la Licenciatura en Sociología. Hemos incorporado en
esta Licenciatura una Sociología Especial, también optativa en el Plan de
Estudios de 1991 y hemos logrado desarrollar a partir de 1995 talleres
centrales de Investigación sobre Relaciones de Género. 

Los conocimientos generados en la investigación han podido ser incor-
porados a la enseñanza de postgrado. El Departamento de Sociología inició
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Los cambios en los años 1990 

La década de los años 1990 estuvo signada por grandes cambios en la so-
ciedad uruguaya y en el contexto internacional que influyeron fuertemen-
te en la producción de conocimientos en Ciencias Sociales. Se produjo un
decaecimiento casi generalizado de los centros privados de investigación,
como consecuencia del retraimiento del financiamiento externo y de las
muy débiles posibilidades de trabajar en base a recursos nacionales.

Paralelamente se fortaleció el desarrollo institucional de las Ciencias
Sociales, en el ámbito universitario público y privado2. A fines de la pasa-
da década se iniciaron los primeros programas nacionales de postgrado,
con bastante retraso respecto a otros países de la región3.

Por otro lado, cabe destacar que existió una mayor relación entre la
academia y el sector público el cual incorporó a expertos universitarios en
algunos sectores sociales sometidos a procesos de reforma, como por
ejemplo en la educación. También desde el sector público, especialmente
desde el Instituto Nacional de la Mujer y la Familia, se contratan algunos
estudios puntuales con referencia a las mujeres. Los apoyos de los orga-
nismos internacionales jugaron un papel importante en este sentido.

Este cambio de escenario permitió desarrollar una articulación más
plural con el sector empresarial y el sector sindical y con otras institucio-
nes del Estado. Se plantearon nuevos desafíos a la producción de conoci-
mientos al requerirse insumos precisos para la elaboración de propuestas
de acción. 

Se incrementaron en algunas disciplinas los recursos técnicos al alcan-
ce de los/as investigadores/as para la realización de estudios y diagnósti-
cos. Los acuerdos interinstitucionales posibilitaron el acceso a la informa-
ción producida por la oficina estadística nacional, lo cual hizo posible tra-
bajar con un mayor nivel de profundidad con nuevos desarrollos metodo-

2 La Universidad de la República vuelve a ocupar un lugar central en las Ciencias Sociales, tanto
en docencia como en investigación. Tiene recursos públicos estables para salarios y para fondos
concursables para investigación, retornan a ella una parte importante de los destituidos por el
golpe de Estado, los investigadores buscaron desarrollar acuerdos con organismos públicos o pri-
vados y con actores y movimientos sociales. 

3 Desde 2004 en la Facultad de Ciencias Sociales existe un Doctorado común en Ciencias
Sociales, con opciones disciplinarias.



cia muy positiva e innovadora de la red creada a través del PRIGEPP, que
conocemos fundamentalmente a través de la coordinación del seminario
sobre Pobreza, Globalización y Género que realizamos en el marco de ese
Programa.

La participación en redes académicas y proyectos regionales y subre-
gionales han potenciado nuestro trabajo al posibilitar el desarrollo de una
perspectiva comparada, lo cual da la oportunidad de lograr avances en
cualquier campo del conocimiento. 

Los estudios de género en las currículas de grado y postgrado: 
nuevas oportunidades y diferentes opciones

No se ha producido aún en nuestra universidad una polémica –como las
producidas en EEUU y Europa ya hace más de dos décadas– sobre la con-
veniencia de establecer a nivel de estudios superiores cátedras, carreras,
departamentos o programas centrados en los estudios de género.

Han pasado más de quince años desde que Susana Prates (1986) –en
un artículo pionero publicado en la Revista de Ciencias Sociales que edita
el Departamento de Sociología– propugnaba por la incorporación de este
debate en la discusión de la reorganización y fijación de políticas de inves-
tigación y docencia. Ella recordó en su artículo que en los países del norte
se han dado dos tendencias principales: la tendencia integracionista ver-
sus la tendencia separatista. 

El centro del argumento integracionista –que es el que comparto– está
en el peligro de que la institucionalización de los estudios de género como
área separada favorezca la ghettización y la consiguiente falta de diálogo del
discurso feminista con toda la producción existente en las Ciencias Sociales.

Varios estudios norteamericanos han mostrado que debido al sistema
valórico-sexista y androcéntrico- imperante en los centros universitarios
surgen grandes dificultades para que los estudiantes hombres participen
académicamente en ámbitos exclusivos de mujeres. Esta situación no ha
impedido la existencia de grupos de investigación integrados por mujeres
que trabajen temas con la meta de la integración y también la emergencia
de grupos de investigadores hombres que trabajan sobre masculinidades. 
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una primera edición de Maestría en Sociología en el año 1998, en ella se
desarrolló una focalización en Género y Sociedad para todos los estudian-
tes. En la segunda edición incluimos un módulo en la concentración temá-
tica sobre Desigualdades Sociales y Políticas Sociales y en la tercera edición
y cuarta edición se incorporó un curso sobre Desigualdades Sociales. La re-
lectura desde un análisis de género de los teóricos del bienestar y la presen-
tación de resultados de investigación empírica sobre desigualdades de géne-
ro, ciudadanía y trabajo han procurado contribuir al replanteo de los mode-
los de desarrollo social y de las nociones de igualdad y justicia.

No voy a tratar de explicar cómo esto ha sido posible, tal vez este desa-
rrollo se vio favorecido por las características de los planes de estudio en
una Facultad nueva, que contempla la existencia de materias optativas
(dentro de un limitado abanico de opciones) y talleres de investigación
con temáticas que rotan lo cual da cierta flexibilidad para incorporar nue-
vas propuestas.

Un rápido autoexamen de nuestra propia experiencia docente muestra
que nos hemos ido deslizando desde una bibliografía centrada exclusiva-
mente en las teorías feministas clásicas y contemporáneas a una comple-
mentación con un análisis crítico del pensamiento social contemporáneo.
Esto ha sido posible por la incorporación a la enseñanza de las teorías
feministas y de la investigación de género que están realizando nuevos
aportes a las Ciencias Sociales. En los cursos se analizan las críticas de las
autoras feministas de los países del norte que dialogan y debaten con re-
presentantes de la corriente principal de la sociología, los cuales son estu-
diados en las materias centrales de la docencia disciplinar, como por ejem-
plo, Bourdieu, Giddens, Esping-Andersen, entre otros.

Me parece importante destacar que el incremento de los intercambios
académicos a nivel internacional en esta última década ha jugado un pa-
pel fundamental para el desarrollo de este campo. La participación en
eventos internacionales y la realización de pasantías se ha visto facilitada
por la creación de Programas específicos para su financiamiento. Este
apoyo es fundamental para incentivar el intercambio y poder insertarnos
en las discusiones de la comunidad académica internacional. 

En materia de docencia, los intercambios de docentes con otros pro-
gramas de estudio ha sido muy estimulante. Quisiera destacar la experien-
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para ese diálogo en cuestiones sustantivas y en estrategias para la enseñan-
za, la investigación y las relaciones con el medio. Pero para que ello sea
posible parece necesario recorrer un camino de reconocimiento de afini-
dades y de diferencias entre sus integrantes para poder identificar las
zonas de posibles intercambios.

Transformaciones favorables en el actual contexto institucional

Cambios recientes en el contexto político e institucional han producido
un importante incremento en las demandas de conocimientos útiles para
la promoción de políticas de igualdad.

Se ha pasado del predominio de políticas socioeconómicas que enfati-
zaban la promoción del crecimiento y en lo social políticas mínimas y
focalizadas a la elaboración e implementación de agendas sociales que
buscan reestructurar los derechos sociales y la provisión del bienestar.

Las relaciones entre intelectuales y políticos han sido en el país tradi-
cionalmente difíciles, incluso se ha llegado a afirmar que “el grado de tec-
nificación de la política es sensiblemente menor al del resto de la región,
debido a una pauta de larga data de difíciles relaciones entre intelectuales
y política y también por la menor extensión del campo profesional de
expertos y analistas simbólicos” (De Armas y Garcé, 2000). Esta situación
ha cambiado radicalmente en la actual administración.

Se reforzaron en los últimos años de los mecanismos institucionales
para la promoción de la igualdad en el nivel local y nacional. Se avanzó
en el reconocimiento de las desigualdades de género, raciales y étnico-ra-
ciales erosionando el imaginario social asentado en la creencia de la per-
sistencia de una sociedad con grados altos de integración en la compara-
ción internacional. 
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El problema fundamental –a mi juicio– no está tanto en el desarrollo
de estructuras formales, una cátedra u otro espacio específico, dedicado a
estos estudios, sino en la necesidad de promover la existencia de una masa
crítica de académicas que estén colocadas en cargos de decisión, como
para poder impulsar iniciativas que permitan el desarrollo de investigacio-
nes y que tengan reconocimiento como para hacer propuestas que pue-
dan ser incluidas en los planes de estudio y en las agendas de investiga-
ción. La feminización de la población universitaria docente y estudiantil,
sobre todo en las Ciencias Sociales, favorece la emergencia de esa masa
crítica, pero además sabemos que es necesario remover factores discrimi-
natorios cuyos mecanismos de actuación debemos identificar. 

En síntesis, hoy día se dan mejores condiciones para desarrollar este
campo en el interior de las disciplinas y en núcleos interdisciplinarios,
como el recientemente creado en nuestro país a través de la Red temática
de Estudios de Género (2001). Una de las mayores originalidades de este
proceso de institucionalización fue el impulso y el apoyo brindado por la
bancada parlamentaria de mujeres. Ésta se reunió con la Comisión Coor-
dinadora de Educación –integrada por el Ministerio de Educación y
Cultura, Universidad de la República, Administración Nacional de Edu-
cación Pública y autoridades de la educación privada– para plantearles la
preocupación por ver reflejada en el sistema educativo la temática de
género. Luego de esta instancia la Universidad convocó a las investigado-
ras para apoyar su organización en una red temática, coincidiendo con la
reciente política universitaria de promover espacios interdisciplinarios. 

Uno de los objetivos planteados por esta Red ha sido “reconocer” y
darle visibilidad a los espacios y a las investigaciones existentes en las dis-
tintas facultades, identificando sus grados de institucionalización, recono-
cimiento e incidencia en las políticas institucionales. En uno de los semi-
narios organizados por esta Red quedó de manifiesto el peso de las disci-
plinas que permiten aproximaciones socioculturales y el menor peso de
las ciencias naturales. Este es un tema pendiente que plantea grandes de-
safíos para el diálogo interdisciplinario.4 A mediano plazo la existencia de
la Red Universitaria sobre Estudios de Género podrá crear condiciones
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El desarrollo del diálogo interdisciplinario

Debemos recordar que en Uruguay partimos de un cierto desbalance dis-
ciplinario, han predominado desde los inicios las investigadoras con for-
mación en historia, sociología y economía. El menor desarrollo en la pri-
mera etapa de trabajos desde la perspectiva antropológica, lingüística o
provenientes de la psicología y el psicoanálisis tienen que ver con la dife-
rente ubicación y desarrollo institucional de estas disciplinas en el país.
Esta situación está cambiando debido al impulso de los trabajos del
Grupo Muldisciplinario de Estudios de Género de la Facultad de Hu-
manidades y Ciencias de la Educación y de la Cátedra Libre en Salud Re-
productiva, Sexualidad y Género de la Facultad de Psicología. 

Los aportes del conocimiento a la sociedad

Surge una preocupación importante en cuanto a aportar al diseño y for-
mulación de políticas públicas. Se trata asimismo de colaborar con muje-
res que asumiendo cargos públicos de responsabilidad, intentan llevar a la
práctica algunas iniciativas que tienen su origen en propuestas derivadas
de investigaciones. Por otra parte, el conocimiento continúa siendo un
instrumento que le otorga mayor legitimidad a las propuestas de las orga-
nizaciones sociales. Una cuestión problemática y de enorme complejidad
-que sólo enunciamos aquí- es la mediación entre las esferas académicas y
la militancia feminista la cual tiene aspectos específicos y otro más gene-
ral que se enmarca en la discusión sobre los puentes entre investigación y
sociedad, entre conocimiento y acción.

La profundización de los enfoques teóricos 

Simultáneamente, se plantea la necesidad de analizar la temática desde
nuevas perspectivas. En los proyectos de la primera etapa, el foco del inte-
rés estaba en el sujeto mujer y a veces en la relación hombre/mujer a los
efectos de servir al diseño, instrumentación y evaluación de proyectos de
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Los desafíos para los estudios de género 

Los avances logrados por los estudios de género en Uruguay en los últi-
mos años son importantes5 pero aún no es posible prever su evolución
futura. Dos elementos juegan a favor de la sostenibilidad de su expansión:
los avances demográficos que están ocurriendo en el alumnado y en el
profesorado universitario y el proceso de acelerada modernización del sis-
tema científico que comenzó recientemente posibilitando la apertura de
nuevos espacios para la investigación y la formación, así como procesos
más transparentes para el acceso a los recursos. En este marco es que plan-
teo los principales desafíos para el desarrollo de este campo. 

Los debates dentro de cada una de las disciplinas

Si bien los estudios de género exigen un abordaje interdisciplinario, la
ubicación de los estudios de género en la Universidad pública nos obliga
a respetar las especificidades de las distintas disciplinas para establecer
puentes de comunicación con las principales corrientes del pensamiento
social y político dominantes en cada una de ellas. Este es una tarea difícil
de asumir, supone tácticas “subversivas” de cuestionamiento del saber
establecido pero es ineludible a fin de ubicar los estudios de género en los
planes de estudios e incorporar bibliografía que pueda promover la refle-
xión crítica sobre los padres fundadores de la disciplina.

Por otra parte, la perspectiva de género se expande y se adopta por
parte de investigadoras/es de grupos de investigación e instituciones aca-
démicas cuya preocupación fundamental no son las mujeres ni el género,
para ellas/os el género es una variable o una dimensión de la desigualdad
de la misma jerarquía que otras. Se abre así un frente de discusión de gran
interés en el cual deberíamos tener un papel central.
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5 Esto no significa desconocer la existencia de desigualdades en las carreras docentes y de investi-
gación y las dificultades de las mujeres para el acceso a las instancias de gobierno universitario,
temas que todavía no han sido objeto de investigaciones sistemáticas.
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desarrollo vinculados a la cooperación internacional. Hoy día se ha com-
plejizado el concepto de género en tanto sistema de desigualdades socia-
les y de diferenciaciones culturales. Tenemos más autonomía para realizar
un trabajo teórico no tan atado a los condicionamientos del financia-
miento y a proyectos de desarrollo predeterminados. La tarea académica
puede asumir una lógica propia que permita definir una agenda propia,
problematizar marcos conceptuales, indagar sobre temas escasamente in-
vestigados6.

Estamos convencidas de que una de las vías de avance radica en la pro-
moción de relaciones de intercambio y cooperación que permitan la rea-
lización de estudios comparativos para desarrollar una reflexión crítica en
torno a un proyecto intelectual propio de la región, a la vez que se respon-
da a las necesidades de integrar estos conocimientos en la estrategia de
fortalecimiento institucional de los espacios destinados a las políticas de
género7.
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6 Anderson (2005) argumenta sobre la urgente necesidad de avanzar en la construcción de teoría
y conceptos para aumentar la calidad de los Estudios de Género. 

7 La iniciativa de la Secretaria General de FLACSO de promover grupos regionales de investiga-
ción (GRILAC) puede contribuir a generar un espacio interesante para el intercambio con el
objetivo de desarrollar y promover nuevos y renovados enfoques y herramientas para la genera-
ción de conocimientos y para la agenda de políticas de género de la región.



“Tu cuerpo es un campo de batalla” (título de un grabado de la
artista feminista Barbara Kruger y un slogan comúnmente 

usado por activistas feministas en los Estados Unidos).

“Tu cuerpo es una frontera” 
(título de un poema escrito por Lauren Espinosa)1.

Introducción

La frontera México-Estados Unidos ha servido por mucho tiempo como
lugar de disputa pero también de encuentros; es tanto un espacio de tras-
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derechos de las mujeres en ambos lados de la frontera. Seguidamente, nos
concentramos en los procesos señalados arriba, como una manera de ilu-
minar cómo grupos específicos de mujeres son efectivamente borrados de
la identidad nacional mientras en otras ocasiones se convierten en blanco
de y, a su vez, son sometidas a diversas formas de violencia psíquica y físi-
ca (Smith, 2005). Concluimos planteando las ramificaciones de este estu-
dio para el desarrollo futuro del feminismo trasnacional, los estudios fron-
terizos y los de seguridad, como una manera de contribuir a un debate
más extenso sobre los estudios de género en el contexto de creciente inte-
gración regional que presenta el continente americano.

Para comprender estas problemáticas nos basamos principalmente en el
análisis de discurso y la economía política feminista. “Trabajamos… en
diversos sistemas de representación y espacios de intersección en construc-
ción” (Sassen, 1998) como una manera de entender cómo los cuerpos de
mujeres migrantes y pobres han sido, de manera simultánea, hipervisibili-
zados e invisibilizados a través de discursos trans/ nacionales; de hecho
ambos procesos van de la mano cuando se discute la agencia de las muje-
res en regiones fronterizas. Más específicamente, analizamos documentos
y políticas gubernamentales; blogs (especialmente de las patrullas ciudada-
nas fronterizas); y las representaciones mediáticas de la violencia contra las
mujeres en la frontera México-Estados Unidos, como una forma de desa-
rrollar una comprensión sobre la manera en que los cuerpos de las muje-
res están inscritos en luchas –de mayor envergadura– por la soberanía e
identidad nacionales, el desarrollo, la regionalización y el imperio.

La frontera México-Estados Unidos: 
un espacio desnacionalizado

¿Cuáles son los “espacios de intersección en construcción” en territorios
fronterizos? Saskia Sassen (1998) argumenta que ellos involucran varios
procesos por medio de los cuales se materializan las operaciones económi-
cas transfronterizas, no sólo aquellas relacionadas al comercio sino tam-
bién a los múltiples circuitos a través de los cuales el conocimiento, los
recursos y la tecnología cruzan fronteras, en un contexto globalizado.
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gresión como uno de regulación y contención. La región fronteriza entre
EEUU y México marcada, por un lado, por discursos y políticas de segu-
ridad fronteriza y por su carácter de espacio “desnacionalizado”, por el
otro (Sassen, 2000), revela un conjunto de paradojas sobre la movilidad y
pertenencia nacional en una era crecientemente globalizada y trasnacio-
nal. Estas paradojas tienen implicaciones muy reales sobre los cuerpos de
mujeres migrantes y pobres, que de manera significativa se han converti-
do en escenarios de lucha o “campos de batalla” en un contexto contem-
poráneo marcado por los esfuerzos de protección fronteriza, el desarrollo
global y luchas por la ciudadanía en zonas fronterizas desnacionalizadas
(Schmidt Camacho, 2005). La afirmación “tu cuerpo es un campo de
batalla”, refleja la idea de que los cuerpos de mujeres migrantes y pobres
constituyen campos de batalla, con implicancias específicas para mujeres
migrantes nacionales e internacionales en la región fronteriza entre
México y EEUU, incluyendo el sector de producción maquilera en
México y los estados del sudoeste estadounidense. 
En este artículo analizamos tres sets de procesos por medio de los cuales
los cuerpos de mujeres migrantes y pobres han sido marcados como “de-
sechables” en la frontera México-Estados Unidos: la militarización de la
frontera; el discurso de protección fronteriza y el activismo de patrullas
ciudadanas fronterizas organizadas para “proteger” la nación estadouni-
dense de las amenazas externas y; la afirmación paradójica del desarrollo
mexicano en la frontera como “liberador” para las mujeres trabajadoras
pero que tiene el efecto simultáneo de convertirlas en “mujeres indecen-
tes” y, por lo tanto, desechables –como lo confirman los casos extensa-
mente documentados de feminicidio en Ciudad Juárez y Chihuahua (i.e.
Schmidt Camacho, 2005; Wright 2006a, 2006b). Primero, esbozamos
nuestra concepción de la frontera México-Estados Unidos como un espa-
cio desnacionalizado, señalando las implicaciones de este análisis para los
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convierten en sí mismos en campos de batalla o escenarios de lucha y colonización, especial-
mente en regiones geopolíticas fronterizas como la frontera entre México y los Estados Unidos.
La idea del borderland, o la tierra/región/espacio de la frontera, está basada en el trabajo de la
escritora chicana Gloria Anzaldúa. En su libro, Borderlands/La Frontera: The New Mestiza (1987)
esta autora analiza las fronteras geopolíticas, económicas, psíquicas y epistemológicas que nos
dividen entre “nosotro/as” y “ello/as”. La frase de Espinosa capta la idea de que estas fronteras
son parte de nuestras experiencias corporales.



Sassen captura esta idea; a saber que los procesos económicos son crecien-
temente transnacionales y casi imposibles de regular debido a la falta de
leyes que busquen controlar la movilidad de capitales trasnacionales a tra-
vés de fronteras nacionales –y en muchos casos, debido a la complicidad
misma de los Estados en facilitar la hipermovilidad del capital.

Paradójicamente, contrastando con la noción de “economías sin fron-
teras”, que supone movilidad y fluidez, analistas se han concentrado en el
discurso político y las estrategias que buscan cerrar las fronteras para pre-
venir el ingreso de inmigrantes “indeseados”. El deseo estatal de cerrar las
fronteras se ha desarrollado a través de un largo proceso histórico, no obs-
tante, de manera importante desde los atentados del 11 de septiembre en
el año 2001 ha habido un resurgimiento de la xenofobia en los Estados
Unidos, pero también en México y Canadá (Sharma, 2006), que tiene
como blanco a los y las inmigrantes de cada uno de estos países. La fan-
tasía nacional de “proteger” las fronteras como un mecanismo para redu-
cir el terrorismo parece coincidir o dar continuidad a la noción de una
economía sin fronteras, en lugar de marcar una ruptura o contradicción,
como lo ilustra el interés del Estado de “mantener afuera lo peligroso e ile-
gal mientras se da la bienvenida a visitantes y comerciantes legítimos” (US
Customs and Border Protection, 2005a).

Esta paradoja de un desarrollo impulsado por el Estado, por un lado,
y la represión o el terror inducido por agentes estatales, por el otro, es par-
ticularmente compleja en la zona fronteriza entre Estados Unidos y
México, dado que frecuentemente es considerada como un espacio “no
completamente mexicano” y “no completamente americano” (es decir, de
los Estados Unidos), y debido a que las leyes y las políticas de desarrollo
de los gobiernos de Estados Unidos y México en la zona contribuyen a la
desprotección de sus habitantes por parte de los mismos Estados naciona-
les que dicen representarlos. En este sentido, esta zona fronteriza puede
ser vista como un espacio desnacionalizado (Sassen, 2000; Schmidt Ca-
macho, 2005), a pesar de la afirmación de sentimientos nacionalistas que
contribuyen al proceso en curso de militarización de la frontera.

Por ejemplo, en el sector de producción maquilera para la exportación,
ubicado al norte de México, las corporaciones multinacionales gozan de
un cuerpo específico de leyes (“amigables a la empresa”) bajo las cuales
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Tras la firma del Tratado de Libre Comercio de América del Norte
(NAFTA, por sus siglas en inglés North American Free Trade Agreement)
en 1994, “América del Norte” ha sido (re-)imaginada como región (Bøas,
Marchand y Shaw, 1999; Runyan et al., 2008) y los gobiernos de NAFTA
han promovido una noción de semejanza y cooperación regional, a pesar
de las claras diferencias en las condiciones de vida de México, Canadá y
Estados Unidos.

Sassen (1998) plantea que las “fronteras analíticas”, es decir, espacios
en los que predominan las discontinuidades económicas, han pasado a
caracterizar muchos de los procesos de integración regional que se gestan
actualmente en Norteamérica, Latinoamérica y en otras latitudes. Las
fronteras analíticas constituyen el lado oscuro de la acumulación capita-
lista global en las “ciudades globales”. Como lugares claves de los nuevos
circuitos de la economía global, las llamadas ciudades globales como
Nueva York, Tokio y Londres son el hogar de los nuevos mercados finan-
cieros densamente concentrados y trasnacionales; no obstante, de mane-
ra creciente también lo son ciudades como la ciudad de México, Sao
Paulo y Bangkok (Sassen, 2000). Las fronteras analíticas de ciudades glo-
bales como éstas representan el “punto débil” de la historia de éxito de la
globalización, proceso que frecuentemente es encarnado por mujeres mi-
grantes pobres que son incorporadas a la industria global del cuidado
(Sassen, 2002). No sorprende que usualmente las regiones fronterizas en
sí mismas provean a los circuitos económicos trans/nacionales de capita-
les, como es el caso del sector de producción maquilera para la exporta-
ción, pero al mismo tiempo restrinjan la movilidad; se conforman en
base a un discurso hipernacionalista, especialmente en el periodo post
9/11, y de hecho contribuyen a la inseguridad de muchas mujeres que
viven allí. 

Otra manera de reflexionar sobre los territorios fronterizos es en tér-
minos de la paradoja entre las “economías sin fronteras” y las “fronteras
atrincheradas”, tal como se discute en la literatura sobre economía políti-
ca (Andreas, 2006). Por un lado, en vista de la firma de NAFTA y el cam-
bio general hacia acuerdos de libre comercio y un “mercado libre” globa-
lizado, analistas hablan de una economía fluida, de libre circulación y que
transgrede fronteras. El concepto de ciudades globales planteado por

Amy Lind y Jill Williams

132



Afianzando los derechos de las mujeres

135

deben operar si desean mantener sus operaciones en esta zona. Estas juris-
dicciones nacionales no son claras; excluyen a las corporaciones multina-
cionales de las leyes fiscales locales y otras leyes laborales vinculantes; y su
habilidad para hacer que los actores multinacionales cumplan con la ley y
para proteger a ciudadanos/as mexicanos/as es fragmentaria y, en el mejor
de los casos, turbia. En su estudio sobre los feminicidios de Ciudad Juá-
rez, Alicia Schmidt Camacho (2005) argumenta que los espacios desna-
cionalizado, como la zona fronteriza entre México y Estados Unidos, pro-
veen el escenario geográfico en el que los cuerpos desnacionalizados son
violados y explotados, pues éstos constituyen “lugares” de contradicción
en los que la responsabilidad del Estado de proteger a sus ciudadanos/as
frecuentemente se desmorona bajo la presión de corporaciones multina-
cionales que dependen de mano de obra mal remunerada y desechable. La
falta de atención prestada a las mujeres de Juárez por parte del gobierno
mexicano también se vincula a la ubicación geográfica de estos hechos en
un espacio desnacionalizado. Ella plantea que: 

“La dependencia precaria en el comercio exterior de Chihuahua exacerba
las ya tensas relaciones entre funcionarios del Estado y los pobres urbanos
que sufren las muertes y desapariciones. La policía funciona para prote-
ger la viabilidad de la metrópolis norteña como un lugar de inversión y
turismo, lo cual entra en conflicto con su labor de proteger a mujeres
pobres del peligro...” (Schmidt Camacho, 2005: 268).

Las mujeres migrantes del sudoeste estadounidense se han visto atrapadas
en una encrucijada similar en relación a las respuestas que el Estado ha
dado a la violencia que sufren. Por un lado, mujeres migrantes de México
y de otros países latinoamericanos son sujetas a altos niveles de explota-
ción, incluyendo violaciones, perpetradas por coyotes (traficantes de per-
sonas) y agentes de la Patrulla Fronteriza de los Estados Unidos, entre
otros. Son vistas como “violables” y desechables. Por otro lado, en el dis-
curso de seguridad de la frontera México- Estados Unidos, incluyendo
tanto al que proviene del gobierno como al de las patrullas ciudadanas, se
hace referencia a las mujeres inmigrantes como “víctimas” de violencia
impartida por “hombres extranjeros” (i.e. coyoteros, ciudadanos mexica-
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nos), no obstante, son vistas como “criminales” cuando son arrestadas por
agentes de la Patrulla Fronteriza.

Para mujeres indocumentadas viviendo en los Estados Unidos ello se
complejiza por el hecho de que típicamente son consideradas como las
peores “delincuentes” por “drenar” los recursos del Estado de bienestar es-
tadounidense (Lindsley, 2002). La demonización de los derechos de mu-
jeres (y hombres) inmigrantes en estados fronterizos ha sido particular-
mente dura, como es evidente en las numerosas proposiciones y otras re-
formas legales que han aumentado la restricción de la movilidad para
indocumentados que residen en ellos2. Así, el espacio desnacionalizado,
sea en el norte de México o en el sudoeste estadounidense, facilita el ejer-
cicio de la violencia contra mujeres migrantes y pobres. En espacios des-
nacionalizados, los cuerpos de las mujeres se convierten en campos sobre
los cuales se libran batallas por el desarrollo económico, la generación de
ganancias capitalistas y el dominio heteropatriarcal. 

Aunque el trabajo de las mujeres forma parte de los procesos de desa-
rrollo y modernización nacionales y globales, el capitalismo trasnacional
depende de que sus cuerpos continúen siendo desechables (Wright, 2001;
Camacho Schmidt, 2005). Irónicamente, las estrategias de “protección
fronteriza”, incluyendo la militarización misma de la frontera, no prove-
en una mayor seguridad sino más bien refuerzan la desnacionalización de
los derechos de las mujeres y dan paso a mayores niveles de inseguridad
para ellas.

2 Algunas de las leyes anti-inmigración más estrictas han sido aprobadas en Arizona, donde en
2006 se aprobaron cuatro proposiciones (Proposiciones 100, 102, 103, 300) que restringían el
acceso a la educación universitaria, al cuidado infantil y a la protección legal por parte de resi-
dentes indocumentados y que declaraban al inglés como el idioma oficial del estado, haciendo
que la educación secundaria en español ya no estuviera disponible para la mayoría de los estu-
diantes a través del sistema de educación. De manera interesante, de acuerdo a una encuesta
local que se aplicó inmediatamente después de esta votación, entre 40 y 50 por ciento de los his-
panos votaron a favor de las proposiciones, lo cual complica cualquier noción simple de solida-
ridad étnica o racial (Lynch, 2006). Una ley vigente que criminaliza a aquellos empleadores que
contratan a trabajadores indocumentados está siendo desafiada en la corte del estado. Formas
similares de legislación han sido aprobadas en otros estados, y esta tendencia también ha comen-
zado a emerger en estados no-fronterizos que cuenta con una población latina menor.



las Estados Unidos (CBP, por sus siglas en inglés Customs and Borders
Protection), recientemente creada, le fue encomendada la tarea de “salva-
guardar la patria norteamericana en y más allá” de sus límites geográficos
(US Customs and Border Protection, 2005b). Con el propósito de em-
prender esta tarea, desde el 9-11 el número de agentes de la Patrulla Fron-
teriza se ha más que triplicado (Politzer, 2007). Más aún, los recursos fi-
nancieros son canalizados cada vez más hacia la CBP, destinando más de
11 mil millones a la agencia en el presupuesto de 2009 por un requeri-
miento del Presidente Bush (US Customs and Border Protection, 2008). 

A pesar de que el objetivo de la CBP es proteger todas las fronteras, en
años recientes se ha vuelto cada vez más claro que hay un interés especí-
fico en fortalecer la frontera México-Estados Unidos –apenas 1.000 agen-
tes de seguridad fronteriza patrullan los 8.000 kilómetros de la frontera
con Canadá, mientras la gran mayoría de los 10.300 oficiales restantes
están apostados en la frontera México-Estados Unidos (US Customs and
Border Protection, 2005a). Más aún, el número de agentes de la Patrulla
Fronteriza ubicados en la frontera con Canadá ha disminuido durante los
últimos 30 años, mientras el número de oficiales en la frontera con Méxi-
co ha aumentado de manera significativa (Transactional Records Access
Clearinghouse, 2006). Adicionalmente, políticas oficiales de la Patrulla
Fronteriza estipulan que los nuevos agentes deben cumplir dos años de
servicio en la frontera con México antes de poder contar con la opción de
transferirse a la frontera con Canadá, garantizando así que la frontera
México-Estados Unidos continúe siendo el eje central de los esfuerzos de
protección fronteriza por muchos años más. Esta fase de la militarización
de la frontera puede ser entendida como una continuación de proyectos
anteriores de militarización fronteriza pero también como una fase de
hipermilitarización (Enloe, 2000; Eisenstein, 2007). Como parte de este
proceso, los migrantes que proveen mano de obra barata a los Estados
Unidos, que siempre han constituido la base de su economía capitalista,
son ahora construidos discursivamente como amenazas para la nación,
confundidos con “terroristas” racializados que presuntamente se dedican
a actos de violencia política. 

Para “proteger” a la nación de esta amenaza, la Ley de Cerca Segura
(Secure Fence Act) del año 2006 estipula la construcción de un muro tanto
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La militarización de la frontera México-Estados Unidos

Aunque la frontera entre México y Estados Unidos ha contado con diver-
sos grados de militarización desde la firma del Tratado de Guadalupe en
1848, particularmente desde la década de los años 1980 ésta se ha con-
vertido en un punto central en las discusiones lideradas por los Estados
Unidos sobre la “Guerra contra las Drogas”, la seguridad nacional y la
inmigración hacia los Estados Unidos (Dunn, 2001; Nevins, 2002). La
firma de NAFTA trajo consigo la “apertura” de fronteras para el incre-
mento del comercio, la inversión extranjera (especialmente en México) y
el crecimiento de capitales. Al mismo tiempo que se discutía el acuerdo
de NAFTA, se debatía en Estados Unidos y posteriormente en Canadá
cómo fortalecer las fronteras nacionales y mantener alejados a aquellos
que representaban “amenazas” criminales (p.e. traficantes de droga) o eco-
nómicas (“robadores” de empleos o personas que hacen “trampa” o se
aprovechan de los sistemas de bienestar social) para la nación. Como es
ampliamente conocido, para hacer frente a estas situaciones los Estados
Unidos lanzaron una serie de operaciones para fortalecer el control fron-
terizo, incluyendo programas como Operation Blockade/Hold the Line
(1993), Gatekeeper (1994), Safeguard (1995) y Rio Grande (1997). Estas
operaciones se desplegaron a lo largo de la frontera, desde la Costa del
Golfo hasta el Océano Pacífico, y formaban parte de una estrategia de
disuasión más extensa que buscaba canalizar a los migrantes indocumen-
tados hacia las peligrosas regiones montañosas y desérticas de Arizona. Se
creía que las duras condiciones del terreno de Arizona servirían como un
elemento natural de disuasión, en una zona que carecía de muros y cercas
(Cornelius, 2001).

Los eventos del 9-11 vinieron acompañados de una nueva fase de mili-
tarización organizada en la frontera. Después de los eventos del 9-11, la
Ley de Seguridad Nacional del año 2002 fue creada con el propósito de
proteger al país de los “terroristas y sus armas” (US Department of
Homeland Security, 2002). Un elemento clave de esta ley se concentraba
en la seguridad fronteriza, agrupando a la Patrulla Fronteriza y el Servicio
de Inmigración y Naturalización bajo la égida del Departamento de Se-
guridad Nacional. A la agencia de Protección Fronteriza y de Aduanas de
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de una represa río arriba del Río Colorado. Quienes apoyan esta iniciati-
va argumentan que el proyecto ayudará a bajar las tasas delincuenciales,
particularmente los delitos de tráfico de drogas e inmigración ilegal, y
mejorará los humedales. Como afirma el Sheriff del Condado de Yuma,
quien apoya este proyecto: “[S]e ha convertido en tierra de nadie, un área
donde los cuerpos son desechados, donde personas y drogas han sido tra-
ficadas a través de la frontera” (Gaynor, 2008: 1). Hasta ahora el proyec-
to ha recibido apoyo de la agencia federal de manejo de tierras (Bureau of
Land Management), que es propietaria de la tierra; la oficina de reclamo
de tierras (Bureau of Reclamation), que ha proporcionado una subvención
para perforar pozos y bombear aguas subterráneas; la Patrulla Fronteriza
de las Estados Unidos, el Concejo Municipal de Yuma y residentes del
área, incluyendo a la comunidad de indígenas Cocopah, quienes por mu-
cho tiempo han cultivado la planicie aluvial del río. Tal vez, irónicamen-
te, el proyecto también ha recibido el apoyo de ambientalistas locales del
lado Mexicano de la frontera, pues como afirma Osvaldo Hinojosa, direc-
tor de Pro-Natura, una organización ambientalista con sede en el noroes-
te de México: “En lugar de levantar muros y promover la división, pode-
mos promover seguridad y amistad” (Gaynor, 2008: 2). Estas alianzas en-
tre actores tan disímiles, como comunidades de indígenas norteamerica-
nos radicados en Estados Unidos, agencias federales de los Estados Uni-
dos y ambientalistas mexicanos, revelan las contradicciones inherentes a
las luchas en favor o en contra de la protección fronteriza en un espacio
desnacionalizado.

Por otra parte, más de cien propietarios al sur de Texas (un porcenta-
je importante de ellos de descendencia mexicana o que se identifican
como hispanos o latinos/as) se han resistido a las ofertas del gobierno para
acceder a sus tierras con el objeto de construir nuevos alambrados dado
que no desean que se construyan cercas en ellas. Ello ha atrasado la meta
del gobierno de los Estados Unidos de construir el muro, pues los vecinos
que se ven más afectados continúan protestando su construcción. En este
contexto, grupos ecologistas también se han opuesto a la construcción del
muro sobre la base de que ello sólo “romperá corredores de vida salvaje
fundamentales para los animales”. A pesar de la resistencia de los residen-
tes y activistas ambientalistas, ninguno de estos grupos utiliza un lengua-
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virtual como físico: el “muro virtual” incluye el uso de equipos de vigilan-
cia de alta seguridad (i.e. lentes de visión nocturna, toma de imágenes tér-
mica, sensores sísmicos y torres sensoriales móviles, ver Edwards, 2007),
mientras que el muro físico implica la contratación de una gran cantidad
de agentes de seguridad fronteriza y la erección de cercas de concreto y
acero alrededor de áreas urbanas y rutas migratorias altamente transitadas,
que van desde el Golfo de México hasta el Océano Pacífico3.

De manera interesante, residentes de ciudades y poblados del lado es-
tadounidense han entrado en conflicto por estas nuevas regulaciones, lo
cual indica que hay claras fisuras en lo que parece un discurso hegemóni-
co sobre la seguridad fronteriza. Por un lado, algunas municipalidades lo-
cales y comunidades de vecinos apoyan los esfuerzos de la Patrulla
Fronteriza estadounidense. Por ejemplo, la municipalidad de Yuma en
Arizona está proponiendo la construcción de un foso que rodee a la ciu-
dad con el fin de “no dejar pasar” a los migrantes y hacer “más segura” a
la ciudad. Este llamado “canal de seguridad” será creado al liberar el agua

Amy Lind y Jill Williams

138

3 La Patrulla Fronteriza de los Estados Unidos también ha extendido su autoridad más allá de las
fronteras de los Estados Unidos. Por ejemplo, en 1997 se estableció la operación Global
Outreach, cuyo propósito fue detener o dificultar el paso de migrantes indocumentados y trafi-
cantes de personas antes de que llegaran a las fronteras de los Estados Unidos (Coleman, 2007:
620). Como parte de este esfuerzo, el gobierno de los Estados Unidos estableció 40 oficinas per-
manentes de la agencia de inmigración (INS, ahora CBP) en el mundo, incluyendo oficinas en
las ciudades de México, Panamá, Guatemala, San Salvador, Tegucigalpa, Lima y Quito (Greene,
2001). Estas oficinas permiten a los oficiales de inmigración de los Estados Unidos coordinar
operaciones con el gobierno del país anfitrión y entrenar a agentes locales de inmigración. En
este contexto, autoridades de inmigración no-estadounidenses están siendo entrenadas para
“actuar de manera independiente como personas con el poder de aplicar las leyes migratorias de
los Estados Unidos” (Coleman, 2007: 620). Desde el 9-11, el Congreso de los Estados Unidos
ha expresado interés en extender el alcance del Departamento de Defensa de los Estados Unidos
hacia América Central y del Sur. La atención puesta en garantizar la seguridad regional entre los
países norteamericanos, en particular, ha influenciado los esfuerzos de proteger la frontera sur
de México con Guatemala. El Plan Sur del presidente Vicente Fox (2000-2006) ha servido para
militarizar la frontera México-Guatemala con un estilo que refleja las operaciones de protección
fronteriza de los Estados Unidos, como la operación Gatekeeper. Aunque las relaciones entre
México y Guatemala constituían un problema antes del 9-11, el aumento de la militarización
de la frontera México-Guatemala junto a una mayor cooperación entre los gobiernos de México
y Estados Unidos en relación a la “Guerra contra el terrorismo” (como lo demuestra la firma en
2002 del Plan de Acción para la Cooperación sobre Seguridad Fronteriza México-Estados
Unidos) debe ser entendida como un giro importante en las concepciones nacionales y
regionales de la protección nacional.



mientras entre 2000 y 2005 esta cifra subió a 22,6 por ciento, un incre-
mento estadísticamente significativo. 

Las mujeres migrantes también han experimentado niveles crecientes
de agresión sexual. Aunque se desconoce y es difícil de documentar el
número exacto de agresiones sexuales que se cometen en la región fronte-
riza, se ha estimado que diariamente la Patrulla Fronteriza recibe reportes
de tres a cuatro violaciones de migrantes indocumentadas perpetradas por
coyotes, es decir, 1.460 violaciones al año (McLemore, 2006). Además de
las violaciones en manos de coyotes, los oficiales de la Patrulla Fronteriza
también han sido identificados como depredadores sexuales en la región
fronteriza. Sylvanna Falcón (2001, 2007) ha argumentado que la milita-
rización de la frontera ha creado las condiciones propicias para el ejerci-
cio de la violencia contra las mujeres en esta zona. El aumento del peligro
asociado al cruce de la frontera y la creciente criminalización de los y las
migrantes indocumentados/as ha impreso mayor importancia a los es-
fuerzos por evadir la detección y aprehensión. Las mujeres migrantes
indocumentadas son entonces vulnerables a la violación por parte de
agentes de la Patrulla Fronteriza que prometen liberarlas si se muestran
“sexualmente obedientes”. Recientemente, el ex agente Scott Anthony
Sullivan fue condenado en abril de 2007 por violar los derechos civiles de
una mujer indocumentada, a quien detuvo en un puesto de control en el
año 2003, le confiscó su partida de nacimiento y luego violó repetidas
veces en un hotel cercano (Roebuck, 2007). 

De manera interesante pero no sorprendente, estos casos de violencia
contra las mujeres patrocinada por el Estado generalmente permanecen
invisibles en el discurso político de los Estados Unidos. Al contrario, el
énfasis es puesto en la victimización de las mujeres en manos de coyotes.
Particularmente, en años recientes, la violación por parte de coyotes de
mujeres migrantes indocumentadas en la región fronteriza se ha conver-
tido en un tema de interés para políticos y patrullas ciudadanas anti-inmi-
grantes, como el grupo Minutemen5. Informada por los reportes de este
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je que cuestione el discurso anti-migratorio o desafíe la noción hegemó-
nica imperante de protección fronteriza. Al contrario, buscan proteger lo
que ven como propio –sus tierras o su fauna– ante la invocación del go-
bierno federal del dominio eminente de una ley que dividirá sus tierras.
Algunos de ellos se oponen abiertamente a los derechos de los inmigran-
tes. Así, en este espacio desnacionalizado, los habitantes buscan llegar a
resoluciones con el Estado-nación que reclama jurisdicción sobre sus tie-
rras, a pesar de su alianza manifiesta con la misión de proteger la fronte-
ra. De esta manera, la seguridad hipernacional y la hipermilitarización de
la frontera en el periodo post 9-11 han tenido una influencia negativa
sobre una gran variedad de ciudadanos/ as. 

Militarización de la frontera y violencia contra las mujeres 

Mientras la militarización de la frontera parece no haber tenido efecto al-
guno en la contención de la migración de indocumentados o ha logrado
frenar las amenazas “terroristas”4, ha tenido efectos particularmente nega-
tivos sobre los y las migrantes, particularmente las mujeres. Entre 1995 y
2005, más de 3.000 migrantes han muerto tratando de entrar a los
Estados Unidos desde México (Nevins, 2005). Un estudio realizado por
el Instituto Binacional de Migración (Binational Migration Institute)
(Rubio et al., 2006) llegó a la conclusión de que entre 1990 y 1999 el
13,6 por ciento de las muertes en el desierto de Arizona fue de mujeres,
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4 El Instituto TRAC de la Universidad de Syracuse ha demostrado que la militarización fronteri-
za ha contribuido poco al entorpecimiento de las “amenazas terroristas”. De acuerdo a su
“Immigration Enforcement: The Rhetoric, The Reality” (TRAC, 2007), entre 2004 y 2007 sólo
12 personas entre 814,073 individuos (.0015 por ciento) contra quienes el Departamento de
Seguridad Nacional ha levantado cargos en las cortes de inmigración, han sido acusadas de ter-
rorismo. Más aún, “para todas menos una de las personas acusadas bajo la etiqueta terrorista, la
sección bajo la cual fueron acusados sugiere que todas estas personas inicialmente habían ingre-
sado legalmente a los Estados Unidos –no eran individuos que habían tratado de deslizarse por
la frontera”. Otros estudios muestran que el número de inmigrantes indocumentados se ha man-
tenido constante, antes y después de la militarización fronteriza, en aproximadamente 500.000
migrantes indocumentados nuevos que ingresan a los Estados Unidos cada año, ver Passel
(2006); US General Accounting Office (2001); Cornelius (2001); Nagengast (1998); Andreas
(2006); Politzer (2007).

5 El Cuerpo de Defensa Cívica Minutemen (MCDC, por sus siglas en inglés), más comúnmente
conocido como los Minutemen, es un grupo paramilitar integrado por voluntarios que patrulla
la frontera México-Estados Unidos, construye alambrados, toma nota de los números de placas
de contratistas que emplean a trabajadores indocumentados y ayudan informalmente a la



dad nacional estadounidense (en esta forma hegemónica) va de la mano
del mantenimiento de la región fronteriza como un espacio desnacionali-
zado, con consecuencias específicas para los derechos de mujeres migran-
tes y pobres. 

A pesar de que se han documentado numerosos casos de mujeres
migrantes indocumentadas que han sufrido agresiones sexuales en manos
de oficiales de la Patrulla Fronteriza (Falcón, 2007; Roebuck, 2007), el
discurso dominante sobre las violaciones en la frontera, con su enfoque
limitado en los coyotes, no logra reconocer el rol de estos agentes como
depredadores sexuales en la región fronteriza. Esta omisión permite la
movida discursiva por medio de la cual la violencia sexual es construida
como un fenómeno únicamente mexicano/extranjero y los Estados Uni-
dos son construidos como la tierra de la seguridad femenina. 

Un blog anti-inmigración y a favor de la militarización de la frontera
llamado An American Endeavor (Un esfuerzo estadounidense) afirma lo
siguiente sobre las violaciones en la frontera: 

“Es hora de entender que las “fronteras abiertas” significan que están
abiertas a todo tipo de mal, incluyendo las violaciones colectivas y el trá-
fico de personas. Para cualquier ciudadano americano decente y respetuo-
so de la ley, ver un árbol de violación significa mirar la cara del enemigo
de la civilización. El ver la tierra manchada de sangre bajo estos árboles es
contemplar las caras de sus víctimas (“Rape Trees and Minutemen-A
Border Travesty”, 2007). 

De manera similar el Lone Star Diary (Vanderboegh, 2007) afirma:

“En la era de los tratados de libre comercio y el uso de eufemismos polí-
ticamente correctos para referirse a los “extranjeros ilegales” [los árboles
de violación] representan una nueva exportación mexicana hacia los Es-
tados Unidos”. 

Desert Visions (2008), un sitio web dedicado a documentar “el impacto de
la inmigración ilegal (extranjera)” muestra la foto de un árbol de violación
con la siguiente leyenda: 
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grupo sobre la región fronteriza, la representante republicana del estado
de Florida Virginia Brown-Waite propuso una enmienda a la Ley de
Protección Fronteriza, Antiterrorismo y Control de la Inmigración Ilegal6

del año 2005 por medio de la cual pedía al “Congreso condenar las vio-
laciones perpetradas por traficantes en la frontera y exhortaba al gobierno
mexicano a trabajar con la agencia de Protección Fronteriza y de Aduanas
de los Estados para tomar acciones inmediatas para prevenir dichos deli-
tos” (Seper, 2006). En meses recientes, una oleada de mensajes electróni-
cos ha llenado las páginas web de Minutemen y otros grupos anti-inmi-
gración que se enfocan en los “árboles de violación”7 (Vanderboegh, 2007;
Armstrong, 2007; “Rape Trees and Minutemen-Border Travesty”, 2007).
El Lone Star Diary, una página web anti-inmigración describe a los “árbo-
les de violación” de la siguiente manera: “Después de que los coyotes lo-
gran que las mujeres crucen la frontera, una vez seguros en tierra estadou-
nidense, violan colectivamente a las mujeres para demostrarles que tienen
un control total sobre ellas. Luego cuelgan su ropa interior en árboles co-
mo un símbolo de su conquista” (Vanderboegh, 2007).

Las patrullas ciudadanas y diversos políticos utilizan las agresiones
sexuales que sufren mujeres migrantes indocumentadas en manos de co-
yotes como un fuerte argumento para el incremento de la militarización
de la frontera. Si bien es claro que estas agresiones sexuales constituyen un
serio problema, planteamos que el discurso de las violaciones en la fron-
tera se preocupa menos por la protección de las mujeres migrantes sin
documentos y más por la re-nacionalización de la identidad estadouni-
dense en base a claros referentes racializados y de género. Argumentamos
que el discurso dominante sobre las violaciones en la frontera refleja la
manera en que los cuerpos de las mujeres se convierten física y simbólica-
mente en campos de batalla sobre los cuales se libran luchas por la sobe-
ranía e identidad nacional. En este sentido, la reafirmación de la identi-
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Patrulla Fronteriza de los Estados Unidos a acorralar a migrantes indocumentados. Su fundador
y líder Chris Simcox, ha adquirido un estatus de icono entre simpatizantes anti-inmigración de
los Estados Unidos. Es importante señalar que a pesar de que Minutemen ha recibido mucha
atención en la prensa, este grupo sólo es uno de los 250 grupos de patrullas ciudadanas que exis-
ten en los Estados Unidos (Larsen, 2007).

6 En inglés: Border Protection, Antiterrorism, and Illegal Immigration Control Act.
7 En inglés: Rape Trees.



agresiones sexuales se han convertido en parte esperada de la travesía hacia
al norte (Falcón, 2007). El discurso dominante sobre las violaciones en la
frontera con su lógica linear identifica a la violencia mexicana/extranjera
como la razón que justifica la militarización fronteriza en lugar de ver
estas políticas como un componente integral de la violencia fronteriza; la
violencia extranjera (no doméstica) es definida como la razón por la cual
es necesaria la militarización de la frontera y no como una consecuencia
directa de los esfuerzos de militarización. 

Tanto políticos como integrantes de las patrullas ciudadanas afirman
estar motivados por la necesidad de “proteger” a las mujeres migrantes,
pero debemos cuestionar por qué estas preocupaciones no se transfieren a
las políticas gubernamentales. A pesar de que la enmienda a la Ley de
Protección Fronteriza, Antiterrorismo y Control de la Inmigración Ilegal
del año 2005, propuesta por la representante Brown-Waite, pide al go-
bierno de los Estados Unidos condenar las violaciones en la frontera, este
simplemente es un acto simbólico que “regaña” al gobierno mexicano
mientras no requiere acciones directas por parte del gobierno de los Es-
tados Unidos o la Patrulla Fronteriza para combatir la violencia contra las
mujeres en la región fronteriza. A pesar de que la ley del año 2005 exige
a la Patrulla Fronteriza la recolección de información sobre el número de
migrantes indocumentados que requieren de cuidados médicos cuando
son detenidos, no se pide a la patrulla documentar las agresiones sexuales.
De manera similar, la ley aumenta los castigos para los traficantes que ex-
ponen a los y las migrantes a un riesgo significativo de muerte o a lesio-
nes corporales. No obstante, la lesión corporal no incluye la agresión
sexual o la violación. Es claro, entonces, que el discurso sobre violaciones
en las fronteras contribuye poco a la efectiva prevención de las agresiones
sexuales y violaciones que sufren las mujeres migrantes. Lo que sí permi-
te es la re-inscripción de la nación estadounidense como una tierra de cas-
tidad y seguridad femenina de cara al barbarismo extranjero (en este caso
mexicano), mientras que al mismo tiempo invisibiliza el papel del Estado
como facilitador y perpetrador de la violencia contra las mujeres. Las mu-
jeres migrantes que son agredidas sexualmente se convierten en símbolos
físicos de la materialización del peligro extranjero y la justificación de la
militarización fronteriza. Mientras permanezca invisible el terror de Es-
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“Mujeres y niños son VIOLADOS en el desierto... Nosotros no permiti-
mos la violación en los Estados Unidos, ¿o si lo hacemos?”. 

Así, el discurso dominante sobre las violaciones en la frontera construye a
las agresiones sexuales como importaciones extranjeras, anti-estadouni-
dense y como algo que no existe dentro de los límites de los Estados Uni-
dos a menos que logre atravesar la porosa frontera del sur. Al construir a
las violaciones fronterizas como exclusivamente extranjeras, se invisibiliza
la manera en que desde la colonia la violencia sexual ha sido una parte
integral de la construcción de la nación norteamericana y la persistencia
de la violencia contra las mujeres perpetrada por ciudadanos estadouni-
denses (Smith, 2005). Los Estados Unidos entonces son construidos co-
mo la tierra de la libertad y seguridad femenina. 

La militarización de la frontera se convierte así en la solución lógica
para mantener la integridad sexual de la nación estadounidense. Al iden-
tificar la militarización de la frontera como la solución para la violencia
sexual en la región fronteriza, el discurso dominante sobre las violaciones
en la frontera invisibiliza la relación entre la militarización y la violencia
contra las mujeres. Académicas feministas como Cynthia Enloe (2000)
han demostrado repetidas veces que el incremento de la militarización
conlleva crecientes niveles de violencia contra las mujeres. Ello también es
cierto en la zona fronteriza. Las operaciones de protección fronteriza de
los Estados Unidos han hecho que sea cada vez más necesario para las mu-
jeres depender de coyotes para poder navegar los peligros de la zona limí-
trofe, mientras la creciente criminalización de migrantes indocumentados
ha hecho que el evitar la detención sea cada vez más importante. Como
consecuencia, el poder que tienen coyotes y agentes de la Patrulla Fron-
teriza sobre las mujeres migrantes indocumentadas en la región fronteri-
za ha hecho que la violencia sexual sea cada vez más común. Según
Sylvanna Falcón, “Muchas mujeres reportan que el ser violadas fue el pre-
cio que se les exigió para poder cruzar la frontera sin ser detenidas o
deportadas, o para poder recibir los documentos que les fueron confisca-
dos” (2001: 34). Esta realidad se ilustra aún más por el hecho de que
muchas mujeres indocumentadas reportan haber tomado pastillas anti-
conceptivas con anticipación al cruce de la frontera, pues para muchas las
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jeras continúan utilizando los cuerpos de mujeres jóvenes como una estra-
tegia de desarrollo económico y generación de ganancias. Desde 1994,
NAFTA ha ayudado a generar 1.2 millones de empleos nuevos en Méxi-
co, y más de un cuarto de esos empleos se localizan en Ciudad Juárez
(Livingston, 2004: 60). Por lo tanto, hay una continua demanda de cuer-
pos femeninos y mano de obra de mujeres en Juárez. A pesar de que el
Estado y las corporaciones dependen de la mano de obra de las mujeres,
su creciente rol en la economía nacional y global no ha traído consigo un
incremento en su protección. Al contrario, a medida que las mujeres tras-
greden la división público/ privado, sus cuerpos se han convertido en
campos de batalla sobre los cuales se libran luchas contradictorias y con-
flictivas por el desarrollo neoliberal, la modernidad y la tradición. 

Desde inicios de la década de 1990 más de 700 mujeres jóvenes han
desaparecido y/o han sido asesinadas en Ciudad Juárez. Mientras el
número de homicidios y desapariciones varía en los distintos estudios,
uno de ellos reporta que para el año 2002 se contaban 282 víctimas de fe-
minicidio y 450 mujeres desaparecidas (Fregoso, 2006: 130)8. Las muje-
res desaparecidas comparten muchas características –son jóvenes, muchas
veces de piel oscura y pobres– y sus asesinatos exhiben un patrón similar
–tortura, desmembramiento y abandono en el desierto (Fregoso, 2006)9.
Muchas de estas mujeres trabajaban en las maquilas y frecuentemente sus
desapariciones coincidieron con sus viajes desde o hacia el trabajo. A pesar
de que estas mujeres están cumpliendo su rol como ciudadanas económi-
cas y su labor está alimentando la economía mexicana y global, sus asesi-
natos no han tenido una respuesta significativa por parte del Estado. Por
el contrario, el Estado ha utilizado diversas estrategias discursivas para de-
sechar las desapariciones y muertes de estas mujeres. 

Notablemente, la presencia de las mujeres en el espacio público ha si-
do utilizada para asociarlas a otras “mujeres públicas” (Wright, 2006a,
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tado infringido sobre las mujeres migrantes en el espacio desnacionaliza-
do de la región fronteriza, sus derechos les serán conculcados. 

Desarrollo global en un espacio desnacionalizado:
la violencia contra las mujeres en Ciudad Juárez

La violencia contra las mujeres también se sufre al norte de México, un
espacio considerado como parte de la nueva economía global “sin fronte-
ras” y marcado por la desnacionalización de los derechos de las mujeres.
Desde el establecimiento del Programa de Industrialización Fronteriza
(PIF) en 1965, Ciudad Juárez (en Chihuahua, México) se caracteriza cada
vez más por los flujos trasnacionales de capital, mano de obra y recursos.
Durante este tiempo, corporaciones extranjeras (principalmente de los
Estados Unidos) atraídas por incentivos fiscales, apoyos gubernamentales,
fácil acceso al mercado estadounidense y mano de obra relativamente
barata, comenzaron a establecer maquiladoras en Ciudad Juárez y otras
ciudades fronterizas (Delgado-Wise y Covarrubias, 2007; Coronado y
Staudt, 2005). A pesar de que el gobierno mexicano estableció el PIF con
el objetivo de proporcionar empleo a los hombres mexicanos que regresa-
ban de los Estados Unidos después de la culminación del programa
Bracero, los gerentes corporativos de las maquilas tendrían una noción
distinta sobre quién sería el trabajador/a “ideal” para sus fábricas. Ideolo-
gías de género, extranjeras y locales, sirvieron para definir a las mujeres
como “naturalmente” idóneas para el monótono trabajo fabril (Ong,
1987; Wright, 2006b); sus manos delgadas, atención al detalle y docili-
dad las convirtieron en las trabajadoras “ideales” a los ojos de los gerentes
de las maquilas (Salzinger, 1997). 

Así, el éxito de la industria maquilera pasó a depender de la movilidad
de las mujeres. Cada año, entre 40.000 y 60.000 mujeres migran a las ciu-
dades del norte que se industrializan rápidamente, desde zonas rurales y
el sur de México, y desde el ámbito privado de la casa al espacio público
de la fábrica (Livingston, 2004: 61). Con la adopción de NAFTA en
1994 y la expansión de las zonas de producción para la exportación más
allá de la región fronteriza, el Estado mexicano y las corporaciones extran-
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8 A manera de contraste, entre 1985 y 1992 se reportaron 37 asesinatos de mujeres (Fregoso,
2006: 130).

9 Es importante señalar que los homicidios y desapariciones de mujeres en Ciudad Juárez consti-
tuyen sólo las formas más extremas de violencia de género en la ciudad. Según Jessica Livingston
(2004: 59), en los primeros nueve meses de 1998, “las mujeres en Juárez denunciaron 800 casos
de violaciones y más de 9.000 de violencia, que incluyen violaciones, secuestros y violencia
doméstica”.



Conclusión: afianzando los derechos de las mujeres 

Los tres ejemplos presentados arriba: militarización de la frontera, violen-
cia sexual contra mujeres migrantes en los Estados Unidos y violencia
contra las mujeres que trabajan en el sector maquilero de México, todos
ilustran la manera en que las mujeres migrantes y pobres enfrentan una
mayor inseguridad, en lugar de seguridad, en el espacio desnacionalizado
de la frontera entre México y Estados Unidos. La paradójica afirmación
de una “economía sin fronteras” junto a una “frontera atrincherada” ilus-
tra la compleja realidad política y económica dentro de la cual los y las re-
sidentes de zonas limítrofes deben negociar su subsistencia económica y
acceso a derechos ciudadanos. 

Desde hace ya algún tiempo, académicas feministas han venido seña-
lando que la violencia contra las mujeres aumenta en contextos de mili-
tarización (Enloe, 2000). Este claramente es el caso de la frontera México-
Estados Unidos, donde mujeres pobres y migrantes han tenido que
enfrentar formas de terror patrocinadas por el Estado (i.e. violaciones per-
petradas por agentes de la Patrulla Fronteriza; victimización como “muje-
res públicas” que “merecen” desaparecer, en el caso de los feminicidios al
norte de México y una falta general de reacción por parte de ambos
gobiernos ante los casos reportados de violencia contra las mujeres) así
como formas de violencia informales y no-estatales (i.e. violaciones per-
petradas por coyotes, agresiones anti-inmigración y demonización como
mujeres que buscan tenderle “trampas” al sistema de bienestar social de
los Estados Unidos; demonización como “putas” y/o canales de entrada
del capitalismo corrupto, en el caso de México). Debemos preguntarnos,
entonces, ¿cómo podemos resolver el tema de la seguridad desde una pers-
pectiva de género? ¿hasta qué punto los gestos de “seguridad nacional”
realmente fortalecen los derechos de las mujeres? y ¿hasta qué punto gene-
ran más bien inseguridad para ellas? ¿cómo pueden las feministas definir
de una manera más apropiada la “seguridad” de modo que incluya los
derechos económicos y políticos de las mujeres? Y dado que el mundo en
el que vivimos es crecientemente trasnacional y socialmente estratificado,
¿cómo podemos abordar los derechos de las mujeres en contextos donde
las jurisdicciones nacionales no están claramente definidas y donde los

Afianzando los derechos de las mujeres

149

2006b) –prostitutas– y para justificar la pasividad del Estado frente a sus
desapariciones. El discurso más común es aquel que apela a “la doble vi-
da”, que se refiere a que las mujeres trabajan en las maquilas de día y como
prostitutas casuales de noche (Wright, 2004:377). Este discurso se basa en
ideas más generales sobre lo “inapropiado” de las mujeres que ocupan
espacios públicos –si una mujer o chica había salido a bailar o a beber en
la noche o incluso si sólo estaba caminando desde o hacia su trabajo en la
maquila se considera que de alguna manera fue responsable por lo que le
ocurrió. Las “buenas chicas” se quedan en su casa, las “chicas malas” se
aventuran en el espacio público y lo que les sucede no es culpa de nadie
sino de ellas mismas. Este discurso permite a la policía desviar la atención
de su pasividad. Como argumenta Melissa Wright:

“Al normalizar las desapariciones como resultados esperados de la con-
ducta de “chicas malas”, los eventos de este tipo que se acumulan de un
mes a otro no son considerados como indicadores de un problema en las
prácticas de la policía sino simplemente como muestra de un influjo de
“chicas malas”. Siguiendo esta lógica, entonces, así sigan desapareciendo
más chicas malas no se considerará un tema de preocupación pues una
desaparición más es considerada normal en una ciudad llena de mujeres
que tienen una doble vida” (2004: 377).

Las desapariciones y muertes de las mujeres son entonces entendidas co-
mo el resultado lógico de su salida de “los espacios legítimos de la super-
visión patriarcal” (Schmidt Camacho, 2005: 265). 

Es de esta manera que el espacio desnacionalizado facilita la violencia
contra las mujeres. Son espacios desnacionalizados, los cuerpos de las
mujeres se convierten en campos de batalla sobre los cuales se lucha por
el desarrollo económico, la generación de ganancias capitalistas y el domi-
nio heteropatriarcal. A pesar de que el trabajo de las mujeres es una parte
integral de los procesos de desarrollo y modernización nacionales y globa-
les, el capitalismo trasnacional depende de que sus cuerpos sigan siendo
desechables. 
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estados no se responsabilizan por incitar ataques racializados y clasistas de
violencia contra mujeres y hombres?

En los ejemplos que presentamos en este artículo, los cuerpos de las
mujeres constituyen campos de batalla en la continua impugnación de
territorios fronterizos, espacios desnacionalizados en los cuales las muje-
res migrantes y pobres siguen teniendo poco acceso a sus derechos huma-
nos y ciudadanos a pesar de la retórica que afirma lo contrario. Presenta-
mos estas problemáticas con un objetivo doble: para llamar la atención
sobre la violencia estatal en el contexto de integración regional de Nor-
teamérica, una comunidad imaginada que ha sido construida reciente-
mente a través del lente del libre comercio (Duina, 2006); y, con la meta
general de contribuir al debate actual sobre la necesidad de avanzar en los
análisis trasnacionales mientras construimos agendas feministas de inves-
tigación/conocimiento, política pública y activismo.

Como hemos argumentado en este artículo, los cuerpos de las muje-
res se han convertido en campos de batalla en el contexto de luchas nacio-
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desarrollo y seguridad. En vista de estos encuentros paradójicos con esta-
dos-nacionales en espacios desnacionalizados, analistas feministas deben
aprender a criticar y responder a las instituciones estatales y globales en
contextos de hegemonías regionales y globales. Estudiosas de los feminis-
mos transnacionales muchas veces han anunciado la necesidad de “tras-
cender las fronteras”, sin embargo, como señala Chandra Talpade
Mohanty, “feminisms without borders is not the same as borders-less
feminisms” (Mohanty, 2003: 2). Con ello en mente, argumentamos en
favor de mantener el diálogo con el Estado, lo cual involucra de manera
crucial una crítica a cómo los estados en sí mismos producen inseguridad,
en la medida que nos movemos hacia una regionalización del lente a tra-
vés de la cual analizamos las relaciones de género y la vida de las mujeres
en un mundo cada vez más conectado y aún así estratificado. 
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Resumen

El texto aborda la implicación de las mujeres latinoamericanas en las
“otras formas de hacer política”. Es decir, considera su presencia en un
amplio conjunto de formas inéditas de implicación cívica que parecen es-
tar difundiéndose en muchas sociedades democráticas. Empleando datos
del Latinobarómetro (oleadas desde 1996 a 2005), su objetivo es ampliar
el estudio de la participación política de las mujeres más allá de los dos
campos en los que se han producido avances muy notables en los últimos
años: la presencia de las mujeres en la vida política democrática institu-
cional y el desarrollo de movimientos de mujeres.

Palabras claves: mujer, participación política, política de la protesta, Amé-
rica Latina.
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interesa así, no sólo el modo en el que ha tenido lugar su reconocimien-
to como sujetos de derechos y deberes cívicos, sino también las formas
concretas a través de las cuales éstas hacen efectiva su condición de ciuda-
danas-participantes. En concreto, en este texto nos preguntamos por la
implicación de las mujeres latinoamericanas en las “otras formas de hacer
política”. Es decir, por su presencia en un amplio conjunto de formas iné-
ditas de implicación cívica que parecen estar difundiéndose en muchas
sociedades democráticas. Se trata de unas formas de participación que
algunos autores vinculan con la difusión de una “política de la protesta”,
esgrimiendo diversos motivos para explicar el aparente alejamiento de los
ciudadanos de los canales de participación tradicionales de las democra-
cias liberales, y la consiguiente aparición de nuevos canales y formas de
expresión de los intereses, demandas y reivindicaciones de grupos sociales
de muy distinta naturaleza2.

En todo caso, nuestro trabajo se enmarca dentro del gran impulso de
los estudios sobre la participación política de las mujeres en los últimos
veinte años, que ya se ha convertido en una línea de investigación de
“pleno derecho” en análisis socio-político. Para comenzar por lo más ge-
neral, existe un amplio consenso en reconocer que se ha producido un au-
mento importante de su implicación política a nivel mundial. A pesar de
todo, persisten diferencias significativas entre el activismo político de
hombres y mujeres, que son incluso perceptibles en las “sociedades más
desarrolladas”, como es el caso de Europa y los EEUU.

Dentro de esta línea de reflexión, pueden distinguirse diferentes temas
de investigación que han tenido un diferente impulso y que han dado
lugar, hasta la fecha, a resultados más o menos concluyentes. Para empe-
zar, está la política convencional; es decir, la que se restringe a la partici-
pación en las instituciones y organizaciones clásicas de la democracia libe-
ral, con un gran énfasis en la política electoral. Por lo general, se admite
que el acceso de las mujeres a los centros de toma de decisiones políticas
es un fenómeno relativamente reciente en el mundo occidental –incluida
América Latina– puesto que ha tenido lugar a lo largo de las dos últimas
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Introducción

A lo largo de la última década, en el seno de las ciencias sociales se ha di-
fundido la convicción de que algunos de los cambios más profundos que
se están produciendo a lo largo y ancho de nuestro mundo globalizado
están directamente relacionados con el reconocimiento del papel de las
mujeres en distintas esferas de la sociedad. Se trata de un fenómeno cla-
ramente perceptible al menos en las últimas tres décadas, que está tenien-
do historias diversas, según los países y las regiones geográficas considera-
das, y que posee ritmos de desarrollo distintos según los ámbitos de la
vida social considerados. Al mismo tiempo, son también numerosas las
advertencias sobre la persistencia de obstáculos importantes para que se
complete este proceso. Ante este último tipo de objeciones, merece la pe-
na señalar todo un conjunto de propuestas que hacen hincapié en que,
mientras que los avances hacia una cultura de la igualdad de género cons-
tituyen un fenómeno imparable y universalmente difundido –con la posi-
ble excepción de algunos países islámicos–, su concreción en cambios de
comportamientos, y más concretamente en transformaciones de relacio-
nes de poder, es mucho más lenta y compleja, puesto que está mediada
por toda otra serie de factores sociales, económicos y políticos (Inglehart
y Norris, 2003).

El reconocimiento de las mujeres como actores sociales y políticos sig-
nificativos, y su acceso real a la ciudadanía sustantiva, ha estado influido
por un largo y rico debate académico (Siim, 2000; Fraser, 1989, 1995;
Young, 2000; Pateman, 1995), pero, sobre todo, se encuentra estrecha-
mente relacionado con todo el desarrollo de nuevas demandas de ciuda-
danía (Turner, 2001). A partir de estas consideraciones, nuestro trabajo
parte de destacar un hecho incontestable: en todo el mundo occidental, y
a lo largo de los últimos veinte años, las mujeres se han hecho presentes
como actores y sujetos sociales de pleno derecho, altamente competentes
en muchas de las esferas de la vida pública y, finalmente, como sujetos
relevantes para el desarrollo de sus comunidades de pertenencia1. Nos
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1 En la actualidad, en América Latina, el mayor protagonismo de las mujeres es uno de los rasgos
comunes de los movimientos sociales, véase Zibechi (2003).

2 La experiencia reciente de la protesta en América Latina cuenta ya con excelentes análisis. Entre
ellos: VV.AA. (1999); González de Pacheco (2003); Auyero (2004); Delamata (2004).



implicación de las mujeres en “otras formas” de participación política y,
en particular, en lo que algunos autores denominan la “política de la pro-
testa” o la “política contenciosa” (Tilly, 2003). En esta línea, Van Aelst y
Walgrave (2001) argumentan que no sólo hay que hablar de la normali-
zación de la protesta sino también preguntarse por la del protestante, del
que protesta5. Profundizaremos sobre algunas de estas cuestiones en los
posteriores apartados de nuestro trabajo.

La implicación de las mujeres en las “otras formas de hacer política”

Desde hace ya algún tiempo, se admite que estamos asistiendo a la difu-
sión de formas inéditas de implicación cívica en muchas sociedades
democráticas. Son numerosos los motivos que se aducen para explicar el
aparente alejamiento de los ciudadanos de los canales de participación
tradicionales de las democracias liberales, y la consiguiente aparición de
nuevos canales y formas de expresión de los intereses, demandas y reivin-
dicaciones de grupos sociales de muy distinta naturaleza. En todo caso,
aunque su análisis detallado excede el objetivo de estas páginas, sí nos
atrevemos a afirmar que muchos de ellos insisten en una cierta crisis de
las formas de participación democrática convencionales y en las dificulta-
des de las instituciones clásicas de la democracia liberal para dar cuenta de
un nuevo tipo de demandas planteadas por organizaciones, movimientos
y grupos sociales muy diversos6. Las transformaciones de la implicación
cívica afectarían, por un lado, a las formas organizativas que ésta adopta,
por lo que estaríamos asistiendo a un auge de los movimientos sociales y
del asociacionismo, frente a un cierto declive de las tradicionales organi-
zaciones políticas –los partidos políticos– y socio-económicas –los sindi-
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décadas aproximadamente. La llegada de las mujeres a las instituciones de
representación política, a los gobiernos y a las altas esferas de la adminis-
tración pública adquiere pleno significado si se ubica dentro de las tesis
de la “política de la presencia”, formulada hace ya algún tiempo por Anne
Phillips (1991).

La presencia de las mujeres en los poderes ejecutivos y legislativos en
América Latina ha sufrido avances cuantitativos muy significativos a lo
largo de los últimos veinte años3, en la medida en que ha crecido sustan-
cialmente el porcentaje de ellas que ha accedido a gobiernos y cámaras
legislativas en toda la región. En este terreno, las conclusiones principales
que se derivan de esas investigaciones recientes pueden resumirse en dos
afirmaciones. De un lado, que América Latina, principalmente en la últi-
ma década, comparte las grandes tendencias mundiales en el avance de la
presencia de las mujeres en las esferas institucionales de la política demo-
crática. También están presentes los efectos persistentes de los elementos
estructurales y culturales, que obstaculizan los avances y constituyen el
“techo de cristal” de sus logros. De otro lado, que existen rasgos singula-
res de América Latina que, con impactos unas veces positivos y otras veces
negativos, se explican fundamentalmente por factores político-institucio-
nales.

A partir de este tipo de estudios, otra de las líneas de investigación que
ha avanzado con fuerza en los últimos años es la dedicada a analizar en
qué medida el aumento de las mujeres en los parlamentos, gobiernos y en
las altas esferas de la administración pública ha tenido una influencia clara
en el tipo de políticas que se diseñan y aplican, así como en el modo de
hacer política. En definitiva, el interrogante clave es si la llegada de cier-
tas mujeres al poder marca algunas diferencias. Se trata de un tema con-
trovertido, sobre el cual las investigaciones no proporcionan resultados
concluyentes4.

Finalmente, una tercera cuestión relevante, que también ha suscitado
el interés de algunos investigadores en los últimos años, es el estudio de la
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3 Para una exposición mucho más detallada de este argumento, puede consultarse Morán y Revilla
(2006).

4 Algunos trabajos muy interesantes sobre este tema son los de Lovenduski y Norris (2003), cen-
trado en el Reino Unido, y los de Htun (2000, 2002) sobre el caso latinoamericano.

5 El diccionario de la Real Academia Española de la Lengua recoge como primera acepción de la
palabra protestante precisamente la que se adecua al sentido que le damos en este texto: “el que
protesta”.

6 Podemos hacer un seguimiento cronológico de la evolución de los movimientos sociales en
América Latina a través de los análisis realizados para la región. Tan sólo como muestra de ello
nos gustaría mencionar los siguientes trabajos: Calderón y Dos Santos (1989); Guido y
Fernández (1989); Jelin (1994), Archila (1995), Álvarez, Dagnino y Escobar (2001), Revilla
(2005).



miembros. Por otro lado, nos encontramos ante un mayor desarrollo de los
estudios “macro” de la participación política –que se interesan por algunos
de los temas que ya se han mencionado como son los cambios en el tipo
de organizaciones, el surgimiento de nuevas demandas o la difusión de
nuevos repertorios de la implicación cívica– que de investigaciones que
analicen las tendencias de extensión de la implicación. En esta línea, cabe
recordar que Van Aelst y Walgrave (2001), quienes defienden claramente
la existencia de un claro movimiento de extensión de lo que denominan
las “actividades de protesta” en las democracias europeas actuales, recono-
cen la existencia de profundos desacuerdos entre los especialistas sobre la
“normalización” de quienes se implican en este tipo de actividades.

La cuestión central es dirimir si estas “nuevas formas” de hacer políti-
ca acaban por excluir a ciertos grupos sociales, en la medida en que estos
carezcan de oportunidades para llevarlas a cabo. Si ello fuera así, debería-
mos reconocer que estaríamos asistiendo a la construcción de una nueva
forma de exclusión socio-política que afectaría a los grupos “menos favo-
recidos” en cada sociedad (mujeres, pobres, personas con menor nivel de
educación, entre otros) (Caínzos, 2006).

En el caso de los estudios sobre nuevas formas de participación políti-
ca de las mujeres, todos estos problemas y limitaciones se hacen aún más
patentes. Veamos algunas cuestiones que explican el por qué de estas difi-
cultades.

Ante todo, hay que reconocer el gran impulso y desarrollo de investi-
gaciones sobre los “movimientos de mujeres” en distintos contextos, y la
consideración de su impacto en ciertos procesos de cambio político y so-
cial, así como en la elaboración y difusión de políticas concretas. En mu-
chos casos, estos movimientos han continuado planteando sus demandas
clásicas de reconocimiento de los derechos a la diferencia, pero que han
sabido incorporar también las reivindicaciones de los derechos de la dis-
tribución (Fraser, 1995). Basta con recordar en el caso de América Latina,
y entre otros muchos ejemplos, a las Madres de la Plaza de Mayo en Ar-
gentina8, a las organizaciones de Mujeres por la Paz en Colombia, o al am-
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catos–. Este tipo de nuevos actores de la política tenderían a adoptar nue-
vos estilos organizativos, mucho más flexibles y menos jerarquizados, en
su búsqueda por profundizar en los mecanismos democráticos de toma de
decisiones y funcionamiento de la organización, pero también como re-
sultado de una concepción de la implicación ciudadana más laxa y dis-
continua. Al mismo tiempo, estas organizaciones expresarían demandas y
reivindicaciones de ciudadanía de una naturaleza distinta, entre las que
destacan las demandas de los “derechos de la diferencia” o las políticas del
estilo de vida7.

Nos interesa resaltar que existe un acuerdo bastante generalizado en
admitir que nos encontramos en un proceso de “normalización” de otro
tipo de hacer política que recurre a formas distintas de hacer visibles los
intereses, demandas y reivindicaciones, más cercanas a las viejas políticas
de la protesta o de la contención, en las que las acciones colectivas de los
grupos o movimientos ocupan un lugar destacado. Hace ya tiempo, pues,
que la vieja división entre las formas “convencionales” de la participación
política democrática y los estilos “no convencionales” (Barnes y Kaase,
1979) ha sido ya superada a favor de una concepción que insiste en el con-
tinuum de organizaciones y medios de implicación cívica y política.

Pero esta ampliación del objeto de las investigaciones sobre implicación
ciudadana no está exenta de problemas. En concreto, no se pueden ocul-
tar las dificultades metodológicas del estudio de la participación política
más allá de la participación política electoral (el voto), y la afiliación for-
mal a organizaciones políticas (partidos políticos) o también a ciertos gru-
pos de carácter socio-económico que adoptan modelos organizativos clási-
cos (sindicatos, algunas ONG). Por un lado, hay que admitir las limitacio-
nes de las encuestas de opinión para ir más allá del análisis de la predispo-
sición de las personas a distintas formas de implicación política, lo que es
bien distinto a considerar su participación real en acciones concretas o in-
cluso el funcionamiento cotidiano de las organizaciones de las que son
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7 Como representantes de este tipo de demandas (aunque no sólo de ellas) en América Latina, el
desarrollo del movimiento indígena es específico y característico de la región. En él, aunque con
diversas intensidades dependiendo del país, es muy importante anotar la participación, algunas
veces en organizaciones exclusivas, de las mujeres indígenas. La bibliografía es muy amplia, pero
para la perspectiva que queremos exponer aquí, destacamos Bello (2004).

8 En este punto es imposible no recomendar la lectura del documento de Hebe de Bonafini de
1988, en el que relata la experiencia de organización y de lucha política en el contexto de la dic-
tadura argentina de unas madres cuyos hijos/as han “desaparecido”.



Como era de esperar, se han realizado muchos menos estudios acerca
de la “normalización” de la implicación cívica de las mujeres en sus dos
dimensiones: los cambios en la predisposición a implicarse en ciertas acti-
vidades y a emplear determinados repertorios; y su participación real en
distintas formas de activismo social y político. Además, los resultados de
estas investigaciones son mucho menos concluyentes.

En cualquier caso, la mayor parte de las investigaciones existentes (Norris,
2002; Norris e Inglehart, 2004; Van Aelst y Walgrave, 2001; Dalton, y
Kuechler, 1990) coinciden en algunas cuestiones básicas, aunque discre-
pen en la interpretación que se les atribuye. De un lado, se considera que
el género sigue siendo una variable importante que marca diferencias sig-
nificativas tanto en la predisposición como en la participación efectiva. A
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plio Movimiento de Mujeres en Guatemala. Algunas veces, las mujeres
han sido capaces de combinar sus demandas de reconocimiento y promo-
ción de la igualdad con reivindicaciones de derechos a la redistribución.

También debemos tener en cuenta que, en este campo de análisis,
siguen operando algunas tesis acerca de la feminización de ciertos movi-
mientos y organizaciones vinculados con la “nueva política”. En este gru-
po, se encuadrarían las tesis de Carl Offe (1996), planteadas hace ya casi
veinte años, sobre la mayor predisposición de un tipo de mujeres a la par-
ticipación en las ONG y algunos movimientos sociales; en concreto, el
autor se refiere a mujeres con alto nivel educativo, con tiempo libre y con
una mayor preocupación por determinados problemas sociales. Desde
entonces, numerosos trabajos han constatado la mayor presencia de muje-
res en ciertas actividades y organizaciones vinculadas con temas conside-
rados tradicionalmente como “de mujeres”: infancia, educación, religión.

Recientemente, las investigaciones de Inglehart y Norris (2003) cues-
tionan la tesis de la mayor presencia de las mujeres en la esfera de la “nue-
va política”, al tiempo que señalan la permanencia de la condición de gé-
nero en la predisposición a afiliarse o cooperar con determinadas organi-
zaciones. En concreto, ambos pensadores mantienen que no hay eviden-
cia empírica de que en el activismo cívico se implique un mayor número
de hombres que de mujeres. No hay, por consiguiente, más mujeres que
pertenezcan o que trabajen con organizaciones ecologistas, por la paz o
por la defensa del medio ambiente. Por el contrario, sí existe una división
clara de género dentro de cada tipo de organización, de acuerdo con los
objetivos de las mismas. Así pues, seguimos encontrando organizaciones
claramente femeninas; aquéllas que se ocupan de temas relacionados con
la salud, el bienestar o la religión.

En América Latina, hay pocos trabajos que nos permitan analizar en
su conjunto la participación de las mujeres. Existe un texto ya clásico
–aunque sería muy necesaria su actualización– publicado por la CEPAL
en (1997), que, a su vez y en lo que se refiere a la participación, “bebía”
del también clásico trabajo de FLACSO, Mujeres Latinoamericanas en Ci-
fras (Valdés y Gomáriz, 1993). Respecto de los movimientos de mujeres,
la mayoría de los análisis se refieren a casos nacionales específicos, por lo
que tenemos escasos estudios generales para América Latina9.
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Tabla No. 1:
Ratio de género en asociaciones cívicas, 2001 (%)

Mujeres Hombres Diferencia

Partidos políticos 38 62 -24
Organizaciones deportivas 38 62 -24
Movimiento por la paz 42 58 -16
Asociaciones profesionales 43 57 -14
Sindicatos 47 53 -6
Gr. de acción comunitaria 48 52 -4
Trabajo juvenil (scouts) 49 51 -2
Conservación, medio ambiente 50 50 0
Desarrollo o derechos humanos 52 48 +4
Educación, artes, música 53 47 +6
Organizaciones. religiosas 56 44 +12
Salud 56 44 +12
Bienestar social 58 42 +16
Grupos de mujeres 87 13 +72
Total 53 47 +6

Fuente: Inglehart y Norris, 2003.

9 Sí queremos indicar algunas referencias importantes: Arteaga (1988); Álvarez (2001); Schild
(2001); García y Valdivieso (2005).



Algunas tendencias de la implicación cívica de las mujeres: 
participación en asociaciones y su presencia en algunos 
repertorios de acción colectiva 

Nuestro interés estriba, por lo tanto, en comenzar a comprobar cómo se
concretan algunas de las tendencias de transformación de las pautas de
implicación política de las mujeres en el caso de América Latina, más allá
de su acceso a los centros de toma de decisiones políticas. Tal y como he-
mos afirmado con anterioridad, las limitaciones para encontrar datos rele-
vantes que profundicen en esta cuestión son muy importantes. No obs-
tante, estamos convencidas de que es necesario comenzar a trabajar con
las escasas fuentes disponibles, a modo de ejercicio preliminar que nos
servirá, además, para poder trazar futuras líneas de trabajo. 

La fuente que vamos a utilizar para realizar este análisis es el Latino-
barómetro en sus olas de 1996, 1998, 2000, 2002 y 2005. Pero, si bien
contamos ya con una larga serie de datos, tan sólo la pregunta referida a
la realización efectiva o a la posibilidad de llevar a cabo ciertas formas de
acción política está presente en todos los cuestionarios. Empleando esta
pregunta en concreto, nos es posible hacer el seguimiento de la evolución
de tres formas de acción: la asistencia a manifestaciones autorizadas, los
bloqueos de tráfico (tan sólo falta en la ola de 2002) y la ocupación de
terrenos, edificios o fábricas. Además, por su importancia, consideraremos
los datos puntuales de la ola de 1996 acerca de los motivos por los que no
se participa en organizaciones y sobre la participación en algunos tipos de
organizaciones (juntas de vecinos, centros de madres, sindicatos, asocia-
ciones de voluntariado, partidos políticos, organizaciones de iglesia).

Las diferencias de género en la predisposición a la implicación cívica
o en la participación efectiva constituyen el centro de nuestro interés. En
la medida de lo posible, trataremos también de señalar algunas diferencias
significativas que distinguen a distintos países, con el fin de avanzar algu-
nas de las dimensiones que pueden ayudar a explicar tales disparidades.
Sin embargo, existen también otras dos cuestiones que van a aparecer a lo
largo de todo nuestro análisis. En primer lugar, es interesante señalar que
ciertas afirmaciones relacionadas con la difusión de la política contencio-
sa, basadas en estudios realizados esencialmente en el ámbito europeo,
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pesar de ello, el peso del género y de la educación en la implicación polí-
tica –y, en particular en la implicación en la protesta– han disminuido de
forma notable en las últimas décadas en todo el mundo, aunque persisten
diferencias significativas según la región considerada. De otro lado, entre
las mujeres, el nivel educativo y la edad siguen siendo las dos dimensio-
nes fundamentales que explican las mayores diferencias cuando se consi-
deran una amplia variedad de formas de implicación ciudadana. Pero, a
ello, hay que añadir la influencia de las condiciones de vida de las muje-
res. Las cargas familiares y la “doble jornada” son obstáculos decisivos para
su implicación efectiva.

Por volver a citar de nuevo el trabajo de Inglehart y Norris (2003), en
éste se afirma que la división de género en el activismo cívico y de protesta
es mayor entre determinados grupos (tercera edad, no asalariados, menor
educación, con visiones tradicionales sobre la igualdad de género, por ejem-
plo). Ello sugiere que las tendencias sociales a largo plazo de las mujeres y
de sus valores harán disminuir esta diferencia en las próximas décadas.

Sin embargo, el contexto de la participación es el que aparece como
factor decisivo para explicar las diferencias de formas y niveles de partici-
pación “no convencional” entre los dos sexos. Las demandas/los temas que
dan lugar a ciertas movilizaciones parecen influir de forma decisiva en la
participación efectiva de las mujeres. Recientes trabajos sobre la asistencia
real a manifestaciones de protesta en Europa (Van Aelst y Walgrave, 2001;
Fillieule, 1997) demuestran que la relación entre género y participación
depende esencialmente del tema de la convocatoria. En este sentido, se
llega a afirmar que hay manifestaciones de hombres y de mujeres. En
Francia y en Bélgica, por ejemplo, las manifestaciones convocadas por el
tercer sector tienen siempre una mayoría de mujeres, mientras que las que
se organizan contra el racismo o sobre temas relacionados con la seguridad
social siguen teniendo una mayoría de hombres. Finalmente, las denomi-
nadas “manifestaciones del sentimiento” –aquellas que se convocan para
expresar el rechazo ante ciertas formas de violencia– parecen contar con
una presencia muy similar de hombres y de mujeres.
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en el caso de las juntas de vecinos existan dos puntos de diferencia a favor
de la participación de los hombres, teniendo en cuenta el crecimiento de
la implicación de las mujeres en los movimientos vecinales en América
Latina. Quizá ello se deba a que las mujeres se vinculan a la vida de sus
comunidades de residencia a través de un tipo de organizaciones menos
formales, que no han sido recogidas en la encuesta. 

En la tabla 2 se observa que, si tomamos el promedio de respuestas afir-
mativas para toda la muestra de países, el orden de las organizaciones (de
mayor a menor participación) es el siguiente: 1. Organizaciones de igle-
sia (18,3 por ciento), 2. Junta de vecinos (13,5 por ciento), 3. Asociación
de voluntariado (6,3 por ciento), 4. Partido político (5,1 por ciento), 5.
Centro de madres (4,8 por ciento), 6. Sindicato (3,7 por ciento). 

Como ya hemos afirmado, los dos tipos de organizaciones en los que
las mujeres muestran porcentajes de respuestas superiores a la de los hom-
bres son las organizaciones de iglesia y los centros de madres. Dicha dife-
rencia aparece en ambos casos en todos los países, con la única excepción
de Guatemala para las organizaciones religiosas en las que los hombres
tienen un mayor porcentaje de respuestas afirmativas (16,8 por ciento/
15,6 por ciento). 

Por países, donde están más presentes estas organizaciones de iglesia es
en: Honduras (36,9 por ciento), Paraguay (28 por ciento), Ecuador (23
por ciento), Nicaragua (23 por ciento), Bolivia (22,2 por ciento) Brasil
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deben matizarse cuando se consideran las tendencias de evolución en el
caso latinoamericano. En segundo lugar, la evolución de las pautas de
implicación ciudadana de las mujeres latinoamericanas también nos per-
mitirá modificar algunas de las afirmaciones acerca de la “normalización”
del activismo político de las mujeres.

La participación en asociaciones

Empezaremos por considerar la participación de los ciudadanos en distin-
tos tipos de organizaciones, siendo necesario recordar la relevancia que el
análisis socio-político reciente atribuye al fenómeno del asociacionismo.
En primer lugar, los defensores de la difusión de nuevas formas de hacer
política, consideran que la afiliación a organizaciones voluntarias de muy
distinta naturaleza está contribuyendo a la transformación de la esfera de
la política democrática. En segundo lugar, los estudios de la predisposi-
ción a la implicación cívica señalan que la afinación a este tipo de organi-
zaciones es una de las variables más relevantes para diferenciar entre quié-
nes participan y quiénes no lo hacen, que estaría adquiriendo incluso más
peso que las tradicionales variables socio-demográficas (edad, sexo, nivel
de estudios).

El Latinobarómetro sólo incluyó dos preguntas sobre asociacionismo
en la ola de 1996. Ello nos impide considerar la evolución del fenómeno
en el tiempo, pero, no obstante, los datos nos pueden servir para comen-
zar a considerar en qué medida en América Latina se encuentra también
la tendencia a una “especialización” de las mujeres en ciertos tipos de or-
ganizaciones. Y, efectivamente, aunque el listado de organizaciones que se
incluyó es bastante limitado (tabla 2), si consideramos las diferencias
entre ambos sexos, comprobaremos que sólo hay dos organizaciones –las
de la iglesia y, lógicamente, los centros de madres– en los que la presen-
cia de mujeres supera claramente la de hombres. A partir de ahí, la dis-
tancia es mínima cuando se trata de asociaciones de voluntariado y crece
significativamente en el caso de las dos organizaciones que tradicional-
mente vertebran la vida política y social de las democracias liberales: los
partidos políticos y los sindicatos. Sorprende, hasta un cierto punto, que
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Tabla No. 2: Participación en organizaciones en América Latina
¿En cuál de las siguientes organizaciones Ud. participa?

(Multirespuesta. % respuestas afirmativas)

Total Hombres Mujeres Diferencia

Organizaciones de iglesia 18,3 15,9 21,9 6
Junta de vecinos 13,5 14,8 12,8 -2
Partido político 5,1 6,6 3,8 -2,8
Asociación de voluntariado 6,3 6,3 6,2 -0,1
Sindicato 3,7 4,9 2,4 -2,5
Centro de madres 4,8 1,7 7,9 6,2
Fuente: ASEP/JDS Data Bank. Latinobarómetro, 1996.



ciento) y Uruguay (5,2 por ciento). Hay que anotar en estos casos que las
diferencias de la participación entre hombres y mujeres son muy altas: 8
puntos porcentuales en Paraguay, 6 en Ecuador, y 4 en Nicaragua.

Respecto de los sindicatos, los países con porcentaje de respuestas más
altos son: Ecuador (8 por ciento), Brasil (5,9 por ciento), Bolivia (5,4 por
ciento), Paraguay (5,2 por ciento), Venezuela (5 por ciento) y México (4,2
por ciento).

Si consideramos ahora las diferencias de participación en este tipo de
organizaciones entre hombres y mujeres, teniendo en cuenta al mismo
tiempo los distintos países incluidos en el estudio, los resultados más sig-
nificativos pueden resumirse con dos enunciados. 

• Como se ha visto con anterioridad, Bolivia, Ecuador, Paraguay, son los
países que tienen mayores porcentajes de ciudadanos que participan
en los seis tipos de organizaciones. Sin embargo, existen algunas dife-
rencias en la implicación de ambos sexos. En el caso de Bolivia y
Ecuador, con la excepción de las organizaciones de iglesia y de los cen-
tros de madres, los porcentajes de respuesta de los hombres son supe-
riores a los de las mujeres. En Paraguay, las mujeres afirman participar
más que los hombres en las juntas de vecinos y las asociaciones de vo-
luntariado, además de las organizaciones de iglesia y en los centros de
madres.

• Dejando a un lado las organizaciones de iglesia y los centros de ma-
dres, las mujeres tienen porcentajes de respuesta más altos en los si-
guientes países y organizaciones: Argentina, Brasil, Colombia, Chile,
Guatemala y México en las organizaciones de voluntariado; Chile y
Guatemala en las juntas de vecinos; y, finalmente, sorprendentemen-
te, en Guatemala las mujeres declaran pertenecer a sindicatos en ma-
yor medida que los hombres.

Pasemos ahora a considerar los motivos que aducen aquellos entrevistados
que afirman no participar en ningún tipo de asociación. Se trata de un
tema importante que nos remite, al menos, a dos tipos de argumentacio-
nes distintas. En primer lugar, cabe recordar la extendida y debatida tesis
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(22,1 por ciento), El Salvador (20,1 por ciento). También por países, los
casos en los que tienen mayores porcentajes los centros de madres son:
Ecuador (14,8 por ciento), Perú (9,8 por ciento), Paraguay (8,9 por cien-
to), Bolivia (7,4 por ciento) y Honduras (6,9 por ciento).

En todos los otros casos, en los que en el promedio es mayoritaria la
participación de los hombres, debemos señalar todavía dos cuestiones más
referidas a las tendencias por países. En primer lugar, la importancia de
esas organizaciones no se distribuye homogéneamente por todos los paí-
ses. Como en los casos anteriores, hay países en los que la participación es
mayor en algunas de esas organizaciones. En el caso de las juntas de veci-
nos, los países en los que se observan mayores porcentajes de respuestas
afirmativas son: Ecuador (30,3 por ciento), Bolivia (24,6 por ciento),
Perú (21,9 por ciento), Paraguay (20,2 por ciento), y Venezuela (16,4 por
ciento). Sin embargo, en los siguientes países hay porcentajes mayores de
mujeres que de hombres: Paraguay (20,3/20,2), Chile (11,8/7), México
(11,3/10,9) y Guatemala (9,7/6,7).

Respecto de las asociaciones de voluntariado, los países en los que se
observa la mayor participación son: Ecuador (15,8 por ciento), Bolivia
(9,10 por ciento), Venezuela (7,9 por ciento), Paraguay (6,9 por ciento),
Nicaragua (6,8 por ciento) y Costa Rica (6,7 por ciento). En todos estos
casos (menos Paraguay) hay que anotar que son más los hombres que res-
ponden afirmativamente. En el resto de países no hay un patrón único:
en Uruguay, El Salvador, Honduras, Panamá y Perú hay mayores porcen-
tajes de respuestas de los hombres. En el resto (Argentina, Brasil, Colom-
bia, Chile, Guatemala y México), las respuestas de las mujeres son ma-
yores. 

Para terminar, destacan dos tipos de organización típicamente mascu-
lina como apuntan los datos: partidos políticos y sindicatos. Tan sólo se
puede anotar una respuesta mayor de las mujeres para el caso de los sin-
dicatos en Guatemala (3,8 por ciento/3,2 por ciento). En todos los demás
países y para los dos tipos de organización el porcentaje mayor de respues-
ta es siempre de los hombres. Por países, los partidos políticos tienen los
mayores porcentajes de respuesta en los siguientes países: Ecuador (12,3
por ciento), Nicaragua (10,4 por ciento), Paraguay (7,7 por ciento),
Bolivia (7,4 por ciento), Honduras (7,2 por ciento), Venezuela (5,6 por
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quier caso, es interesante observar que los dos principales motivos remi-
ten a dos fenómenos bien diferentes que obstaculizan la implicación ciu-
dadana. El primero de ellos –la falta de interés– indica más bien el aleja-
miento de los ciudadanos de la vida social. En cierto modo sería un sín-
toma más de una desafección ciudadana, que algunos autores mencionan
como uno de los males más extendidos en las sociedades democráticas
contemporáneas. El mal que Putnam maneja para diagnosticar la crecien-
te debilidad de las redes asociativas de las sociedades contemporáneas y,
por lo tanto, la disminución del capital social en las mismas. Por el con-
trario, la falta de tiempo es una razón puramente práctica que, posible-
mente esconda razones más profundas, pero que simplemente puede atri-
buirse a la complejidad de la vida cotidiana de muchos ciudadanos –lar-
gas jornadas de trabajo, aumento del tiempo de desplazamiento al traba-
jo, cargas familiares– y que no implica una crítica ni un alejamiento del
mundo asociativo. En este sentido, es interesante señalar que hay algo más
de doce puntos de diferencia a favor de este segundo tipo de explicación.

Conviene también destacar que, cuando comparamos los porcentajes
de respuesta de cada motivo, las respuestas de los hombres son mayores
en el caso de la falta de interés, mientras que en el caso de los problemas
de tiempo son más las mujeres que lo señalan. De esta diferencia sólo
podemos inferir que, muy posiblemente, sea la “doble jornada de traba-
jo” a la que se ven sometidas muchas mujeres la que explique que se en-
cuentren con obstáculos mayores que los hombres para participar en or-
ganizaciones de carácter social o político.

La participación en acciones de protesta/contenciosas

Antes de comenzar a analizar los datos relativos a la participación en tres
repertorios clásicos de la política contenciosa, creemos necesario realizar
unas breves aclaraciones iniciales. La primera de ellas se refiere al hecho
de que solamente hemos considerado la categoría de respuesta “la han rea-
lizado”; es decir, no hemos incluido –como suelen hacer ciertas investiga-
ciones– el grupo de aquéllos que afirman que “podrían realizarla”. Nues-
tra elección responde a dos motivos distintos. 
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que vincula la densidad asociativa de una determinada población con sus
niveles –y calidades– de capital social y, por lo tanto, con la eficacia y legi-
timidad del sistema democrático (Putnam, 1995, 2003). Por otro lado,
algunas voces críticas advierten sobre los riesgos que implica la insistencia
en el papel del asociacionismo en la vida democrática contemporánea en
la medida en que las precondiciones y capacidades que exige la vida aso-
ciativa pueden acabar actuando como factores excluyentes que obstaculi-
cen el acceso de ciertos grupos a la ciudadanía plena.

Las razones que explican la ausencia de participación para el conjunto de
países estudiados repiten el mismo orden tanto para hombres como para
mujeres: problemas de tiempo, falta de interés, faltan organizaciones que
lo motiven y participación frustrada. Sin embargo, cuando se consideran
las respuestas en cada uno de los países incluidos en el estudio, hay algu-
nas variaciones interesantes. Por ejemplo, en El Salvador, Paraguay y Ve-
nezuela, los hombres aducen la “falta de interés” como el principal moti-
vo de la no participación; en Nicaragua son las mujeres quienes lo sitúan
en primer lugar; y, finalmente, también ésta es la principal causa de no
participación entre los hombres y mujeres en Brasil. 

El modo en que se introduce este tema en el Latinobarómetro es en sí
mismo significativo, puesto que se trata de una pregunta cerrada en la que
las categorías de respuesta incluyen un número muy reducido de motivos
para dar cuenta del fenómeno. En concreto, ninguna de ellas remite a dos
cuestiones clave relativas a la falta de legitimidad de este tipo de organi-
zaciones, o la consideración de que son poco o nada efectivas. En cual-
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Tabla No. 3:
Motivo por el que no participa en organizaciones (%)

Total Hombres Mujeres

Falta de interés 32,9 33,1 30,3
Faltan organizac. que lo motiven 18,5 18,3 18,5
Problemas de tiempo 45,3 45,1 48,3
Participación frustrada 3,4 3,5 2,9
Total 100 100 100
Fuente: ASEP/JDS Data Bank. Latinobarómetro 1996.



vida política de los sistemas democráticos contemporáneos. Sin embargo,
convendría establecer algunas diferencias importantes entre ellos. 

En primer lugar, la manifestación podría definirse como un caso sin-
gular de repertorio contenido de acción colectiva que cuenta ya con una
muy larga tradición histórica, puesto que ha sido considerada como el
medio de expresión de la protesta de la clase obrera industrial. No debe-
mos olvidar que, en muchos países, el derecho a la manifestación se incor-
pora incluso en los textos constitucionales. No obstante, cabría introdu-
cir dos matices importantes en esta afirmación. La primera de ellas es que,
al mismo tiempo y dependiendo del contexto en el que se realiza, la mani-
festación también puede entenderse como un repertorio de confronta-
ción, puesto que el riesgo de alteración de orden público es consustancial
al propio repertorio.

La segunda precisión tiene que ver con la enorme capacidad que de-
muestra la manifestación para convertirse en una de las formas de expre-
sión por excelencia de movimientos y organizaciones que plantean nue-
vos tipos de demandas de ciudadanía. Es interesante recordar que algunas
investigaciones realizadas en el ámbito europeo llegan incluso a defender
que se está instaurando algo parecido a una “democracia manifestante”
(Etzioni, 1970) puesto que es uno de los repertorios empleados con más
frecuencia por un amplio número de actores y, además, goza de un grado
de legitimidad y de efectividad muy alto.

Los otros dos medios pertenecen claramente al repertorio de confron-
tación, en la medida en que ambos entrañan claramente el riesgo de alte-
ración del orden público. En todo caso, son considerados por los exper-
tos como expresiones clásicas de la política contemporánea de la protesta.
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En primer lugar, la categoría que hemos descartado es tremendamen-
te ambigua y, a nuestro juicio, induce a la confusión. Si bien es cierto que
no carece de interés saber qué tipo de personas nunca han participado en
una manifestación, por ejemplo, pero podrían hacerlo, plantear esta pre-
gunta sólo tiene sentido si, a continuación, se inquiere por las circunstan-
cias concretas en las que los encuestados elegirían realizar ese tipo de ac-
ción concreto. En la medida en que esto no se hace, “poder realizar una
acción pero no haberlo hecho” indica solamente una ausencia de rechazo;
es decir, es una afirmación que podría vincularse con la atribución de un
cierto grado de legitimidad y/o de efectividad a este medio de acción.
Pero nunca puede agregarse a una respuesta que sí puede tomarse, con
ciertas precauciones, como indicador de una participación efectiva.

Es esta última afirmación la que nos lleva al segundo de nuestros
motivos de descarte que responde al objeto central de este artículo: el
análisis de algunas de las tendencias de la participación política de las
mujeres en América Latina, más allá de la política electoral y de su acce-
so a los centros de toma de decisiones políticas. Si bien somos conscien-
tes –como hemos repetido en diversas ocasiones– de las evidentes limi-
taciones de las encuestas de opinión para dar cuenta de la participación
política efectiva de los ciudadanos, sí consideramos interesante comen-
zar a analizar este tipo de datos, al menos como un ejercicio inicial que
nos permita ir marcando tendencias y diseñando futuros campos y temas
de trabajo.

Finalmente, permítasenos un breve apunte sobre los tres medios de
acción considerados en la encuesta analizada: la manifestación, el bloqueo
de tráfico y la ocupación de edificios o de fábricas. Se trata, claramente,
de tres repertorios de acción colectiva10, ampliamente difundidos en la

María Luz Morán y Marisa Revilla

176

10 Acerca del concepto de repertorio de acción, puede consultarse Morán, Revilla, Fernández de
Mosteyrín, y Medina (2007). En este documento distinguimos tres tipos básicos de acción
colectiva de acuerdo con su relación con la política convencional, la probabilidad de alterar el
orden público y el riesgo de violencia. Es decir, distinguimos entre los medios bien conocidos y
aceptados (independientemente de que sea un repertorio que se utilice en la competición elec-
toral o no) a los que incluimos en el repertorio contenido de acción colectiva, los que conllevan
riesgos de alteración del orden público que definimos como repertorio de confrontación, y,
finalmente, los que, intencionadamente, asumen la violencia contra las personas, incluidos en el
repertorio de violencia.



mos a continuación, ocurre también cuando se observa caso a caso
todos los países, aunque en distinto grado.

• La forma de acción que más se práctica es la manifestación que, como
afirmamos con anterioridad, hemos optado por incluir –con algunos
matizaciones– en el repertorio contenido de acción colectiva. Como
era de esperar, disminuye la realización de estas formas de acción polí-
tica a medida que aumenta el riesgo de alteración del orden público;
es decir, en los bloqueos de tráfico o las ocupaciones. Al tiempo, tam-
bién puede resaltarse que estos dos últimos medios de acción también
participan de la tendencia a la baja que observábamos en el caso de la
manifestación.

• La presencia de las mujeres en estas formas de acción es siempre me-
nor que la de los hombres. No hay ningún momento ni tipo de acción
en la que la participación de las mujeres supere a la de los hombres.
En todo caso, hemos de observar cada uno de los medios por países y
fechas para matizar esta afirmación de carácter general.

Respecto del primer punto, es bastante sorprendente que esta disminu-
ción sostenida de la participación en estas formas de acción no coincida
con los datos que ofrecen las cronologías del conflicto que se recogen y
analizan en todos lo números de la Revista del OSAL (CLACSO, Obser-
vatorio Social de América Latina) para lo que va de década. Los datos
tampoco apoyarían el difundido argumento de que avanzamos hacia un
tipo de vida política en el que pierden peso las formas de participación
política convencionales (el voto, la afiliación a partidos) y, en cambio, se
abren nuevas vías para la implicación cívica que tienden a hacerse visibles
por medio de algunos de los repertorios clásicos de la protesta. 

Según los datos del OSAL, en los números revisados (18 hasta el
2005) se observa una propensión general en la región al incremento de la
conflictividad que tan sólo disminuye a lo largo de este último año. Hasta
ese momento, y distinguiendo entre zonas, la concentración del incre-
mento de la conflictividad se produce en la Zona Andina, mientras que
en el Cono Sur, tiene lugar una disminución de la conflictividad, con las
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En este caso, sí contamos con una serie de datos que abarca aproximada-
mente la última década, lo que nos permite considerar tendencias de evo-
lución. Comenzaremos por realizar una serie de comentarios válidos para
el promedio de todos los países incluidos en el Latinobarómetro:

• Se observa una disminución sostenida, y sustancial, de los que dicen
haber participado en las tres formas de acción (manifestaciones auto-
rizadas, ocupación de terrenos y bloqueo de tráfico). En concreto,
existen 11 puntos de diferencia, entre 1996 y 2005. Esto, como vere-
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Tabla No. 4:
Realización de alguna acción política

(% respuestas “la ha realizado”)

Asistir a manifesta- Bloquear Ocupar terreno, 
ciones autorizadas el tráfico edificios o fábricas

1996 (total) 24,3 6,4 3,1

Hombres 27,2 7,8 3,7
Mujeres 22 5,4 2,5
Diferencia -5,2 -2,4 -1,2
1998 (total) 22,4 7,1 4,3

Hombres 25,8 8,4 4,9
Mujeres 19,5 5,7 3,6
Diferencia -6,3 -2,7 -1,3
2000 (total) 20,2 6,4 2,9

Hombres 22,9 7,4 3,1
Mujeres 17,9 5 2,5
Diferencia -5 -2,4 -0,6
2002 (total) 14,7 — 1,5

Hombres 15,9 — 1,7
Mujeres 13 — 1,1
Diferencia -2,9 — -0,6
2005 (total) 13,3 3,5 1,4

Hombres 15,2 4 1,6
Mujeres 10,1 2,9 1,2
Diferencia -5,1 -1,1 -0,4

Fuente: ASEP/JDS Data Bank. Latinobarómetro.



to con los ya señalados de Bolivia y Uruguay). 
Para el caso del bloqueo de tráfico11, los países que se mantienen en las

cinco olas por encima de la media son Bolivia, Ecuador y Venezuela. Los
países que oscilan son Colombia (2005 y 1998), México (2005 y 1998) y
Guatemala (2000 y 1996). En el resto de países o se mantienen siempre
por debajo de la media12 o tienen alzas puntuales (Costa Rica y Paraguay
en 2005; El Salvador y Panamá en 1998; y, finalmente, Brasil en 1996).

Por último, por lo que se refiere a la ocupación de terreno, edificios y
fábricas13, Ecuador, Venezuela y Uruguay son los países que mantienen los
porcentajes más altos en todas las olas. Desde la ola de 1998 incluida,
añadiríamos México. Finalmente, Guatemala (1996, 2000 y 2005) y
Honduras (1996, 1998 y 2005) serían los países con oscilaciones. En el
resto de países solo se pueden anotar repuntes ocasionales.

Respecto del análisis de los repertorios es conveniente anotar aquí dos
datos que pueden resultar paradójicos: tanto Argentina con relación al
bloqueo de tráfico como Brasil con relación a la ocupación de terrenos
muestran datos sorprendentes por su escasa significación. En el caso de
Argentina, llama la atención porque es el país en el que los “cortes de ruta”
han dado nombre a los que los practican: piqueteros. En el de Brasil, por-
que uno de los movimientos más destacados de los últimos años en
América Latina, el Movimiento Sin Tierra (MST) practica la ocupación
de terrenos. En ambos casos, una posible explicación podría ser que la
participación en estas acciones del repertorio de confrontación se ciñe a
determinados grupos muy concretos. Esta concentración se diluiría en
una muestra representativa nacional puesto que, si bien es muy significa-
tiva a nivel político y simbólico, tiene un escaso peso estadístico en el con-
junto de la población.
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excepciones de Argentina y Paraguay. En las tendencias regionales tam-
bién se pueden observar coyunturas de agudización de los niveles de con-
flictividad social por periodos y países. Así ha ocurrido en los casos de Ar-
gentina, Bolivia, Ecuador, Honduras y Nicaragua (Revilla, 2005).

Para el último período de 2005, en el caso del Área Andina, similar
comparación señala una marcada disminución de los hechos de protesta.
Aunque dicha región sigue abarcando la mayor proporción de conflictos
en relación al Cono Sur y al conjunto comprendido por México, Cen-
troamérica y El Caribe, en esta oportunidad la misma resulta, por prime-
ra vez desde inicios de 2003, menor al 39 por ciento de los hechos tota-
les consignados. Esta merma de la conflictividad resulta de su caída en
todos los países considerados: Venezuela, Perú, Ecuador, Colombia y
Bolivia, destacándose en esta tendencia los dos primeros. Contrariamente
a este proceso, las protestas registradas para las otras dos subregiones de
América Latina y El Caribe se incrementan. En el caso del Cono Sur, el
crecimiento experimentado por la conflictividad social por segundo cua-
trimestre consecutivo responde particularmente al significativo incremen-
to de las mismas en Brasil y Paraguay. Para el caso de la zona norte de
América Latina, los datos del OSAL indican un crecimiento en seis de los
países que la conforman (Costa Rica, El Salvador, Honduras, México, Ni-
caragua y Puerto Rico), disminuyendo los hechos de protesta relevados en
Guatemala, Panamá y República Dominicana (Seoane y Taddei, 2005).

Es, por tanto, necesario que analicemos los datos por países y tipos de
acción para que podamos llegar a alguna conclusión sobre el significado de
estas tendencias (tablas 5, 6 y 7). Para ello, empezaremos por indicar los paí-
ses que mantienen, para cada tipo de acción, porcentajes de realización
superiores al correspondiente promedio para la muestra completa de países. 

Si atendemos a los datos sobre participación en manifestaciones auto-
rizadas, los dos únicos países en que los porcentajes de respuesta afirma-
tiva (“la ha realizado”) se mantienen superiores al promedio del conjunto
de países durante las cinco olas son Bolivia y Uruguay. Hasta la ola de
2002 (incluida), Costa Rica, Nicaragua y Brasil también superan ese pro-
medio; y hasta la ola de 2000 (también incluida), Ecuador. Por el contra-
rio, en una tendencia creciente, en las olas de 2002 y 2005, son Argen-
tina, México y Perú los países que superan el promedio del conjunto (jun-
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11 Conviene recordar que esta forma de acción no se incluye en el cuestionario de la ola del 2002.
12 Argentina, Chile, Honduras, Nicaragua, Perú, República Dominicana (sólo incluida en la ola de

2005) y Uruguay.
13 Es preciso anotar que bajo el mismo epígrafe de “ocupación” se incluyen formas de acción con

connotaciones políticas y significados compartidos bien distintos: de la toma de terrenos como
“solución habitacional”, a la ocupación de fábricas más propia de organizaciones de trabajadores
o de desocupados, pasando por la ocupación de edificios más cercana al sabotaje y llegando,
finalmente, al movimiento “Okupa”, difundido sobre todo en algunas grandes ciudades euro-
peas.



respecta a las manifestaciones en 1996, 1998 y 2000; y Colombia,
también para manifestaciones pero, en este caso, en los años 1998 y
2000.

• Ecuador y Bolivia son dos casos interesantes. Se trata, como ya se ha
dicho, de los países que, de acuerdo con los datos del Latinobaróme-
tro, podrían definirse como con mayor “activismo político”. Por eso
mismo, las respuestas de las mujeres también destacan, en cuanto a su
volumen, comparadas con las proporcionadas por las mujeres en otros
países. Sin embargo, las diferencias para cada país y cada forma de ac-
ción entre hombres y mujeres dejan un saldo negativo elevado en con-
tra de las mujeres. Es decir, son de las que más participan entre las mu-
jeres del conjunto de los países considerados, pero están a mucha dis-
tancia de los hombres de sus propios países.
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Por último, en lo que es realmente el tema central de este artículo, en
la mayoría de los países la participación de las mujeres sigue la tendencia
que hemos señalado para el conjunto de los mismos. En términos gene-
rales, la presencia de las mujeres en estos repertorios es más baja que la de
los hombres, sin que se verifique una tendencia generalizable a la dismi-
nución de esta distancia. En este sentido, con los datos que manejamos
no podría afirmarse que exista una evolución hacia la normalización de la
participación de las mujeres, entendiendo por ello que éstas van adoptan-
do, en cada uno de los países, pautas de participación cada vez más simi-
lares a las de los hombres.

A ello se suma un hecho que ya se ha apuntado con anterioridad: la
disminución del número de ciudadanos que afirman haber participado en
este tipo de acciones a lo largo del período. Este descenso se comprueba
tanto en hombres como en mujeres. Es decir, aquí sí parece haber una
pauta común de comportamiento. De hecho, en la mayoría de los países,
y para los tres repertorios analizados, los aumentos puntuales en la parti-
cipación en cualquiera de los tres tipos de acción, o los descensos bruscos,
afectan de modo muy similar a ambos grupos. 

Finalmente, en este contexto de menor participación de las mujeres y
de disminución del número de quienes emplean estos medios de acción,
si atendemos a la comparación de los porcentajes de respuesta de hombres
y mujeres, sólo podemos anotar casos puntuales en los de las mujeres son
mayores o iguales que el de los hombres. De los casos que se incluyen en
las tablas 5, 6 y 7, destacamos los siguientes:

• Guatemala en las olas de 1996, 1998 y 2000 con una alta implicación
de las mujeres en las tres formas de acción (especialmente en la ocupa-
ción de terreno, edificios o fábricas). Sin embargo, en las olas de 2002
y 2005 pareciera que hubiera habido una “retirada” de las mujeres.

• México, al contrario que Guatemala, muestra una propensión crecien-
te a la implicación de las mujeres en los tres modos de acción. 

• Aparte de esas dos tendencias más claras, hay datos puntuales en los
que sobresale la participación de las mujeres: Costa Rica por lo que
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Tabla No. 5:
Asistir a manifestaciones autorizadas

(% respuestas “la ha realizado”)

1996 1998 2000 2002 2005

Argentina (Hombres) 22,4 17,1 20 18,2 15,2
Argentina (Mujeres) 15 11,8 18,1 15,1 13,9
Bolivia (Hombres) 35,5 34,9 28,2 17,1 23,7
Bolivia (Mujeres) 23,8 24 20,5 14,4 13,4
Brasil (Hombres) 33,9 26,5 26,3 26 12,3
Brasil (Mujeres) 25,9 19,9 22,8 24,3 12,1
Colombia (Hombres) 27,2 30,3 26,8 10,6 14,8
Colombia (Mujeres) 17,2 28,8 21,7 9,4 12
Costa Rica (Hombres) 39,5 30.4 33,9 16,9 14,1
Costa Rica (Mujeres) 33,2 25,3 33 13,5 9,5
Chile (Hombres) 23,2 22,3 25,1 14 18,9
Chile (Mujeres) 16,9 15 18 11,8 10,3
Ecuador (Hombres) 38,9 34,5 26,7 12,3 17,3
Ecuador (Mujeres) 29,1 22,6 20,2 10,6 8,9

El Salvador (Hombres) 23,3 28,5 10,3 4,3 5,8
El Salvador (Mujeres) 18,6 20,9 5,8 3,9 2,2
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Guatemala (Hombres) 25,9 9,9 15,6 9,6 7,3
Guatemala (Mujeres) 36,6 8,8 10,9 4,4 5,7
Honduras (Hombres) 17,7 28,1 17,4 15,1 8,1
Honduras (Mujeres) 18,1 19,8 10,7 13 5,1
México (Hombres) 17,9 21,3 13,5 18,4 23,4 
México (Mujeres) 12,5 18,2 10,4 19,4 23,4
Nicaragua (Hombres) 30,1 28,9 26 18,8 14,9
Nicaragua (Mujeres) 25,5 21,8 21,6 13,7 10,2
Panamá (Hombres) 20 31,5 20,8 10,7 9,8
Panamá (Mujeres) 19,5 29,5 18,2 7,3 6,9
Paraguay (Hombres) 20 19,7 24,7 15,2 15,5
Paraguay (Mujeres) 16,7 12,4 18,7 7,1 10,1
Perú (Hombres) 25,5 25,1 22,3 21,5 17,5
Perú (Mujeres) 16,9 19,3 17,2 15,8 11,8
República Dominicana — — — — 14
(Hombres) 
República Dominicana — — — — 11,8
(Mujeres)
Uruguay (Hombres) 41,4 29,5 27,8 30,4 27,1
Uruguay (Mujeres) 33 19,9 19,2 26 16,6
Venezuela (Hombres) 20,5 20,4 25,5 12,4 14,7
Venezuela (Mujeres) 16,5 14 17,6 11,6 12,7
Se resaltan los porcentajes de respuesta afirmativa de las mujeres superiores o iguales a los de los hombres.
Fuente: ASEP/JDS Data Bank. Latinobarómetro. 

Tabla No. 6:
Bloquear el tráfico

(% respuestas “la ha realizado”)

1996 1998 2000 2002 2005

Argentina (Hombres) 5,3 3,6 5,6 2,9
Argentina (Mujeres) 3,4 2,5 5,6 3,7
Bolivia (Hombres) 22,1 16 15,7 9,9
Bolivia (Mujeres) 14 14,6 11,7 9,1
Brasil (Hombres) 8,4 6,1 5,8 2,3 
Brasil (Mujeres) 7,4 4,1 4,7 1,1
Colombia (Hombres) 8,7 14,2 7 5,4
Colombia (Mujeres) 3,6 9,7 4,2 1,7

Costa Rica (Hombres) 5,6 6,7 5,2 5
Costa Rica (Mujeres) 2,2 5 3,1 3,2
Chile (Hombres) 5,2 5,1 3,7 3,1
Chile (Mujeres) 3,7 1,6 3 0,8
Ecuador (Hombres) 14,4 18,1 14,9 6
Ecuador (Mujeres) 9,1 7,4 8,8 3,5
El Salvador (Hombres) 5 13,6 3,8 1,6
El Salvador (Mujeres) 4,5 7,8 2,2 1,4
Guatemala (Hombres) 14,3 2,6 9,2 3,3
Guatemala (Mujeres) 14,1 2,5 10,5 1,4
Honduras (Hombres) 4,3 5,5 3,4 3
Honduras (Mujeres) 2,8 2,1 1,2 2,8
México (Hombres) 6 12,5 7,1 4,2
México (Mujeres) 3,9 11,3 5,4 5
Nicaragua (Hombres) 4 5,9 6,3 2,4
Nicaragua (Mujeres) 2,7 3,8 4,9 2,2
Panamá (Hombres) 5,4 10,7 5,4 3,4
Panamá (Mujeres) 4,8 9,8 3,6 0,6
Paraguay (Hombres) 2,9 2,1 4,7 3,9
Paraguay (Mujeres) 3,3 0,6 2,2 3,1
Perú (Hombres) 3 6,1 3,9 4,4
Perú (Mujeres) 2 2,8 2 1,7
República Dominicana
(Hombres) — — — 3,7
República Dominicana 
(Mujeres) — — — 2,7
Uruguay (Hombres) 7,9 5 6,8 3,8
Uruguay (Mujeres) 4,2 4,7 2,7 2,1
Venezuela (Hombres) 10 8,8 17,5 3,9
Venezuela (Mujeres) 7,2 7,7 8,4 6,1

Se resaltan los porcentajes de respuesta afirmativa de las mujeres superiores o iguales a los de los hombres.
Fuente: ASEP/JDS Data Bank. Latinobarómetro.



Algunas conclusiones provisionales y explicaciones tentativas

Conviene recordar muy brevemente que el objetivo último de este artículo
es tratar de comprobar algunos de los argumentos más difundidos en las
investigaciones sobre los cambios en las formas en las que se concreta la im-
plicación cívica en la actualidad, y más en concreto en qué medida las muje-
res participan de dichos cambios. En definitiva, se trataba de plantear un
ejercicio que permitiera ampliar el estudio de la participación política de las
mujeres más allá de los dos campos en los que se han producido avances
muy notables en los últimos años: la presencia de las mujeres en la vida polí-
tica democrática institucional y el desarrollo de movimientos de mujeres.

El análisis de datos procedentes de una encuesta de opinión como el
Latinobarómetro tiene evidentes limitaciones. Pero, al tiempo, es la única
fuente disponible para tratar de verificar algunas de las tesis acerca de la
normalización de quienes participan en acciones “no convencionales”. Es
decir, hace posible considerar hasta qué punto los cambios de las culturas
políticas a favor del reconocimiento de las mujeres como actores políticos
y sociales relevantes, y el aumento de la presencia de éstas en la vida polí-
tica formal se han traducido también en una mayor presencia en las “otras
formas de hacer política”.

Los resultados de nuestro ejercicio no permiten alcanzar conclusiones
definitivas acerca de este proceso de normalización en América Latina,
habida cuenta de las limitaciones de nuestros datos. Pero sí podemos
avanzar algunas reflexiones que deberían servir, ante todo, para matizar
ciertos argumentos muy difundidos sobre las transformaciones de la im-
plicación ciudadana y, sobre todo, para trazar nuevos campos y perspec-
tivas de análisis.
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Tabla No. 7:
Ocupar terreno, edificios o fábricas

(% respuestas “la ha realizado”)

1996 1998 2000 2002 2005

Argentina (Hombres) 2,5 2,7 1,9 1,4 1,4
Argentina (Mujeres) 0,6 0,8 1,3 0,6 1,2
Bolivia (Hombres) 2,5 3,2 2 1,7 2,1
Bolivia (Mujeres) 1,7 2,8 1,2 2,6 1,3
Brasil (Hombres) 1,7 3 2,4 1,1 0,5
Brasil (Mujeres) 2,2 1,5 1,9 0,4 0,3
Colombia (Hombres) 4,2 10 2,6 0,4 1,6
Colombia (Mujeres) 0,9 8,1 2,4 0,2 0,2
Costa Rica (Hombres) 3,6 7 2,1 0,6 1,4
Costa Rica (Mujeres) 1,1 4,4 1 0,2 0,2
Chile (Hombres) 3,1 1,7 1,2 3,2 1,5
Chile (Mujeres) 2,3 0,8 1,6 1,2 1,1
Ecuador (Hombres) 5,3 6,8 4,1 3,2 1,4
Ecuador (Mujeres) 2,8 5,9 2,9 3,2 1,8
El Salvador (Hombres) 4,2 11,5 2,8 0.4 0,6
El Salvador (Mujeres) 3,1 7,7 1,4 0,8 0,8
Guatemala (Hombres) 7,8 1,4 8,4 0,2 2,2
Guatemala (Mujeres) 7,6 2,5 9,8 0,2 1
Honduras (Hombres) 3,5 6 0,6 0,8 2,4
Honduras (Mujeres) 2,8 5,1 1 1,2 1
México (Hombres) 3,8 8,2 4,4 2,4 1,2
México (Mujeres) 2,3 8,4 2,8 2,8 1,9
Nicaragua (Hombres) 4,2 1,7 2,7 0,8 0,4
Nicaragua (Mujeres) 3,7 1,2 3,7 0,4 0,6
Panamá (Hombres) 3,2 3,8 1,7 1,7 0,8
Panamá (Mujeres) 1,7 1,5 2,2 1,5 0,2
Paraguay (Hombres) 0.4 0,4 3 0,7 1,7
Paraguay (Mujeres) 1,5 0,6 0,6 0,3 0,7
Perú (Hombres) 2 3,1 1,2 1,2 1,4
Perú (Mujeres) 1,4 2,6 1,8 0,7 0,5
República Dominicana
(Hombres) — — — — 2,7
República Dominicana
(Mujeres) — — — — 3,2

Uruguay (Hombres) 7,3 5,8 4 6 4
Uruguay (Mujeres) 3,7 2,3 2,4 1,7 2,3
Venezuela (Hombres) 3,4 7 7,7 3,5 2,2
Venezuela (Mujeres) 3,9 4,9 4,8 1,4 2,6
Se resaltan los porcentajes de respuesta afirmativa de las mujeres superiores o iguales a los de los hombres. En
este caso no tomamos en cuenta los porcentajes de respuesta iguales o inferiores a 1 (suelen representar una
sola respuesta).
Fuente: ASEP/JDS Data Bank. Latinobarómetro. 



Los datos que manejamos para el análisis de las transformaciones en la
implicación política de las mujeres latinoamericanas son extremadamen-
te limitados. Y ello no es sólo debido al hecho de que no hayamos incor-
porado al estudio el peso de otras variables clave –la edad, el nivel de estu-
dios, la situación laboral, entre otras– sino, fundamentalmente, por la for-
ma en la que están formuladas las propias preguntas del Latinobaró-me-
tro. Para empezar, el tipo de organizaciones por las que inquiere la encues-
ta incorporan lo que podríamos llamar un “sesgo claramente masculino”.
En este punto, no debe descartarse que la aparente “ausencia” de las muje-
res que reflejan los datos analizados pueda explicarse porque la participa-
ción de las mujeres tenga lugar en mayor medida en grupos informales,
en redes cotidianas, que no tienen cabida bajo ninguno de los modos de
acción propuestos. Y ello supone que también se olviden algunos de los
repertorios asociados a este tipo de organizaciones. Conviene detenerse
un poco más en este punto. Si el Latinobarómetro no incluye ni siquiera
a los grupos feministas, ¿dónde encajarían los grupos de autoayuda, los
comedores populares, y similares? Es decir, no podemos ni siquiera aso-
marnos a todas esas formas de acción que, siguiendo a Tilly, constituirían
la “acción colectiva popular”. 

Íntimamente vinculado con el punto anterior, parece necesario consi-
derar que el tipo de repertorios que se mencionan en la encuesta también
contribuyen a ocultar el papel de las mujeres en la vida social y política de
sus comunidades. Posiblemente, debamos considerar que los repertorios
en los que están implicadas las mujeres tengan más que ver más con la
autoorganización y, al mismo tiempo, canalicen, en algunos casos, deman-
das más expresivas que instrumentales, y más “finalistas” y menos deman-
dantes de reconocimiento en otros. Si esto fuera así, nos encontraríamos
con que, en la medida en que este tipo de acciones y repertorios no son
considerados en un buen número de investigaciones, contribuimos a pres-
cindir, una vez más, del papel de las mujeres en la política de la protesta15.
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Planteadas de una forma muy resumida, estas reflexiones son las si-
guientes. Para comenzar por lo más general, al menos desde un punto de
vista “cuantitativo” la última década marca una tendencia a la baja de la
política de la protesta en América Latina. Esto no significa, en modo algu-
no, que podamos afirmar una disminución de los niveles de conflictivi-
dad política y social en toda la región. Algunas otras fuentes indican pre-
cisamente lo contrario. No obstante, sí supone que un menor número de
ciudadanos admiten haber tomado parte en algunas acciones clásicas de
este tipo de política: la manifestación, el bloqueo de tráfico y la ocupa-
ción de terreno, fábricas o edificios. Ciertamente, el impacto social, polí-
tico y simbólico de las acciones de protesta no está estrictamente vincula-
do con el número de personas que participan en ellas. Pero, en todo caso,
este hecho nos debe hacer reflexionar acerca de la validez de los argumen-
tos de aquellos que proclaman que uno de los rasgos que definen a las de-
mocracias contemporáneas es un movimiento de traslación de la implica-
ción ciudadana de la esfera política tradicional a una nueva esfera de la
política.

No obstante, dentro de esta tendencia general a la baja de este tipo de
acciones colectivas, hay cuatro países –Bolivia, Ecuador, Venezuela y
Uruguay– que destacan por su mantenida superioridad en los niveles de
participación. Ello parece afirmar que todos ellos poseen a lo largo de la
última década un nivel más alto de desarrollo de acciones colectivas. Son
cuatro países distintos en todos los aspectos con tan sólo una característi-
ca común en este período: la llegada al gobierno de fuerzas políticas que
han sido definidas como una “nueva izquierda” que, entre otras cuestiones,
comparten discursos que favorecen la movilización popular14. El análisis de
los ciclos de movilización excede el objetivo de estas páginas. Pero, en cual-
quier caso, nos recuerda, una vez más, que los procesos de difusión y nor-
malización de la política contenciosa están estrechamente relacionados con
los contextos socio-políticos particulares en los que ésta tiene lugar.
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15 Un buen ejemplo del olvido de algunas de formas específicas de implicación ciudadana de las
mujeres es el tipo de información que proporciona el Observatorio Social de América Latina
(OSAL), sin duda el mejor observatorio para el conocimiento y análisis de los movimientos
sociales, la acción colectiva y el conflicto social de América Latina. En concreto, las referencias
a la participación de las mujeres se ciñen siempre a los movimientos de mujeres.

14 Estamos haciendo referencia a la llegada a la Presidencia de la República de Hugo Chávez
(Venezuela, 1998); Tabaré Vázquez (Encuentro Progresista- Nueva Mayoría- Frente Amplio),
Uruguay, elecciones de diciembre de 2004); Evo Morales (MAS, Bolivia, elecciones de diciem-
bre de 2005) y Rafael Correa (Alianza País-Partido Socialista-Frente Amplio, Ecuador, elec-
ciones de noviembre de 2006).
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En cualquier caso, tampoco podemos negar que, con los parámetros y
variables con los que suele trabajar la investigación socio-política, no es
posible afirmar que exista un avance notable de la incorporación de las
mujeres al mundo de la “otra forma de hacer política”. En este sentido, y
salvo algunas excepciones puntuales sobre las que sería necesario profun-
dizar, es difícil constatar que se estén produciendo avances muy significa-
tivos a favor de la normalización de “las protestantes”. 

Aunque se debe trabajar para hacer visibles aquellos ámbitos, y formas,
en las que se está produciendo la implicación cívica de las mujeres, también
se debe continuar analizando cuáles son los obstáculos que siguen impi-
diendo la plena presencia de las mujeres en estos ámbitos de la vida en co-
mún. Si todavía hoy sigue siendo relevante trabajar a favor de la presencia
de las mujeres en la vida política institucionalizada, también lo es defender-
la en otros ámbitos de la vida política democrática. Y ello supone, a nues-
tro juicio comenzar por reconocer que los modos en los que se aborda su
estudio pueden ocultar ciertas realidades significativas de la implicación
cívica de las mujeres. Pero conlleva también preguntarse si los motivos que
explican la perpetuación de la exclusión de las mujeres de los centros de
toma de decisiones políticas –gobiernos, parlamentos, altos cargos de la
administración pública– son los mismos que intervienen en su alejamiento
de las organizaciones y repertorios clásicos de la política de la protesta.
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Resumen

Los vínculos político-militares de la población paralela a los actores arma-
dos en el conflicto colombiano (cónyuges, familia co-residencial y cerca-
na) revelan relaciones de adscripción que tienen consecuencias jurídico-
político y militar para los sobrevivientes. Las estrategias de supervivencia
de las viudas de los actores armados se desarrollan a partir de los efectos
de muerte, desplazamiento, persecución y amenaza contra su vida y bie-
nes. Esto sucede tanto a militares de las fuerzas castrenses del Estado
como a paramilitares, guerrilleros y desaparecidos. Este artículo observa
las redes que organizan las mujeres viudas de uno de estos actores arma-
dos: los llamados guerrilleros. El fortalecimiento político y social de las
redes de mujeres viudas puede, eventualmente, comprometer recursos se-
cundarios de las organizaciones armadas y, aunque funcionan indepen-
diente y autónomamente, enlazan la condición jurídico política de la
organización y operan bajo la impronta política e institucional de la
misma. Ello parece indicar que estrategias de supervivencia, como las
redes son dinámicas derivadas de los vínculos que establecieron sus cón-
yuges en el contexto de la institución armada. 
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de parentesco paralelo a su cónyuge actor. Se tata de subvertir los medios
y conductas de guerra contra los no combatientes, y de establecerse de
alguna manera como sin ser alcanzadas por los medios y objetivos milita-
res. Lo que se subvierte políticamente es la autoridad del actor militar que
la pretende inculparla, una causa extensiva que la involucra, con la inten-
ción de eliminar a través suyo, una deuda política activa; y, la proporción
de una acción violenta con otra no violenta que sólo contrarresta parcial-
mente la magnitud del agravio que significa una muerte. 

La toma de decisiones políticas es permanente, no necesariamente está
en el orden racional de la respuesta inmediata de cada interacción, sino
que aparece como dispositivo construido desde la experiencia subjetiva de
su historia social y de su historia de vida reciente. ¿Por qué hay ahí una
decisión política? Porque tiene que mantener un criterio de protección
cada vez que interactúa aunque sea en forma accidental, pues siente que
en algo compromete su identidad porque corre un riesgo. Los riesgos pue-
den ser, el ser descubierta como la compañera viuda de un actor del con-
flicto armado, el ser relacionada con una actividad clandestina que aten-
ta contra la estabilidad sociopolítica general, el ser sospechosa, no confia-
ble, acusada o delatada ante alguna autoridad, el ingresar en una lista oral
(local) o fuente de datos en su nuevo contexto urbano de residencia, el ser
sujeto de desempleo permanente, el ser marginal todo el tiempo, el verse
por fuera de toda opción social, laboral, institucional por su condición
inmediatamente anterior. Hay una decisión política porque siente que
está en el umbral entre una condición clandestina político militar (su cón-
yuge y su muerte) y clandestina social (desplazada forzosa y residente en
la ciudad en un sector que es de alguna manera una extensión del conflic-
to); y, una condición social no clandestina (está intentando actuar y vivir
con su grupo doméstico desde una condición civil). 

La supervivencia como práctica de vida se refiere a un conjunto de
acciones que se ponen a prueba en la existencia cotidiana del sujeto, en
nuestro caso de las mujeres que han quedado viudas por los efectos de la
violencia política. Las estrategias adquieren un sentido político para la
supervivencia cuando se refieren a escapar de un poder o de los poderes
político militares en conflicto porque su condición es un blanco de mira
desde uno de ellos o lo es desde el mismo círculo de los actores directos
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Palabras claves: estrategias de supervivencia, redes de mujeres viudas, vio-
lencia, Colombia.

Introducción

Este capítulo1 analiza estrategias de supervivencia de mujeres de guerrille-
ros2 de las Fuerzas Armadas Revolucionarias Colombianas (FARC) y del
Ejército de Liberación Nacional (ELN) que enfrentan la viudez política,
el desplazamiento forzoso y la reubicación en centros urbanos a través de
la formación de redes de viudas políticas3. Las estrategias de superviven-
cia políticas están dirigidas a disminuir el poder del actor armado opues-
to, a vencer de alguna manera sus capacidades de dominación y control
que le imponen una dinámica subordinada y desigual a partir de un rol
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1 El artículo está basado en la investigación realizada para optar al título de Doctora en Ciencias
Sociales con especialidad en Sociología en El Colegio de México en el 2006. El estudio recopiló
relatos de mujeres viudas de los diferentes actores armados; mujeres desplazadas forzosas hacia
Popayán procedentes del sur occidente y hacia Bogotá procedentes del norte –Departamento de
Córdoba—, Colombia, 2002-2005 y que se citan a lo largo del texto.

2 Es necesario aclarar que el guerrillero, el cónyuge de las viudas, hace parte de un grupo, general-
mente de origen campesino, que participa en una organización guerrillera. Son acuartelados
temporalmente, o están en la red de la zona de hegemonía guerrillera y son enlaces con su zona
de residencia, o pagan una especie de servicio militar forzado. Se encuentran en la estructura de
base y son articulados militarmente a acciones cotidianas de la organización generalmente bajo
un esquema compartimentado. Este grupo ha establecido relaciones de pareja dirigidas a la con-
stitución de la familia, antes de vincularse a la guerrilla. No nos referimos al guerrillero del frente
itinerante, quien tiene su vida comprometida en la militancia y que haciendo parte de la estruc-
tura interna de la organización asume puestos de mando, misiones estratégicas, niveles de infor-
mación compartimentada y representación organizacional. Este, por lo general no tiene una
composición familiar en la que desarrolle una cotidianidad doméstica; no le es permitido al inte-
rior de la organización (Salazar, 2006).

3 La historia política en Colombia registra desde las primeras décadas del siglo XX, dinámicas de
conflicto político-militar entre los partidos protagonistas –liberal y conservador— de la consol-
idación del Estado y la organización de la estructura institucional y social. Esta dinámica evolu-
ciona y redefine para mediados del siglo XX nuevas fracciones, alianzas y actores entre los mis-
mos partidos en pugna, configurando el llamado período de “violencia política”. Una de las con-
secuencias de esta violencia es la conformación de la primera generación de grupos guerrilleros
en la década de 1960 (i.e. FARC, ELN, EPL), dos de los cuales se mantienen como actores cen-
trales del conflicto actual con propuestas de izquierda revolucionaria. La consolidación individ-
ual de estos grupos los reposiciona como actores político militares diferentes, frente a las fuerzas
castrenses, a la institucionalidad del Estado y a actores paramilitares (Palacios, 2002, 1995;
Pizarro Leongómez, 1996).



o de la “familia ante todo”, o de los “hijos ante todo”–. Son estrategias que
fueron delineadas en por lo menos 50 años y en diferentes fases del con-
flicto, comprometiendo varias generaciones entre las colectividades loca-
les, para que cada uno se cubra desde el saber de todos4.

Las estrategias de supervivencia política de la población paralela a los
actores armados incluyen una amplia gama de acciones que movilizan ins-
tancias sociales, organizaciones y recursos. Una de estas acciones es la for-
mación de redes con características específicas en cada grupo de viudas de
los diferentes actores.

Para efectos de este trabajo consideramos a las redes sociales como sis-
temas de interacción a pequeña escala que se hacen operativas a partir de
la formación de vínculos de variable intensidad y de circulación estratégi-
ca de información, recursos e influencias (Granovetter, 2000). Las redes
se refieren a conjuntos de individuos en continua interacción entre los
cuales se produce con cierta regularidad un tipo de eventos de intercam-
bio recíproco de bienes y servicios. El intercambio fluctúa con el tiempo
en función de necesidades, intereses y objetivos de los participantes. Se-
gún la frecuencia de estos y su importancia política, social y económica,
el conjunto de redes de intercambio constituye una estructura social de
considerable fluidez y valor de adaptación a distintas situaciones urbanas,
pues no se restringen exclusivamente a condiciones de marginalidad eco-
nómica urbana5 (Gualda, 2004; Federico, 2003; Granovetter, 2000;
Lomnitz, 1975; Portes, 1995). 
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del conflicto. Así, estas estrategias pueden ser vistas como formas de resis-
tencia forzada a las consecuencias directas de la confrontación armada.
Esta resistencia tiene contenido político-militar, si con ello se entiende la
toma de iniciativas, decisiones, acciones tácticas personales, inmediatas y
mediatas, y también dirigidas desde los actores armados, como medidas
de protección, de salvación porque el riesgo es un estado permanente cuya
mayor latencia obliga una decisión estratégica. Estas decisiones están ins-
taladas colectivamente en los recursos-acciones que se objetivan en la par-
ticularidad, en la circunstancia, en prácticas recurrentes que habría que
hacer si el anuncio de la vulnerabilidad personal aumenta –por ejemplo
escaparse de un actor armado y que luego se verá como movilización for-
zada y dirigida, lo que coloquialmente se relata como “escurrírsele a los
‘paras”, o “escurrírsele a los milicos” o “escurrírsele a los guerrilleros”. O
el haberse salvado en un momento límite cuyo recuerdo construye un
milagro: “no sé cómo me vino Dios y me quedé callada (...) por eso estoy
contando el cuento”.

Algunas decisiones tanto de los cónyuges, como posteriormente de sus
familias, se hicieron sin una clara convicción político-ideológica, sino a
título de simpatías, hegemonías o imposiciones forzadas, lo que igual tie-
ne consecuencias amenazantes que obligan comportamientos estratégicos
que se objetivan en la protección a lo cotidiano. Tener que proteger lo
vital, la condición social, la vida social en lo doméstico, contra una ame-
naza político militar inmediata constituye en sí mismo una acción políti-
ca contra un poder, y en consecuencia hay que objetivar prácticas de pro-
tección, de resistencia, que les indique a los agresores que su voluntad no
puede ser totalmente dominada. Al no poder enfrentarse la población
como colectivo o localidad, solos, al ejercicio del poder político-militar de
los grupos armados, ni menos poder mantener desde acciones civiles una
protección permanente, dichas prácticas se desarrollan como acciones
heroicas en cada caso, en los que se disuelve el ejercicio totalitario absolu-
to. Las estrategias políticas de supervivencia se manifiestan como la resis-
tencia a un régimen clandestino ante cualquier actor armado –que en
algunas de sus expresiones ofensivas aparecen como el instrumento para
la defensa del “orden social”, de “la nación” o por el contrario “para el
cambio y transformación social”, o para la defensa de “la vida ante todo”,
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4 La generación actual de las mujeres viudas de la violencia política, las viudas de la violencia de
los años 1950 y 1960, tanto como las hijas, sobrinas, nietas o conocidas, y la población colom-
biana en general –urbana y rural-, ha vivenciado diferencialmente circunstancias de riesgo
extremo que los hace herederos directos de las prácticas de supervivencia que se activan cuando
el límite de la reproducción biológica y social reaparece a causa del conflicto armado.

5 En condiciones de marginalidad urbana la dinámica de red han sido tipificada a partir de las rela-
ciones de parentesco, vecindad, pertenencia al barrio, y la localidad, en función de las relaciones
cercanas y frecuentes que intensifican intercambio, reciprocidad, solidaridad, y apoyos varios;
funcionamiento de red que es favorecido por pertenencias socioeconómicas similares (Torrado,
2003; Requena, 1994; Jelin y Feijoó, 1983; Lomnitz, 1975). Otro tipo de redes se crea en gru-
pos de vecinos no emparentados con quienes se crea y mantiene intercambio diádico, en base a
relaciones de confianza, para dar respuesta social a necesidades personales y familiares cotidianas.
Lo que hace de la red un instrumento permanente de la reproducción social e individual (Massey,
Durand y Riosemena, 2006; Gualda, 2004; Requena, 1994; Lomnitz, 1975). Se trata de dinámi-
cas de red que pueden ser reproducibles en grupos no necesariamente marginales.



de las organizaciones militares, pero con las extensiones políticas e insti-
tucionales que necesariamente le implican a la población paralela de sus
miembros.

El funcionamiento de las redes como estrategias políticas de supervi-
vencia fue construido analíticamente a partir de la información captada
en entrevistas en profundidad dirigidas a recabar los datos sobre curso y
trayectorias de vida de las mujeres viudas. Se incluyeron los principales
grupos de actores que participan en la confrontación militar directa entre
1980 y 2005. Se escogió como zona de estudio el Departamento del
Cauca6 por ser una zona de confluencia de todos los actores armados en
el período, ocurrencia permanente de acciones militares del conflicto, y
recepción de población afectada por las dinámicas de violencia regional
–sur occidente del país en este caso–. Esto hace de la zona de estudio un
caso representativo del conflicto político en el país. El análisis lo realiza-
mos a partir de una investigación cualitativa que incluyó la observación
de 425 hogares aproximadamente; y 100 entrevistas en profundidad dis-
tribuidas entre 29 mujeres viudas de militares de las fuerzas castrenses del
Estado, 26 viudas de paramilitares, 23 viudas de guerrilleros –FARC y
ELN, y 22 viudas de desaparecidos7.
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Granovetter (2000) discute, a propósito de la intensidad de los vín-
culos que definen las redes, dos niveles en la unidad de análisis: los indi-
viduos y las comunidades como los únicos referentes para comprender
analíticamente el funcionamiento de las redes. Cuestiona si la forma-
ción, mantenimiento y desarrollo de la red a partir de las interacciones a
pequeña escala, con vínculos fuertes y débiles, más o menos densas, deba
incluir “los contactos”, el enlace, como unidad latente de generación de
redes. Es decir, los contactos propios, se pueden activar mediante víncu-
los fuertes o débiles, con o sin puentes –enlaces–, y sin que necesaria-
mente se haya sido parte activa de una red. Los contactos indirectos, por
su parte, se deben activar necesariamente mediante un recurso puente o
enlace, para incorporarse a las relaciones en red. Esta inclusión es impor-
tante para nuestro trabajo, pues es la vía de acceso de las mujeres viudas
de actores militares a las redes de mujeres en zonas urbanas. Los víncu-
los con una red de mujeres, se establecen en la mayoría de los casos a tra-
vés de contactos indirectos, y en los menos, a través de contactos direc-
tos; sin, necesariamente, vínculos cercanos y fuertes; o antecedentes de
relaciones densas y permanentes. Lo que no obsta para que después de
establecidos los contactos, la mujer y su familia ingrese y se sume al fun-
cionamiento de la red.

Las redes adquieren función política cuando activan dinámicas de
alianzas, soporte, auxilio, ayuda y/o apoyo político a individuos involu-
crados en diversos procesos de actores y poderes que pretenden definir
hegemónicamente la morfología y estructura social. De manera particu-
lar adquieren un contenido político de suepervivencia toda vez que ini-
cian acciones en pro de las garantías humanas fundamentales, en proce-
sos de conflicto que a su vez han creado tensión y riesgo de la integridad
personal. Tal es el caso de las redes de mujeres viudas de combatientes del
conflicto político militar colombiano. Estas se han conformado a través
de vínculos fundamentalmente no personales y en menos casos por rela-
ciones personales. Se estructuraron progresiva y clandestinamente ante el
riesgo de la supervivencia individual y familiar; se conformaron a partir
de una clara definición de actores político militares vinculados histórica-
mente al conflicto; se instalaron en centros urbanos a consecuencia del
desplazamiento forzoso y/o dirigido. Han funcionado autónomamente
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6 El departamento de Cauca es uno de los 32 Departamentos de Colombia. Se encuentra local-
izado al suroccidente del país y su capital es Popayán.

7 Con desaparecidos nos referimos a individuos que son retenidos o extraídos con violencia de su
residencia o de su lugar de trabajo o de las rutas cotidianas de circulación a manos de un actor
armado, bajo señalamiento previo, a priori o contenido, de o por participar o apoyar a grupos
opuestos. La desaparición es instituida como muerte legal y social cuando se declara o se define
institucionalmente la inexistencia del individuo aunque no haya evidencia física. En ese
momento se formaliza la viuda del desaparecido. En el conflicto colombiano encontramos desa-
parecidos guerrilleros y desaparecidos paramilitares por lo que en nuestra muestra incluimos a
viudas de ambos grupos con criterios de rigurosidad problemática y metodológica. 



parcelas10. Cuando ocurren en las parcelas o fincas familiares donde resi-
den, la gran mayoría de las ejecuciones son definidas con anterioridad y
pueden realizarse en presencia de las compañeras cónyuges y otros miem-
bros del grupo doméstico. En estos casos las mujeres se movilizan inme-
diatamente pasa el suceso, con pocas pertenencias, casi ninguna. En los
primeros casos se movilizan apenas son informadas. “La razón” de la
muerte puede llegar con la orden de movilización forzada y dirigida. En
ambas situaciones la movilización de las mujeres debe ser observada como
una estrategia de supervivencia dirigida a debilitar la amenaza y la capa-
cidad de ejecutarla. La mujer tiene que tomar una decisión política al ga-
rantizar su protección contrarestando el poder que inhibe sus libertades
fundamentales y las de los miembros del grupo doméstico. En función de
que el conjunto doméstico queda amenazado, atemorizado, señalado lo
que impide su cotidianidad local, la mujer se enfrenta al momento de su
movilización política perentoria, de “la hora de la ida (...) o la salida”11.
De la totalidad de las mujeres viudas de guerrilleros de nuestra muestra,
todas se movilizaron bajo estas condiciones de presión político-militar. La
llegada a la ciudad a la que se desplazan puede tener dos canales de recep-
ción y/o de instalación: la del “movimiento” o grupo armado o la de los
parientes.

Cuando se llega a través de las conexiones del movimiento tenemos
como posibilidades que anteceden el anuncio específico de que ella sin-
gularmente llegará; o, el anuncio general de que las mujeres viudas y sus
familias se desplazarán en cualquier momento y llegarán. Aunque su reco-
mendación específica no ocurra en la anterioridad inmediata, es algo con-
certado en la dinámica cotidiana del conflicto armado que se bate en las
“áreas rurales”, en “el monte”, en “el combate”, en “la caída”, en “el en-
frentamiento”, en el “operativo”, en “el señalamiento”, en “el ajusticia-
miento”; como consecuencia la mujer y su familia debe desplazarse sin
previo aviso. El riesgo se resuelve para la mujer en forma inmediata en su
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La salida

La muerte del guerrillero puede ocurrir en “enfrentamientos” o “encuen-
tros”, o eventos de “acciones de apoyo”, situaciones que hacen parte del
riesgo cotidiano del conflicto9; también pueden ocurrir al interior de las

Tabla No. 1: Población de mujeres viudas de guerrilleros, paramilitares, militares y
desaparecidos según barrios en Popayán, Departamento de Cauca8

Vínculo de proce- Barrios Viviendas Estimación Mujeres Población 
dencia de las población viudas asociada 
mujeres viudas total barrio a viudas

Viudas de 3 barrios 280 1300 122 572
miembros 2 barrios* 69 520 60 333
de las FARC 2 Barrios en cabe- 22 83 20 50
y ELN cera de Municipio

Viudas de 2 barrios 57 270 65 163
paramilitares 2 Barrios en cabe- 23 92 21 57

cera de Municipio

Viudas de 1 barrio** 98 400 87 355
militares de 3 barrios 20 1438 25 65
las FFAA

Viudas de 3 barrios 558 3507 10 44
desaparecidos 3 barrios en cabe- 109 872 15 51

ceras Municipales

*Barrios son asentamientos o invasiones irregulares que actualmente están en proceso de reconocimiento. 
**Barrio construido por la gestión de viudas de militares, habitado en su mayoría por viudas de policías.
Fuente: Salazar Luz María (2006), trabajo de trabajo de campo (2002/2003/2005), entrevistas en profundidad
a mujeres viudas de actores militares, y entrevistas a líderes comunales. La identidad de los barrios ha sido pro-
tegido por la seguridad de los habitantes.

8 Popayán es la ciudad capital del departamento del Cauca y recepciona población del suroccidente
colombiano en proceso de desplazamiento forzoso, ya que en esta zona se encuentran localizados
de manera permanente los actores armados.

9 Los enfrentamientos son operaciones militares de combate, planeados o esperados o latentes, entre
uno o más frentes guerrilleros y una unidad de las fuerzas castrenses –ejército, policía local o gru-
pos élites, o también contra un grupo de paramilitares; los encuentros son operaciones militares
más accidentales entre unidades de grupos opuestos –por ejemplo entre un frente guerrillero vs.
una fila de ejército–. Un encuentro puede suceder porque se están buscando, o porque la hege-
monía de un sector sobre un territorio produce una tensión militar que estalla en cualquier mo-
mento, o porque no lo pueden evitar; las acciones de apoyo son variadas en la dinámica compar-
timentada de la ofensiva y la inteligencia militar, así cada uno puede ser responsable de una acción
sin tener el pleno conocimiento de la totalidad de un plan. De esta manera cada parte está a la zaga
de cualquier rastro enemigo y al detectar una mínima responsabilidad en alguien, se supone o sos-
pecha que sabe más o que es más responsable y en consecuencia es susceptible de ser inculpado o
amenazado o ejecutado.

10 Las parcelas son unidades de tierra de economía campesina, de tamaño variable que general-
mente no excede las 5 hectáreas.

11 Relatos de entrevistas a mujeres viudas de los diferentes actores armados. Mujeres desplazadas
forzosas hacia Popayán procedentes del suroccidente colombiano. Trabajo de campo en varios
períodos entre 2002-2004.



La red, el barrio y la junta comunal

Las mujeres compañeras de guerrilleros saben que existe una red de ayuda
que como mencionamos reconocen inequívocamente en “las compañe-
ras” o “las hermanas”. Saben que “en caso dado” se movilizarán y llegarán
donde ellas o harán conexión con ellas, pues “ellas saben qué hacer”. Al
llegar una mujer viuda lo primero que hay que hacer es “ubicarla y ayu-
darla a ubicarse”12. Las relaciones de reconocimiento y apoyo inicial no
están mediadas al principio por ninguna otra razón que no sea el ser la
viuda de un compañero o de un hermano. Por esa razón la nueva mujer
se constituye en “una compañera” o “una hermana”13. La constitución es-
pontánea de una organización de ayuda mutua para la supervivencia, en
una sociedad con conflicto armado, que recoja a la población paralela y
adjunta a los actores directos, ocurre porque los antecedentes por los que
se encuentran en dicha situación son de carácter político; las implica ex-
tensivamente y no desaparecen con la muerte del militante. Al contrario,
a partir de esta, tiende a reproducirse o perpetuarse. Además, los indivi-
duos, en este caso las mujeres solas y aisladas, no pueden preservarse pues
el problema sin duda va a afectar comunidades y su repercusión amplia-
da genera eventualmente un fenómeno social. Hecho que tiende a diri-
mirse colectivamente mediante uno o varios recursos de asociación. Uno
de ellos es la red de mujeres viudas.

La red está constituida cotidianamente como estrategia para establecer
un continuum en la reproducción cotidiana entre la protección y la segu-
ridad a la vida, la reinstalación de la unidad doméstica, el trabajo extra
doméstico remunerado, la creación de una sociabilidad y la búsqueda de
bienes y servicios individuales, y colectivos dirigidos al mejoramiento del
entorno vecinal.

Si se nos exigiera clasificar la red podríamos decir que tiene un funcio-
namiento exo-céntrico; es decir, que está abierta a la interacción entre
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movilización forzada, en la llegada a la ciudad, “a donde las compañeras”,
“a donde las hermanas”; en algunos casos también puede ser “donde los
parientes”, donde “las amigas” o a referencias certeras de otras mujeres
que “sin duda les ayudarán”. No es condición conocerse con anterioridad.
Ellas, las mujeres que se movilizan, tienen un nombre, un dato, una señal
de cómo y a dónde deben llegar. Generalmente se trata de un enlace de
mujeres; es decir, la conexión efectiva para la nueva viuda y su grupo se
resuelve en la ciudad a través de las otras mujeres. Son las mujeres, una
mujer, quienes la reciben y la ubican inicialmente al interior de una vi-
vienda; posteriormente, su instalación más definitiva comienza por la
adjudicación de un rancho, o un lugar. La localización del rancho que es
en la misma zona se demora aproximadamente entre una semana y un
mes. La habilitación básica del rancho es rápida y su dotación es un asun-
to social, femenino, local, con materiales precarios. Cuando se le adjudi-
ca un terreno, es la red de mujeres, a través de su trabajo quienes constru-
yen el rancho; lo hacen lenta y progresiva, pero efectivamente. Cuando la
instalación ocurre el mismo día de su llegada es porque ella fue anuncia-
da y esperada, lo cual anuncia un privilegio. En los casos de nuestra mues-
tra tenemos que 2/3 de las mujeres llegaron a través del “movimiento”,
con o sin anuncio anterior. 

Cuando se trata de acudir donde los parientes de las mujeres, pueden
llegar con o sin aviso previo. Inicialmente viven con ellos e inmediata-
mente buscan o se moverán a un rancho individual en la misma zona, a
través de las conexiones de ellos, o de la red de mujeres viudas. Los parien-
tes sin duda son un recurso típico de la migración (Massey, Durand y
Riosmena, 2006; Requena, 1994; García, Muñoz y Oliveira, 1982), y en
este caso serán un recurso importante de apoyo a la movilización forzada.
En el grupo de nuestra muestra tenemos que 1/3 de las mujeres llegaron
a través de los parientes y en la zona de estudio tenemos que de una po-
blación aproximada de 262 mujeres viudas de guerrilleros, 76 confirman
el enlace y la importancia de los parientes como el soporte en esta movi-
lización perentoria. 12 Ubicarla es habilitarla o dotarla de conocimientos, códigos, posibilidades laborales, etc. en el

medio urbano. 
13 Al interior de la organización el compañero o el hermano es un combatiente, es un par en la

vida y los acercó la condición trascendente de su lucha, por la cual queda establecido el
reconocimiento que tiende al parentesco social y político. 



barrio. Aproximadamente el 80 por ciento de los jefes de hogar, son muje-
res solas con sus familias o grupos domésticos y de estas la gran mayoría
son viudas de guerrilleros, De esta manera, el presidente de la Junta es co-
nocedor de qué mujeres llegan a refugiarse, de cuándo llegan, de con
quién llegan, de cómo vienen; de su procedencia, del enlace de sus cón-
yuges y de las implicaciones inmediatas de su llegada. Todo lo cual repre-
senta una información confidencial lo que se traduce en acciones estraté-
gicas que posibilitan cubrir la condición clandestina de sus habitantes. Es
necesario mencionar que no hay un explícito compromiso ideológico,
político o militar entre el presidente o los integrantes de la Junta y la orga-
nización guerrillera. Las acciones estratégicas bajo las que se protege la
identidad de las mujeres están entramadas en diferentes presiones que
obligan acciones estratégicas de supervivencia política a todos. Lo que
queda indicado es un claro conocimiento de las características sociopolí-
ticas paralelas de las mujeres por parte de todos los habitantes del barrio,
por lo que los integrantes de la Junta –que cambia cada año— siempre
están enterados de su composición.

El carácter horizontal de la Junta frente al funcionamiento de la red de
mujeres se manifiesta en que los integrantes de la primera son líderes
barriales y convocan la participación de la población en diferentes activi-
dades colectivas en pro de todos o de algunos que requieren específica-
mente un apoyo, y esto se da a través de las jornadas de trabajo comuni-
tario como “mingas”, “comidas colectivas” y “apoyos colectivos”. Las con-
vocatorias de la Junta dirigidas a realizar trabajos comunitarios o en pro
de alguien, se hacen periódicamente –en promedio una vez al mes– y estas
acciones pueden favorecer o ayudar indirectamente las acciones de la red
de las mujeres, pero no se expresan como su propósito central. Las accio-
nes de la Junta no se oponen ni se superponen estratégicamente a las
acciones de la red de mujeres. Actúan horizontal y veladamente. Las viu-
das de guerrilleros no hacen parte de la Junta debido a la vulnerabilidad
pública de su condición y a una estrategia política de anonimato. Sus
interacciones locales ocurren principalmente entre las mujeres pares, al
interior de la red y entre parientes, si los hay. 

Antes de la llegada de una viuda a la red, preexiste un funcionamien-
to de organización solidaria cuyo desarrollo actual se deriva de la conjun-
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todas sus integrantes en la dinámica de todas con todas. No depende de
un centro o de una organización sistémica para funcionar. Sólo tiene
implícitamente una condición de inclusión y pertenencia de sus integran-
tes a partir de la cual es posible la interacción permanente: ser viudas de
guerrilleros. La vinculación y el mantenimiento en la red se hace a través
de la mujer viuda, y los miembros de su grupo son su base familiar y
doméstica, pero el enlace es personal no familiar. Es decir, el enlace se
mantiene permanentemente a través de las mujeres. 

Esta red en la que se insertan las viudas de guerrilleros es una organiza-
ción de acuerdo previo implícito en su interior, que pretende garantizarles
resguardo y auxilio, y al mismo tiempo un reconocimiento de su situación,
cuya condición más íntima se asegura en la tradición del silencio y la pre-
caución de todas y entre todas, fundamentalmente hacia cualquier agente
exterior cuya confidencialidad no haya sido reconocido y probado.

La red de mujeres viudas de la guerrilla se conecta horizontalmente
con otra organización de acción colectiva a nivel barrial: la Junta de
Acción Comunal (JAC)14. Estamos hablando de barrios de Popayán, capi-
tal de Cauca que están incluidos dentro de la organización urbana muni-
cipal y en consecuencia hacen parte del Plan de Ordenamiento Territorial
(POT)15. Estos barrios están distribuidos en manzanas o cuadras con 369
viviendas, que alojan aproximadamente 1903 personas. De esta pobla-
ción, tenemos que 202 son mujeres viudas de guerrilleros y por lo menos
en cada barrio, la tercera parte de la población está relacionada como fa-
miliares o asociados a su grupo doméstico. 

La JAC tiene su propio funcionamiento a partir de las actividades
comunales de la población del barrio. Es dirigida por el presidente que
generalmente es un hombre y su composición interna es de hombres y
mujeres que tienen algún liderazgo interno. El presidente de las JAC y sus
integrantes tienen conocimiento de toda la población que habita en el
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14 La Junta de Acción Comunal es una organización cívica popular formalizada jurídicamente
cuyos principales fundamentos son la representación y participación popular democrática en el
contexto sociopolítico de la ciudad, y de organización y acción social en el contexto micro de
del barrio. Sus dignidades son elegidas por voto popular (Ley 743/2003 (junio 5), artículo 28).

15 Se trata de un plan que tienen todas las unidades municipales del país. En Popayán se sancionó
en octubre 29 de 1989, por el cual se crean 9 comunas –unidades urbanas que agrupan bar-
rios—y 23 corregimientos –zona rural del municipio—.



La red es nutrida por mujeres solas con sus familias. Los grupos
domésticos son la base social de la red de mujeres. Generalmente las
mujeres se movilizaron con los miembros de su grupo doméstico en el
que puede estar incluida o sumarse posteriormente otra mujer pariente
que puede ser la madre, hermana, prima, abuela, tía, comadre o una alle-
gada de siempre a la casa, la cual hará parte más o menos permanente en
su hogar. Son las mujeres las principales agentes de la red. Al haber con
frecuencia dos mujeres adultas permanentes en la vivienda, estas represen-
tan dos canales de conexión con la red, además de otras implicaciones co-
tidianas en la organización y reproducción interna de cada grupo domés-
tico. Sin ser una acción instrumental ni permanentemente calculada, las
nuevas mujeres activan progresivamente sus dispositivos de posiciona-
miento local social en la red o en la colectividad, de tal forma que ellas
intervengan, se involucren como un recurso estratégico de su funciona-
miento en ambas direcciones: hacia en interior de su grupo doméstico y
hacia el funcionamiento cotidiano espontáneo de la red. 

Las mujeres residentes a través de una “socialidad pausada”17 sugieren
el funcionamiento de la red a la recién llegada. Las mujeres saben de la
importancia y de la efectividad cotidiana de la red por lo que la disposi-
ción a aportar o a apoyar, se instala progresiva y rápidamente como un
continuum de acción hasta que queda incluido en el sentido práctico
cuasi-doméstico, cuasi-familiar. Es una forma de compensar en el corto
plazo el apoyo y la ayuda recibida cuando llegaron, además del manteni-
miento de una red necesaria para cada una, para su grupo doméstico y
para “las que vienen”. El corto y el mediano plazo son los horizontes de
equilibrio de la reciprocidad y del entroncamiento de la mujer viuda
como jefe de hogar en el intercambio recíproco de la red de mujeres.

Las acciones de apoyo, solicitudes, y respuestas al requerimiento y/o
intercambios posteriores a la llegada, entre las mujeres supone obviamen-
te que se trata de acciones al alcance inmediato de ellas, en los márgenes
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ción entre los siguientes vínculos aparentemente inconexos: el sentido de
la “relación solidaria” instituida como valor significativo en la organiza-
ción guerrillera y extensivo a las relaciones paralelas a través de una induc-
ción conciente hasta una orden totalitarista, que se filtra en circunstancias
y las relaciones umbrales que experimentan las mujeres pares. En este caso
la movilización forzada dirigida o no, sin otro recurso que la red; el desa-
rrollo de sentimientos y prácticas solidarias de las mujeres solas jefas de
hogar en sectores marginados urbanos ante otras mujeres en condiciones
total o parcialmente similares. Las expresiones de este orden son guiadas
por una o varias mujeres que actúan espontáneamente y se van constitu-
yendo como lideresas espontáneas de la organización barrial (Massolo,
1992); la solidaridad y hasta la complicidad entre la población de los sec-
tores migrantes urbanos y en condición marginada; y las organizaciones
civiles y ONG dirigidas a guiar y proteger las poblaciones migrantes y sin
techo16 en el proceso colectivo de obtención de vivienda urbana. 

Considerando que tenemos una población de mujeres que pueden o
no conocerse con anterioridad; que las 2/3 partes, aproximadamente, pro-
vienen de contextos rurales campesinos en los que por tradición familiar
y conyugal privilegian el trato social íntimo hacia el interior de la familia
inmediata; y, que por razones de seguridad político-militar tienden a la
máxima reserva en el trato social, las relaciones de apoyo y el acercamien-
to con algún contenido de confianza iniciales en la red de mujeres están
mediadas por el conocimiento que tienen las residentes antiguas de la
gran ausencia en la recién llegada, y de la presunción que tiene la recién
llegada de que la acción solidaria de las otras proviene de iguales, simila-
res o peores experiencias. 
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16 El hinterland de la ciudad es y era propiedad privada, es decir, terrenos que pertenecieron a las
haciendas aledañas, por lo que la ciudad no tenía terrenos de crecimiento urbano administrados
para tal fin por el Municipio. Sólo en 1991 con la Ley 009 se crea un banco de tierras para crec-
imiento urbano en el cual se incluye vivienda. Toda invasión o intento de asentamiento en estas
tierras sin el debido proceso de compraventa, caía en procesos judiciales civiles y penales. Razón
por la cual en Popayán han existido organizaciones que apoyan y/o dirigen los procesos popu-
lares de sectores marginales en la consecución y negociación, o invasión, de terrenos para vivien-
da. Actualmente la Corporación de Destechados para el Desarrollo Familiar (CODESCO) es
una organización que apoya procesos colectivos de consecución de vivienda y terrenos que se
apropian para vivienda de sectores urbano marginales.

17 Cuando recién llega una mujer, todas observan todo. El sentido de una socialidad pausada reside
en la práctica de reserva que tienen las mujeres y en el reconocimiento de los rasgos de sus expe-
riencias de vida. El sentido de la seguridad y de la inseguridad lo activan espontáneamente en lo
cotidiano e interactúan sobre la reserva, por ello al principio aunque las acciones de apoyo
fluyan, la socialidad es pausada. 



Conclusión 

La red es un recurso estratégico de supervivencia articulada al escenario
de conflicto sociopolítico, cuya estructuración se da por la acción de las
mujeres viudas posterior a una experiencia conyugal y familiar con uno
de los actores armados. Es una respuesta a la condición clandestina del
cónyuge, al desplazamiento forzado, a su necesaria instalación en centros
urbanos y a la extensión de la condición de viudas políticas como fenó-
meno social en Colombia. 

El acceso de las mujeres a la red ocurre en la mayoría de los casos por
contactos indirectos, de un dato, o una referencia, más que por relaciones
preestablecidas, con vínculos fuertes o débiles. En nuestros casos, las redes
suponen significativamente una función económica y política. Econó-
mica en tanto que activa su funcionamiento sobre carencias de la repro-
ducción cotidiana: domésticas, laborales, familiares y emocionales. Polí-
ticamente, porque implementa acciones dirigidas a mantener la condi-
ción vital, la protección de la identidad, la pertenencia a un colectivo que
por cuya procedencia busca la protección contra los efectos militares, y la
defensa de derechos ignorados o violentados en las dinámicas permanen-
tes del enfrentamiento. En ambos sentidos pulsiona por un restableci-
miento de la reproducción cotidiana interrumpida o impedida por los
imperativos del conflicto en su lugar de procedencia. 
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de su capacidad material, económica y de gestión. El intercambio de apo-
yos y favores es un hecho cotidiano que fluye sobre la inmediatez de la
necesidad. 

No hay un sentido planeado o futurista. El mayor plazo de acción
efectiva entre varias mujeres es “el fin de semana” o “la otra semana”. Lo
corriente, lo permanente, es la solución a la necesidad diaria, por lo que
toda acción se busca sobre la solución instantánea. Las acciones están diri-
gidas a solucionar demandas de alimentos, bienes del menaje doméstico,
dinero, trabajo, salud y medicamentos, y socialidad del mundo femenino.
Estos requerimientos significan préstamos, intercambios, informes, dona-
ciones; en general, la circulación con un efecto de retorno o compensa-
ción en el corto tiempo.

Las relaciones de parentesco pueden otorgar un sentido de mayor cer-
canía entre las mujeres y sus familias, pero el parentesco no garantiza per
se una relación de reconocimiento, apoyo o intercambio incondicional, ni
de sociabilidad. Esto depende de las historias familiares y/o puede darse
más circunstancialmente. La mujer viuda de un guerrillero elige en fun-
ción de su condición y de su supervivencia la paridad de la red. La red de
mujeres prima sobre el parentesco18.

La red de mujeres viudas de la guerrilla practica un sistema apoyo soli-
dario permanente, desde los recursos que pueden compartir y reciclar.
Siempre están observando todo en virtud de la capacidad de recurso que
significa un objeto para disponerlo en solventar una necesidad de ellas o
de las otras, sus compañeras. En este sentido las acciones solidarias tienen
una dirección específica en la otra, en la compañera, en la familia de las
otras y en la vivienda de las otras. 

La red no recibe apoyo económico de las organizaciones guerrilleras,
sólo eventualmente y es dirigido a una persona o familia en particular,
pues estas no asumen el costo permanente de la condición de desventaja
social y política que enfrentan las mujeres y sus familias posterior a la viu-
dez, el desplazamiento forzado, la marginación, y la insuficiencia de su
capacidad laboral frente al mercado de trabajo urbano.
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18 En virtud de que las mujeres llegan con sus grupos domésticos relativamente constituidos, las
relaciones de parentesco afín en el corto plazo no tienden a fortalecerse. Lo que se fortalece son
las relaciones diádicas entre las mujeres a partir del eje organizador de lo doméstico. 
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Resumen

En los noventa, los altos niveles de desocupación masculina, en el Gran
Buenos Aires, obligaron a muchas mujeres a salir a trabajar, ya no sólo
para colaborar con el ingreso masculino, sino para cumplir el rol de prin-
cipal proveedora del hogar. El presente trabajo explora las estrategias de
sobrevivencia y políticas utilizadas por las mujeres de sectores populares
durante las últimas dos décadas, focalizando la atención en cómo se gene-
ran recursos para la supervivencia y la movilidad social.

Palabras claves: acción colectiva, mujeres desocupadas, estrategias de
supervivencia, Gran Buenos Aires.
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su identidad en un proceso de articulación con otros/as, es quien más
posibilidades tiene de conformar redes. En la constitución de redes socia-
les existen diferentes niveles donde cada uno sirve de apoyo al siguiente.

Ser miembro de un campo requiere del reconocimiento de los otros/as.
En este nivel se trata de aceptar al otro/a. Es el primer punto para empe-
zar a construir: reconocer que el/la otro/a existe. El/la otro/a puede apor-
tar cuestiones significativas, importantes y diferentes a mi propia perspec-
tiva. La membresía de un actor se establece de acuerdo a su compromiso
con el tema de interés compartido y al grado en que sus ideas, opiniones y
acciones son consideradas pertinentes por otros participantes de ese cam-
po, situación que refiere al nivel de conocimiento de los/as otras/os.

Es a partir del conocimiento que pueden producirse situaciones, o epi-
sodios de colaboración. Se trata de una ayuda espontánea. No es desinte-
resada, pues se espera reciprocidad, es decir, colaboración. Cuando las ac-
tividades se comparten con frecuencia se habla de “colaboración sistemá-
tica”, nivel que se caracteriza por haber alcanzado no sólo reconocimien-
to y colaboración sino también confianza mutua, vale decir, la asociación.
En ésta, la actividad compartida se profundiza y se comparten objetivos y
proyectos.

Las redes sociales son fenómenos tan antiguos y espontáneos como las
relaciones humanas. Existen desde siempre, pero en cada coyuntura adop-
tan formas diferentes. En las últimas décadas esta forma de organización ha
inspirado tanto la conformación de empresas transnacionales como a los
movimientos sociales empeñados en confrontar con ellas. Prestigiosos inves-
tigadores vienen señalando la importancia de las redes sociales para com-
prender los procesos movilizatorios (Klandermans, 1992; Melucci, 1989). 

Por esta razón, “la noción de red adquiere una multiplicidad de for-
mas que van desde una estructura relativamente sencilla hasta transfor-
marse en un modo de organización difícil de comprender. Cada punto de
articulación que se logra se constituye en un nodo y es ese nodo el que
posibilita la creación de un escenario para una acción transformadora”
(Causa, 2001). Dichas redes han crecido exponencialmente con la incor-
poración de las tecnologías de información y comunicación, principal-
mente con Internet conformando complejas articulaciones locales, nacio-
nales y trasnacionales.

Mujeres piqueteras: ¿novedades en la feminización de la pobreza?

217

Adriana Causa

216

Redes sociales: 
escenario para una acción transformadora

Las redes sociales1 existen desde siempre, sólo que en cada coyuntura
sociopolítica y económica asumen formas y acepciones diversas.
Consideramos en esta categoría a redes de personas, de grupos, de orga-
nizaciones, de instituciones que conectan o vinculan sujetos. La unidad
básica del vínculo en las redes es la relación que establecen los sujetos en
torno a un asunto específico, centro de iniciativas y debates, al que tam-
bién se ha denominado “dominio o campo político” (Knobe y Laumann,
1987). Los campos varían según el tema que los convoca (área de interés
específica), el tamaño (con el número de personas involucradas), el con-
tenido de los vínculos (transferencia de información, apoyo, recursos
financieros), la direccionalidad de los mismos (recíprocos, no recíprocos),
la frecuencia con que se dan, su densidad y su fortaleza o debilidad. La
posición social que ocupan sus principales entidades o personas incide en
el acceso y articulación a los recursos políticos y sociales y varían a través
del tiempo, por los cambios internos y por las condiciones socio-políticas
y económicas exteriores (nacionales e internacionales). El espacio donde
hacen nudo los lazos, denominado nodo de la red, lo realizan personas
individuales, grupos, estados-nación, entre otros. 

En los dominios, no todos los sujetos ocupan una misma posición;
pueden así ser centrales o marginales. Son centrales quienes pueden ejer-
cer mayor influencia en las decisiones colectivas. Dicha influencia puede
estar dada por la amplitud de sus vínculos, por la incidencia sobre quie-
nes toman decisiones, por su propio poder en estas instancias, por su visi-
bilidad social, por sus conocimientos, por su disponibilidad de recursos,
etc. En el proceso de construcción de redes2, el sujeto que no teme perder

1 La expresión “red social” cuenta con una larga y vasta trayectoria conceptual, motivo por el cual
ha sido definida desde diferentes perspectivas teóricas y disciplinarias. Las Ciencias Sociales han
utilizado el concepto de red social como instrumento de análisis que permite la reconstrucción
de los procesos interactivos de los individuos y sus afiliaciones a grupos, a partir de las relacio-
nes interpersonales construidas cotidianamente (Barnes, 1987:159-192). 

2 Los niveles de construcción de redes que se expresan en este trabajo son el resultado de un “mix
propio” elaborado a partir de propuestas sugeridas por autores tales como Wellman (1999);
Knobe y Laumann (1987); Dabas (1995); Souto Maior y Stelzig (2004).



neda. Algunas de ellas fueron entrevistadas en los dos periodos mencio-
nados (2004-2006). Pertenecen a diferentes organizaciones del movi-
miento de trabajadores de desocupados, ubicadas en diferentes barrios y
localidades del municipio. Además, realizamos un corte generacional en-
tre quienes tienen más y menos de 40 años6.

El contexto: Avellaneda

Avellaneda es un municipio lindante con la ciudad de Buenos Aires. Está
separado de esta última por el Riachuelo (estrecho río altamente contami-
nado que desemboca en el Río de La Plata) y articulado a través de cua-
tro puentes. Históricamente formaba parte del continium denominado
Barracas al Sur, hasta su consolidación como espacio local independiente
de la ciudad de Buenos Aires, producto del aumento de la población esta-
ble y de la actividad industrial, conformada principalmente por curtiem-
bres y metalúrgicas. 

La situación de dicho municipio durante la década de los años 1990,
no estuvo al margen de los cambios acaecidos en el modelo macroeconó-
mico argentino ni de los efectos de la globalización. La administración
municipal, haciéndose eco del discurso y las prácticas políticas y econó-
micas de la época, ante la progresiva desindustrialización y el discurso de
la denominada descentralización, transforma la otrora ciudad industrial
en una ciudad shopping; es decir, se realizaron negocios inmobiliarios en
muchos casos desventajosos para la ciudadanía local con grupos transna-
cionales, privilegiando entre otras cuestiones, el modelo de ciudadano-
consumidor y permitiendo la desaparición de pequeños y medianos
comercios locales (Bertini, 1996: 115-132).

El paisaje urbano mutó en un cementerio de galpones y fábricas aban-
donadas, barriadas carentes de los mínimos servicios comunitarios, hom-
bres, mujeres y niños sumados a la economía informal y de sobrevivencia.
Con la agudización de la crisis del empleo para inicios del año 2000, era
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Acerca de la metodología 

Durante el año 1995 realicé observación participante y entrevistas semies-
tructuradas a mujeres coordinadoras o responsables de comedores comuni-
tarios y cooperativas de trabajo y vivienda ubicadas en el conurbano bona-
erense, en los municipios de Avellaneda y Quilmes3. En aquella oportuni-
dad pude constatar algunas de las estrategias de supervivencia utilizadas por
mujeres de sectores populares, además del funcionamiento de las redes per-
sonales y la injerencia de los planes sociales sobre dichas redes. Posterior-
mente, profundicé esas observaciones en el marco del proyecto de investi-
gación “La configuración de organizaciones y redes de mujeres desocupa-
das: el rol de las redes tecnológicas en las redes sociales de mujeres”4. En esta
oportunidad, el trabajo de campo fue realizado durante dos periodos, 2004
y 2006 y se aplicaron partir de 20 entrevistas a mujeres de sectores popula-
res que participan o participaron en diferentes organizaciones que confor-
man el movimiento de trabajadores/as desocupados/as en el sur del Gran
Buenos Aires, a quienes se las denomina piqueteras por participar en accio-
nes de cortes de rutas y calles en demanda de empleo y acceso a programas
sociales que les garanticen la supervivencia. Las entrevistadas se selecciona-
ron a través de la técnica de bola de nieve5, privilegiando que hubiese por
lo menos dos mujeres de la misma organización ubicadas territorialmente
en diferentes grupos y de diferentes edades. Dichas entrevistas se realizaron
en la casa o en el emprendimiento de las mujeres entrevistadas.

Para la elaboración del presente trabajo se seleccionaron trece entrevis-
tas a mujeres piqueteras ubicadas geográficamente en el partido de Avella-

3 En el marco de una investigación exploratoria sobre mujeres y hábitat. Instituto de Investiga-
ciones Gino Germani, Universidad de Buenos Aires,

4 Proyecto de Reconocimiento Institucional de Investigaciones Acreditadas, Resolución del
Consejo Directivo N° 2123 2006-2007. Secretaría de Investigación, Facultad de Ciencias
Sociales, UBA. Resolución CD Nº 916/02. El proyecto analiza la red de mujeres desocupadas
participantes del movimiento de trabajadores/as desocupados/as – piqueteras – a partir de dife-
rentes conceptualizaciones sobre redes sociales, la trama de la pobreza, el trabajo no remunera-
do, la relación con las tecnologías de información y comunicación y el uso del tiempo en las
mujeres de sectores populares. 

5 Bola de nieve se refiere a una técnica de muestreo no probabilística que consiste en seleccionar
una muestra inicial o básica de individuos y establecer en cada entrevista qué nuevas personas
de la población en estudio han de entrevistarse, para así integrar la muestra completa.

6 Suponíamos que quienes tenían más de 40 años habían participado de experiencias de trabajo
comunitario durante la crisis de fines de los años 1980.



En Argentina, en los discursos de los militares de turno, la mujer fue
ubicada como la figura central y funcional de la “célula básica” de la socie-
dad, como se denomina a la familia. Por cierto, no se hacía referencia a
otro tipo de familia que no fuera la familia patriarcal, conservadora y
represiva.

Los procesos económicos inflacionales y de desabastecimiento previos
al golpe militar de 1976 y durante los primeros meses del mismo, impli-
caron a las mujeres en redes de consumo comunitarias que se disolvieron
en cuanto se estabilizó la situación económica. No obstante, los funcio-
narios del régimen aprovecharon para deslizar la aprobación del control
en los precios de los productos de primera necesidad por parte de las
mujeres como parte del discurso del control y del disciplinamiento de la
sociedad en su conjunto (Laudano, 1995). También es necesario recordar
que muchos lazos familiares directos e indirectos fueron un importante
soporte emocional y económico para atravesar el miedo y el terror impe-
rante de la época.

Después de la denominada “década perdida” para América Latina,
caracterizada entre otras acciones por las políticas de ajuste y la retracción
del Estado del ámbito de lo social lo cual implicó que se agravara una cri-
sis que no tenía visos de ser resuelta, muy por el contrario se produjo un
aumento significativo y progresivo en el deterioro de las condiciones de
vida de los sectores medios y populares. En Argentina, a fines de la déca-
da de los años 1980, llegan los efectos de la globalización y se impone una
crisis económica, caracterizada por un fuerte proceso hiperinflacionario
de bienes y servicios. Ante este escenario, una vez más la familia o unidad
doméstica debe responder ante la crisis. 

En esta ocasión, muchas mujeres habitantes de barrios populares
debieron organizarse colectivamente en redes –más o menos estructura-
das– para poder garantizar las “necesidades básicas” para la reproducción
de la vida familiar y comunitaria o, mejor dicho, como señala Carrasco
(2003) “necesidades humanas”, porque se trata de de bienes y servicios,
pero también de afectos y cuidados. Se trató de medidas de urgencia que
constituyeron comedores y ollas populares, así como compras comunita-
rias que, sin embargo, en esa oportunidad no implicaron “modelos” orga-
nizativos alternativos a la vida doméstica (Jelin, 1998:103). Cabe desta-
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notorio el aumento de personas que, desalentadas por la falta de posibili-
dades de conseguir empleo, ya no se trasladaban para una nueva búsque-
da y circulaban por las calles de las barriadas como intentando sostener las
escasas redes personales (familiares y vecinos).

Redes, crisis económica y el nuevo orden

Las mujeres de sectores populares en América Latina, desde hace varias
décadas necesitan aprovechar las oportunidades que la estructura social
y productiva ofrece en cada coyuntura. Las situaciones de crisis econó-
mica y desempleo tienen implicancias en la intensificación del trabajo
de todo el grupo familiar, pero particularmente en el caso de las muje-
res se dinamizan o construyen redes sociales, se incrementa el trabajo
asalariado, el doméstico y las actividades comunitarias tendientes a sos-
tener y/o mejorar las condiciones medioambientales de su barrio y/o
comunidad.

Durante los años de 1970, en América Latina se produjeron cambios
en la estructura económica y socio-política. En el Cono Sur, la irrupción
de gobiernos de regímenes militares trajo aparejado un nuevo orden eco-
nómico y social. Se dejaba atrás el modelo de sustitución de importacio-
nes ligado al desarrollo industrial y al abastecimiento del mercado inter-
no y se instalaba la inversión financiera y el ingreso de una importación
sin límites que destruyó el aparato productivo, generando el fin de la
industrialización y, por ende, la expansión del desempleo, pero, como nos
dice Svampa (2005:22) dichos cambios “comenzarían a tornarse visibles
durante los años 80”. Dicha situación es narrada por una de nuestras
entrevistadas:

“…uno bien puede decir que la crisis empezó en el 2001, en realidad para
mí la crisis empezó mucho antes…o sea, la crisis empezó en el ’76, con-
vengamos. Que los resultados de la crisis los estamos viendo ahora, es otro
tema. Pero la crisis empezó en el ’76” …(Entrevista. Georgina, 29 años,
2004).

Adriana Causa

220



Es sabido que la pobreza representa un fenómeno complejo. Nuestras
entrevistadas se refirieron a dicha situación a través de la idea de privación
de las necesidades básicas y/o de la insuficiencia de ingresos, es decir, alu-
dieron a la insuficiencia de medios económicos, pero no hicieron referen-
cia al “fracaso de las capacidades básicas para alcanzar determinados nive-
les mínimamente aceptables de vida (Aguirre, 2003a: 126). En otras pala-
bras, dicen lo mismo que los economistas tradicionales y lo que reprodu-
cen los medios masivos de comunicación, que es referirse a la escasez de
medios y no al logro de determinados fines.

Pero simultáneamente quienes tenían al momento de la entrevista más
de 40 años, señalaron que los procesos hiperinflacionarios de fines de los
años 1980 habían sido el detonante de una agudización del empobreci-
miento y que en aquel momento se vieron en la necesidad de involucrar-
se en comedores comunitarios, en actividades “solidarias” y algunas acce-
dieron como beneficiarias de planes sociales (Plan Trabajar, Plan Vida).
Sin embargo, aún había empleo, según recuerdan varias mujeres:

“Yo creo que la época dura vino para la época de Alfonsín, cuando se
empezaron a tomar los supermercados, saqueos, todo eso,…, en el barrio
ya estaba organizada la ‘copa de leche’8 y yo era la secretaria del Club de
Madres” (Rita, 47 años, 2004).

“En el ‘88 yo manejaba un comedor, también. Cocinábamos con fuego,
agua hasta acá (rodilla), porque nos inundábamos” (Graciela F., 48 años,
2004).

En otras palabras, las estrategias de supervivencia que las mujeres pusieron
en funcionamiento ante la crisis hiperinflacionaria, múltiples, heterogéneas
a veces novedosas no contaron con una valoración positiva por parte de
nuestras entrevistadas, probablemente porque también ellas sean deposita-
rias del discurso social que desvaloriza el trabajo comunitario de las mujeres.

El denominado fenómeno de la “feminización de la pobreza” en
América Latina tiene varias décadas y se refiere al hecho que hombres y
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car que, no obstante, en algunos casos, de aquellas iniciativas devinieron
importantes “estrategias de supervivencia” como el grupo de mujeres
autodenominadas “madres de intervillas”, quienes pasan a ser las distri-
buidoras de los recursos para los primeros comedores comunitarios desde
la Subsecretaría de Desarrollo Social de la Municipalidad de Buenos Aires
(Russo, 2005). 

La noción de estrategias de supervivencia no es unívoca conceptual-
mente, pero cuenta con importantes trabajos (como los de Duque y
Pastrana, 1973 y Anderson, 1991). Este trabajo incorpora el marco con-
ceptual que ofrece Anderson (1991), quien aborda las estrategias de su-
pervivencia en cuanto al acceso y la distribución de bienes y servicios
entre los miembros de sectores populares (Anderson, 1991:37). 

La crisis por la distribución de los bienes materiales y simbólicos, es
decir, el nivel de vida, no es sólo una manera de sobrevivir sino también
una manera de relacionarse y de valorar (Jelin y Feijóo, 1980: 9). En la
zona sur del Gran Buenos Aires, la crisis de la cuestión urbana y la preo-
cupación por el acceso y mejoramiento del hábitat visibiliza a las mujeres
como las principales organizadoras de comedores, guarderías comunita-
rias, salas de primeros auxilio, cooperativas de tierra y vivienda, etc., sólo
por mencionar algunas experiencias conocidas por mí en el año 1995 en
las localidades bonaerenses de Avellaneda y Quilmes7.

Durante la investigación sobre mujeres piqueteras, le preguntamos a
nuestras entrevistadas a partir de cuando había empezado para ellas la cri-
sis económica y del empleo; las respuestas fueron heterogéneas. Algunas
narraron que, dado que provenían de familias humildes, desde siempre
habían estado inmersas en situaciones de pobreza y en sus vidas “la plata
nunca alcanzaba”. 

“Qué sé yo! Siempre viví en crisis, siempre me faltó la plata y hubo mo-
mentos en que me faltó de comer, pero gracias a Dios me ayudaban los
vecinos o salía hasta el mercado de Avellaneda a juntar las frutas y las ver-
duras que no podían vender” (Amelia, 56 años: 2005).
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7 La experiencia mencionada formó parte del trabajo de campo realizado en el marco de una
investigación exploratoria sobre mujeres y hábitat del Instituto de Investigaciones Gino
Germani, Universidad de Buenos Aires.

8 Copa de leche o merenderos son espacios organizativos comunitarios en barrios cadenciados que
inicialmente ofrecen merienda a niños/as y ancianos/as.



Tanto en los casos mencionados como en la bibliografía de las últimas
dos décadas (Aguirre, 2003a y 2003b, Carrasco, 1998, Arraigada, 2002,
Anderson, 1991), la participación femenina ante las economías recesivas
y las políticas de ajuste estructural pone de manifiesto que ya no se trata
del denominado triple rol. Desde hace varios años las analistas insisten en
señalar el cuádruple rol de las mujeres, cuando a las funciones de trabaja-
doras en el ámbito doméstico, como generadoras de ingresos y como ges-
toras del trabajo comunitario además, se las visibiliza como responsables
de los cuidados familiares. Esta última, junto al trabajo doméstico, no tie-
ne reconocimiento social y demanda largas jornadas de actividades que
producen intensos deterioros personales. 

“Cuido mis nietos porque mi hija está trabajando pero así no se puede
porque me están matando a mí. Son dos criaturas que tengo que atender
estar atenta que no se golpeen que esto que lo otro, que si se enferman,
más mi mamá que vive aquí al lado también corro para ella, por suerte
ahora no está funcionando la costura por eso le dije a mi hija sólo hasta
fin de mes y ya no más, pero cocinar cocino todos los días…porque así
somos los pobres…así me enseño mi mamá aunque este sola igual coci-
no. Pero me canso” (Rita, 53 años, 2004).

La construcción de espacios social domésticos politizados

Durante la década de 1990, la administración del gobierno Menemista,
de corte neoliberal, profundizó el plan de gobierno caracterizado por la
valorización financiera, la privatización de empresas públicas y el achica-
miento del Estado. El resultado de las acciones implicó un escandaloso
aumento en los niveles de desempleo, precipitó a amplias franjas de la
población argentina (12 millones de personas) por debajo de la línea de
la pobreza. De la siguiente forma lo expresaron nuestras entrevistadas.

“En la época de Menen, mis patrones fueron empeorando económica-
mente y de a poco fui perdiendo mis casas” (Maria, 40 años, 2006).
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mujeres experimentan las situaciones de pobreza de diferente manera.
La asimétrica conformación social entre otras desigualdades, implica
que las mujeres cuentan con menos oportunidades para salir de la po-
breza que los hombres, por lo tanto la escasez de recursos acentúa la de-
sigualdad.

En el caso de las mujeres entrevistadas, sólo cinco de las trece seleccio-
nadas para este trabajo contaban con el secundario completo, la mayoría
tenía un nivel de instrucción de secundario incompleto, habiendo aban-
donado durante los dos primeros años, algunas por no poder compatibi-
lizarlo con trabajos remunerados y no remunerados que cada vez les im-
plicaban más tiempo. Se refirieron a trabajos precarios, es decir informa-
les, altamente flexibilizadas y de baja calidad teniendo en cuenta que no
tenían competencias laborales que les permitieran acceder a trabajos cali-
ficados. Otras habían dejado de estudiar por haber formado una familia
y tener hijos a cargo.

“Yo estudié hasta segundo año de la secundaria…y dejé porque tenía que
trabajar porque en casa ya no alcanzaba la plata para comer, vestirse.
Somos muchos. Somos siete hermanos. Yo soy la mayor, entonces había
que ayudar en la casa para que entre la comida… Trabajaba en estampi-
llado, en limpieza, en esas cosas (Estela, 29 años, 2004).

La vida doméstica de las mujeres de sectores populares, la vida de nues-
tras entrevistadas, es agotadora por el tiempo y el desgaste físico y emo-
cional que requiere la gestión de los recursos para la reproducción de la
vida. Por lo general, en la medida que se agudizan las crisis económicas y
del empleo, ellas acceden a medios de transportes sólo cuando es estricta-
mente necesario porque parte de la economía doméstica implica no gas-
tar en movilidad; como por lo general no cuentan con guarderías cargan
con niños, lo cual hace más lenta la marcha: Además, recorren múltiples
comercios para conseguir los productos más baratos. La atención de las
enfermedades implican esperas de muchas horas en los centros de salud,
en los cuales cada vez hay menos recursos humanos y materiales. Auxilian
emocional y económicamente a vecinas, amigas y familiares (sólo por
mencionar algunas condiciones inherentes al empobrecimiento).
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Hogar Desocupados9, para muchas mujeres desocupadas del Conur-
bano Bonaerense impulsó/inició un proceso de autonomía personal
debido a que fueron las receptoras de la transferencia. En medio de la
más profunda crisis económica, las mujeres pasaron a desempeñar el rol
de proveedora principal del hogar y además se involucraron en activida-
des de movilización social, por las que recibieron el nombre de “pique-
teras”. 

Cuando le preguntamos a nuestras entrevistadas en el año 2004 qué
significaba ser piqueteras, si bien todas coincidieron en que “les cambió
la vida” las expresiones fueron diversas. Algunas de ellas hicieron referen-
cia a un sentimiento positivo de orgullo, de dignidad personal y social.

“Estoy orgullosa de ser piquetera, que sin lucha una no hace nada”
(Susana, 36 años, 2006).

Para mí, en mi condición de desocupada, es un orgullo porque hay mu-
chísima gente desocupada y muchos de ellos lamentablemente no están
en la lucha... Creo que la mujer o el hombre que empieza a luchar y sien-
te lo que es el piquete, hace un cambio muy grande y es muy difícil vol-
ver a quedarse en la casa a esperar que alguien te resuelva el problema”
(Zulema, 47 años, 2004).

“Ser una luchadora más. Todo cambio porque encontré un lugar donde
luchar en este lugar, esta en la calle y lo hago yo personalmente no un po-
lítico por mí” (Nora, 60 años, 2006).

Otro grupo, se subdividía entre aquellas que basadas en la militancia de
la necesidad manifestaron sentimientos negativos hacia su condición de
piquetera. Por ejemplo, Mirta, de 47 años, se dirime entre una elección
“autónoma” y la reproducción del rol históricamente asignado a las muje-
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“Yo creo que en el 2001, soy medio bruta, pero yo en esa época tenía tra-
bajo de lunes a sábado, salía de una casa entraba otra, rechazaba a las
patronas muy jodidas o muy rompe cocos. Pero en diciembre del 2001
todo se vino abajo. Hubo gente que se quedó sin trabajo, entre esos mis
patrones y tuvieron que echarme a mí (Susana 36 años, 2006).

Nuevamente, las mujeres de los sectores populares salieron del ámbito
doméstico para asumir la gestión de las tareas comunitarias. En esta
oportunidad, el fenómeno de la desocupación en la población masculi-
na tuvo implicancias novedosas al interior de las familias (Svampa y
Pereyra, 2003). El aumento masivo de desocupación de la población
masculina permitió que el que fuera en otrora uno de los “baluartes” de
la sociedad capitalista, el imaginario del modelo “hombre-provee-
dor/“mujer-ama de casa”, dejara paso progresivamente a otro modelo
familiar. La participación de los hombres en las tareas del hogar se ha in-
crementado pero en términos de “ayuda” no como co-responsable de las
tareas domésticas.

“Cambió el que estamos todo el tiempo afuera, que a veces llegas a casa y
¡uy! No compramos para comer, son las nueve de la noche, cerró todo y
ahora que comemos, no hay nada. No tampoco hay fideos. Y... qué se yo,
tomamos mate.”…Cuando llegas, es un desastre, los gatos no tienen
comida... Mi marido no se puede quejar porque lo conocí en un piquete,
si se queja, lo echo! (Georgina, 29 años, 2004).

“Estaba desocupada. Trabajaba mi marido, yo salí a trabajar de vez en
cuando porque...mi marido trabaja de pintor, pero él estuvo desocupado
tres meses. Entonces tuve que salir a paliar yo, entonces salió ese Plan Tra-
bajar, empezaban pagando $ 250 y después fueron bajando” (Graciela F.,
48 años: 2004).

Ser piquetera ayer y hoy

El Estado a través de los diferentes planes sociales generó impactos de
género en sus acciones. La implementación del Plan Jefas y Jefes de
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9 El Plan Jefes y Jefas de Hogar Desocupados es un programa nacional de subsidios que el gobier-
no nacional, puso en funcionamiento durante el año 2002. Dicho subsidio tiene como benefi-
ciario/a a personas desocupadas pobres con hijos menores de 18 años, discapacitados de cual-
quier edad o con la mujer (jefa o cónyuge) embarazada. Actualmente existen alrededor de
1.500.000 beneficiarios. El conjunto de los movimientos de trabajadores desocupados cuenta
con el 10 por ciento de estos planes aproximadamente.



“Yo creo que la mujer es todo, en el piquete, es la mamá, es la que corre
por la hija, es la prima, es la empleada. Es la que pelea para que llegue el
peso a fin de mes, la misma que sale a pedir ¡Basta!! Porque no hay insu-
mos (de salud) para atendernos, porque hay lugares donde los pibes se
están cagando de hambre” (Rita, 47 años, 2004). 

La redes, la movilidad social: entre el empleo y la educación

Cuando en el año 2006 iniciamos la segunda ronda de entrevistas el con-
texto había cambiado. El “humor social” se había modificado. Se percibía
un relativo orden, sumado al mejoramiento de las variables macroeconó-
micas. A nivel nacional, el gobierno de Néstor Kirchner inició un proce-
so de desmovilización del movimiento de trabajadores desocupados. Con
el sector de los denominados piqueteros “duros”11 produjo un proceso
paulatino de desgaste, pero por sobre todo la decisión política de evitar el
enfrentamiento y la represión policial ante las movilizaciones. Con las
agrupaciones más “dialoguistas” incorporó a algunos de sus líderes a la
gestión de gobierno. A nivel del Municipio de Avellaneda, había retorna-
do como jefe de gobierno un político perteneciente al Partido Justicialista.
Este había mantenido una estrecha relación con el menemismo, con los
sectores empresariales y con la antigua y nueva dirigencia municipal
“punteril” y “clientelar”. Si bien muchas de las condiciones sociales, polí-
ticas y económicas que habían dado lugar a la rebelión popular del año
2001 estaban vigentes, el mercado informal de trabajo había crecido, vale
recordar que el empleo informal afecta al 46 por ciento de los ocupados,
es decir a más de 6 millones de personas (INDEC, 2007a y 2007b). La
situación brevemente descripta fue reflejada en la narración de nuestras
entrevistadas. Todas estaban haciendo “changas”, precarias, inciertas pero
con trabajo/s remunerado/s. En su mayoría realizando tareas domésticas
y continuando como beneficiarias de los planes sociales. 

Al momento de las entrevistas percibimos en las narraciones falta de
optimismo cuando hacían referencia a su participación en el movimiento
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res de madre-ama de casa: “No es algo que me guste mucho, yo preferiría
ser ama de casa”. 

Los medios masivos de comunicación han influido notablemente en
la construcción de la identidad piquetera como en el caso de Estela: “No
me considero piquetera, los piqueteros son violentos.” Mientras otras
entrevistadas, afirmadas en la militancia de la convicción, la consideraron
una identidad necesaria para la coyuntura sociopolítica y económica:

“Algo que me gustaría dejar de ser, porque hoy al piquete se lo identifica
con la desocupación, con la marginalidad. Ojalá tengamos que dejar de
ser piqueteros, dejar de protestar porque los chicos se mueren de hambre,
porque llegas a un hospital y te morís antes que te atiendan, porque no
hay insumos, porque las chicas quedan embarazadas porque no hay pre-
vención...” (Georgina, 29 años, 2004).

“Es ser luchadora. Estoy luchando porque quiero mejor educación para
mis nietos, porque quiero que mis hijos puedan trabajar. No quiero reci-
bir solo un Plan, yo quiero tener laburo” (Rita 47 años, 2004).

Además, la participación progresiva de las entrevistadas a los Encuentros
Nacionales de Mujeres10, sumada a la interacción con mujeres activistas en
las filas de los diferentes grupos feministas fue incorporando a la discu-
sión diaria del espacio social doméstico temas que si bien no eran nove-
dosos pertenecían hasta entonces al plano de lo individual. La problemá-
tica de género comenzaba a perfilarse como parte de la praxis política.

Por último, la implementación de políticas sociales de corte neolibe-
rales por parte de los diferentes gobiernos, pero sobre todo por parte de
los gobiernos municipales, incrementó notablemente el cuádruple rol de
las mujeres como gestoras de dichas políticas basados en la larga tradición
patriarcal liberal, asociadas a las desvalorizadas tareas y actividades que
comprende la reproducción social.
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mujeres, es decir inherentes al género. 11 Agrupaciones asociadas mayoritariamente a partidos y sectores de “izquierda”.



ron, estimularon para retomar los estudios. Es decir, los lazos sociales tan-
to fuertes como débiles operaron como puentes para la toma de decisión.
Dicha situación no se condice con lo que sostiene la bibliografía más tra-
dicional sobre redes sociales, la cual afirma que son los lazos débiles los
que garantizan la movilidad social.

La política “punteril” no se modificó ante la opción de terminalidad
educativa por parte de las piqueteros y, por el contrario, la deserción en
las filas piquetera implicó que muchos dirigentes aumentaron el manejo
clientelar de los planes sociales (señalaron amenazas de baja del Plan, no
les avisaban cuando llegaban los bolsones de alimentos, no les iban a ges-
tionar la jubilación de ama de casa) para presionar a las beneficiarias en la
concurrencia a las movilizaciones:

“Tengo que faltar a la escuela para ir (a las movilizaciones), pero la Seño
nos comprende y nos quiere mucho” (Gilda, 23 años, 2006).

A modo de conclusiones

El aumento progresivo de la incorporación de las mujeres al mercado de
trabajo no es un hecho novedoso en Argentina, tampoco lo es que las
mujeres de sectores populares desempeñen trabajos de baja calificación
laboral y desarrollen lo que en otrora se denomino “el triple rol”. Pero es
importante señalar que los altos niveles en la desocupación masculina
obligó a muchas mujeres a salir a trabajar y ya no para colaborar con el
ingreso masculino sino como la principal proveedora del hogar.

En la cima de la crisis sociopolítica y económica de Argentina
(2001–2002), las mujeres no pudieron acceder al ya escaso trabajo preca-
rio. Muchos sectores pertenecientes a las clases medias, sus principales em-
pleadores, habían sido atrapados por la crisis económica y del empleo. Por
lo tanto, la principal estrategia de supervivencia fue sumarse como benefi-
ciarias del Plan Jefas y Jefes y con él a la contraprestación laboral que dicho
Plan les impuso y que en algunos escasos casos pudieron gestionar.

Nuestras entrevistadas son todas mujeres que participaban o partici-
pan en diferentes agrupaciones del movimiento de trabajadores desocupa-
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de trabajadores desocupados. Algunas mujeres, principalmente las menores
de 40 años, se movilizaban en pocas oportunidades, otras habían cambiado
de organizaciones y un último grupo había desertado de las filas piqueteras.
Ya no se referían a su inclusión en el Plan en términos de trabajo remune-
rado como lo habían hecho varias de las entrevistadas en el año 2004.

“El año pasado iba a los piquetes para cobrar el Plan y después me lo die-
ron, pero cuando no le pague más la cuota, me sacaron del Plan” (Marisa,
36 años, 2006).

“Bueno tenés que tener tiempo para ir de piquete y no sabes cuando vol-
ves, así que hay que dejar los chicos con alguien de confianza. Ahora que
tengo bastantes casas no siempre voy” (Nancy, 35 años, 2006).

Durante el año 2006 se produjo una modificación importante en Plan
Jefas y Jefes de Hogar Desocupados: como parte de la contraprestación
laboral las/os beneficiarios/as podían acceder a la terminalidad educativa
tanto a nivel de la escuela primaria como secundaria y quienes accedían a
iniciar o a retomar los estudios recibían $50 más (US $ 17). 

La mayoría de nuestras entrevistadas decidieron retomar los estudios
o realizar cursos de capacitación. Las expresiones más generalizadas fue-
ron: “es algo para mí”, “si no tengo estudios, no voy a conseguir un tra-
bajo mejor”, “lo necesito para mejorar mi trabajo”. Pareciera ser que para
nuestras entrevistadas el mercado de trabajo había sido aquel que no exi-
gía certificación de estudios. La dura crisis del desempleo puso de mani-
fiesto en forma “brutal” que el mercado de trabajo es por sobre todo un
espacio en donde las personas tienen que demostrar sus competencias a
través de un certificado.

Pero tampoco podemos subestimar el hecho que a lo largo del siglo
XX, la educación fue considerada como el factor más importante de mo-
vilidad y de ascenso social para las clases medias y populares en el imagi-
nario social argentino, situación que también debió haber estado latente
en varias de las entrevistadas.

Otro dato significativo fue cuando señalaron a las otras, amigas, com-
pañeras, vecinas, “patronas” en tanto móviles que las impulsaron, alenta-
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dos de la zona sur de la provincia de Buenos Aires. Durante el año 2004,
en su mayoría sus relatos hacían referencia a un estado de entusiasmo por
las tareas desempeñadas –en gran parte labores comunitarias –, hablaban
de las actividades que desarrollaban asociadas al trabajo genuino y a un
sentimiento de orgullo de su condición de piquetera.

La prioridad era sostener el Plan, situación que trajo aparejada la in-
corporación a grupos de trabajo; es decir, en muchos casos significó la in-
corporación por primera vez a una rutina laboral, la salida de situaciones
de relativo aislamiento social y de los lazos más cerrados. Hubo nuevos
aprendizajes y saberes en el intercambio del espacio social doméstico
(Causa, 2005) en el cual se configuraron importantes liderazgos. 

Para el año 2006, los relatos hicieron énfasis en la necesidad de conse-
guir un empleo mejor. La mayoría lentamente había recuperado sus tra-
bajos como empleadas domésticas. Señalaron un proceso de desgaste
emocional –en las agrupaciones y colectivos de trabajo– y físico, ante las
movilizaciones callejeras. Por otro lado, la demanda familiar continuó
presionando para un retorno al modelo de familia patriarcalista. La salida
tanto laboral como militante del ámbito doméstico pareciera haber sido
vivida como de abandono y traición por las mismas mujeres, pero sobre
todo por parte de los integrantes ya sean hijos, maridos, madres, padres,
etc.

La búsqueda de un mejor empleo, sumada a que la prestación laboral
era posible “canjearla” por el acceso a la educación, hizo que muchas
mujeres no dudaran de la importancia del retorno a las filas educativas y
retomaran nuevos saberes y aprendizajes que quizás siempre estuvieron la-
tentes en ellas pero en un segundo lugar porque la prioridad era la salida
laboral. 

Esta nueva estrategia de supervivencia es un nuevo escalón en la
adquisición de más autonomía de las mujeres “piqueteras” (“¿piquete-
ras?”), producto de los múltiples aprendizajes que trajo aparejado la incor-
poración de dichas mujeres a colectivos de trabajo y de militancia alta-
mente politizados. 
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Resumen

Un grupo de feministas mexicanas organizadas en la asociación política
Diversa desde 1996 tomó la decisión de incursionar en la política parti-
dista para impulsar su agenda y sus cuadros en los espacios de la política
institucional. Esta estrategia las llevó a construir su propio partido. A par-
tir del estudio comparativo de sus dos proyectos partidistas consecutivos,
podemos observar la evolución en la estrategia, el imaginario político y el
discurso de este grupo conforme va incorporándose a la política partidis-
ta. Por lo tanto, es una contribución más al análisis de la influencia de las
reglas de competencia política en el comportamiento de los actores y al
esfuerzo de ciertos autores para rebasar un enfoque en términos de pre-
sencia numérica de las mujeres en las instituciones, tomando en cuenta
una dimensión organizacional, estratégica o ideológica en el estudio de su
participación política.

Palabras claves: movimiento feminista, imaginario político, partido
nuevo, normas electorales, alianzas, México.
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una política de alianzas. Este trabajo retoma la historia donde la había de-
jado Marta Lamas (en el momento del registro de la APN) para aprehen-
der la participación política de esta corriente feminista tratando de inte-
grar dos dimensiones: el imaginario político y las opciones organizativas.
Mi propósito es estudiar la forma en que las figuras organizativas ensaya-
das y las reglas formales e informales que las rigen influyen en la percep-
ción que estas feministas tienen de la política, en su discurso, su agenda y
sus prioridades. Ellas no estaban en la clase política sino en otros espacios
(ONG, movimiento social, asociación cívica) con reglas del juego, prác-
ticas, formas de organización o prioridades diferentes. Pero al incorporar-
se a la política institucional, afrontan normas de competencia y de orga-
nización que influyen en su forma de actuar y pensar. Por supuesto, la
influencia no es unidireccional: sus percepciones y posiciones (y su evo-
lución) con respecto a la política y al poder son un factor explicativo de
las formas organizativas escogidas. La misma Marta Lamas1 ha descrito
este fenómeno en los siguientes términos:

“Pero al revaluar la izquierda el papel de la democracia representativa sur-
gieron nuevas disposiciones en torno a la relación con el estado. Lo signi-
ficativo fue el cambio de actitud: un sector del movimiento asumió el
pacto político como un mecanismo democrático responsable. Esto gene-
ró nuevos estilos organizativos-integración a comisiones gubernamentales
de trabajo, formación de instancias de consultoría a partidos, alianzas con
funcionarias y políticas– y lentamente despuntó una aspiración republi-
cana” (Lamas, 2001: 111).

En cuanto a las reglas del juego vinculadas con las plataformas políticas
escogidas, hay que mencionar que el código electoral mexicano (COFI-
PE)2 impone cierta forma organizativa: figura de APN o de partido polí-
tico, sujeta a un registro legal condicionado a cierto número de afiliados,
presencia y sede en cierto número de estados, documentos básicos, entre
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Introducción 

Este trabajo analiza la trayectoria política de un grupo de feministas cuya
meta inicial era construir una plataforma política para impulsar con más
fuerza su lucha por la equidad de género y los derechos de las mujeres. En
los últimos años, decidieron conformar un partido político para alcanzar
su meta. Esta corriente feminista se organizó, en 1996, dentro de la aso-
ciación política Diversa, la cual obtuvo su registro como Agrupación Po-
lítica Nacional (APN) en 1999. Hizo dos intentos para conformarse co-
mo partido: el primero, con México Posible (PMP) que empezó a gestar-
se después de las elecciones federales del 2000 y obtuvo el registro de “par-
tido político nacional” en agosto del 2002 ante el Instituto Federal Elec-
toral (IFE). Sin embargo, al no lograr atraer el 2 por ciento de los votos
en las elecciones del 2003 –condición legal para conservar su reconoci-
miento– realizó un segundo intento inmediatamente después de estas
elecciones. En esta oportunidad alcanzó el registro en agosto del 2005
como Partido Alternativa Socialdemócrata y Campesina (PASC) que
refrendó en las elecciones de julio del 2006. Por primera vez en México,
un grupo de feministas hasta este entonces ubicadas en la “sociedad civil”,
ha intentado incursionar en la política partidista. Este proyecto es el fruto
de un largo proceso de reflexión, experiencias y debates dentro del movi-
miento feminista mexicano. 

Este capítulo retoma el trabajo de Marta Lamas, intelectual feminista
mexicana sobre el imaginario político feminista y su evolución, que llevó
a ciertas feministas a participar en la política (Lamas, 2000, 2001). Esta
autora ha estudiado los modos de intervención política del movimiento
feminista privilegiando el análisis de las transformaciones en dicho ima-
ginario político sobre el análisis de las formas organizativas y las orienta-
ciones estratégicas escogidas. “Concretamente, mi interés es rastrear el
paso de una visión de la política como territorio extranjero (o práctica
masculina) a una reivindicación del juego político como algo necesario y
propio” (Lamas, 2001: 97). A su juicio, la conformación de una APN es
fruto de esta evolución, que implica el abandono del “mujerismo” o del
esencialismo, lo que favorece una nueva definición de la identidad femi-
nista, menos radical. Se abre de esta manera la posibilidad de impulsar
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1 Marta Lamas también fue miembro de Diversa y ha acompañado la conformación de los parti-
dos políticos.

2 El Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales (COFIPE) es la ley electoral
mexicana. Rige tanto el sistema electoral como el sistema de partidos y las formas de organiza-
ción política. Ha sido adoptado en 1990 y profundamente reformado en 1996.
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otros. Las APN y los partidos han sido pensados bajo la misma lógica, la
cual se acerca al modelo de organización de masas, en el sentido de que
tienen que comprobar su presencia estructurada en todo el territorio
mexicano y una base amplia de militantes. La diferencia entre ambas, es
cuantitativa: por ejemplo en el 2002 se requerían 7000 afiliados para una
APN y 77.460 para un partido3. Asimismo, los partidos políticos tienen
derechos y prerrogativas más importantes que las APN: mayor financia-
miento público, acceso a los medios de comunicación, monopolio sobre
la postulación de candidaturas. Los autores de la reforma electoral de
1996 crearon la figura de APN como una forma de asociación ciudadana
que contribuyera al desarrollo de la vida democrática y de la cultura polí-
tica del país así como al fomento de una opinión pública mejor informa-
da (artículo 33 del COFIPE). Reciben un financiamiento público para
actividades de capacitación, edición e investigación. El COFIPE también
impone ciertas reglas de competencia entre partidos. La que parece tener
más impacto en el comportamiento de los actores es la obligación de
alcanzar un 2 por ciento de la votación en una elección federal para man-
tener su registro. Por fin, hay que mencionar que el COFIPE impone un
ritmo y una temporalidad a los grupos que quieren conformar una APN
o un partido: hay convocatorias en plazos fijos de manera que tanto las
APN como los partidos obtienen su registro unos meses antes del inicio
de las campañas electorales y un año antes del día de la elección. Por lo
tanto, los actores que escogen estas formas institucionales de organización
y participación política pasan sin transición de la “no existencia” a la com-
petencia electoral4.

Hay un desfase abismal entre el largo y profundo proceso de reflexión
en torno a la política y a los partidos dentro del movimiento feminista y
este esquema institucional limitado de organización política. Por otra
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3 Una reforma electoral en el 2003 duplicó el número de afiliados requeridos para registrarse
como partido político, pasando del 0.13 por ciento al 0.26 por ciento del padrón electoral y bajó
el número de afiliados requeridos para la APN.

4 Al no tener una figura legal, no están reconocidos como actores políticos y no pueden partici-
par en las elecciones a nombre de sus organizaciones (los partidos registrados tienen el mono-
polio de la postulación de candidaturas). Asimismo, el reconocimiento legal que les da la figu-
ra de partido o de APN no valida la construcción de un proyecto político a lo largo de los años
sino el cumplimiento de un trámite legal que lleva unos meses.

parte, feministas que siempre habían tenido como meta principal impul-
sar su agenda, tienen que cumplir ahora nuevas metas, nuevos imperati-
vos vinculados con el registro legal alcanzado y con la política “formal”:
convencer a miles de ciudadanos de votar por su partido para conservar
el registro, por ejemplo. ¿Cómo una corriente del movimiento feminista
mexicano, que es más cualitativo que cuantitativo y muy estigmatizado,
puede conformar una plataforma política más cercana a una organización
de masas? ¿Cómo pasar de la lucha por una causa a la promoción de un
proyecto de nación o de un programa de gobierno como lo implica la
competencia electoral? ¿Qué tipo de reorientación discursiva o en el com-
portamiento y la percepción de la política opera entre las feministas de
Diversa? No se trata de asumir que las reglas electorales y partidistas deter-
minan en forma mecánica el comportamiento, el discurso o las estrategias
de los actores sino de analizar de qué manera los actores tratan de conci-
liar su proyecto con las normas políticas; es decir, entender cómo perci-
ben, interpretan e interiorizan estas reglas y cómo se adaptan a ellas o las
adaptan. En fin se trata del estudio de un proceso de socialización a la
política partidista, donde normas culturales y legales interactúan. La base
del estudio son los cambios ocurridos entre la conformación de Diversa,
que no tiene obligaciones en términos de votación, el PMP que las tiene
pero no las alcanza y el PASC que logra atraer el 2 por ciento de los votos.

Del rechazo al interés por la política partidista 
en el movimiento feminista mexicano

Como en muchos otros países, una de las primeras luchas políticas de las
feministas en México fue el derecho a votar y ser votadas. Pero rechaza-
ron por mucho tiempo la política partidista, la cual es, sin embargo, la
única vía para ser postuladas en una contienda electoral. Rechazaban el
sistema político mexicano autoritario basado en un partido hegemónico
y en prácticas que consideraban paternalistas, patriarcales y poco compa-
tibles con sus aspiraciones democráticas. También rechazaban el sistema
representativo liberal construido por y para hombres pero con pretensión
universal. Esta oposición tuvo repercusiones sobre las formas de acción y



reconoció la legitimidad para estar en las instancias de decisión encarga-
das de implementarlas. Sin embargo, los mismos cuadros reconocen que
los partidos políticos aceptaron retomar algunas pocas propuestas pero no
las más importantes (como la lucha por la despenalización del aborto).
Estas experiencias las llevaron a pensar en una forma más eficaz de inci-
dir en la política a partir, de los años 1990.

Se abre así un período de nueva reflexión sobre la relación entre las
feministas y el Estado y sobre su participación en la política “formal”, lo
que significaba, según Elena Tapia, aceptar ciertas reglas, adoptar una
estructura orgánica y jerárquica, cosas que muchas feministas rechazaban
bajo la premisa que todas eran iguales y que la construcción de institucio-
nes significaba reproducir los esquemas de dominación masculina y sus
estructuras verticales (Elena Tapia, entrevista, 2006). Pero una corriente
del feminismo que luego se juntaría en Diversa llegó a la conclusión que
podía avanzar mucho más en sus luchas incorporándose a los espacios de
poder. Este grupo también promovió la idea que la apertura democrática
no podía hacerse sin las mujeres que representan a la mitad de los ciuda-
danos. Por lo tanto, lo que caracteriza a estas activistas feministas es la
voluntad de involucrarse en la política para influir en la toma de decisio-
nes a favor de su agenda.

Durante la etapa previa a la conformación de Diversa, hubo un cam-
bio fundamental en su visión de la política y por lo tanto en su estrategia
y proyecto, cambio vinculado con sus experiencias desde las ONG: para
alcanzar la democracia, ya no se trata de impulsar el discurso y las pro-
puestas sobre la equidad de género; también hay que incorporar a las
mujeres en los espacios de poder. Según Marta Lamas, al asumir la nece-
sidad de participar en la política, las feministas tuvieron que buscar for-
mas de organización más eficaces y alianzas con otros actores políticos, lo
que significaba repensar la identidad ya no como “esencia irreductible si-
no como posición que asumimos o que se nos asigna” (Lamas, 2001:
109).
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organización o las metas escogidas por las feministas en los años 1970.
Muchos pequeños grupos de concienciación se conformaron en este perí-
odo. En sus trabajos, Marta Lamas indica que dentro del movimiento, ha
existido un discurso esencialista5 que valora a las mujeres por ser mujeres
y ha favorecido el crecimiento identitario feminista pero ha debilitado su
capacidad para encontrar aliados e impulsar sus demandas en la política.
Por lo tanto, el movimiento se aisló y ha sido ineficaz (Lamas, 2001: 99-
107). A partir de los años 1980, una corriente feminista liderada por
Patricia Mercado y Elena Tapia entre otras6, desarrolló actividades para
influir en las políticas públicas vinculadas con la equidad de género, la
sexualidad, entre otros temas, desde ONG, fundaciones o centros de
capacitación. También tuvo una acción importante dentro de los sindica-
tos. Todas estas organizaciones han sido plataformas de acción temáticas
(el trabajo, la salud, la sexualidad) y especializadas en un un tipo de inter-
vención (cabildeo, capacitación).

Los primeros acercamientos de grupos feministas con partidos políti-
cos se dieron cuando una ruptura dentro del partido hegemónico permi-
tió la conformación de una alternativa partidista real en la elección presi-
dencial de 1988. En este contexto, ciertas feministas (muy pocas) empe-
zaron a discutir la oportunidad de apoyar a esta nueva corriente política
de izquierda a cambio de la incorporación de algunas de sus demandas en
la plataforma electoral del candidato a la presidencia, pero el intento fra-
casó. En los años 1990, un grupo más nutrido de feministas intentó hacer
negociaciones colectivas con los partidos para que éstos incorporen
demandas (y a veces candidaturas) feministas en sus campañas, con un
éxito disparejo. Según varios cuadros de Diversa, lo que motivó la deci-
sión de buscar alianzas con los partidos políticos fue la falta de considera-
ción por su trabajo desde las ONG. Estas organizaciones enfocadas en un
problema les permitieron especializarse y obtener legitimidad como inter-
locutoras del gobierno sobre ciertas políticas públicas, pero nunca se les
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5 Marta Lamas habla de “mujerismo identitario” que “idealiza las condiciones ‘naturales’ de las
mujeres y mistifica las relaciones entre mujeres” (Lamas, 2001: 98).

6 Menciono a estas dos activistas en particular porque fueron las principales promotoras de la
APN, pero no son las únicas en participar en este proceso aunque fueron muy pocas en un prin-
cipio.



el derecho al aborto. El candidato del PDS a la presidencia las asumió
abiertamente.

En la medida en que para obtener el registro de APN hay que com-
probar la existencia de miles de afiliados y una presencia en varios esta-
dos, el proceso de conformación de la APN también sirvió para acercar a
sus promotoras radicadas en su mayoría en la Ciudad de México, con
activistas feministas de varios estados. Diversa también juntó a mujeres
que militaban en sindicatos, ONG, partidos políticos o estaban en la Aca-
demia y se abrió a hombres feministas. Así, la APN ha sido la primera
experiencia concreta de alianza de las feministas con otros actores en una
misma plataforma organizativa. Sus promotoras han logrado impulsar la
idea que grupos con identidades y experiencias heterogéneas pueden par-
ticipar en un mismo proyecto político a partir de valores comunes como
la inclusión y el pluralismo e impulsar una plataforma política no parti-
dista cuando el rechazo de la política formal todavía es fuerte dentro del
movimiento feminista y la cooperación entre su corriente, frágil.

Así, Diversa representa un esfuerzo de institucionalización de la polí-
tica de alianzas emprendida por esta corriente feminista a principios de
los años 1990 y es la materialización de los cambios en su discurso, sus es-
trategias y su visión de la política. En la APN, la equidad de género sigue
siendo la causa fundamental y el pilar de la movilización pero hay una
apertura hacia otras causas, que se materializa en el discurso sobre la lucha
por la diversidad (sexual, religiosa o étnica por ejemplo) y en contra de
toda forma de discriminación. De hecho, en ciertos estados, las promoto-
ras del proyecto también se acercaron a grupos de activistas del movi-
miento lésbico-gay para construir Diversa. Este cambio corresponde a la
difusión de una idea desarrollada en los encuentros internacionales de
mujeres: la transversalidad de la equidad de género. Con este concepto,
las feministas quieren difundir la idea que esta lucha debe permear todas
las políticas públicas y volverse un principio básico de la acción pública.
En congruencia con este principio, el programa de acción de Diversa se
asemeja más a un programa partidista que al de una organización estruc-
turada en torno a la lucha por una causa particular: toca muchos temas
como el medio ambiente o la economía. El hilo conductor entre ellos es
la enumeración para cada uno, de propuestas para impulsar la equidad de
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Diversa: primera etapa en la conformación 
de una plataforma política institucional

El primer paso hacia la conformación de una plataforma política formal
para negociar alianzas con partidos políticos fue el registro, en 1996, de
la Asociación Civil7 Diversa. Sus miembros decidieron transformarla en
APN y lo lograron en 1999. Muchos cuadros de Diversa mencionan entre
los atractivos de la figura de APN, la legitimidad del peso cuantitativo
(7.000 asociados) comprobado por el IFE8 y una visibilidad organizacio-
nal y colectiva que nunca habían tenido antes con las ONG. Varios indi-
can que buscar alianzas desde las ONG tiene muchas desventajas. Este
tipo de organización tiene su propia lógica de trabajo a partir de proyec-
tos para los que recibe dinero público o de fundaciones internacionales,
lo que le impide hacer proselitismo y posicionarse en la política como
actor colectivo. Por otra parte, las ONG mexicanas que trabajan sobre la
equidad de género son pequeñas y a menudo locales lo que les hace poco
atractivas para los partidos políticos. Por lo tanto, cuando han querido
negociar con ellos, sus líderes han tenido que activar sus vínculos perso-
nales con dirigentes partidistas. En fin, cuando el propósito explícito de
la APN es difundir las demandas y fortalecer los liderazgos feministas para
impulsarlos en alianzas con los partidos políticos, la ONG busca prime-
ro la negociación con las instituciones encargadas de las políticas públicas
y no es la plataforma adecuada para negociar con los partidos. Y cuando
la APN moviliza el recurso de la representatividad y de la fuerza colecti-
va, la ONG usa la lógica experta como fuente de legitimación. De hecho,
Diversa lanzó la campaña “Avancemos un trecho” en las elecciones de
1997 para impulsar su propuesta en cinco puntos y por primera vez,
todos los partidos la firmaron. La retomó en el 2000 y en este proceso
electoral, también logró colocar a sus cuadros entre los candidatos de
varios partidos, (algunos resultaron electos). La alianza con un partido
nuevo: Democracia Social (PDS), le permitió introducir en el debate, de-
mandas que los partidos no habían querido tomar en cuenta antes como

7 La figura de Asociación Civil es un registro legal para organizaciones no políticas.
8 Las organizaciones que quieren el registro de APN tienen que presentar sus listas de afiliados al

IFE que las revisa.



Para impulsar una nueva cultura democrática según ella, hay que alcanzar
una participación sustancial de las mujeres en la política y de los hombres
en las tareas domésticas (Tapia, 1996: 35-39). Diversa9 menciona que con
la APN quieren perfeccionar la práctica democrática a través de una ver-
dadera participación ciudadana que busca eliminar grandes “ausencias” en
la representación política nacional: las mujeres, los jóvenes, las personas
diferentes. Por lo tanto, ya no sólo se trata de decir que sin la inclusión de
las mujeres en la política no hay democracia, sino también de tomar en
cuenta todas las formas de discriminación existentes para tratar de encon-
trar una nueva forma de ejercer la ciudadanía reconociendo la diversidad
y la diferencia como base de la igualdad entre ciudadanos. Vemos aquí
como el largo proceso de reflexión sobre la identidad y la participación
política de las feministas encuentra su materialización en la creación de
una APN, figura recién establecida por el COFIPE y definida por esta ley
electoral como una forma de asociación ciudadana.

El salto a la competencia partidista

En el año 2000, valorando que las alianzas con partidos políticos desde la
APN no habían tenido los resultados esperados, Patricia Mercado anun-
ció la conformación de un partido político feminista y a partir de 2001,
Diversa empezó a trabajar en su construcción. Pero un partido político
depende de ciertas reglas y lógicas que no parecen coincidir con las expe-
rimentadas hasta ahora por las feministas desde otras plataformas organi-
zativas. La lógica partidista de posicionamiento ideológico es muy pecu-
liar: hay que competir con otros partidos y atraer a un electorado de
millones de personas para sobrevivir10. ¿Cómo esta corriente feminista
trata de mantener la lucha por su causa adaptándola a los imperativos de
la competencia electoral y partidista? Después del primer fracaso electo-
ral, este grupo intentó de nuevo conformar un partido, y esta vez, logró
atraer el 2 por ciento de los votos y conservarlo. ¿Qué cambios hicieron
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género y el reconocimiento de la diversidad y de las diferencias como
fuentes de riqueza, no de desigualdad o de discriminación. Sin embargo,
en la práctica (en las declaraciones de prensa, los talleres impartidos por
la APN o las demandas negociadas en alianzas con partidos políticos), la
equidad de género y las demandas que han estructurado el movimiento
feminista siguen siendo las principales preocupaciones, seguidas por la
defensa de la diversidad sexual. Así, la figura de APN es una plataforma
que permite participar en la política sin abandonar la lucha por la causa
que une al movimiento feminista pero poniendo en práctica una nueva
política de alianzas y de apertura que conlleva una eficacia mayor. Su con-
formación ha sido posible porque estas feministas han delineado una nue-
va definición de su identidad: ya no esencialista sino basada en los con-
ceptos de diferencia, de diversidad, de inclusión y de pluralidad.

Marta Lamas describe esta evolución indicando que:

“Crecientemente más personas y organizaciones cobran conciencia del
trabajo reflexivo sobre la diversidad, indispensable en las identidades polí-
ticas democráticas, y cuestionan ciertos principios identitarios excluyen-
tes. […] Por eso asumirse como sujetos políticos republicanos y democrá-
ticos, no victimizadas ni sometidas, ha llevado a muchas feministas a ver
en el respeto a la diferencia una reivindicación que produce otro proceso
de inclusión de los hombres, no sólo discursivo, sino material. [...] Tal
parece que la transición a una acción política con orientación feminista
–no mujerista— ya está en curso. Sin embargo, no será fácil que muchas
de las afiliadas a Diversa (agrupación feminista mixta) abandonen la polí-
tica de la identidad por una política con un enfoque más amplio, ciuda-
dano” (Lamas, 2001: 118-120).

En congruencia con esta orientación, las feministas agrupadas en Diversa
desarrollaron una nueva visión de la ciudadanía, guiadas por Marta
Lamas. En un foro organizado por Diversa, ésta señala que la diferencia
sexual no puede constituir el principio de formas de ciudadanía radical-
mente diferentes para cada sexo, pero defender una ciudadanía igualitaria
no impide reconocer que los hombres y las mujeres ocupan posiciones
diferentes en la sociedad y que la posición de las mujeres carece de poder.
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9 Documento electrónico disponible en www.diversa.org.mx, revisado en diciembre de 2006.
10 El requisito legal para conservar el registro de partido político nacional (el 2 por ciento de la

votación en una elección federal) significa alcanzar aproximadamente un millón de votos.



como la inclusión de las propuestas y de los activistas de varias ONG en
la plataforma y entre los candidatos del partido. Su campaña electoral está
enfocada en temas como la despenalización del aborto, la diversidad
sexual, los derechos humanos o el medio ambiente.

De hecho, Patricia Mercado anuncia en una entrevista que la bandera
del PMP es la agenda feminista, de los derechos humanos, ambientalista,
más que una “macro propuesta” (CIMAC, 2002). Estos temas son tan
poco retomados por los partidos existentes que varias veces, el PMP logró
atraer la atención de los medios de comunicación gracias a ellos. Tal vez
sin quererlo, logró contornear una regla muy apremiante de la competen-
cia partidista: los partidos con más dinero son los que más difusión tie-
nen en los medios de comunicación. Sin embargo, los líderes del partido
han tratado de dar un mínimo de coherencia a estas causas a veces muy
distintas, articulándolas en un discurso sobre la defensa de las minorías y
de los excluidos de la política. Estos conceptos permiten incluir a todos
los grupos y todas las causas en un mismo proyecto: el partido de las mi-
norías que no están representadas en y por los demás partidos: indígenas,
mujeres, descapacitados, jóvenes, ambientalistas entre otros.

El PASC sigue valorando esta herencia de las ONG durante la campa-
ña electoral del 2006. Patricia Mercado empieza todas las entrevistas que
da como candidata a la presidencia mencionando su origen (movimiento
sindical o feminista) y su activismo social anterior. También menciona
que ciertas propuestas del PASC han sido retomadas de la sociedad civil.
Pero hay cambios radicales con respecto al discurso y al proyecto partidis-
ta anterior. La reforma electoral del 2003 que duplicó los requisitos para
registrar un partido político tuvo mucha influencia en las estrategias y
decisiones tomadas para conformar el PASC. Incitó al grupo de feminis-
tas que retomó la iniciativa a buscar alianzas con grupos sin vínculos con
la agenda feminista o con el mundo de las ONG. El grupo promotor del
PASC intentó juntar a los socialdemócratas que hasta este entonces habí-
an participado en organizaciones diferentes, y lo logró hasta cierto punto.
Pero aún así, valoró que no cumpliría los requisitos y buscó una alianza
más amplia con otros sectores. Se unió con campesinos de ideología mar-
xista que no se identifican con la izquierda socialdemócrata. De tal forma
que la alianza para lograr el registro del PASC ya no está basada en expe-
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con el PASC para tratar de obtener este resultado? ¿Estos cambios ponen
en peligro o alteran el proyecto inicial?

En el PMP, el discurso sobre la perspectiva de género sigue siendo muy
presente. Durante la presentación de su plataforma política, Marta Lamas
declara que lo que lo distingue es su voluntad de construir una democra-
cia donde las diferencias sexuales están a la vez reconocidads y matizadas.
Según ella, el PMP transformará las valoraciones simbólicas de lo que es
ser hombre o ser mujer (Jarquin, 2003). Pero también se retoma la diná-
mica de apertura emprendida en Diversa, con la incorporación de otras
causas bajo la idea de lucha por la diversidad, la pluralidad o en contra de
la discriminación. De hecho, el partido nació a partir de la alianza entre
varios actores y por lo tanto, la agenda feminista ya no podía estar en el
centro de su propuesta11. Para posicionar al PMP en el electorado, sus
voceros han enfocado en un discurso de legitimación basado en la idea de
“nueva política” sustentada en la idealización de la experiencia de sus cua-
dros en las ONG. Por ejemplo, legitiman su crítica de los demás partidos
(que dicen alejados de la ciudadanía) valorando su propia militancia en
ONG que trabajan de manera cotidiana para ayudar a la gente. Definen
el PMP (el PASC también) como un partido “para la vida cotidiana”. Este
discurso ya existía en Diversa pero no era tan central. Por ejemplo, Patri-
cia Mercado ha declarado que las propuestas de Diversa se nutren de las
de ONG y que quiere presionar a favor de estas propuestas para incluir-
las en la agenda política (Brito, 1999). En el PMP, este discurso es un eje
rector de la definición del proyecto organizativo y político: el partido está
concebido como un “partido de ONG” o de “causas”.

En una entrevista, su vicepresidente, Sergio Aguayo, aboga por la
mezcla de la cultura partidista con la cultura de las ONG y por la trans-
formación del partido en un instrumento de las causas que existen en la
sociedad12. En realidad, el PMP pretende actuar bajo la misma lógica que
la APN, siendo las causas defendidas la columna vertebral del proyecto.
Este discurso está acompañado de ciertas prácticas y medidas concretas
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11 Para registrar al PMP, Diversa se alió con organizaciones en defensa de los derechos humanos,
del lésbico-gay o ambientalistas. Todas tienen en común haber actuado fuera de la competencia
partidista y luchar por una causa.

12 “Van por un cambio en política”, Reforma, 9 de abril del 2003: 19A.



comparten luchas muy cercanas sobre la sexualidad por ejemplo) y tam-
poco habían tenido que elaborar un programa partidista. Es decir, su
lucha siempre estuvo enfocada en la defensa de los derechos de las muje-
res siguiendo una lógica causal. Concebir el PMP como un partido de
causas no les permitió superar esta lógica e implementar la transversali-
dad. En el PMP, cada causa se superponía, cada grupo luchaba con sus
candidatos por sus demandas sin mezclarse. Intentaron articularse bajo la
bandera de la defensa de minorías marginadas de la política o de los dere-
chos humanos, pero ni siquiera dentro del partido lograron afirmar esta
visión. Por ejemplo, para Martha Delgado, líder del movimiento ambien-
talista y diputada del PMP en la Asamblea Legislativa del Distrito Federal
(ALDF), en el partido había causas muy minoritarias como la diversidad
sexual, mientras que numerosos sectores de la sociedad civil organizada,
como el de los derechos humanos, no veían sus causas representadas
(Martha Delgado, entrevista, 2006). Ella no vincula la lucha por la diver-
sidad sexual con la lucha más amplia por los derechos humanos. Hubo un
compartimentación de las causas: las feministas hablaban de derechos de
las mujeres, los ambientalistas de ecología etc. Y en la ALDF, Martha
Delgado defendió la agenda del movimiento ambientalista.

El problema de la transversalidad está vinculado con la cuestión de la
representatividad que siempre ha provocado un debate fuerte en el movi-
miento feminista y fue un freno a su participación en la política formal,
pero que también es un problema que cualquier grupo que pasa de la
lucha por una causa desde la sociedad civil a la competencia política y par-
tidista tiene que enfrentar. La ausencia de programa de gobierno fue uno
de los mayores problemas identificados por los cuadros del PMP después
de su fracaso electoral: con su discurso, el PMP ha atraído los reflectores
pero no los votos. 

En el PASC, intentaron implementar la idea de transversalidad: el par-
tido tiene una plataforma más desarrollada y sus voceros difunden sus
posiciones sobre muchos temas fundamentales en la contienda electoral;
los derechos de las mujeres están contemplados en cada tema. Los cam-
bios en el discurso del PASC con respecto al del PMP también resultan
de consideraciones estratégicas y en particular de la voluntad de atraer los
votos. Los promotores del PASC valoraron las críticas hechas al PMP
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riencias o rasgos comunes como la fue con el PMP. De hecho, tanto cam-
pesinos como socialdemócratas la califican de alianza pragmática, fruto
del aumento de los requisitos (Urrutia, 2005). Muy lejos parece la época
cuando las feministas rechazaban toda clase de alianzas o de participación
en la política formal. Al involucrarse en la política partidista, la cuestión
de la identidad del grupo ha sido sujetada a consideraciones estratégicas
derivadas de las normas de competencia. Desde un principio, el partido
ha sido pensado como la alianza entre dos columnas muy distintas y sepa-
radas. La repartición de los puestos de dirección, del dinero y de las can-
didaturas se pactó entre ambas partes durante el período abierto por el
IFE para cumplir los requisitos del registro.

Esta ausencia de coherencia en términos de ideología o de experiencias
compartidas (activismo en las ONG por ejemplo) ha afectado la defini-
ción de la identidad del partido. El PASC no está concebido como un
partido de causas o de ONG. De hecho, la relación con las ONG ha sido
más difícil en el proceso electoral del 2006. Después del fracaso del PMP,
muchos de sus aliados y simpatizantes decepcionados por la política par-
tidista o no convencidos por las alianzas negociadas para conformar el
PASC se alejaron. La elección presidencial también se polarizó mucho en-
tre un candidato de izquierda y un candidato de derecha, ambos con posi-
bilidades de ganar. Por lo tanto, varios grupos que habían apoyado al
PMP en el 2003 decidieron apoyar a uno de estos candidatos en el 2006.
El abandono de esta definición también significa un cambio en la forma
de concebir la lucha por la equidad de género: en el PMP, las causas eran
el eje para articular el proyecto de partido. Según Gloria Chalé, en el
PASC, las causas todavía están presentes pero los militantes están hacien-
do un esfuerzo para trascender hacia un proyecto de nación que sea la
columna vertebral para articular, eslabonar y abarcar todas las causas que
son transversales: el partido no se organiza a partir de una u otra (Gloria
Chalé, entrevista, 2006).

Como ya lo vimos, las feministas habían tenido una reflexión desde
hace tiempo sobre la forma de defender su agenda y han intentado impul-
sar el concepto de transversalidad de la equidad de género. El problema
es que hasta la experiencia del PMP, no se habían aliado con otros secto-
res en un proyecto político (excepto con el lésbico-gay en Diversa, pero
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proyectos a reorientar sus estrategias, su discurso pero también su identi-
dad y sus metas. Reordenaron sus prioridades. Si bien nunca dejaron de
impulsar su meta inicial: la promoción de la agenda y de los cuadros femi-
nistas, los cambios en su discurso y sus formas de actuar revelan cambios
radicales en su imaginario político. Si en la APN Diversa, lograron con-
servar una dinámica causal y al mismo tiempo abrirse a las alianzas con
otros actores (los hombres feministas y ciertas organizaciones del movi-
miento lésbico-gay), en cambio, en el PMP y más aún en el PASC, no
pudieron concretar el partido de causas o de ONG’s, demasiado alejado
de la definición del partido político que se perfila en la ley con los requi-
sitos impuestos a las organizaciones que quieren el registro. Esta defini-
ción es territorial (presencia, sede y miembros en varios estados) y electo-
ral (atraer el 2% de la votación nacional). El cambio más llamativo tiene
que ver con la cuestión identitaria. Vimos en la primera parte del texto
que las feministas transformaron muy paulatinamente la forma de conce-
bir su identidad. Esta evolución fue progresiva y la adopción de la figura
de APN no la altera: más bien la consagra. En cambio, con la entrada de
estas feministas en la política partidista, hay una ruptura. De hecho, la
identidad feminista está bien planteada en “Diversa agrupación política
feminista”13; no así en el PMP que ha sido presentado como un partido
feminista por Patricia Mercado en los primeros meses de su gestación y
perdió esta denominación después. En el discurso de construcción de una
identidad colectiva, las consideraciones estratégicas han desplazado las
consideraciones esencialistas, éticas o ideológicas que han marcado el fe-
minismo. La aculturación a la política partidista y a sus normas conllevó
ciertas paradojas. En la historia de las feministas mexicanas, la cuestión de
la identidad siempre ha determinado las alianzas pero para las feministas
involucradas en la política partidista, la política de alianzas determina la
identidad. Y cuando la marginación del discurso mujerista había sido la
condición para que las feministas desarrollaran su participación política,
esta misma participación las lleva ahora a retomar este discurso. Aun así,
desde sus diferentes plataformas políticas, este grupo logró poner temas
como el aborto o la diversidad sexual en las contiendas electorales y en el
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durante la campaña electoral. Una de las más fuertes fue la crítica en con-
tra de su discurso sobre la representación de las minorías. Este discurso de
posicionamiento no es compatible con una de las principales metas de
cualquier partido: competir por el poder y eventualmente ejercerlo con el
respaldo de la mayoría de los ciudadanos. En la prensa, se le reprochó su
falta de representatividad al PMP. En el PASC, el eje rector del discurso
es la defensa de sectores marginados que juntos, conforman mayorías
(Cano, 2005). Y cuando el PMP insistía en la lucha por la diversidad, el
PASC retoma la bandera más clásica de la lucha en contra de la desigual-
dad. Por lo tanto, este cambio en la identidad, el discurso, las prioridades
del partido es, en parte, el producto de la interiorización de las reglas de
la competencia electoral. Por fin, la estrategia electoral llevó a ciertas femi-
nistas a retomar posiciones que habían eliminado de su forma de conce-
bir el género y la política, como el esencialismo. Este abandono del dis-
curso esencialista había favorecido la participación política de las feminis-
tas: les permitió definir su identidad en forma menos radical y así, abrir-
se a las alianzas. Durante un foro sobre las mujeres y el poder en
Montevideo el 25 de agosto de 2005, Patricia Mercado declaró que algo
del esencialismo era estratégico para aliarse como mujeres porque tienen
cuerpo de mujeres sin distinguir entre izquierda o derecha (Villar, 2005).
Según Marta Lamas, Patricia Mercado retoma a Gayatri Spivak que está
en contra del esencialismo pero considera que en ciertas luchas políticas,
el hecho de hablar como mujer es una herramienta estratégica (Marta La-
mas, entrevista, 2006). En su campaña electoral, varias veces Patrica Mer-
cado ha dicho que las mujeres podrían votar por ella porque es una mujer
(Zamora, 2006: 7).

Conclusiones

La comparación entre los tres proyectos organizativos (Diversa, el PMP y
el PASC) desarrollados por una corriente del feminismo mexicano permi-
te evidenciar la fuerte influencia de las normas que rigen la política, y so-
bre todo la política partidista, sobre el comportamiento de los actores. La
interiorización de estas reglas llevó a las feministas involucradas en los 13 Es el nombre completo de la APN.
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debate nacional. La política partidista permitió a las feministas y a sus
aliados introducir sus causas en la agenda política y en las mentes de
manera mucho más rápida y eficaz que la APN o las ONG’s. Una prue-
ba es que la Asamblea Legislativa del D.F. acaba de adoptar leyes sobre la
despenalización del aborto o las uniones homosexuales. Sin embargo, con
el PASC, los conflictos internos vinculados con la estrategia de alianzas
han desplazado la difusión de la agenda en la prensa.
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Resumen

Este capítulo explora la repercusión mediática que han tenido en las últi-
mas campañas electorales bolivianas los mecanismos legales implementa-
dos con el objetivo de garantizar la representación igualitaria de mujeres
en las cámaras legislativas1. Se establecen los mecanismos legislativos y la
participación política de las mujeres de los países andinos y luego, toman-
do como estudio de caso, las campañas de elecciones generales de los años
2002 y 2005 en Bolivia, se observa que estos procesos no se han visto
acompañados de un incremento de la presencia de mujeres en los medios
de comunicación como actoras protagónicas del debate político.

Palabras claves: igualdad de género, medios de comunicación, cuotas elec-
torales, representación política, países andinos, Bolivia.

257256

Presencia mediática de las candidatas 
en las elecciones legislativas de Bolivia

Óscar G. Luengo*

* Doctor en Ciencia Política, Profesor Contratado en la Universidad de Granada, España.
Información de contacto: ogluengo@ugr.es.

1 Este artículo se ha desarrollado dentro del marco del proyecto de investigación “Repensar el
espacio público: participación y representación política de las mujeres en los Países Andinos”
(SEJ2004-07127/CPOL), dirigido por la Dra. Esther del Campo de la Universidad
Complutense de Madrid. Mis agradecimientos a Cristian Catoretti, responsable de docu-
mentación del periódico El Diario, quien proporcionó el material básico para la elaboración de
este documento de forma desinteresada. Asimismo, me gustaría agradecer a los evaluadores
anónimos quienes han contribuido notablemente con su labor a mejorar la calidad de este doc-
umento.



Presencia mediática de las candidatas en las elecciones legislativas de Bolivia

259

Introducción

“La participación igualitaria de las mujeres en la toma de decisiones
no es sólo una demanda de simple justicia o democracia, sino 
que también puede verse como una condición necesaria para 

que los intereses de las mujeres sean tomados en cuenta”
(Declaración y Plataforma de Acción de Beijing, art. 181).

La participación igualitaria de mujeres y hombres en la vida pública es
uno de principios fundamentales de la “Convención sobre la eliminación
de todas las formas de discriminación contra las mujeres”, adoptada por
la Asamblea General de Naciones Unidas en 1979 y en vigor desde 1981.
Sin embargo, 27 años después de que se ratificara la Convención por 165
estados, las mujeres continúan estando ampliamente infra-representadas
en la esfera política.

En 1995, la Plataforma de Acción de Beijing denunció la desigualdad
de género en el ejercicio del poder y en la toma de decisiones, así como la
falta de mecanismos suficientes para promover de forma efectiva la erra-
dicación de esta tendencia generalizada. En el año 2008, pese a los logros
alcanzados en el terreno legal, tanto en los diferentes contextos naciona-
les como en el internacional, la participación de las mujeres en la vida
política en condiciones de igualdad es todavía un desafío para la demo-
cracia. Por lo tanto, uno de los aspectos incompletos planteados en los sis-
temas políticos democráticos es el de la consecución de una igualdad efec-
tiva entre hombres y mujeres, a la hora de acceder a los cargos de repre-
sentación política. Estas dinámicas de infra-representación han sido, en
general, tradicionalmente intensas en los países latinoamericanos.

Otra tendencia observada a comienzos de este siglo, atañe al induda-
ble poder que los medios de comunicación han obtenido en los sistemas
políticos, ya se trate de democracias consolidadas o de países con proce-
sos de transición pendientes. Los medios juegan un papel esencial en el
funcionamiento de los sistemas políticos contemporáneos, actuando en
ocasiones como auténticos elementos determinantes del proceso político.
En definitiva, parece que el impacto de los medios de comunicación en la
política es tan inmenso, que ha cambiado la naturaleza específica y perso-
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nal de ésta, siendo cada vez más frecuente la acuñación de denominacio-
nes que describen esta realidad: democracia de audiencias (Manin, 1998).
Los medios son piezas clave en aspectos tales como los intercambios de
comunicación, el debate político, el desenvolvimiento de la economía, los
procesos de socialización, o la administración de la cosa pública. 

Uno de los escenarios donde la incidencia política de los medios de
comunicación se manifiesta con mayor intensidad, corresponde al com-
plejo proceso de toma de decisiones. Los mecanismos, tanto implícitos
como explícitos, a través de los cuales se llegan a decisiones de carácter po-
lítico, se han venido configurando como una constante en la investiga-
ción politológica. En este campo, los estudios se han centrado general-
mente en lo que se ha coincidido en denominar “actores institucionales”,
esto es, actores que bajo un “estatuto” de reconocimiento por parte del sis-
tema político han operado tradicionalmente en éste. No obstante, con la
mutación sufrida por los sistemas políticos en los últimos tiempos, otros
actores “no-institucionales” han irrumpido en tales sistemas, participando
en el proceso político incluso con mayor efectividad que los actores tradi-
cionales. Este es el caso de los medios de comunicación de masas. Su
acción incide de forma concluyente en los procesos de decisión política,
llegando en ocasiones a subyugar el papel de los actores legitimados
democráticamente para ello, como por ejemplo incidiendo en la iniciati-
va legislativa cuando hacen presión para incluir asuntos específicos en la
agenda política (agenda-setting). 

El objetivo de este artículo es hacer una primera aproximación a la
imagen de la representación política de las mujeres en los medios de
comunicación social en América Latina, prestando una especial atención
a los países andinos. Se considera que los medios son caja de resonancia
de las prioridades del sistema político y de la sociedad civil, tomando
expresión en la denominada agenda pública a través de los soportes me-
diáticos. Esto ocurre sin menosprecio de la capacidad propia de los me-
dios de comunicación para establecer en ocasiones el orden del día polí-
tico (agenda-setting).



Durante las últimas décadas, el debate en torno a la representación polí-
tica de las mujeres se ha convertido en una constante de numerosas inves-
tigaciones en disciplinas como la ciencia política y la sociología. En este
sentido, se han desarrollado importantes y rigurosos estudios empíricos
comparativos que han tenido en cuenta un número significativo de paí-
ses. Los autores han señalado que las dimensiones que inciden en la repre-
sentación femenina son muy variadas (políticas, económicas, sociales o
culturales).

La mayoría de estos estudios se han limitado al análisis de las demo-
cracias más industrializadas, mientras que aquellos que incluyen a los paí-
ses en vías de desarrollo han tendido a insistir en el determinismo de los
aspectos estructurales, económicos y sociales. La evidencia empírica acu-
mulada apunta en la dirección de la importancia del estatus socioeconó-
mico de las mujeres como predictor de la representación (Matland, 1998;
Moore y Shackman, 1996; Oakes y Almquist, 1993; Rule, 1987, 1994).
Teóricamente, la significación del desarrollo socioeconómico es clara en
múltiples aspectos. Lo anterior no obsta para afirmar que, aunque hay
indicios de que el acceso de las mujeres a cargos de representación políti-
ca depende en gran parte de su estatus socioeconómico, existen otros as-
pectos relevantes intervinientes en este complejo proceso.

A este respecto, la configuración específica de determinados elemen-
tos del sistema electoral, como la representación proporcional, las listas
cerradas y los distritos plurinominales, parecieran favorecer la representa-
ción femenina, como aseguran Del Campo y Luengo (2008), Htun
(2002), Norris (1985, 1987), Paxton (1997), Reynolds (1999), Rule
(1981, 1987, 1994) y Kenworthy y Malami (1999).

“Las condiciones sociales favorables no pueden superar el efecto de los sis-
temas electorales desfavorables para la representación femenina óptima en
los parlamentos y las corporaciones locales. Sin embargo, condiciones de
contexto desfavorables, entre las que se encuentran sesgos culturales y
prácticas discriminatorias, pueden ser diluidas en gran medida por siste-
mas electorales alternativos” (Rule, 1994: 689). 
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La representación política de las mujeres

En términos generales, a comienzos del siglo XXI las mujeres en el
mundo constituyen el 14.3 por ciento del total de representantes parla-
mentarios (IDEA, 2002: 12). La mayoría de los países registran en pro-
medio porcentajes similares al global con la excepción de los países nór-
dicos, donde las mujeres muestran una representación promedio en sus
órganos legislativos de alrededor del 40 por ciento. Por otro lado, en el
extremo opuesto se encuentran los países árabes, donde apenas un 4.6 por
ciento de los parlamentarios son mujeres. América Latina es un reflejo de
la tendencia mundial: el 15 por ciento de representación femenina pro-
medio en la cámara baja de los parlamentos muestra que la inclusión y
plena participación de las mujeres en la esfera pública constituye uno de
los retos más importantes en términos de democracia participativa y desa-
rrollo equitativo. Las poblaciones latinoamericanas afrontan todavía el
desafío clave de seguir los trazos de un proceso de consolidación demo-
crática que contenga y ampare la participación y la movilización de las
mujeres de diferentes condiciones y orígenes sociales.
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Gráfico No. 1:
Representación política de las mujeres en América Latina, 2002-2006

Fuente: Inter Parliamentary Union, información disponible en www.ipu.org.



El sistema de cuotas implica que las mujeres deben alcanzar un cierto nú-
mero o constituir un porcentaje determinado de miembros de un órgano.
Hoy en día, los sistemas de cuotas buscan asegurar que las mujeres con-
formen al menos una “minoría decisiva” del 30 al 40 por ciento. Esta me-
dida tiene como objetivo equilibrar las desigualdades que enfrentan las
mujeres para acceder a cargos políticos, al forzar su ingreso al poder públi-
co, no dejando este acceso completamente a la buena intención de los
partidos políticos, ni a sus procedimientos tradicionales de selección
(IDEA, 2002: 173). Las cuotas se pueden aplicar como una medida tem-
poral, es decir, hasta que las barreras que impiden el acceso de las muje-
res a la política sean eliminadas.

Como resultado de las cuotas, el desarrollo económico y social, y los
cambios culturales, la presencia de las mujeres en los cargos de poder en
América Latina ha registrado un incremento significativo en algunos paí-
ses. Si el promedio en 1990 era del 9 por ciento, en el 2002 la represen-
tación femenina parlamentaria en el Congreso aumentó al 15 por ciento;
y creció en el caso del Senado, del 5 en 1990 al 12 por ciento en el 2002.
Además, mientras las mujeres ocupaban el 9 por ciento de los cargos
ministeriales en 1990, en el 2000 el mismo registro ha escalado hasta el
13 por ciento e incluso hasta el 25 por ciento en algunos países. Sin em-
bargo, persisten dificultades considerables para que la equidad en el acce-
so a los puestos de toma de decisiones se consolide. No todos los países
han adoptado cuotas de género y en algunos en que tales leyes sí existen,
su aplicación es débil o nula (Del Campo y Luengo 2008). 

No obstante, de los cinco países que tienen cuotas con ubicación pre-
cisa en las listas, sólo Argentina tiene niveles de representación de muje-
res correspondientes con el porcentaje de cuotas. En tanto Costa Rica,
Bolivia, Paraguay y Ecuador tienen déficit de representación con respec-
to a las cuotas del 18.5, 17.5 y 15.4 por ciento respectivamente, lo cual
demuestra la insuficiencia de la medida en contextos de incipiente desa-
rrollo democrático (IDEA, 2002: 182), lo que no significa la inefectivi-
dad total de la misma, como se puede comprobar en el gráfico 2. Como
muestran los gráficos, la inclusión legal del sistema de cuotas en Bolivia,
Ecuador y Perú (1997) nos ayuda a entender el crecimiento cuantitativo
de la representación política de las mujeres, mientras que los casos colom-
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Asimismo, el diseño institucional es visto como un elemento mitiga-
dor de la marginalización tradicional de las mujeres a la hora de partici-
par en el panorama político de forma efectiva. Los partidos políticos pue-
den ser factores cruciales en el proceso de permitir el acceso a las mujeres
al sistema político en proporciones igualitarias (Baer, 1993; Caul, 2001;
Gallagher y Marsh, 1988; Kohn, 1980; Lovenduski y Hills, 1981). Tam-
bién es relevante la posición ideológica del partido o coalición gobernan-
te, asumiendo que los partidos considerados de derecha apoyan de forma
más intensa aquellos valores tradicionales y conservadores que desincen-
tivan tanto la participación de las mujeres en la política (Norris, 1985,
1987; Rule, 1987) como el momento de adquisición del sufragio por las
mujeres (Rule, 1981; Sivard, 1985; Bollen, Jackman y Kim, 1996). De
igual modo, también es importante la consideración de las actitudes cul-
turales hacia el papel de las mujeres en política atribuidas a este sector, que
pueden jugar un rol fundamental (Paxton, 1997).

No es sino hasta la Cuarta Conferencia Mundial de la Mujer en Bei-
jing (1995), que en América Latina comienzan a desatarse las reformas
legales que contemplaban las cuotas para mujeres. De hecho es entre
1996 y 1997 cuando la gran mayoría de los países adoptan estos mecanis-
mos de acción afirmativa. Este proceso sigue avanzando, dado que uno de
los propósitos acordados en Beijing fue alcanzar el acceso efectivo de la
mujer a los niveles de toma de decisiones políticas en un 50 por ciento
para el año 2005 (IDEA, 2002: 175), si bien este objetivo no se ha con-
seguido. Asimismo, la década de los años 1990 supone una redefinición
de las agencias feministas y de los movimientos sociales de mujeres en
América Latina. El desarrollo de las organizaciones de mujeres de los sec-
tores populares y la consolidación de una institucionalidad feminista, per-
mitió la aparición y consolidación de un canal de acción para desarrollar
un trabajo más efectivo y estratégico en esta línea. Por ello, se considera
que las cuotas significaron en el ámbito político la visibilización de una
lucha más amplia por el reconocimiento de los derechos políticos, socia-
les y económicos de las mujeres de la región.

La idea central de los sistemas de cuotas es seleccionar mujeres para
puestos en las instituciones de gobierno y garantizar que éstas no queden
marginadas de la vida política o tengan un rol meramente “decorativo”.
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tica son mucho más intensos, debe existir una proyección directa del
asunto en la campaña, una mayor presencia de candidatas, una mención
específica a la legislación que impone la confección de listas electorales
inspiradas en las cuotas, una denuncia de la infra-representación política
de las mujeres (en el caso de que efectivamente la haya) y, probablemen-
te, una eventual evaluación de la implementación de los recursos legales
para conseguir los principios de la paridad democrática en cuestiones de
género. Partiendo de esta idea, se puede establecer la formulación de la hi-
pótesis de trabajo asegurando que la creciente concienciación política so-
bre la infra-representación política de las mujeres encuentra una proyec-
ción consecuente en la prensa del país. 

Para llevar a cabo una primera aproximación empírica al escenario des-
crito, se ha seleccionado el caso concreto de Bolivia. En cuanto a las acla-
raciones de carácter metodológico, debe señalarse que la técnica del aná-
lisis de contenido cuantitativo ha sido el procedimiento preciso y sistemá-
tico empleado para verificar la hipótesis de trabajo. El período de análisis
que se determinó ha sido el de los 15 días previos a la jornada electoral de
las dos últimas elecciones generales en Bolivia: las del 30 de junio de 2002
y las del 18 de diciembre de 2005, respectivamente. El periodo examina-
do coincide, como se adelantaba, con la campaña electoral, cuando los
procesos comunicativos de carácter político son mucho más profundos.
La unidad de muestreo, entendida como la parte de la realidad que consi-
deramos separada e independiente para analizar, la constituye la prensa
escrita. En este caso, se seleccionó como muestra de la investigación la
sección de política nacional de la versión electrónica de uno de los perió-
dicos de información general de distribución diaria de referencia en
Bolivia: El Diario. Se eligió la noticia como unidad de análisis o registro.
La codificación se realizó atendiendo específicamente a aquellas dimen-
siones relacionadas con el objeto de estudio. Para ello, se diseñó un ma-
nual de codificación donde se contenían las variables consideradas rele-
vantes desde la perspectiva de género. Se establecieron 33 variables o cate-
gorías para cada una de las noticias. Las primeras 8 hacían referencia a las
características descriptivas básicas de la noticia, entre las cuales se encuen-
tran la dimensión, la sección, el apoyo gráfico, etc. Las siguientes 15 ata-
ñen a aspectos descriptivos y algunos interpretativos, como el actor pro-

Presencia mediática de las candidatas en las elecciones legislativas de Bolivia

265

biano y venezolano, donde el sistema de cuotas fue eliminado (Colombia)
o ni siquiera aprobado (Venezuela), la representación femenina es signifi-
cativamente menor.

Por lo tanto, debemos resaltar que la implantación de las cuotas lega-
les no es siempre sinónimo de aumento de representación política de las
mujeres. A veces, si esta medida no se acompaña del denominado “siste-
ma de cremallera”, esto es, la confección de listas electorales donde la
inclusión de candidatas debe ser alterna, no posee tanta efectividad.

La imagen de la representación política de las 
mujeres en la prensa boliviana

En este contexto descrito, se puede asumir que la consecución efectiva de
la paridad de género en la escena política es uno de los aspectos pendien-
tes en los países de referencia y, consecuentemente, una de las prioridades
del sistema, por lo que previsiblemente se va a encontrar presente en la
agenda política y, por lo tanto, mediática. Esto nos hace pensar a priori
que en un periodo electoral, cuando los procesos de comunicación polí-
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Gráfico No. 2: Comparación de la representación política de las mujeres 
en los Congresos de la Región Andina

Fuente: Inter-Parliamentary Union, información disponible en www.ipu.org.
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tagonista de la noticia, las fuentes de la información y sus características,
el nivel de negativismo, el marco conceptual, el grado de competitividad,
la mención a escándalos, el tema de referencia, o el nivel de personaliza-
ción. Por último, se añade un espacio específico de variables referidas a la
representación de las mujeres, en concreto 10, donde se registraron aspec-
tos tales como la mención concreta de la infra-representación, del sistema
de cuotas y de su efectividad, de la conferencia de Beijing, o la presencia
concreta de candidatas en la noticia. 

En total, se analizaron 344 noticias publicadas en la sección de políti-
ca nacional en los dos periodos de referencia, lo cual equivale a un cuer-
po de 3.372 párrafos. A nivel desagregado, es decir, distinguiendo el pro-
ceso de codificación por campañas diferentes, entre el 16 y el 29 de junio
de 2002 se encontraron 186 noticias, mientas que entre el 3 y el 17 de di-
ciembre de 2005 se encontraron 158. El proceso de codificación de las
noticias puede considerarse riguroso en términos científicos, una vez su-
peradas las pruebas de fiabilidad2. A continuación se presentan los resul-
tados del análisis de contenido.

A nivel descriptivo, en relación con los protagonistas de la informa-
ción, los datos codificados se pueden ver reflejados en el gráfico 3. Los
partidos políticos constituyen el verdadero protagonista de la información
de las noticias en una proporción del 55.1 por ciento y del 67.1 por cein-
to, para el año 2002 y 2005 respectivamente, lo cual conlleva una dife-
rencia significativa. Otros desequilibrios dentro de las mismas categorías
a nivel desagregado, se pueden observar, por un lado, en el caso del go-
bierno y la administración y, por otro, en las instituciones del Estado,
produciéndose en el sentido inverso en el primer caso. En el resto de cate-
gorías se puede comprobar una proporción más o menos equilibrada
entre los años. También los partidos políticos son el actor más recurrente
como fuente de la información (47.4 por ciento).
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2 Para dotar de una mayor validez científica a los resultados de la aplicación de esta herramienta
metodológica, se procedió al cálculo de coeficientes de fiabilidad. En este caso, se eligió la prue-
ba de reproductividad o inter-coder reliability test y los resultados cumplían correctamente con
los exigidos por los expertos (fórmula de Holsti superior en todos los casos a 0.789).

El negativismo de la información política, entendido como el tono carac-
terístico de las críticas extremas, de la oposición exagerada, de la especta-
cularización de los contenidos, o de las atribuciones desfavorables, se
registró conforme a un continuo de tres categorías posibles; negativo,
neutral y positivo. Un 41.4 por ciento de las noticias era predominante-
mente negativo en el 2002, frente al 38.8 por ciento que era positivo. Esta
tendencia se invierte tres años después, puesto que la proporción de noti-
cias negativas es de 29.1 por ciento. En otras palabras, en 2002 la catego-
ría con más casos acumulados es la de muy negativo, mientras que en
2005 esta misma es la que aglutina menos casos.

Durante la campaña del 2002, un 5.9 por ciento de las noticias se
redactaron primando aquellos aspectos sensacionalistas, pero en el 25.3
por ciento de los casos se hacía mención a un escándalo con repercusio-
nes de carácter político. Este último registro bajaba alrededor de 5 pun-
tos en 2005 (20.9 por ciento).

Se puede decir también que, comparado con otros países sobre los que
se tienen datos similares, la información de campaña electoral en Bolivia
fue más bien de carácter estructural (explicar), en términos de personali-
zación de las noticias. Un 36 por ciento de las noticias fueron mayorita-
riamente personales.

Gráfico No. 3:
Protagonistas de la información



la organización del proceso electoral, y la lucha de las candidaturas.
En relación con la dimensión que nos ocupa –la representación polí-

tica de las mujeres–, podemos comenzar apuntando que realmente esta
información es prácticamente anecdótica, aunque mejora ligeramente de
2002 a 2005. En 2002, sólo un 5.9 por ciento de los casos tomaba a una
mujer como una de las fuentes para redactar la noticia (11 noticias). En
la siguiente campaña, este registro se sitúa en el 9.5 por ciento de los casos
(15 noticias). En el caso de los hombres, este registro asciende al 85.5 y
81 por ciento, respectivamente. Los índices más pesimistas de la investi-
gación se refieren a la comprobación de la relevancia mediática de la infra-
representación política de las mujeres durante la campaña electoral. En la
campaña de 2002, una sola noticia de las 186, esto es, el 0.5 por ciento,
versaba sobre la infra-representación de las mujeres en las piezas institu-
cionales básicas del sistema político boliviano, tomando los redactores del
periódico además una posición beligerante contra esta dinámica3. En el
caso de 2005, este porcentaje se ve incrementado únicamente en un 0.8
por ciento, con 2 casos de 1584.

En ninguna ocasión, ni en 2002 ni en 2005, se hace referencia a la
legislación aprobada para asegurar la paridad, o mejorarla, a través del sis-
tema de cuotas. Tampoco se menciona nunca como referencia la Cuarta
Conferencia Mundial de la Mujer en Beijing de 1995, a pesar de ser mo-
tor del intento de superación de la desproporcionalidad estudiada. 

Finalmente, cabe apuntar que sólo en 24 piezas informativas aparece
el nombre de alguna de las candidatas en liza durante las elecciones de
referencia, lo que equivale únicamente al 5.9 y al 8.2 por ciento de los
casos, según hablemos de 2002 o 2005. 
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Finalmente, en relación con los temas de referencia de cada una de las
noticias (gráfico 4), se debe destacar la denuncia de diversos aspectos
durante la campaña del 2005, entre los cuales se encuentran los escánda-
los, que están presentes en un 24.1 pr ciento de los casos de la muestra
general. También es significativa la presencia de aspectos organizacionales
del proceso electoral como protagonista de la información, lo cual ocurre
en el 20.9 por ciento de las noticias. La gran diferencia a resaltar que
podemos observar es la ocurrida en la dimensión de la lucha electoral:
mientras que en el año 2002 ésta domina el 10.2 por ciento de las unida-
des de análisis de la información, el mismo registro alcanza el valor de
32.3 por ciento en 2005, es decir, más de 22 puntos de diferencia.

En resumen, se puede decir que, a nivel descriptivo, la información analiza-
da estuvo fundamentalmente centrada en los partidos políticos (como pro-
tagonistas y como fuente de información), apoyada con detalles infográficos
de forma minoritaria, de tono ligeramente más positivo que negativo, de
marcos descriptivos (no-interpretativos), que mencionó escándalos políticos
en un cuarto de las noticias, predominantemente estructural (poco persona-
lizada), que resaltó como temas de referencia las denuncias de corrupción,

Óscar G. Luengo

268

Gráfico No. 4:
Temas de referencia

3 La noticia, aparecida el 29 de junio de 2002, tenía como titular “Candidatos uninominales alte-
ños se preocupan poco por equidad de género”.

4 Las dos noticias aparecen el 8 de diciembre de 2005. Una bajo el titular “La equidad de género
impulsa debate en la Circunscripción 7” y la otra “Líder de UN se reunió con jóvenes y mujeres”.



Además, los hallazgos de este análisis son perfectamente coherentes
con las aportaciones de otras investigaciones de inspiración más genera-
lista, cuyas conclusiones aseguran que las mujeres son virtualmente invi-
sibles en las noticias:

“En las informaciones sobre política y gobierno sólo un 14 por ciento de
las protagonistas son mujeres; y en las noticias económicas y comerciales
sólo un 20 por ciento. Estos temas son los que dominan la agenda noti-
ciosa en todos los países. Aún en notas que afectan profundamente a las
mujeres, como las que tratan sobre la violencia de género, prevalece la voz
masculina (64% de los protagonistas)” (Gallagher, 2005: 58).

Si se plantean las potenciales causas de esta ausencia se pueden identificar
algunas dimensiones. Por un lado, lo primero que se puede pensar es que
el asunto en cuestión no es realmente importante en términos de discu-
sión política durante la campaña, que no se configura como un issue, y
eso lo aparta eventualmente de los medios de comunicación. Por otro
lado, si concebimos la agenda mediática en una lógica de juego de suma
cero, quizá determinados temas de campaña anularon este aspecto en los
medios. Por ejemplo, la existencia de escándalos políticos durante este pe-
riodo ha sido tradicionalmente un duro competidor para la inclusión de
determinados temas de naturaleza política en las páginas de los periódi-
cos. Por último, se puede señalar que la mejora de los registros de repre-
sentación política de las mujeres en los últimos años conlleva la disminu-
ción en intensidad de estas mismas reivindicaciones, lo cual acabaría reti-
rando este asunto de la agenda política y mediática.

Sin embargo, hay que tener en cuenta algunas consideraciones finales
para contextualizar estas conclusiones. En primer lugar, se debe resaltar la
coincidencia de las elecciones de presidente, vicepresidente, 27 senadores
y 68 diputados uninominales y 62 diputados plurinominales. Eso hace
que la información se centre especialmente en las elecciones presidencia-
les, en las cuales predominan los candidatos varones, lo que podría haber
distorsionado en alguna medida la poca presencia femenina en la prensa
boliviana durante las campañas de referencia. Asimismo, en este sentido
las elecciones de diciembre de 2005 tienen una relevancia particular pues-
to que, a la elección de todos los cargos mencionados se sumó la elección
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Conclusiones

Fue la investigación académica anglosajona de los primeros años 1970 la
que, estimulada por la inquietud de las mujeres y las asociaciones feminis-
tas por las representaciones elaboradoras por los medios de comunicación,
comenzó a plantear propuestas de análisis sobre las diferentes imágenes de
las mujeres proyectadas por los medios de comunicación. Desde comienzos
de los años 1980 se vienen realizando investigaciones cuyos resultados no
son muy alentadores: los medios reflejan una escasa presencia de las muje-
res, y producen imágenes y textos que refuerzan el papel tradicional y este-
reotipado éstas. La Conferencia de Bejing no sólo ha tenido importancia en
el impulso de la aplicación de leyes de cuotas sino también en el fomento
de la implementación de estudios académicos para calibrar el peso real la
presencia de asuntos de género en la agenda mediática, como representa el
ejemplo de la iniciativa del Proyecto Global de Monitoreo de Medios.

No hay ninguna duda de que los medios de comunicación han juga-
do siempre un papel muy destacado en la visibilización de un problema
social determinado. La sociedad conoce y se informa a través de los
medios de comunicación, y la información es la manera más eficaz para
conseguir mayores grados de concienciación sobre un aspecto como el de
la infra-representación política de las mujeres. La manera en que los
medios masivos seleccionen las noticias, el lenguaje que utilicen, las imá-
genes que proporcionen, cómo narren la historia, el seguimiento que
hagan de los temas, la redundancia con la que presenten determinados
hechos, influye en la percepción del público sobre los acontecimientos
narrados, y también en las del propio sistema político.

Si bien parece que crecientemente se van adoptando medidas legales
para conseguir de forma efectiva los presupuestos de la democracia pari-
taria, a los cuales han acompañado también dinámicas de desarrollo so-
cial, éste proceso no se ha visto acompañado de un incremento de la pre-
sencia de mujeres en los medios de comunicación como protagonistas y
actores del debate político, ni siquiera durante las campañas electorales.
Se ha verificado que, en el caso de Bolivia y en las fechas de referencia,
esta repercusión mediática es prácticamente irrelevante, aunque mejora
tenuemente de una elección a otra de referencia. 
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de los prefectos, la autoridad política principal de cada departamento. Se
trató de una jornada electoral singular.

En definitiva, este artículo de investigación no es sino un intento de
explorar una de las dinámicas de interacción entre los procesos políticos
y los comunicativos, que pone de relevancia la importancia de la forma en
que ambos ambientes se determinan. Sin duda, para algunas conclusiones
más sólidas sería necesario ampliar la muestra de análisis, no sólo a otros
periódicos, sino también a otros soportes como el televisivo y, por supues-
to, a otros países con características comparables a las del caso boliviano.
En conclusión, se ha intentado con estas páginas aportar algunos trazos
que tuvieron como principal objetivo el de presentar una primera aproxi-
mación al papel de los medios de comunicación en la eliminación de las
barreras que impiden a las mujeres en general, pero específicamente a las
latinoamericanas, estar representadas en el ámbito político.
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Resumen

A partir de la aprobación de las leyes de cuotas (ca. 1997) en Bolivia,
Ecuador y Perú, la presencia de mujeres en las instituciones de represen-
tación y decisión se ha incrementado significativamente. Esto ha tenido
también una incidencia positiva en la preparación y aprobación de legis-
lación de acción positiva como leyes de violencia de género, leyes de igual-
dad o leyes de violencia política. Este camino ha sido alentado por la inci-
dencia de las declaraciones y avances legislativos internacionales que tiene
también su reflejo en las instituciones que se han desarrollado en los tres
países en este ámbito. Las autoras plantean que estos avances no parecen
responder ni a diferencias ideológicas claras ni tampoco a una interven-
ción decidida por parte de los partidos políticos de estos países. 

Palabras claves: avances legislativos, acción positiva, mujeres, países andi-
nos.
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Por otra parte, muchos de los avances legislativos que se han produci-
do en los países andinos, y en especial, en los tres casos analizados, tienen
como detonante la firma de compromisos internacionales por parte de
estos Estados, para desarrollar políticas y planes de acción positiva a favor
de las mujeres1. Cabe destacar en este sentido las conferencias mundiales
sobre la mujer: la de Nairobi (1985) que establecía como prioridad la eli-
minación de la violencia contra la mujer; la II Conferencia Mundial sobre
Derechos Humanos que aprueba la Declaración de Viena, considerando
todas las formas de violencia contra las mujeres y las niñas como violación
de los derechos humanos y atentado contra la dignidad de la persona, y
la IV Cumbre Mundial sobre la Mujer (Beijing, 1995) que fue decisiva
para la promoción de numerosos cambios institucionales y para la apro-
bación de las leyes de cuotas en todos los países del mundo.

Se enfatiza también en el texto, la importancia del derecho como ele-
mento de cambio de estas situaciones de desigualdad de género, pero
también como posible continuador de estructuras basadas en relaciones
de poder en detrimento de las mujeres, lo que limita el goce y ejercicio
pleno de los derechos de la ciudadanía en igualdad de condiciones. 

Seguidamente hacemos una revisión del marco constitucional rese-
ñando los derechos y garantías de las mujeres que recogen las constitucio-
nes de estos tres países; para a continuación analizar cómo a partir de la
aprobación de las leyes de cuotas en Bolivia, Ecuador y Perú (en torno a
1997), el incremento de la presencia de mujeres en las instituciones repre-
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Introducción

Hoy en día, resulta innegable el avance de las mujeres en cuanto a la con-
quista y disfrute de derechos políticos, sociales y económicos así como la
progresiva eliminación y modificación de normas que vulneraban sus
garantías fundamentales. Así por ejemplo, el derecho al voto significó un
avance en el ejercicio del derecho a elegir y en la potencialidad de ser elec-
tas. Sin embargo, cabe señalar que en muchos casos, las leyes se generan,
se revisan y se aprueban, tomando como paradigma sólo al varón y las
condiciones y/o problemáticas que afronta en las diversas dimensiones y
etapas de su vida. Como resultado de este hecho, muchas de las leyes con-
tribuyen a mantener situaciones de desigualdad, discriminación y vulne-
ración de los derechos y garantías de las mujeres.

A pesar de la importancia que tienen los aspectos estructurales,
sociales y psicológicos en las diferentes explicaciones de la representa-
ción y participación política de las mujeres en los países en desarrollo
–frente a la explicación más político-institucional, usualmente plantea-
da para los países desarrollados–, en este texto se enfatiza en la inciden-
cia que las reformas político-institucionales han tenido sobre la repre-
sentación de las mujeres en tres países andinos: Bolivia, Ecuador y Perú.
Especial atención se otorga al marco constitucional que recoge estos
derechos y garantías (ampliamente receptivo a este conjunto de dere-
chos en contextos de transición política y democratización de estas
sociedades), así como a las modificaciones legales experimentadas tras la
aprobación de las leyes de cuotas y de otros mecanismos de acción posi-
tiva a favor de las mujeres (leyes contra la violencia de género, planes y
leyes de igualdad). Los resultados de las reformas han sido muy variados
entre países y al interior de los propios Estados. Estas diferencias así
como la incoherencia y falta de conexión de las políticas desarrolladas
para aumentar la representación y participación femenina en los años
1990, nos permiten afirmar que más allá de la existencia de una volun-
tad política por parte de los gobiernos, que ha recogido parte de las
demandas de movimientos de mujeres de fuerte aliento en la región, se
siguen reproduciendo numerosas constricciones políticas, instituciona-
les, económicas y sociales.
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1 Esta afirmación no significa desconocer la importancia de los movimientos de mujeres en la
región andina desde la década de los años 1960 y la importancia que éstos (como la
Coordinadora Política de las Mujeres en Ecuador, la Coordinadora de la Mujer en Bolivia o el
Centro de la Mujer Peruana Flora Tristán y el Movimiento Manuela Ramos en el Perú) tuvie-
ron sobre los cambios legales e institucionales a favor de los derechos de éstas. El artículo se
inserta en una visión institucionalista, que pretende reflejar el propio debate entre una visión
institucional frente a otra más autónoma al interior del movimiento feminista, y que significa-
ba la aceptación por parte de destacadas dirigentes feministas de la importancia del Estado y de
los factores institucionales para avanzar en la defensa de los derechos de las mujeres. En este sen-
tido, nuestra postura es afín a las manifestaciones de Gina Vargas en el VII Encuentro Feminista
de Cartagena (1996), cuando señalaba como: “Uno de los cambios significativos ha sido la
modificación de una postura antiestatista hacia una postura ética negociadora en relación al
Estado y a los espacios formales internacionales (...) la existencia en los ‘80 de un movimiento
potente, visible, movilizado, ha dado paso a un movimiento más reflexivo, anclado en una uto-
pía realista”.



yente que surgió como consecuencia del referéndum nacional vinculante
del 2 de julio de 2006. 

La Constitución actual de este país (sancionada en 1967 durante la
Presidencia de Ovando Candía), a la espera del plebiscito que dé vigencia
a la Constitución recientemente aprobada por la Asamblea Constitu-
yente, contiene artículos referidos a los derechos y obligaciones de los ciu-
dadanos, cuidándose de ocupar un lenguaje universal; sin embargo, al
momento de nombrar a sus autoridades, éstas se expresan en términos
masculinos, olvidando que estas disposiciones también incluyen a las
mujeres.

El principio de igualdad, se encuentra recogido en la Constitución bo-
liviana en su artículo número 6, cuando expresa que: 

“todo ser humano tiene personalidad y capacidad jurídica, con arreglo a
las leyes, goza de derechos, libertades y garantías reconocidos en la Cons-
titución, sin distinción de raza, sexo, idioma, religión, opinión pública o
de otra índole, origen, condición económica o social u otra cual-
quiera…”.

Sin embargo, al interior de la Constitución no se encuentran normas que
reconozcan la igualdad entre hombres y mujeres en los ámbitos que van
más allá de los familiares y del matrimonio, es decir, no se hace referencia
a temas como la igualdad de oportunidades en aspectos laborales o la
igualdad de acceso a cargos públicos. 

Por contra, se puede decir que el Ecuador posee una de las constitu-
ciones más relevantes y avanzadas en materia de género de América
Latina, garantizando el ejercicio pleno de los derechos humanos tanto de
hombres como de mujeres2.

La Constitución ecuatoriana de 1998 reconoce los instrumentos inter-
nacionales de derechos humanos por sobre la legislación nacional, lo que
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sentativas y de decisión ha tenido también una incidencia positiva en la
preparación y aprobación de legislación de acción positiva como leyes de
violencia de género, leyes de igualdad o leyes de violencia política. Sin
embargo, muchos de estos avances se han visto fuertemente condiciona-
dos por la debilidad de las instituciones encargadas de promover estas
reformas. Partiendo de un análisis descriptivo, intentaremos aproximar-
nos a una preocupación constante en torno a la intencionalidad de las
reformas y, por consiguiente, a la efectividad de las mismas. Se trata, en
nuestro estudio, de tres países que han avanzado la legislación a favor de
las mujeres pero que, sin embargo, manifiestan una gran heterogeneidad
y dificultad para sacar adelante estas propuestas. Preguntarnos por estos
avances legislativos, el contexto en el que se desarrollaron y su puesta en
marcha constituyen los objetivos principales del capítulo.

Las constituciones andinas y el reconocimiento de los 
derechos de las mujeres

La democracia constituye el principio rector en la vida política, social y
económica de las sociedades contemporáneas, en este contexto resulta
indispensable poner énfasis en los diferentes factores y dimensiones que
la componen. El desarrollo democrático implica avanzar en la calidad,
transparencia, eficacia, legitimidad e inclusión de todos los sectores, sien-
do uno de los desafíos más importantes, la promoción de la igualdad
entre los hombres y las mujeres. Por lo cual, resulta primordial que el ins-
trumento jurídico de máxima importancia, es decir, las constituciones,
contengan, recojan y potencien este objetivo.

Numerosas mujeres y organizaciones en América Latina han realizado
esfuerzos en pos de que sean incorporados contenidos de equidad de
género en los textos legales de sus países, con el fin de poder armonizar
los cambios jurídicos con los avances sociales y económicos que se han
producido en las sociedades modernas. 

Bolivia se encuentra en estos momentos con la ocasión idónea para
lograr introducir en su texto fundamental dicha igualdad, recogiendo
dichos principios en la propuesta constitucional de la Asamblea Constitu-
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2 No conviene olvidar en este sentido que la Constitución ecuatoriana es de 1978 (y en este sen-
tido, moderna y democrática como la que más). Fue reformada en 1998 de forma amplia, y
merece reseñar el amplio reconocimiento de quince derechos colectivos a los pueblos indígenas
(arts. 83, 84 y 85). En la actualidad, el Ecuador se encuentra en un proceso constituyente,
donde la Asamblea Nacional Constituyente, elegida el 30 de septiembre de 2007, se encuentra
encargada de elaborar una nueva Constitución.



Participación política y leyes de cuotas

La participación igualitaria de mujeres y hombres en la vida pública es
uno de principios fundamentales de la Convención sobre la Eliminación
de Todas las Formas de Discriminación Contra las Mujeres, adoptada por
la Asamblea General de Naciones Unidas en 1979 y en vigor desde 1981.
Sin embargo, en la actualidad y veinticinco años después de que se ratifi-
cara la Convención por 165 Estados, las mujeres de la práctica totalidad
del mundo continúan estando ampliamente infra-representadas en la es-
fera política.

En 1995, la Plataforma de Acción de Beijing destacó la existencia de
profundas desigualdades de género en el ejercicio del poder y en la adop-
ción de decisiones a todos los niveles y la falta de mecanismos suficientes
para promover de forma efectiva la erradicación de esta tendencia genera-
lizada. En el año 2008, pese a los logros alcanzados en el terreno legal,
tanto en los diferentes contextos nacionales como en el internacional, la
participación de las mujeres en la vida política en condiciones de igual-
dad con los varones constituye aún un desafío para la democracia. De este
modo, la consecución de una igualdad efectiva entre hombres y mujeres
a la hora de acceder a los cargos de representación política continúa sien-
do una de las debilidades de los sistemas políticos democráticos. Estas
dinámicas de infra-representación han sido en general más importantes
en los países latinoamericanos, dada la fragilidad de las propias institucio-
nes democráticas, la debilidad y el clientelismo de los partidos políticos y
la existencia de formas patriarcales de organización en los ámbitos públi-
co y privado.

La frustración colectiva respecto de las capacidades y eficacia de estas
democracias para solucionar los problemas de los ciudadanos no implica
que se busque otro sistema político sino que el malestar se dirige hacia los
gobiernos que las administran. Este es el contexto crítico donde van a
construir su agenda política los llamados segundos movimientos feminis-
tas en América Latina, y donde se va a dar un proceso de ampliación de
la participación política de las mujeres.

La participación política de las mujeres se ha dado tanto en periodos
democráticos como aquellos que no lo han sido en América Latina. Por
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implica un gran paso en garantizar las disposiciones llevadas a cabo en los
acuerdos internacionales en torno a la discriminación e igualdad de opor-
tunidades. Asimismo, se establece el derecho a la integridad personal y a
una vida libre de violencia, y se incorporan como principios fundamen-
tales la igualdad ante la ley y la no discriminación, entre otros.

Sin duda, la Constitución ecuatoriana se consagra como el instrumen-
to jurídico fundamental, en donde se estipula la construcción de una
sociedad no discriminadora e incluyente, reconociendo la diversidad
como una de las claves de la gobernabilidad democrática. Como veremos
más adelante, las debilidades no siempre vienen de la fragilidad jurídica,
sino de la incapacidad para implementar y desarrollar estos principios
generales en un marco institucional adecuado.

La Constitución de Perú vigente es la de 1993, aunque con numero-
sas reformas, pero sigue expresando un lenguaje discriminatorio para la
mujer, reservándose hacer referencia a ésta, sólo cuando se refiere a los de-
rechos y deberes vinculados al matrimonio y a la maternidad. Recorde-
mos, que la primera Constitución peruana fue aprobada en 1979 tras la
dictadura militar, pero que el gobierno de Fujimori la modificó comple-
tamente en 1993, después de un autogolpe.

En Perú, la Constitución reconoce el derecho fundamental de la per-
sona de igualdad ante la ley, señalando que nadie debe ser discriminado
por motivos de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición
económica o de cualquier otra índole. Sin embargo, no se mencionan
otras normas que explícitamente reconozcan el principio de igualdad en-
tre hombres y mujeres en los distintos ámbitos que éstos se desenvuelven.

Luego de revisar y analizar las constituciones de estos tres países andi-
nos, podemos decir que sus cartas magnas tienden a avanzar en el recono-
cimiento de derechos de las mujeres, implicando un avance sustantivo en
la democracia y, por tanto, en los niveles de equidad y oportunidad entre
sexos. Estos derechos encuentran su máxima expresión democrática en la
búsqueda del incremento de la representación y participación política de
las mujeres andinas, a través de las leyes de cuotas alentadas en los tres paí-
ses a partir de 1997.
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mientras que en los partidos políticos mantenían el límite del 30 por
ciento. Esto significa de hecho que en las circunscripciones plurinomi-
nales, de cada tres candidatos al menos uno debe ser mujer, tanto en la
lista de titulares como de suplentes. Las cuotas no se aplican en los 68
distritos uninominales. En el caso de los senadores, la cuota se rebajó al
25 por ciento, así al menos uno de cada cuatro candidatos deberá ser
mujer.

Hay que destacar que mientras las cuotas fueron en Bolivia el fruto de
una acción convergente y duradera de parlamentarias, funcionarias y
organizaciones sociales de mujeres en un sistema político que se estaba
democratizando; por el contrario, en el caso de Ecuador y de Perú, las
cuotas fueron producto de la iniciativa directa del Ejecutivo en campaña
electoral, con fuertes inclinaciones populistas y autoritarias, especialmen-
te en el Perú de Fujimori. En este sentido, las cuotas no tienen en sí mis-
mas nada que garantice que van a servir para “profundizar la democracia”,
dado que los regímenes autoritarios pueden incorporar en sus estructuras
de decisión a mujeres para reformar proyectos verticales de poder
(Massolo, 2006).

En Ecuador, la ley electoral potencia la participación equitativa de
mujeres y hombres como candidatos en los procesos de elección popular,
estableciendo que la inscripción de aquellas listas de candidaturas pluri-
personales debe incluir un mínimo del 30 por ciento de mujeres como
candidatas principales y de 30 por ciento de entre los suplentes, de forma
alternada y secuencial. La primera legislación al efecto había sido la apro-
bación de la Ley de Amparo Laboral de 1997 que establecía un cupo
mínimo del 20 por ciento para la participación de las mujeres en las lis-
tas pluripersonales en las elecciones para diputados nacionales y provin-
ciales de 1998. La reforma constitucional de 1998 –que contemplaba la
participación equitativa de hombres y mujeres en los procesos electorales,
art. 102–, y finalmente la reforma a la Ley de Elecciones o Ley de Par-
ticipación Política5, aprobada en el año 2000, incrementaron las candida-
turas de las mujeres al 30 por ciento, estableciéndose que en cada elección

Avances legislativos de acción positiva en Bolivia, Ecuador y Perú

283

lo tanto, lo significativo del cambio a partir de los años 1980 es que en
todos los ámbitos (pero también y significativamente en el espacio local)
se ha vinculado la participación política con la idea de la democracia y de
las posibilidades individuales o colectivas de contribuir a la consolidación
de ésta. De esta forma, el logro de una igualdad efectiva entre mujeres y
hombres para acceder a los distintos cargos de representación política, es
uno de los déficit de los sistemas políticos democráticos latinoamericanos
(Del Campo, 2005).

No será sino hasta después de la IV Conferencia Mundial de la Mujer
en Beijing en 1995, cuando en la región andina se aborden las reformas
legales que contemplan las cuotas para mujeres y, no es casualidad tam-
poco, que la gran mayoría de los países que han adoptado las cuotas lo
hayan hecho entre 1996 y 1997, si bien es cierto que, bajo el objetivo
final de alcanzar el acceso efectivo de la mujer a los niveles de toma de
decisiones políticas en un 50 por ciento para el año 2005, cada país de
referencia diseñó un andamiaje legal matizado en esta materia3.

En Bolivia, las cuotas fueron legisladas por primera vez en el Código
Electoral de 1997, consecuencia tanto de la influencia de las disposicio-
nes de Beijing como de la importante presencia y activación de grupos
de la sociedad civil (entre ellos, la Coordinadora de la Mujer y la Plata-
forma de la Mujer, la Unión de Mujeres Parlamentarias de Bolivia, la
entonces Subsecretaría de Asuntos de Género- después Viceministerio-
y el Foro Político de Mujeres). La Ley establece un 30 por ciento de
representación de mujeres en las listas, principio al que se sumaría en
1999, la necesidad de alternancia en los puestos (también para las elec-
ciones municipales)4. Las reformas constitucionales de 2004, que per-
mitieron la presentación de candidaturas a las agrupaciones ciudadanas
y a los pueblos indígenas, fijaban una cuota del 50 por ciento para éstos,
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3 Para un análisis en profundidad de la importancia del establecimiento de estos mecanismos
véase Del Campo y García Luengo (2008).

4 Sin embargo, el fraude fue frecuente y la ausencia de sanción a estas infracciones también.
Algunos partidos introdujeron nombres de hombres con nombre de mujer (aproximadamente
140 hombres candidatos a concejales se registraron como candidatas mujeres) a los que se llamó
“travestís”. El fraude se detectó después de las elecciones, cuando los hombres se presentaron
para la acreditación como concejales en vez de las mujeres. Sin embargo, no se conoce de nin-
guna sanción personal o al partido político al que representaban (Baldez y Brañez Cortés, 2005).

5 A pesar de lo dicho anteriormente, conviene destacar en esta coyuntura el extenso trabajo de las
organizaciones de mujeres que fueron convocadas por la Comisión Parlamentaria de la Mujer y
el Consejo Nacional de Mujeres (CONAMU) para discutir las distintas propuestas legislativas.



resultados positivos y también preocupantes. Entre los primeros, las deci-
siones del Jurado Nacional de Elecciones (como la Resolución No. 280-
98 de 17 de junio de 1998) que determinaba que cuando el 25 por cien-
to representaba una fracción, la cifra se redondeaba hacia arriba9. Preo-
cupantes resultaban algunas de las decisiones y de los rasgos que se mani-
festaron en estas primeras elecciones10. Sin embargo, las mujeres respon-
dieron masivamente a las oportunidades que se les abrían con la aplica-
ción de las cuotas. Muchas de ellas provenían de organizaciones y expe-
riencias de liderazgo en sus comunidades, y sintieron que la ley significa-
ba un respaldo necesario para dar el salto a la política. Ambas cuotas fue-
ron incrementadas al 30 por ciento en el 2000. En marzo de 2002, la Ley
de Elecciones Regionales estableció una cuota del 30 por ciento; porcen-
taje que finalmente también fue apoyado en la Ley de Partidos Políticos
de 2003, tanto para las candidaturas internas de éstos como para la con-
formación de las listas a cargos de representación popular.

Sin embargo, en el caso peruano no se han concretado mecanismos de
obligatoriedad para que en las listas de candidatos el porcentaje obligatorio
de mujeres se sitúe en los primeros puestos. De hecho, en lugar de afinar
los mecanismos de la actual Ley de Cuotas, se opta por incluir otras varia-
bles, como la de imponer que las listas electorales contengan un 20 por
ciento de jóvenes adultos menores de 30 años, que dificultan el sistema.

En suma, la legislación de cuotas que se implementó en los tres países
andinos a finales de los años 1990, ha supuesto un avance significativo
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se elevaría un 5 por ciento progresivamente hasta llegar a la representa-
ción equitativa del 50 por ciento6.

Sin embargo, en la práctica el propio Tribunal Supremo Electoral apli-
có un instructivo a partir de las elecciones seccionales de mayo de 2000
que contravenía lo “alternado y secuencial” (Pacari, 2005). El instructivo
fue objetado por la Coordinadora Política de Mujeres y la Diputada
Anunziata Valdez, que presentaron una demanda ante el Tribunal Cons-
titucional y un recurso administrativo de reposición ante el Tribunal Su-
premo Electoral (TSE). La decisión final fue favorable a la demanda de
las mujeres pero se realizó con posterioridad al proceso electoral, y de
hecho significó una aplicación a medias de la ley de cuotas. Finalmente,
la modificación del art. 41 por parte del TSE dejó la aplicación de la alter-
nancia y secuencia al arbitrio de los partidos políticos.

En Perú, la Ley No. 27683 de elecciones regionales (27 de marzo de
2002)7 establece que las listas de candidatos de cada distrito deben incluir
una cantidad no menor del 30 por ciento de mujeres o varones, y un
mínimo de 15 por ciento de representantes de comunidades nativas y
pueblos originarios de cada región donde existan, conforme lo determine
el Jurado Nacional de Elecciones (art.12). En las circunscripciones en que
se inscriban listas con tres candidatos, por lo menos uno de los candida-
tos debe ser varón o mujer. La primera legislación de cuotas se introdujo
en 1997 (Ley de Elecciones y Ley de Elecciones Municipales) y fijaba un
25 por ciento de representación de mujeres en las elecciones parlamenta-
rias y municipales, respectivamente8. Esta primera experiencia muestra

Esther del Campo y Evelyn Magdaleno

284

6 La Ley de Elecciones señala en su artículo 58: “Las listas de candidaturas en elecciones pluriper-
sonales deberán presentarse con al menos, el treinta por ciento (30%) de mujeres entre los prin-
cipales y el treinta por ciento (30%) entre los suplentes en forma alternada y secuencial, porcen-
taje que se incrementará en cada proceso electoral general, en un cinco por ciento (5%) adicio-
nal hasta llegar a la igualdad en la representación. Se tomará en cuenta la participación étnica-
cultural” (Ley 2000-1 Ley Reformatoria a la Ley de Elecciones, a la Ley de Régimen Provincial,
a la Ley de Régimen Municipal y a la Ley de Descentralización del Estado, R.O. Nº 20 del vier-
nes 17 de marzo de 2000). 

7 Esta ley desarrolla la Ley No. 27680 de Reforma Constitucional del Capítulo XIV del Título IV
sobre Descentralización (6 de marzo de 2002) que establece que los gobiernos regionales tienen
autonomía política, económica y administrativa

8 En 1998 cuatro organizaciones (el Movimiento Manuela Ramos, CALANDRIA, CESIP y
CEDEP) diseñaron un programa de promoción política de mujeres (PROMUJER) para capa-
citar y formar políticamente a las candidatas en la gestión municipal, en el marco de las prime-

ras legislaciones de cuotas. El trabajo comprendió a 687 candidatas y permitió la capacitación
de 13.100 mujeres. Sin embargo, de un total de 357 listas presentadas en Lima y Callao, los
datos muestran que sólo 9 colocaron a mujeres casi sin posibilidades de que ninguna saliera ele-
gida (Massolo, 2006: 34).

9 Esto significaba, por ejemplo, que en aquellos distritos donde se eligieran cinco regidores, el 25
por ciento de mujeres debía ser de 1.25 mujeres. Con esta norma, la cifra se elevaba a 2, y venía
a significar en realidad una representación del 40 por ciento de mujeres en dicha lista.

10 El Jurado Nacional de Elecciones (JNE) dispuso también que este 25 por ciento sólo se debía
computar para la relación de regidores y no para alcaldes o alcaldesas. Por su parte, PROMU-
JER identificó algunos rasgos preocupantes en estas experiencias: un cierto caos entre la oferta
y la demanda de candidaturas femeninas (había mujeres que se identificaban con alguna lista en
particular pero un importante grupo “quería ir en cualquier lista que me dé la oportunidad de
salir elegida”; había mujeres sin partido político y partidos políticos sin mujeres); el uso de las
mujeres como “relleno” al final de la lista; las dificultades que tuvieron las mujeres para aportar
dinero a las candidaturas; etc. (Massolo, 2006: 36).



La normatividad que da origen a estos mecanismos expresa grados de
legitimidad e interlocución distintos. En muchos de estos países, el man-
dato legal es precario pues depende tanto para su creación como para su
sostenimiento de la voluntad del ejecutivo y, a veces no se incorporan a la
legislación nacional. Este hecho es especialmente grave para la vincula-
ción entre el mecanismo y las demandas y necesidades de las mujeres y sus
organizaciones.

La dependencia institucional refleja también el peso y la capacidad de
estas organizaciones en el Estado. Sólo en Perú tiene el rango de Minis-
terio11. En el resto, se constituyen sobre todo como direcciones o depar-
tamentos, lo que significa menor jerarquía, menores recursos y mayores
dificultades para coordinar políticas. Tanto en Bolivia como en Ecuador,
al igual que en el resto de países latinoamericanos, dependen de ministe-
rios y viceministerios que abordan cuestiones sociales.

Los modelos institucionales (de diseño y gestión de las políticas públi-
cas encaminadas a promover los derechos de las mujeres) varían entre los
tres países analizados. Así en Ecuador12 se establecieron consejos y comi-
siones nacionales, que dependen de la Presidencia. En el caso de Bolivia,
si bien esto era así hasta el 2005, el gobierno de Evo Morales reubicó el
Viceministerio de Género, dependiente del Ministerio de Justicia13.

En Bolivia y Perú se han creado, en el ámbito central del gobierno,
comités interministeriales o comisiones ministeriales, o ambos tipos de
mecanismos, para abordar sectorial o intersectorialmente problemas espe-
cíficos. Faltarían por desarrollarse comisiones con una visión más secto-
rial para el seguimiento y monitoreo de acuerdos sectoriales en materia de
educación, salud, trabajo, vivienda, agricultura y protección de los dere-
chos de las mujeres y niñas. Por otra parte, los avances descentralizadores,
especialmente en el ámbito municipal, han significado el surgimiento de
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(cuantitativo y cualitativo) en la representación y participación política de
las mujeres en estos países. Si bien la influencia internacional ha quedado
patente en los tres casos, se advierten algunas diferencias que permiten
señalar la importancia que tuvieron las organizaciones sociales y políticas
nacionales, especialmente en el caso de Bolivia. Mientras que en Ecuador
y Perú, las cuotas fueron fundamentalmente resultado de la iniciativa del
ejecutivo. Por último, consideramos que la debilidad en la consecución de
los objetivos últimos marcados por la legislación de cuotas está especial-
mente relacionada con la fragilidad institucional que aminora la repercu-
sión positiva que han significado estos avances legislativos.

La frágil institucionalidad de los avances legislativos

Las diferencias fundamentales entre la participación política de hombres y
mujeres en América Latina, no se circunscriben sólo al ámbito representa-
tivo, sino que en estos momentos, se centran en la desigualdad que sufren
las mujeres latinoamericanas para acceder a los cargos políticos, ya sea en
el Estado o a nivel de dirigencia de los partidos políticos. Es decir, el ver-
dadero problema radica en la exclusión o subordinación de la representa-
ción femenina en la estructura de poder político. Esto hace que las institu-
ciones capaces de recoger las demandas de las mujeres hayan sido creadas
recientemente o no cuenten con los recursos humanos y materiales sufi-
cientes para sacar adelante programas y políticas de acción positiva. A pesar
de las limitaciones, el avance más significativo de las mujeres en el poder
ejecutivo es la creación de diferentes organismos de gobierno, especializa-
dos en la formulación de políticas públicas para el avance de las mujeres.

Con el objetivo de hacer efectiva la normativa incluida en la Convención
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, los
países latinoamericanos han creado o desarrollado mecanismos gubernamen-
tales para promover la equidad de género –la mayoría de estos organismos
especializados se pusieron en marcha entre 1980 y 1995. Las atribuciones,
objetivos, modalidad de gestión, normativa, legitimidad institucional, depen-
dencia, recursos financieros y humanos disponibles y el posicionamiento
social de estos mecanismos varían sensiblemente entre los distintos países. 
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11 Únicamente en otros cinco países latinoamericanos tiene el mismo rango: Costa Rica, Chile,
Haití, Paraguay y República Dominicana.

12 Esto también sucedió en Argentina, Brasil, México y Venezuela.
13 Por su parte, en los países centroamericanos (Costa Rica, El Salvador, Honduras y Nicaragua)

se crearon Institutos de la Mujer, al estilo español, que salvo en el caso de Costa Rica, no son
autónomos. Cuba y Puerto Rico son diferentes, porque en el primero existe una Federación de
Mujeres Cubanas con reconocimiento estatal, mientras que en Puerto Rico existe una comisión
gubernamental para Asuntos de la Mujer.



(1995)16 y Perú (1993)17. Las leyes son de dos tipos, aquellas proteccionis-
tas, que sólo facultan para solicitar y decretar medidas de protección, y las
sancionatorias, que establecen un juicio o procedimiento que termina en
una sanción. Respecto a los tipos de violencia que consideran, es posible
decir que la mayor parte de las legislaciones contemplan la violencia físi-
ca y psicológica, mientras que varias contemplan también la sexual, como
es el caso de Bolivia y Ecuador. 

Gran parte de los países de la región han realizado modificaciones ten-
dentes a normar, tipificar y sancionar la violencia sexual. Este es el caso de
Perú (1991), Bolivia (1997) y Ecuador (1998). Con ello, se mejora el
marco normativo en términos de delitos sexuales, eliminando conceptos
culturales con un claro sesgo de género como son la honra de las víctimas,
a través de la consideración de su historial o conducta previa; se aumen-
tan las sanciones para estos delitos y se tipifican los delitos sexuales, entre
los que se cuenta la violación conyugal en varios países.

Desde 1994, Bolivia cuenta con un Plan de Prevención y Erradica-
ción de la Violencia contra la Mujer, a cargo inicialmente del Viceminis-
terio de Asuntos de Género, Generacionales y de Familia, dependiente
del Ministerio de Desarrollo Humano (y hoy diluido en el Ministerio de
Justicia con rango de Dirección General de la Mujer). Para implementar
este Plan, se generaron mecanismos tales como: los Servicios Legales
Integrales18 o las brigadas de protección a la familia de la policía
nacional.

Bolivia es también el único caso entre los países andinos que ha pro-
puesto una Ley contra el Acoso y la Violencia Política en razón de géne-
ro19, que establece sanciones, incluso por la vía penal, contra quienes pre-
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numerosas organizaciones públicas o semipúblicas, encargadas de velar,
capacitar y orientar a las mujeres interesadas en la política.

Doce años de legislación a favor de las mujeres

Los tres países analizados cuentan con leyes destinadas a prevenir, sancionar
y erradicar la violencia de género. En este sentido, los últimos doce años han
sido decisivos en la visibilización de uno de los problemas que afecta de
forma importante a las mujeres de la región andina. Entre las diversas for-
mas de violencia que éstas sufren, destaca la violencia intra-familiar o vio-
lencia doméstica en la relación de pareja, pero también es relevante la vio-
lencia sexual tanto en el ámbito privado como en el público.

Este proceso de visibilización, y las medidas protectoras y/o preventivas
que se han desarrollado durante el mismo, se deben, en primer lugar, a las
acciones emprendidas por los movimientos nacionales de mujeres (tanto de
carácter político como social fundamentalmente) y los feministas en parti-
cular, y en segundo lugar, a las respuestas obtenidas de los organismos inter-
nacionales y agencias de Naciones Unidas que en diversas cumbres han al-
canzado el compromiso de los Estados-Parte de cumplir con las declaracio-
nes o plataformas de acción positiva a favor de las mujeres.

En estos últimos años, el hecho más destacado es sin duda que el pro-
ceso ha pasado del reconocimiento, a la protección legal de los derechos
de las mujeres.

A pesar de la escasez de sistematización de cifras sobre violencia con-
tra las mujeres, algunos estudios e investigaciones muestran que hay altos
grados de violencia intrafamiliar en la región (Guerrero Caviedes, 2002).
Todos los países del área andina cuentan con legislación específica sobre
la materia, promovida en la década de 199014: Bolivia (1995)15, Ecuador
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14 Hay que resaltar que esta legislación se desarrolló en un contexto de profundas reformas insti-
tucionales (muchas de ellas económicas, que significaron procesos acelerados de privatización y
liberalización muy amplios). Por otra parte, los presidentes que apoyaron estas reformas tenían
orientaciones políticas muy distintas. Así, Sánchez de Lozada (MNR en Bolivia), Durán-Ballén
(PUR en Ecuador) o Fujimori (en Perú).

15 Bolivia aprobó su Ley contra la Violencia en la Familia o Doméstica, No. 1674, el 15 de diciem-
bre de 1995.

16 Ecuador tiene la Ley 103 contra la Violencia a la Mujer y la Familia. Ecuador y Venezuela (junto
con Honduras en América Central) son los únicos países latinoamericanos cuyas leyes contra la
violencia hacen referencia explícita a las mujeres. Las demás se refieren únicamente a violencia
familiar, intra-familiar o doméstica.

17 Perú fue el primer país de América Latina en promulgar una ley contra la violencia familiar, la
No. 26.260 de 1993, reformada por la Ley 26.763 de 1997.

18 Los Servicios Legales Integrales (SLI) surgen a partir de la Ley Orgánica de Municipalidades,
concebidos como “instancias conciliadoras y de orientación sustentados en el ejercicio de los
derechos humanos y la equidad de género”, donde se atiende también a mujeres víctimas de vio-
lencia intra-familiar.

19 Este proyecto de ley no ha sido aprobado aún y parece improbable que lo sea en el corto plazo.



que existen en varias provincias del país y que brindan asesoría legal y psi-
cológica a las denunciantes que lo requieran21.

Perú cuenta desde el año 2000 con el Programa Multisectorial de
Prevención y Atención de la Violencia Familiar, a cargo del Ministerio de
Promoción de la Mujer y Desarrollo Humano (Promudeh) (que ha pasa-
do a ser el Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social, MIMDES). La De-
fensoría de los Derechos de la Mujer, dentro de la Defensoría del Pueblo,
creada en 1996, ha sido uno de los mecanismos más importantes para
facilitar la marcha del Programa. 

Pero, sin duda, el avance legislativo más destacado es la Ley de
Igualdad de Oportunidades que introduce la equidad de género como
principio de la igualdad de oportunidades y como eje de aplicación de la
ley22. Se establece también el uso de un lenguaje inclusivo, la necesidad de
una educación sexual integral con perspectiva científica, y de erradicar
estereotipos en los operadores de justicia, principalmente en casos de vio-
lencia sexual.

Esta ley será el marco normativo, institucional y de políticas públicas
en los ámbitos nacional, regional y local, para garantizar a mujeres y hom-
bres peruanos, el ejercicio de sus derechos a la igualdad, dignidad, libre
desarrollo, bienestar y autonomía y, por tanto, saludó su promulgación.

Sin embargo, persisten varias limitaciones que tienen que ver con: en
primer lugar, el mantenimiento de vacíos legales, por ejemplo, no se ha
tipificado sistemática ni uniformemente la violación conyugal ni los ata-
ques sexuales violentos dentro del hogar como delito o el acoso sexual
laboral y la violencia sexual en los espacios educativos. 

En general, tampoco se observan medidas legislativas ni de otra índo-
le, dirigidas a eliminar la explotación sexual o el tráfico de mujeres (con
fines de prostitución y servicio doméstico), el turismo sexual y a prestar
asistencia a las víctimas de este tipo de violencia. Asimismo falta una
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sionen, amenacen o atenten contra las mujeres elegidas como autoridades
en gobiernos locales o en el nacional20.

Por otra parte, a partir de la experiencia de las leyes de igualdad de
derechos en los países nórdicos y del Plan de Igualdad de Oportunidades
en España (reformulado en la actualidad como una Ley de igualdad), en
algunos países de la región se formularon planes de igualdad de oportu-
nidades, que perseguían el logro de la equidad de género y reflejaban la
política de los gobiernos en este contexto. Su adopción mostraba sobre
todo la voluntad política de los gobiernos, para coordinar interministerial
o intersectorialmente, los objetivos más generales del gobierno con el más
específico de promover el avance de las mujeres. 

Salvo en Chile y en Argentina, la totalidad de los países que lo han
puesto en práctica, lo han hecho con posterioridad a la última Conferen-
cia Mundial sobre la Mujer. Suelen ser planes a largo plazo, en su mayo-
ría quinquenales, cuyo éxito depende de nuevo de la fuerza y legitimidad
del mecanismo de gobierno encargado, entendidas éstas en términos de
respaldo presidencial y de su capacidad para negociar y establecer alian-
zas con el resto de los sectores de gobierno, así como con otros actores
no estatales, tanto nacionales como internacionales (hay que destacar el
papel determinante que en algunos países, tiene la cooperación interna-
cional para el desarrollo de estos programas específicos, como en Bo-
livia). La variedad de estos arreglos institucionales es muy importante. 

Ecuador aprobó un Plan de Igualdad de Oportunidades para el quin-
quenio 1996-2000 coordinado por el Consejo Nacional de las Mujeres
(CONAMU), una de cuyas líneas estratégicas estaba dirigida hacia el
tema de derechos humanos, paz y violencia. Cabe destacar también que
desde 1994 se pusieron en marcha las Comisarías de la Mujer y la Familia
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20 El proyecto de ley define una serie de actos ilícitos de acoso y violencia política. Por ejemplo, el
impedir o restringir el derecho político de las mujeres en su condición de electoral o elegible a
cargos públicos o impidan que puedan ejercer el cargo plenamente. La norma también se apli-
cará en el caso de que se evite por cualquier medio la asistencia de las mujeres titulares y suplen-
tes a las sesiones o se impida la emisión de su voto. Otra causa de sanción es que se obligue a las
autoridades a suscribir documentos y a avalar decisiones contrarias a sus principios o al interés
público. Se prevé también penar a quienes proporcionen datos falsos sobre sus candidatos y/o
candidatas a la Corte Nacional Electoral.

21 Este servicio también existe en Perú. Las comisarías de la mujer tienen distintas atribuciones y
modalidades, siendo en su mayor parte concebidos como servicios que además de administrar
justicia, prestan a las mujeres apoyo legal, psicológico y de asistencia social.

22 La Ley No. 6860 fue aprobada el 15 de marzo de 2007 e introduce reformas en cuanto a per-
misos recogidos en el Estatuto del Trabajador, normativa de la seguridad social, tratamiento del
acoso sexual, e implementación de Planes de Igualdad en las empresas, entre otras cuestiones. 



ciales de atención en violencia intrafamiliar. En muy pocos países se seña-
la la creación de albergues y casas refugio para mujeres maltratadas (tan
sólo en Bolivia y Ecuador). Cabe señalar que en Perú, la Ley de Municipa-
lidades establece la creación de casas refugio de la mujer, sin embargo, por
razones de asignación de recursos esta disposición no se ha cumplido.

En el marco de estas políticas, además de los servicios señalados, se
han generado campañas de prevención y sensibilización a la opinión
pública, así como importantes acciones de capacitación a funcionarios y
funcionarias públicas. Además de las políticas nacionales señaladas, en los
distintos países de la región se han generado una serie de políticas secto-
riales para abordar la violencia contra las mujeres. Estas políticas provie-
nen principalmente del sector salud.

También existen serios obstáculos al acceso a la justicia en los casos de
violencia de género que tienen que ver con la existencia de otras trabas y
limitaciones como son la falta de preparación de las policías, de los jue-
ces/zas y funcionarios públicos vinculados a la aplicación de la normati-
va. Durante la tramitación de procesos, los funcionarios y agentes encar-
gados de administrar justicia incurren con frecuencia en comportamien-
tos discriminatorios y sexistas, aplican estereotipos basados en el género y
obran bajo concepciones tradicionales forzando la conciliación por enci-
ma de la protección de los derechos humanos de las mujeres. Se produce
la denominada “victimización secundaria” de las afectadas que consiste en
que durante los procesos ellas vuelven a ser violentadas y discriminadas.
Asimismo, los tribunales a los cuales las leyes les han atribuido la compe-
tencia para conocer de los casos de violencia intrafamiliar, no siempre han
sido los más idóneos. Según las leyes, éstos pueden ser civiles, de familia,
de menores o penales, pero en la mayoría de los casos no está claro cuan-
do adquiere competencia el juez civil y cuando el penal.

La falta de recursos y servicios de apoyo es otro elemento que dificul-
ta la aplicación de la ley. Los sistemas judiciales de los distintos países se
han visto sobrepasados, haciéndose evidente la carencia de recursos
humanos y financieros para ofrecer una adecuada atención legal a las
demandantes, así como servicios de apoyo psicológico. La legislación en
diversos países ha privilegiado la conciliación entre las partes (Perú), in-
cluso fuera de instancia judicial, lo cual constituye una forma de descri-
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visión integral y necesaria con la que las legislaciones deberían tratar el
problema. En algunas leyes se ha hecho hincapié en castigar a los acosa-
dores y no se ha prestado atención a la prevención, la capacitación de los
agentes que intervienen, la rehabilitación de la víctima y la rehabilitación
del victimario, mientras que otras han hecho hincapié en la protección de
las víctimas, pero no han previsto los servicios de apoyo necesarios como
una vivienda segura y asesoramiento, tratamientos psicológicos especiali-
zados, rehabilitación adecuada, casas refugio, programas de reinserción
social (Guerrero Caviedes, 2002: 19-20). 

Los mecanismos generados para abordar la violencia contra las muje-
res son principalmente las comisiones o comités interinstitucionales, en
las que participan distintos ministerios y servicios públicos, y en algunos
casos también organismos de la sociedad civil. Se encuentran además las
comisiones sobre violencia generadas al interior de los distintos ministe-
rios, en las que participan representantes de distintos programas y niveles.

Dado el incremento en el número y tipo de servicios que se brindan
desde las instancias público-estatales, se han implementado interesantes
estrategias de co-gestión y cooperación entre el Estado y la sociedad civil,
que podrían servir de ejemplo a futuras acciones en otros países. En el
caso de Perú, las comisarías cuentan con asesoría y asistencia técnica de
parte de ONG de mujeres del país. En el Ecuador se cuenta con un
modelo de co-gestión entre el Estado y la sociedad, en el que al Estado le
corresponde la administración de justicia y a la sociedad civil, brindar el
apoyo técnico a la comisaría y las/os usuarias/os, a través de ONG califi-
cadas para atender el problema de la violencia intra-familiar.

Las evaluaciones realizadas de estos servicios arrojan, en el caso del
Ecuador, que a partir de la acción de ellos se ha logrado elevar el porcen-
taje de sentencias a agresores; que parte importante de los casos de violen-
cia han sufrido modificaciones que mejoran la relación de pareja y que las
mujeres que han pasado por las comisarías han visto mejorar sus expecta-
tivas personales tanto en el ámbito laboral como en el personal (Guerrero
Caviedes, 2002). El resto de los servicios prestados por los organismos
gubernamentales consisten principalmente en atención-orientación legal
y psicológica a las víctimas, para lo cual se recurre a la infraestructura exis-
tente (como los mismos centros de salud) o a la creación de centros espe-
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A pesar de las diferencias existentes en las leyes marco, especialmente
en las constituciones, el análisis de los mecanismos, instrumentos y avan-
ces legislativos, nos permite “intuir” (a falta de un análisis en profundidad
de los debates en torno a esta legislación) que las diferencias existentes en
este contexto entre los tres países no explican el por qué en unos países se
ha avanzado más en unos ámbitos que en otros. Así, Perú parece haber
conformado una institucionalidad más fuerte en cuanto a las institucio-
nes y planes de defensa y garantía de los derechos de las mujeres; mien-
tras que el Ecuador, y en segunda instancia, Bolivia, tienen un camino
más largo a recorrer. 

El estudio señala también que en los tres países la puesta en marcha de
estos mecanismos e instituciones ha estado fuertemente influida por el
contexto internacional, pero parecería que son “claves nacionales” (que
habrá que dilucidar en otros artículos), las que nos permitan descifrar los
caminos paralelos que han recorrido los tres estados. 

De hecho, el incremento en la participación y representación de las
mujeres podría ser “moneda de cambio” frente a otras reformas institucio-
nales de mayor calado que han significado procesos acelerados de libera-
lización, modernización y privatización en estas sociedades. Y que termi-
naron de nuevo afectando a los derechos de las mujeres. Parece que este
debate está en la calle, y sino, no cabría entender la polémica en Perú en
torno al aborto o a la cuestión de los derechos sexuales y reproductivos de
las mujeres, cuestiones sustraídas o manipuladas sistemáticamente del
debate público, pero que los movimientos de mujeres en los países andi-
nos siguen manteniendo y defendiendo en su agenda política.
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minalización de la violencia familiar y desjudicialización de “asuntos” que
no se consideran de la importancia suficiente como para poder acceder
directamente al aparato judicial, vulnerando con ello el derecho al debi-
do proceso. Otra dificultad importante es que no se dispone de mecanis-
mos de seguimiento de las resoluciones judiciales que permitan evaluar de
qué manera está siendo aplicada la ley y la efectividad de la misma. Por
último, se constata que existe un importante desconocimiento de sus
derechos por parte de las mujeres.

Conclusiones

Como hemos indicado en el texto, partimos de una revisión del marco
constitucional enfatizando los derechos y garantías de las mujeres que re-
cogen las constituciones de estos tres países, para después pasar a analizar
cómo la aprobación de las leyes de cuotas en Bolivia, Ecuador y Perú (en
torno a 1997) incrementó significativamente la presencia de mujeres en
las instituciones representativas (fundamentalmente en los congresos
nacionales pero también en el ámbito local, dada la relevancia de los pro-
cesos de descentralización política y administrativa que acompañaron a
estas reformas) y de decisión, lo que ha tenido también una incidencia
positiva en la preparación y aprobación de legislación de acción positiva
como leyes de violencia de género, leyes de igualdad o leyes de violencia
política. Y esto, a pesar de la fragilidad institucional de muchos de los
organismos encargados de alentar este tipo de reformas y de promover la
igualdad entre hombres y mujeres.

La década de los años 1990 significó un tránsito definitivo y sin mar-
cha atrás, primero en la visibilización de estos derechos de las mujeres,
pero finalmente en lo que es más importante, el reconocimiento de éstos
y que culminó con el establecimiento de medidas y acciones legales enca-
minadas a proteger los derechos de las mismas. Muchas de estas medidas
fueron el resultado de la firma y adhesión por parte de los tres países a
acuerdos y tratados internacionales que promovían la igualdad de dere-
chos entre hombres y mujeres, tras los constantes denuedos de los movi-
mientos de mujeres en estos países durante la década de 1970 y 1980.
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Resumen

Este capítulo toma los debates de hombres y mujeres de diversas tendencias
ideológicas sobre el sufragio femenino e intenta articularlos al feminismo
trasnacional, al sistema político-electoral y a las representaciones hegemóni-
cas sobre la masculinidad y feminidad. Recupera discursos y polémicas sos-
tenidas en el Congreso y otras instituciones estatales así como en la prensa
y revistas, de Quito y Guayaquil. En ellos participan las elites políticas mas-
culinas así como mujeres urbanas de las elites y de una emergente clase
media de varias capitales provinciales del país. Al mismo tiempo, a través de
seguir eventos electorales, se mira al voto femenino en referencia al sistema
político del país. El artículo argumenta que el sufragio femenino no sólo
implicó reforzar y ampliar la comunidad política y alimentar la opinión
pública, sino que también puso en cuestión la masculinidad y feminidad
hegemónica y posibilitó pensar nuevos roles para hombres y mujeres al
tiempo que desdibuja los linderos entre lo público y lo privado.

Palabras claves: sufragio femenino, sexo del ciudadano, autonomía, Ecuador.
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nidos por el feminismo de este tiempo y/o con la dinámica política y elec-
toral del país; tampoco los articulan a las construcciones culturales de la
feminidad y masculinidad. 

Los documentos muestran que el sufragio fue un tema de debate
desde fines del siglo XIX hasta fines de la década de 1930, en donde
encontramos el más serio intento de excluir a las mujeres del derecho a
elegir y ser elegida. También revelan que los argumentos y actores del
debate varían a lo largo del período y ofrecen distintas imágenes de las
mujeres, la feminidad y de la política. Este ensayo toma los debates de
hombres y mujeres de diversas tendencias ideológicas sobre el sufragio
femenino e intenta articularlos al feminismo trasnacional, al sistema
político-electoral y a las representaciones hegemónicas sobre la mascu-
linidad y feminidad. Se han recuperado discursos y polémicas sosteni-
das en el Congreso así como en la prensa y revistas, de Quito y Guaya-
quil. En ellos participan las elites políticas masculinas así como mujeres
urbanas de las elites y de una emergente clase media de varias capitales
provinciales del país. Al mismo tiempo, a través de seguir eventos elec-
torales, buscamos mirar al voto femenino en referencia al sistema polí-
tico del país. Argumentamos que el sufragio femenino no sólo implicó
reforzar y ampliar la comunidad política y alimentar la opinión públi-
ca, sino que también puso en cuestión la masculinidad y feminidad
hegemónica y posibilitó pensar nuevos roles para hombres y mujeres.
Sugerimos asimismo que los discursos sobre el sufragio femenino en
América Latina cuestionan, una vez más, los linderos entre lo público y
lo privado.

Debates políticos sobre el sufragio femenino

El sexo del ciudadano

Al hablar de ciudadano ¿se está contemplando a hombre y mujer? ¿Es
necesario consignar que son ciudadanos sólo los varones adultos y alfabe-
tos? Estas fueron las interrogantes que abrieron en el Congreso el tema de
los derechos políticos de la mujer. Efectivamente, la Asamblea Nacional
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Introducción

Los recientes estudios históricos sobre la construcción de la ciudadanía en
América Latina muestran que este ha sido un proceso complejo asociado
a los inicios de la vida republicana (Sábato, 2000). El sufragio femenino
se ha explorado preferentemente en el siglo XX y su consecución ha sido
interpretado en el marco de la agenda de las mujeres, en contraposición a
los intereses de políticos liberales e izquierdistas para quienes las mujeres
no tenían credenciales ciudadanas ya que estaban sujetas a influencias
conservadoras (Cano, 1995); o bien, se lo ha visto como una concesión
de la política conservadora (Molyneux, 2001). Otros enfoques lo analizan
como parte de la inestable institucionalidad política creada en la región y
que disputa una modernidad anclada en la tradición católica y otra, en un
lenguaje liberal (Maza, 1995); o bien, articulado al conjunto de transfor-
maciones propuestas por el feminismo latinoamericano; una modernidad
feminista (Lavrin, 2005).

El estudio del sufragio femenino en el Ecuador reviste especial interés
ya que fue uno de los países en donde se otorgó tempranamente el voto a
la mujer y pese a diversos intentos por rescindir este derecho se lo ha man-
tenido ininterrumpidamente desde 1924 en que el Consejo de Estado
dictaminó que no existía ningún impedimento legal para que las mujeres
ejercieran el derecho a votar. Las interpretaciones prevalecientes sobre este
hecho oscilan entre mirarlo como un acto heroico de una mujer profesio-
nal (Matilde Hidalgo de Procel) que se acercó a registrarse en los padro-
nes electorales para ejercer el voto (Estrada, 2004); un esfuerzo de amplia-
ción de la comunidad política auspiciada por los conservadores con el
propósito de quebrar el monopolio electoral a los liberales (Quintero,
1980; Molyneux, 2001); o bien, como parte de la agenda de un feminis-
mo maternal, que otorgaba preeminencia a los roles maternos de las
mujeres y eran éstos los que las legitimaba como ciudadanas políticas
(Handelsman, 1978; Herrera, 2005). Asimismo, esta literatura ha ubica-
do el debate sobre el sufragio femenino en el Ecuador en el período com-
prendido entre las dos guerras mundiales y se ha evitado rastrear el tema
en períodos previos y posteriores. Estos estudios sobre el caso ecuatoria-
no, por lo general, establecen pocas articulaciones con los debates soste-
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tica tiene matices, pero es generalizada la idea de que por naturaleza la
mujer no está hecha para la política, sino para el hogar.

Entre el grupo que argumenta la necesidad de marcar el sexo de la ciu-
dadanía se encuentra el liberal, representante por la provincia de León,
Luis Felipe Borja, padre. En su alegato argumenta que el Código Civil
vigente precisa que las palabras hombre, persona, niño, adulto y otras
similares tienen un sentido general y se aplican a individuos de la especie
humana, independientemente de su sexo. Por ello hay dudas muy funda-
das de cómo entender quienes son ciudadanos. Y sigue con su preocupa-
ción al indicar: si un jurado electoral se viera en el caso de resolver si los
votos dados por mujeres son o no válidos tendría que resolverlo afirmati-
vamente ateniéndose al sentido de la ley, en caso de suprimir la palabra
varón. Frente a esta posición, uno de los legisladores contesta de que nin-
gún diccionario y ningún legislador ha llamado nunca a la mujer ciuda-
dano, pues la terminación masculina de esta palabra sólo es aplicable al
varón y que al hablar de la mujer debe decirse ciudadana. Por ello no es
necesario agregar varón al enunciado constitucional. Pero J.I. Caamaño,
un conspicuo conservador, piensa que no debe explicitarse que los ciuda-
danos son los varones. A su criterio, siempre se ha entendido como natu-
ral que al decir ciudadano se habla únicamente de varones. Considera,
además, que la costumbre hace ley y es costumbre que los varones ejerzan
la ciudadanía puesto que la mujer jamás lo ha pretendido y cree que no
puede suscitarse ninguna duda al respecto. El problema, sin embargo, no
era sólo gramatical, sino que se respiraba una puesta en cuestión del ciu-
dadano masculino.

La resistencia a que conste de manera expresa la condición de varón
para ser ciudadano lleva a Luis Felipe Borja a conjeturar que lo que está
en juego es que efectivamente algunos colegas quieren otorgar el derecho
al voto a la mujer. Y pide que si algún diputado considera que las muje-
res son aptas para el ejercicio de la ciudadanía y quieren conceder los dere-
chos políticos a las mujeres, deben decirlo expresamente, pero no puede
hacerse a través de la ambigüedad. En este marco varios diputados consi-
deran importante dejar expresamente la palabra varón ya que de lo con-
trario una vez abierto el debate se creerá que se ha otorgado derechos polí-
ticos a la mujer. Para unos ello adquiere especial premura después que en
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de 1883-841, conformada por miembros masculinos de la elite en repre-
sentación de las diversas provincias del país, discutió como lo había hecho
ya en varias oportunidades y lo seguiría haciendo a lo largo del siglo XX
quienes conformaban la comunidad política del país2. Pero en esta oca-
sión aparece una novedad relacionada con la necesidad de clarificar el sexo
de los ciudadanos. En este momento los argumentos confunden visiones
del derecho natural con el emergente derecho positivista. La mayoría de
los representantes, considera que todos los ecuatorianos son ciudadanos
ya que la ciudadanía es un derecho natural (no político) del ser humano
y que no puede negarse a nadie, ni a los niños, ni a las mujeres. Se trata
más bien de establecer requisitos para su ejercicio. Esta mirada abre la po-
sibilidad de pensar que las mujeres pueden votar. Y es en este marco que
se discute si debe o no constar de manera expresa si las mujeres tienen o
no derecho a ejercer el voto y si tienen o no capacidades para la política. 

Frente a estas disyuntivas podemos entrever al menos tres posiciones:
la de aquellos legisladores que plantean que debe dejarse expresamente
establecido que sólo los varones alfabetos y adultos tienen las credenciales
para ejercer el voto; la de quienes indican que es indecoroso y de mal gus-
to señalar de manera expresa que sólo los varones tienen esta capacidad ya
que es impensable que la mujer ejerza el voto3; y la de aquellos que, de
manera oblicua, parecen propugnar el sufragio universal que incluye a las
mujeres. Las razones a favor y en contra de la capacidad de la mujer para
ejercer el voto no fueron profundizadas por los legisladores en el transcur-
so del debate y los argumentos dejan entrever ambigüedades, pero sobre
todo desconcierto. La oposición a que la mujer ejerza la ciudadanía polí-
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1 AFL, Asamblea Nacional, 1883-4, Tomo I, sesiones del 23 y el 24 de noviembre de 1883. El
debate se inicia preguntándose sobre el sufragio universal y analizando la propuesta redactada
por la comisión constitucional en el sentido que son ciudadanos los varones adultos que sepan
leer y escribir. Es justamente la introducción del término varón lo que suscita la polémica.

2 Esta es una larga polémica que sólo se resolverá en la década de 1970 con el otorgamiento de
los derechos políticos a la población analfabeta, en su mayoría indígenas y mujeres. 

3 Nunca se aclaran las razones por las que se encuentra indecoroso para las mujeres el que se con-
signe al varón como el único capacitado para la política. Pareciera que se debe a la idea de que
la función natural de la mujer es el hogar. Además de ello, la acción política implica estar dis-
puesto a tomar las armas en defensa de la patria, práctica reñida con la naturaleza femenina. En
Argentina un escollo clave para la concesión del sufragio a la mujer fue justamente el servicio
militar (ver Lavrin, 2005: 337 y ss.).



Durante la Asamblea de 1896-7, de mayoría liberal, se vuelve a discu-
tir la conformación de la comunidad política, optándose por omitir toda
referencia al sexo del ciudadano5. La moción inicial propuesta por los
legisladores liberales Gabriel Arsenio Ullauri y Peñaherrera mantiene la
restricción del voto de la mujer. Sin embargo, en el transcurso del debate
y frente a una preocupación de la reducida comunidad política se la refor-
mula, rebajando la edad para adquirir derechos políticos y evitando toda
referencia al sexo del ciudadano, abriendo la puerta al sufragio femenino.

Paradójicamente, esta apertura del congreso, no coincide con criterios
emitidos por las facultades de derecho del país. Varios escritos de estu-
diantes indican que el sufragio es un componente de los derechos políti-
cos y que es posible restringir su ejercicio, sin afectar la igualdad natural
de las personas, ya que son razones científicas las que restringen no el
derecho, sino su ejercicio. Este nuevo enfoque positivista, permite a varios
pensadores fundamentar una oposición al sufragio femenino, por razones
de su alegada falta de libertad para decidir de manera autónoma, su nece-
saria sujeción al padre o marido para mantener el orden doméstico y/o,
bien, su incapacidad innata dado su menor desarrollo cerebral (Mosque-
ra, 1903; Suárez, 1907; Peñaherrera, 1914). Más tarde, un pensador libe-
ral y profesor del Colegio Mejía escribirá de que ha sido un error de los
políticos el otorgar el derecho al sufragio a la mujer pues su liberación
debe ser ordenada y transitar desde la emancipación doméstica a la eman-
cipación política (Soria, 1912: 1-6).

El derecho al voto de la mujer

- El Consejo de Estado y la prensa

El enunciado constitucional que indicaba que sólo los varones pueden
ejercer el derecho al voto desapareció tanto en 1897 como en 1906 y esta
no exclusión expresa de las mujeres permitió que en 1924, en el marco de
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Guayaquil en época reciente se ha facultado a la mujer a concurrir a la
universidad y optar por grados académicos. Para otros, la premura se deri-
va también del movimiento mundial por los derechos políticos de la
mujer.

Antonio Flores, quien junto con otros representantes parece abierto al
voto de la mujer, indica que este es el siglo de la “electricidad” y de “la
emancipación de la mujer”. Por ello no parece oportuno hacer expresa su
exclusión, más aún cuando los acontecimientos políticos del país4 han
mostrado que la mujer tiene perfecta capacidad de tener opinión propia.
En esta misma dirección opinan otros legisladores y ponen como prueba
del interés de las mujeres en las cuestiones públicas: el comercio y los
eventos políticos. Pero al mismo tiempo se reconoce que la mujer no ha
pedido el sufragio y se imagina que se opondría a ello, especialmente si
fuera obligatorio. De esta manera, un grupo de legisladores buscan dejar
abierta la puerta para que en un futuro las mujeres, si así lo quisieran,
puedan expresar su voluntad política. 

Es interesante constatar que los posicionamientos no se alinean según
criterios ideológicos y que en el transcurso del debate varios legisladores
cambian su opinión y se inclinan sobre la necesidad de indicar que sólo
los varones son ciudadanos debido a la potencial amenaza de que las
mujeres crean que se les ha otorgado la libertad de elegir. En palabras de
uno de ellos “[n]osotros no debíamos haber discutido este punto porque
hay el peligro de que las mujeres abran también los ojos y crean que pue-
den ser ciudadanas”. Pero en otros casos, el cambio de opinión favorece la
noción de que las mujeres deben tener derechos políticos. 

Después de una reñida votación, se aprueba el enunciado de que
“[s]on ciudadanos los ecuatorianos varones que sepan leer y escribir y
hayan cumplido veintiún años, o sean o hubiesen sido casados” (art. 9º,
Constitución, 1884). Con este debate sobre el sexo del ciudadano se des-
naturaliza su carácter masculino y se abren las puertas a pensar como posi-
ble el sufragio femenino.
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4 Se refiere a la participación de las mujeres en el derrocamiento de Ignacio Veintimilla, acaecido
ese mismo año.

5 AFL, Asamblea Nacional, 1896-7, Sesión ordinaria del 26 de octubre de 1896, Libro I: 176-
221. En esta oportunidad se discute no sólo el voto de la mujer, sino la edad, el estado civil y el
nivel de instrucción requeridos para ejercer el derecho al voto. 



ternales y familiares y la posibilidad de que su voto mejore el espíritu pú-
blico. Si bien es difícil identificar claros posicionamientos de los medios
escritos, en Quito, el diario El Día, de ascendencia más liberal, tuvo
mayor apertura al tema; mientras que El Comercio revela un mayor recha-
zo a la propuesta señalando que la mujer no modificará las debilidades
políticas del país y que no está en condiciones de ejercer este derecho. Por
su parte en Guayaquil, El Telégrafo claramente apoya la moción de
Consejo de Estado mientras que El Universo se opone rotundamente al
sufragio femenino y subraya el rol materno y familiar de la mujer. Du-
rante este debate se oyen, por primera vez, voces de mujeres y de los cír-
culos feministas, aspecto que retomamos en la sección siguiente. 

Respecto al argumento moral del Consejo de Estado, un editorialista
de El Día considera difícil que las mujeres puedan mejorar el espíritu cívi-
co del país ya que este es un problema racial, de falta de educación y del
sistema político y electoral. Pese a ello, este escritor no se opone al sufra-
gio de la mujer, pero es cauteloso al respecto e indica que debe implemen-
tarse lentamente8. Sin embargo, otros articulistas retoman de manera
positiva el argumento moral. Por ejemplo, una noticia subraya la idea de
que la política está plagada de violencia y corruptelas que las mujeres
podrán transformar. A juicio de este pensador, el Consejo de Estado les
está diciendo a los hombres que dado que ellos no pueden, lo podrán las
mujeres y piensa que los hombres, finalmente, saldrán a defender a las
mujeres y de esta manera se preocuparán de la cosa pública. Aún más: a
su criterio las mujeres impondrán ternura y amor a la política y purifica-
rán la política9. Así, y pese a los reparos presentados por este medio, no
hay una abierta y clara oposición al sufragio de la mujer. 

Por su parte, un editorial de El Comercio considera impecable la argu-
mentación legal y jurídica del informe. Sin embargo, no se compadece
con la realidad del país y considera tendencioso sostener que los hombres
han olvidado el deber del sufragio. Frente al llamado a los ciudadanos
masculinos hecho por el Consejo de Estado, el editorialista pide a las
mujeres que se alejen de la cosa pública y continúen como ahora: “aleja-
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las elecciones para diputados y senadores, Matilde Hidalgo de Procel, una
médica de Machala, se acercara a registrarse en el cantón Machala y vota-
ra. Este hecho levantó una consulta al Consejo de Estado el cual emitió
un dictamen que consagró el derecho a votar y ser elegida por parte de la
mujer.

Tres tipos argumentos fueron esgrimidos por el Consejo de Estado pa-
ra reconocer el voto a la mujer: legal, social y moral6. Desde el punto de
vista de la interpretación legal, el argumento recoge los principios emiti-
dos por la Asamblea del siglo pasado: que las palabras hombre, persona,
ni-ño y adulto y otras semejantes en su sentido general se aplican a indi-
viduos de la especie humana, sin distinción de sexo. Este predicamento,
posibilita al Consejo interpretar la Constitución vigente en el sentido de
que son ciudadanos hombres y mujeres, mayores de veintiún años que se-
pan leer y escribir. Igualmente se sostiene que, según la Constitución, las
mujeres están vinculadas a la sociedad por su carácter de nacionales y que
la legislación secundaria, en ciertas condiciones, reconoce a la mujer su
capacidad para ser guardiana del patrimonio de la familia así como de los
hijos e hijas.

Seguidamente, se reconocen algunos importantes roles de las mujeres.
Se indica, por ejemplo, que pueden ser profesionales: maestras, médicas,
etc. Finalmente, el informe sugiere que la incorporación de la mujer a la
política ayudará a levantar el espíritu público del país pues los hombres
“se han olvidado del sagrado deber del sufragio”. Provoca diciendo que
quizás las mujeres se desempeñen mejor que los hombres en las obligacio-
nes cívicas y augura que tal vez “la competencia entre los sexos sirva para
levantar el espíritu cívico”7.

Esta resolución produjo diversas reacciones en los medios educados de
la sociedad, además de desconcierto, que fueron expresadas a través de
revistas y la prensa. Los medios revelan ironía, rechazo y aceptación –total
o parcial– de la decisión del Consejo de Estado. En general, la parte legal
fue aceptada sin mayores reparos, pero los aspectos más polémicos fueron
la preparación e interés de la mujer para ejercer el sufragio, sus roles ma-
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6 Argumentos morales que favorecen los derechos de las mujeres, basados en sus supuestas virtu-
des y aportes a la política, también son rastreados por Lavrin (2005) en los países del Cono Sur. 

7 “Sesión extraordinaria del Consejo de Estado”. El Comercio, 09.06.1924: 6.
8 “El sufragio femenino”, El Día 11.06.24: 1.
9 Nihil, “La mujer purificará la política, El Día, 11.06.24:1.
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das de la candente arena de los debates públicos, donde a falta de razones
y urbanidad campean los más desatados rencores…”. Pero, manteniendo
la ambigüedad de su posición agrega que “[s]i algunas compatriotas, por
especiales circunstancias de carácter, quieren hacer uso de un derecho que
la ley les concede, no puede reprochárseles, pero tampoco debe incitárse-
les en nuestro concepto”. Pide entonces que no se generalice esta prácti-
ca, esta “libertad”10. Esta ambigüedad es la que parece primar en los
medios: dejar abierta la posibilidad del sufragio femenino, pero evitar su
promoción activa.

Este mismo medio publica una nota “Ecuador, el paraíso de las muje-
res”, el cual reconoce a Matilde Hidalgo como una “valiente” mujer, pero
acto seguido insiste en que estamos en una fase de feminismo teórico por-
que en su gran mayoría nuestras mujeres no han querido hacer uso de este
derecho. Se duda que con la resolución del Consejo de Estado se pase a la
práctica, a pesar que reconoce la existencia de una serie de centros femi-
nistas en el país y que las mujeres salen a las calles en los eventos revolu-
cionarios. Su punto de discrepancia es que las mujeres no cambiarán lo
que califica como el “gran elector”: “que no es ni hombre ni mujer, sino
un superhombre que ejercita el voto por la razón o la fuerza”11. Más clara-
mente, otro artículo del mismo día pide a la mujer no votar y no mezclar-
se en política pues el hogar perdería su rumbo y se corrompería12. Al
mismo tiempo, en este medio, interviene el debate una mujer defendien-
do su derecho al voto.

La polémica en Guayaquil tiene ecos un poco diversos. El diario El
Telégrafo argumenta posicionándose desde el liberalismo y señala que la
Constitución está informada por un amplio espíritu liberal y encierra los
más avanzados principios democráticos y postulados liberales. De confor-
midad con estos principios se han dictado leyes que favorecen a la mujer
y garantizan sus derechos civiles y políticos. De manera clara, asegura el
editorial, “ello está en consonancia con la aspiración del feminismo ecua-
toriano, expresado en diferentes ocasiones”. Y agrega que una constitu-
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ción liberal no podía excluir a la mujer del ejercicio ciudadano. El único
problema que prevé es que no ha existido una preocupación por preparar
el camino para esta innovación y las mujeres pondrán en aprietos a los
hombres que se han alejado de los comicios13. Unos días más tarde, este
mismo medio retoma de manera positiva el argumento de que la mujer
purificará la política. Al contrario, El Universo de Guayaquil, a través de
un artículo escrito por una mujer se opone al voto femenino, argumen-
tando que a las mujeres se las debe educar para el hogar14.

Estos argumentos masculinos emitidos a través de medios escritos
están salpicados por expresiones que denotan desconcierto; el sufragio
femenino se transforma también en ocasión para ejercer la parodia y
burla. Así por ejemplo, un articulista cuenta la visita hecha a un amigo, a
quien –para su sorpresa— lo encuentra a cargo de sus hijos pues las muje-
res de la casa se han ido al “comité electoral”15; otro, muestra a los hom-
bres lidiando con ollas y saliendo de la casa con las “medias rotas” por la
falta de mujeres en el hogar16; e, incluso, un escritor de manera irónica se
pregunta qué función cumpliría él si su mujer fuera presidenta17. De esta
manera, se expresa el temor desatado por la apertura de los asuntos públi-
cos a la mujer ya que descuidará sus labores domésticas. Pero no sólo eso,
como veremos, la participación en la vida política de la mujer pone en
cuestión la masculinidad de los varones y su capacidad para conducir la
cuestión pública. Es esta la manera como el sufragio femenino en Ecua-
dor se vuelve una arena de disputa que afecta las imágenes de masculini-
dad y feminidad. 

- El reconocimiento constitucional del derecho al voto de la mujer

El debate antes reseñado quedó trunco ya que al año siguiente un movi-
miento de militares jóvenes, la llamada Revolución Juliana, suspendió
temporalmente el Congreso hasta que en 1928 se instala una nueva

10 “El voto femenino”, El Comercio, 11.06.24: 3.
11 Nihil, “La mujer purificará la política, El Día, 11.06.24:1. 
12 “¡Qué no vote la mujer ecuatoriana!”, Sección Hoy, El Comercio, 12.06.24: 1.

13 “Los derechos de la mujer ecuatoriana”, El Telégrafo, 13.06.24: 1.
14 Zoila Rendón, “Eduquemos a la mujer para madre”. El Universo, 18.05.24: 3.
15 Capitán Ney, “La política femenina en Z”, La Iniciación, 2 (30): 7-9, 1924.
16 “¡Qué no vote la mujer ecuatoriana!”, Sección Hoy, El Comercio, 12.06.24: 1.
17 Nihil, “La igualdad de las mujeres. Si mi mujer fuera presidenta”, El Día, 26.03.1928: 1.



de las mujeres en los registros electorales. La prensa reconoce que las
mujeres han recibido con entusiasmo esta decisión y que están dando
muestras de disciplina y fervor cívico, y que se prevé su participación en
las elecciones que se avecinan21. Aparentemente fue el Partido Conserva-
dor el que tomó la delantera en la promoción del sufragio de las mujeres
e incluso, un documento doctrinario de este grupo dedica varias páginas
al tema. Allí se expresa que en Ecuador “lejos de ser perjudicial el voto
femenino, contribuiría a moralizar los comicios” (Jijón y Caamaño, 1979
[1929]: 113). Su énfasis, sin embargo, lo puso en la habilidad de la mujer
a elegir, pero no a ser elegida (Salazar, 2006: 116). Mientras tanto, medios
de prensa liberales recuerdan a las mujeres que ha sido una constitución
liberal la que ha reconocido este derecho22.

Pero no todo estaba dicho: la participación electoral de las mujeres,
abrirá nuevas consideraciones al debate sobre el sufragio femenino, aspec-
to que abordaremos en la tercera sección de este ensayo. Antes de ello
oigamos las voces de las mujeres.

Feminismo y sufragio

Estrategias de acción

De manera similar a otros países de la región, en las principales ciudades
del Ecuador, se constituyeron desde inicios del siglo XX grupos y círculos
feministas que tuvieron diversos objetivos y que opinaron, a través de dis-
tintos medios, sobre el sufragio femenino23. Es difícil establecer clasificacio-
nes ideológicas precisas sobre estos grupos ya que sus planteamientos -de
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Asamblea Constitucional. Fue justamente esta Asamblea, de mayoría libe-
ral18, la que introdujo de manera explícita que son ciudadanos los hom-
bres y mujeres, mayores de edad, que sepan leer y escribir. En esta opor-
tunidad tampoco se desarrolló mayor polémica al respecto, excepto en
cómo redactar el artículo de manera que disipe dudas en referencia al
sufragio de la mujer. 
Remigio Crespo Toral19, legislador conservador por la sureña provincia de
Azuay, a nombre de la comisión constitucional explicó que la propuesta
de redacción constitucional introducía la cláusula “sin consideración a
sexo”, ya que el espíritu de la comisión era que tanto hombres como
mujeres tengan derecho a voto, a condición de que sepan leer y escribir y
sean mayores de edad. Este artículo abrió la discusión sobre el grado de
educación requerido para poder ejercer el voto20 y de manera secundaria
sobre el derecho al voto de la mujer. En el transcurso del breve debate, se
esconde el pedido de las mujeres al sufragio, indicando que en el Ecuador
la mujer no reclama este derecho, pero se piensa que puede hacerlo más
tarde y se debe estar preparado. Una minoría de representantes, sin em-
bargo, para escamotear la discusión sobre el sufragio de la mujer, objetó
la propuesta de redacción diciendo que este problema debía resolverse a
través de una ley secundaria. Sin embargo, esta opción fue confrontada
bajo el argumento que no puede decirse que una ley otorgará derechos
pues eso ya se lo había hecho; lo que se intentaba era que la nueva cons-
titución reconozca este derecho. De manera que se hizo constar de mane-
ra explícita que son ciudadanos tanto hombres como mujeres, mayores de
edad y alfabetos.

Esta parca discusión en el Congreso volvió a ser recogida por la pren-
sa. Pero en esta ocasión el debate estuvo fundamentalmente orientado por
la movilización de las maquinarias políticas para promover la inscripción

18 El Presidente de la Asamblea fue el reconocido liberal radical, Agustín Cueva. Discrepamos con
Quintero (1980) quien señala que la mayoría del congreso fue conservadora. Esta Asamblea
buscó establecer mecanismos de representación más o menos ventrílocuas de sectores campesi-
nos, de trabajadores e indígenas. 

19 Este legislador en la década siguiente escribe un pequeño artículo sobre el feminismo en el cual
reitera la necesidad de la participación de la mujer en la política bajo un criterio moral (Crespo
Toral, 1933: 279).

20 AFL, Asamblea Nacional, 1928-29, Libro de Actas, Acta 57, Sesión del 13.12.28. 

21 Varias noticias de prensa dan cuenta de esta dinámica: “Las inscripciones en la ciudad fueron
ayer en su mayoría femeniles”, El Día, 13.10.29: 1; “A las mujeres ciudadanas”, El Día, 15 o
14.10.29; “Con enorme entusiasmo participan las mujeres que se inician las elecciones”, El Día,
28.10.29: 1.

22 “A las mujeres ciudadanas”, El Día, 15.10.29.
23 Una de las estrategias de reconocimiento de los derechos de la mujer por parte de estos grupos

fue el uso de medios escritos (periódicos y revistas) y el ensayo. Un observador de la época regis-
tra la importancia de los medios escritos en el reconocimiento del sufragio femenino e indica
que después de una campaña de prensa las mujeres resolvieron participar en las elecciones y fue-
ron recibidos sus votos como electoras (Undurraga, 1927: 50).



La asociación de mujeres interesadas en reformas favorables para las
obreras se desarrolló, fundamentalmente, en Guayaquil y se expresó en la
revista La Mujer Ecuatoriana (1918), órgano del Centro Feminista La
Aurora, ligada a la Confederación de Obreros del Guayas. Sus plantea-
mientos estuvieron a medio camino entre propuestas propias del mutua-
lismo artesanal, la beneficencia y el obrerismo, pero en el que se expresa-
ron demandas favorables a las mujeres obreras. A este grupo estuvo ads-
crito el Club Feminista Dolores Sucres que en l920 hizo propaganda elec-
toral a favor del candidato a la presidencia por el Partido Liberal José Luis
Tamayo24. También en Guayaquil, a través de la revista de tendencia libe-
ral Nuevos Horizontes (1933-1937), se expresaron propuestas -a veces con-
tradictorias- a favor de la participación política de las mujeres.

Feminismo trasnacional

Los planteamientos de las mujeres y formadores de opinión así como los
debates de los congresistas antes reseñados estuvieron imbuidos por ideas
y prácticas feministas transatlánticas e interamericanas25. Los y las pensa-
doras locales y la opinión pública educada siguieron, a través de libros,
prensa y revistas, los pronunciamientos de intelectuales, Iglesia Católica y
gobiernos respecto a los derechos de la mujer así como las acciones de
organizaciones y mujeres sufragistas. Escritos de Stuart Mill y Gregorio
Marañón, por ejemplo, fueron gravitantes en las opiniones locales favora-
bles a los derechos políticos femeninos. 

La prensa local muestra que la opinión pública estuvo atenta a los
acontecimientos mundiales liderados por mujeres sufragistas y a las co-
rrientes feministas europeas e americanas. Siguen los acontecimientos li-
derados por redes trasnacionales de corte liberal e izquierdista. Pero no
sólo ello: feministas como Zoila Ugarte de Landívar, Victoria Vásconez
Cuvi, Zoila Rendón y Petronila Flores fueron parte de estos foros inter-
nacionales. Por ejemplo, Petronila Flores en 1924 participó en represen-
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forma parecida a los pronunciamientos de los congresistas revisados ante-
riormente- no expresaron posiciones fijas ni cerradas, sino que respondie-
ron a las coyunturas políticas, a sus identidades clasistas y a redes de amis-
tad. Pese a ello, se puede ver que mientras varios de estos grupos estuvieron
auspiciados por la Iglesia Católica y se orientaron a labores de caridad y
beneficencia, otros, especialmente el de las maestras, se ocuparon por la
educación de la mujer. Un tercer conjunto de mujeres estuvo articulado en
torno a mejorar las condiciones de vida y de trabajo de la mujer obrera.

Las acciones de las mujeres católicas se desarrollaron por medio de
congregaciones marianas y asociaciones de la Acción Social Católica tanto
en Quito como en Guayaquil. Estas acciones fueron sobre todo apostóli-
cas y asistenciales, pero también se vincularon a políticas más amplias
tanto en apoyo a los candidatos conservadores como aportando criterios
de problemas económicos y sociales. Por ejemplo, el Primer Congreso de
Damas Católicas del Ecuador reunido en Quito en 1909, al mismo tiem-
po que planteó el fortalecimiento de las instituciones morales católicas,
defendió los intereses económicos y sociales de las mujeres, destacando su
importancia en la economía familiar (Herrera, 2005). En Guayaquil sus
planteamientos se expresaron en publicaciones como El Tesoro del Hogar
(1890) y El Hogar Cristiano (1906-1919).

Por otra parte, desde comienzos de siglo y en el contexto del desarro-
llo de la educación laica, se conformaron grupos de maestras y profesio-
nales que demandaron el acceso a la educación y al trabajo así como su
participación en la vida social y política del país (Goetschel, 2007). Así,
por ejemplo, María Angélica Idrobo, maestra de la provincia de Imbabu-
ra, junto a Zoila Ugarte de Landívar, Victoria Vásconez Cuvi y Matilde
Hidalgo de Procel, desde diferentes lugares y espacios realizaron acciones
a favor de la educación de las mujeres e hicieron planteamientos favora-
bles a su participación política. La posición de estas maestras tampoco fue
homogénea. Mientras algunas de adscribieron a un liberalismo radical,
otras tuvieron posturas socialistas y las más se declararon cristianas al mis-
mo tiempo que liberales. A través de revistas como La Mujer (1905), La
Ondina del Guayas (1907-1910), Flora (1918), Iniciación (1934-1935),
Alas (1934) –de Quito, Guayaquil y Ambato– expresaron diversos posi-
cionamientos sobre las demandas de las mujeres.
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24 La Mujer Ecuatoriana, 14 y 15: 1. 
25 Respecto a la circulación trasnacional de ideas feministas, ver Miller (1990).



Grecia, Rusia, Turquía así como Uruguay, Chile, Argentina y México apa-
recen con frecuencia en los diarios. Junto a las notas sobre los avances en
el reconocimiento del sufragio femenino, la participación de las mujeres
en la vida política y en el Estado se hace un recuento del sufragismo y del
impacto de la primera guerra mundial en la vida de las mujeres34.

De esta manera, el reconocimiento al sufragio de la mujer adulta y
alfabeta en el Ecuador está en diálogo con el feminismo local y trasnacio-
nal que busca nuevos espacios para las mujeres. Pero oigamos cómo dis-
cutieron las mujeres ecuatorianas sus derechos políticos. 

El feminismo bien y mal entendido

El feminismo de inicios de siglo ha sido caracterizado como un feminis-
mo maternal (Handelsman, 1978; Herrera 2005). Sin embargo, un estu-
dio reciente de Goetschel (2006) propone al feminismo de inicios del
siglo XX como un campo de fuerzas que expresa diversas posiciones.
Efectivamente, los escritos de mujeres y el debate sobre el feminismo
expresan posiciones distintas respecto a la participación política de las
mujeres y al sufragio las cuales cambian a lo largo del tiempo. A comien-
zos de siglo la discusión giró en torno a lo que debía entenderse por femi-
nismo y se habló de “feminismo bien entendido o verdadero” y de “femi-
nismo mal entendido”. Esta preocupación estuvo íntimamente articulada
al posicionamiento de las mujeres sobre sus derechos políticos. Los argu-
mentos a favor o en contra de estos derechos estuvieron a su vez marca-
dos por una serie de imágenes de las mujeres: su rol maternal, su acción
social, sus virtudes de mesura, previsión y concreción, entre otras.

En 1908 se publicó en Guayaquil un artículo que trascribía una entre-
vista de la feminista vienesa Camila Theimer al Papa Pío X, sobre el femi-
nismo y el papel de la mujer en la vida pública. En la entrevista, el Papa
aceptaba cambios con respecto a la educación y al trabajo de las mujeres,
pero se negaba a concederle autorización para participar en política35. De
esta manera, el Papa enfatizaba en la maternidad y sentaba bases para
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tación del Ecuador en la conferencia de la Liga Internacional de Mujeres
Pacifistas26. Rosalinda recuerda que hacia fines de la década de 1920 tomó
parte en un encuentro de mujeres en Buenos Aires en donde se discutie-
ron los derechos políticos de las mujeres27. Más tarde, la ya mencionada
revista Nuevos Horizontes dirigida por Rosa Borja de Icaza y María Esther
Martínez, tuvo conexiones con la Unión de Mujeres Americanas, creada
en Nueva York en 1935 en cuyos objetivos se postula la lucha por la igual-
dad de las mujeres28.

Especial relevancia tienen en la prensa noticias de los sistemas pana-
mericano e interamericano y los avances de la mujer en la región. Por
ejemplo en 1924, la oficina permanente de la Unión Panamericana pidió
al Ecuador un informe sobre la situación jurídica de la mujer29. Más tarde
se comenta una reunión panamericana de mujeres y se hace un recuento
de los diversos encuentros habidos desde 1923 hasta la constitución del
Comité Interamericano de Mujeres en la Habana30. En otro artículo se
destaca la acción de la sexta conferencia internacional americana en La
Habana31 y se anuncia que la Liga de las Naciones acepta a las mujeres co-
mo plenipotenciarias32. Nociones como la solidaridad entre las mujeres de
América y la necesidad de que las mujeres hagan oír sus voces frente a los
problemas que agitan al mundo si se quiere construir una paz duradera,
son parte de los comentarios de la prensa respecto al feminismo regional33.

Asimismo, noticias sobre las dificultades y triunfos en los procesos de
reconocimiento de los derechos políticos de las mujeres en diversos países
hacen parte de la información de la época: Inglaterra, Bélgica, España,
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26 “La señorita Petronila Flores”, El Telégrafo, 02.05.24: 1 y “El Ecuador en la Liga Internacional
de Mujeres por la Paz”, El Comercio, 10.06.24: 3. 

27 Rosalinda, “La mujer ante las urnas”, El Día, 7.03.34. 
28 Nuevos Horizontes, 15, Guayaquil, julio-agosto, 1935: 18. 
29 Este informe que fue realizado por José María Pérez Echanique, congresista y catedrático de la

Universidad Central del Ecuador, quien indica que la “legislación que se encontraba muy dis-
persa”. “Legislación sobre la mujer”, El Día, 02.07.24: 1. 

30 “Los derechos de la mujer”, El Comercio 25.03.28.
31 “Hacia la igualdad de los hombres y mujeres. Una gran aventura”, El Día, 23.08.28: 5. 
32 “Intervención del sexo femenino en los grandes acontecimientos internacionales. La Liga de las

Naciones acepta a las mujeres como plenipotenciarias”, El Día, 06.10.28.
33 “Solidaridad entre mujeres de las Américas”, El Telégrafo, 16.09.28: 3. Editorial que parece ser

escrita por una mujer.
34 “El feminismo en Europa”, Notas extranjeras, El Comercio, 26.05.24: 1.
35 “El Papa y el Feminismo”, El Hogar Cristiano, 16, Guayaquil, marzo de 1908: 266.



la mujer”38. Un año más tarde, reitera su pronunciamiento subrayando un
enfoque de derechos: “la mujer necesita el voto… por estricta justicia,
porque obedece las leyes y sufre más la insuficiencia de ellas, porque tiene
igual responsabilidad jurídica que el hombre, porque paga las mismas
contribuciones; en una palabra porque se ha resignado a todos los debe-
res y le faltan todos los derechos” (Vásconez, 1925: 48).

Como hemos visto, una de las preocupaciones de las feministas más
conservadoras respecto a la concesión del sufragio a la mujer era la pérdi-
da de su feminidad. Este aspecto también fue rebatido por varias pensa-
doras. Anabelly decía: “[c]uando imagino una mujer feminista no la pien-
so como un ser masculinizado, que no es ni hombre ni mujer. Yo la ima-
gino como una mujer completa, sea bonita o no, joven o no”. En este
marco, se retoma el debate de la década anterior sobre qué entender por
feminismo y esta misma escritora creía que el ser feminista demostraba la
posesión de un alma superior, un estado de rebeldía que quiere romper
con la opresión. En este sentido aclara que el feminismo bien entendido
“no consiste en vestir prendas masculinas... [sino] consiste en que [la
mujer] posea plenamente sus derechos, es el amparo de sus bienes y per-
sona, es la igualdad que debe existir en las relaciones sociales del hombre
y la mujer”39.

De igual manera, se puede entrever que entre mujeres de tendencia
socialista existió un clima favorable para el voto femenino, bajo argumen-
tos que combinan criterios de justicia y virtudes femeninas junto a un
esfuerzo por redefinir al feminismo bien entendido. María Angélica
Idrobo dictó una conferencia en la cual se mostró partidaria de la partici-
pación política y del voto de las mujeres. En su alocución parte de la cons-
tatación que si bien por ley las mujeres tienen derecho a votar, no lo ejer-
cen por temor a verse ridiculizadas, a verse adscritas a un “feminismo mal
entendido”. En este marco, ella pregunta: “¿a qué puede llamarse feminis-
mo mal entendido....No puede reputarse como tal a la justa y legítima
aspiración femenina de querer extender su radio de acción hacia la orga-
nización social de su patria”40. Asimismo, considera que las mujeres edu-
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excluir a las mujeres de la arena política formal, al tiempo que hacía uso
del término “feminismo bien entendido” -por el que el Papa hacía votos-
término que sería usado en lo sucesivo para debatir los distintos roles de
la mujer en la vida política. 

Adelaida Velasco Galdós, feminista ligada a la Iglesia Católica, reitera
enfáticamente en l914 que “no se diga jamás a una mujer, que su puesto
está en los comicios populares”36. Para esta autora existía otra manera más
noble y propia de su sexo de remediar los males sociales y hacer el bien:
la caridad y sus buenos sentimientos. 

Una posición contraria al voto de las mujeres, también la mantuvie-
ron otras escritoras feministas, no vinculadas orgánicamente a la Iglesia
Católica, y que también pueden ser consideradas “maternales”. Este es el
caso de Zoila Rendón, para quién el papel de las mujeres estaba en el
hogar, desde donde ella ejercía su labor cívica y social. Efectivamente,
Rendón desarrolló una acción importante en la defensa de cambios jurí-
dicos a favor de las mujeres, pero se opuso a la participación de la mujer
en la arena política formal. Y así, en el marco del debate abierto por el dic-
tamen del Consejo de Estado, publicó un artículo donde planteó que la
mujer jugaba un importante rol político, pero “no en esa política que la
vuelve ridícula, que la convierte en semi-hombre, queriendo enfrentarse
con el sexo fuerte... [sino que] la mujer puede ser más política sin salirse
de su santuario... [pues] toda las virtudes femeninas desaparecen al entrar
en la política turbulenta....”37.

Pero el juicio emitido por el Consejo de Estado no sólo auspició a las
mujeres más cercanas a posiciones conservadoras a expresar su oposición;
varias llamaron a las mujeres a ejercer el voto. Por ejemplo, la maestra
Victoria Vásconez Cuvi, manteniendo una entrada maternal, pero resig-
nificando el concepto de hogar, defendió la participación de la mujer en
la vida social, política y electoral, considerando que “es muy estrecho el
concepto que circunscribe el hogar a las cuatro paredes de la casa. Este se
extiende a todos los ámbitos sociales: a la universidad, academia, el parla-
mento, talleres...y allí debe estar el espíritu, la solicitud y la previsión de
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36 Adelaida Velasco Galdós, ¿Feminismo?, El Hogar Cristiano, 81, Guayaquil, julio de 1914: 58.
37 Zoila Rendón, “Eduquemos a la mujer para madre”, El Universo, 18.05.24: 3. 

38 Victoria Vásconez Cuvi, “Por la mujer”, El Comercio, 03.06.24:1.
39 Anabelly, “Conceptos erróneos del feminismo”, El Día, 03.07.28: 5.



El voto de las mujeres y el sistema político: un nuevo debate

Encontramos evidencias dispersas sobre la participación electoral de las
mujeres en el período previo al reconocimiento constitucional de su dere-
cho al sufragio. Por ejemplo, una noticia de prensa proveniente de Guaya-
quil deja entrever que en 1924 mujeres obreras de esa ciudad fueron cla-
ves en la elección de los candidatos liberales al concejo municipal41. Al año
siguiente, en el curso de las reformas llevadas a cabo por la Revolución
Juliana, se elige a la educadora y rectora de un colegio normal, Amarilis
Fuentes Alcívar, como concejala de Guayaquil42. Luego de emitida la
nueva Constitución, en 1930, la misma Matilde Hidalgo de Procel fue
elegida como representante a la corporación edilicia de Machala mientras
que la obstetra Berta Valverde Alvarez lo fue en Guayaquil (Romoleroux,
1983: 16; Estrada, 2004: 105). Y ese mismo año, un diario informa que
dos mujeres fueron electas como senadoras funcionales suplentes por la
instrucción pública: Lucrecia Cisneros y Sergia Loor Alcívar43. Es justa-
mente a partir de este momento que se observa un creciente registro de
mujeres, aumentando la masa de votantes en el país44. Sin embargo, hasta
1933 la proporción de mujeres inscritas sólo representa el 12 por ciento
del total de los electores (Quintero, 1980: 245).

La elección presidencial de 1931 designó un candidato de corte con-
servador y modernizante que reforzó la inestabilidad política. Las calles y
los cuarteles fueron transformadas en el escenario de las disputas políticas
(Luna, 1989; Maiguascha, 1989). Pero no sólo ello: muchas mujeres salie-
ron a la calle en defensa de sus candidatos. La llamada “Guerra de los
Cuatro Días” en Quito y la posterior elección de Velasco Ibarra junto al
precipitado término de su mandato fueron leídos, por algunos observado-
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cadas juegan un rol central en la formación de buenos ciudadanos y en la
oposición a gobiernos dictatoriales. De esta manera, Idrobo al igual que
Anabelly, se reapropia del feminismo bien entendido liderado por la
Iglesia Católica y le concede centralidad a la lucha política, la formación
de ciudadanía y la vida democrática. 

El feminismo bien y mal entendido sirvió, entonces, como un campo
para disputar los derechos políticos y las identidades de las mujeres ya que
lo que estaba en juego en las primeras décadas del siglo XX eran los roles
de hombres y mujeres y las construcciones de la feminidad y masculini-
dad. El feminismo mal entendido, a juicio de la Iglesia Católica de inicios
del siglo, era aquel que ponía en cuestión de manera directa el poder mas-
culino; mientras que el feminismo bien entendido, ponía en cuestión este
poder de manera oblicua: exacerbando los roles maternos y abriéndolos
hacia la política, pero desde el hogar. Pero estas categorías, hacia fines de
la década de 1920 fueron re-significadas por las feministas más radicales:
en este marco discursivo, el feminismo bien entendido es justamente
aquel que pone en cuestión la masculinidad de la política, amplía el con-
cepto de hogar hacia la sociedad, abre espacios para el sufragio de las
mujeres al tiempo que subraya sus derechos y la justicia, los valores típi-
camente femeninos y su importancia en la formación de buenos ciudada-
nos y mantenimiento de la democracia.

Pese a las diferencias entre los feminismos de las mujeres, sus discur-
sos comparten la importancia que otorgan a las peculiaridades de las
mujeres expresadas en virtudes y habilidades, cuya base se encuentra en
sus funciones maternales. En este sentido, se intenta reformar no sólo la
sociedad civil, como ha propuesto Herrera (2005), sino fundamental-
mente la sociedad doméstica y su articulación a la sociedad política. Cabe
destacar, sin embargo, que en este nuevo contexto la Iglesia Católica
modifica su posición respecto al sufragio, abriendo la posibilidad de que
el Partido Conservador y mujeres conservadoras promuevan el sufragio y
participen activamente en la política.
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40 “Discurso pronunciado .por la señorita María Angélica Idrobo en la velada del Centro ‘Cultura
y Renovación’”, La Nación, Guayaquil, 12.06.28.

41 Nihil. “Don Enrique, Concejal”. El Día, 14.11.24: 1. A diferencia de lo que señalan algunos
estudios no aparecen mujeres electas en las elecciones municipales de este año.

42 “Sesión ordinaria del Concejo Cantonal efectuada ayer”, El Telégrafo, 2.12.1925: 1. 
43 Rigel, “La preeminencia de la mujer en actividades del Estado en el Ecuador”, El Día, 03.04.30:

7.
44 No es posible identificar las tendencias del voto emitido por mujeres ya que sólo puede estable-

cerse el número y proporción de mujeres registradas para votar. Sin embargo, es plausible pen-
sar que las mujeres en Guayaquil tendieron a votar por tendencias más liberales frente a un voto
más conservador entre las mujeres serranas. 



retraso en el que yacía el pueblo en general, incluidas las mujeres. La pro-
puesta de constitución, elaborada por Luis Felipe Borja hijo, no recono-
ció de manera explícita el sufragio de las mujeres e indicó que sería la ley
electoral la que definiría las condiciones para ejercer el voto48. José María
Velasco Ibarra, quien escribe desde su exilio, se pronunció en contra de
varias disposiciones de la nueva propuesta constitucional y expresó espe-
cial preocupación por todos los mecanismos que reducían la comunidad
política. Se opuso, por ejemplo, a la idea de exigir una cierta ilustración,
responsabilidad e independencia de criterio para emitir el voto (Velasco
Ibarra, 1937). A juicio de Borja (1937), en cambio, era necesario contem-
plar estas calificaciones ya que el pueblo se encontraba atrasado. Ecuador,
a su criterio, estaba constituido por un pueblo sin un mayor desarrollo
cultural y propenso a las revoluciones. El debate se puso más confuso al
declararse que la constitución vigente era la de 1906 que no indicaba el
sexo del ciudadano. En este marco, Borja declaró que no debía admitirse
el voto de las mujeres ya que en la incipiente vida republicana significaba
invitar a votar a los clérigos49. E incluso, una respetable entidad obrera de
Quito, habría pedido al Partido Liberal que se suprimiera la votación
femenina50.

La prensa estuvo a la espera de la aprobación de la ley de elecciones la
cual definiría los electores y se hizo eco de los rumores de que esta ley
suprimirá de manera expresa el voto de la mujer51. Finalmente la ley elec-
toral52 tampoco indicó el sexo del ciudadano y por esa vía no excluyó el
voto de las mujeres. Dado que el país se encontraba bajo un régimen de
excepción, fueron diversos grupos y asociaciones de abogados así como
editorialistas de los medios de prensa quienes expusieron sus puntos de
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res de la época, como efecto del voto femenino (Espinosa, 1940: 82 y
101; Franklin, 1984: 323). Esta interpretación realizada desde Quito, se
enlaza al hecho de que la participación de las mujeres en la vida política
coincide con una pérdida del monopolio electoral liberal y con el surgi-
miento del llamado “velasquismo”45 y con nuevas formas de expresión de
los sectores subalternos. Tampoco debemos perder de vista que el voto de
la mujer tiene un peso relativamente bajo en los resultados electorales.
Pero, al mismo tiempo, se constata que su voto no había ayudado a mora-
lizar la política, ni a garantizar la paz. Las mujeres, al igual que los hom-
bres, salen a las calles para expresar sus opiniones políticas, aunque en este
contexto algunas mujeres hacen un llamado a terminar la venganza y a la
paz46. De esta manera, la teoría del “gran elector” que actuaba por la razón
o la fuerza predomina en la escena política y compromete a las flamantes
ciudadanas.

La volatilidad política llevó a algunos sectores de tendencia liberal e
izquierdista especialmente de Quito a replantearse el sufragio femenino,
argumentando que la mujer estaba sujeta a las influencias clericales, as-
pecto que como veremos no dejó indiferente a las mujeres. Las primeras
reacciones masculinas en los medios de prensa, sin embargo, mantienen
el mismo tono ambiguo que ya hemos visto respecto al voto femenino:
hay mujeres autónomas junto a mujeres manipulables47. Esta ambigüe-
dad, abre las puertas a un nuevo debate sobre sufragio de la mujer.

La discusión sobre la autonomía de la mujer

Al intentar normalizar la vida democrática del país, el cuestionamiento al
voto femenino adquiere especial centralidad debido a la idea de algunos
pensadores de que las instituciones democráticas no funcionaban por el
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45 Fenómeno político que gravitará en Ecuador hasta los años 1970 y que ha sido calificado como
una suerte de populismo conservador, que aglutinó una coalisión multiclasista y que a juicio de
varios analistas expresa la crisis de la autoridad paternal de los años 1930 (Maiguashca, 1989:
53-54). 

46 Hipatia Cárdenas de Bustamante, “¿Justicia?”, El Día, 13.09.32.
47 Quitonián. “Femeninas electoras”, El Día, 07.01.34. 

48 Esta propuesta asumía que el “sufragio universal está completamente desacreditado” (Borja,
1937: 16) y señalaba que la calidad de ciudadano no habilitaba por sí sola para ejercer el dere-
cho de sufragio.

49 “Mujeres podrán votar en las próximas elecciones”. El Comercio, 07.05.37.
50 “El voto de la mujer”, El Comercio, 20.01.37. 
51 Ver por ejemplo, “Consideraciones sobre el sufragio”, El Comercio, 04.05.37: 3; “La Ley de

Elecciones fue expedida ayer”, El Comercio, 05.05.37; “Anotaciones a la Ley de Elecciones, El
Comercio, 06.05.37; “Mujeres podrán votar en las próximas elecciones”, El Comercio, 07.05.37.

52 Esta ley electoral introdujo por primera vez la obligatoriedad de la cédula de identidad para
votar lo que acarreó debates adicionales.



Hablan las mujeres

Las mujeres una vez más emiten sus opiniones a través de los medios
escritos. Las certezas de los argumentos esgrimidos una década atrás se
vieron opacados por los acontecimientos políticos-electorales. Efectiva-
mente, a partir de los años 1930 algunos artículos de prensa y revistas fir-
mados por mujeres de origen liberal expresan una opinión contraria al
voto femenino haciéndose eco de la opinión de políticos liberales e iz-
quierdistas sobre la falta de autonomía de la mujer y su roles maternos.
Por ejemplo, Lucila Salvador de Sáenz indica que la política está reñida
con el espíritu de la mujer y que “el infeliz ensayo del sufragio femenino
en el Ecuador es una muestra de su incapacidad e ineptitud”. Cree que
ni cerca del 1 por ciento de los votos emitidos por la mujer expresan un
sincero convencimiento político y que la votación probó su sujeción a
voluntades ajenas. Al mismo tiempo, a su juicio, los acontecimientos
políticos habían mostrado mujeres fanatizadas, a pesar de ser cristianas y
poseer un espíritu de amor y paz. En esta encrucijada, llama a dejar la
política en manos de los hombres y a dedicarse a conseguir mayor edu-
cación e ilustración para la mujer58. Aún Rosa Borja de Icaza, para quien
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vista a través de medios escritos. En Guayaquil, destacados juristas de tra-
dición liberal, opinaron frontalmente que las mujeres debían votar53.

En Quito las opiniones fueron ambiguas. Por ejemplo, la Academia de
Abogados planteó que las mujeres debían sufragar, pero su voto debía ser
voluntario. Juristas vinculados a la Universidad Central de Quito, en
cambio, se opusieron al voto femenino ya sea por su falta de autonomía
en las decisiones o por no cumplir con el requisito militar54. Un estudio
sobre los derechos políticos de la mujer realizado por un pensador izquier-
dista de esa universidad destaca la paradoja de que al tiempo que la mujer
era políticamente capaz, estaba sometida, incluso en términos legales, a la
autoridad masculina en los asuntos del hogar, razón por la cual no tenía
autonomía política y no debía votar. A cambio de ello, sugiere este autor,
se debía reformar la vida doméstica (Espinosa, 1940: 111). 

Las dudas sobre la capacidad de la mujer para emitir un voto autóno-
mo llevó, especialmente a las mujeres a preguntarse por la medida en que
los hombres revelaban autonomía y si ellos estaban o no preparados para
votar, tema que en los argumentos masculinos no derivó en la restricción
a su voto, sino a una crítica al atraso cultural de la población en general55

Este nuevo debate fue una oportunidad para confeccionar caricaturas que
parodian la ambigüedad de las disposiciones legales e ironizar sobre el
poder de las mujeres y su supuesta falta de autonomía. Por ejemplo, las
caricaturas representan a las mujeres interesadas en ejercer el voto, expre-
sando su molestia frente a la eventualidad de ser excluidas del sufragio al
tiempo que expresan que aún se las excluya, persuadirán a sus maridos pa-
ra que voten por sus candidatos (ver figuras 1 y 2). Estos casos enfatizan
en el poder doméstico de las mujeres y su resonancia pública. 
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53 “Algunos jurisconsultos opinan que nueva ley de elecciones no niega voto femenino y que este
sigue en pie”, El Universo, 08.05.37; “Otras opiniones de jurisconsultos respecto a la nueva Ley
de Elecciones y el voto de la mujer”, El Universo, 09.05.37. 

54 “Mujeres podrán votar en las próximas elecciones”. El Comercio, 07.05.37.
55 “¿Está preparada la mujer para votar?”, El Día, 25.07.36; “El voto femenino”, El Día, 12.03.37:

editorial.

56 “La hora gráfica”, El Universo, 09.05.37: 1.
57 Jaime Salinas, “Keleidoscopio”, El Telégrafo, 10.05.37: 1. 
58 Lucila Salvador de Sáenz, “La actuación política de la mujer”, El Día, 27.06.32. 

Figura No. 1

Dualidad56

Figura No. 2

Entre esposos57



uso que de ellos haga a su criterio de sujeto pensante”59. De esta manera,
algunas mujeres al tiempo que defienden su derecho al voto, hacen una
crítica al sistema político, pero pregonan que la política debe estar en ma-
nos de personas ilustradas.

Finalmente, el debate fue zanjado cuando los voceros oficiales insistie-
ron en que ni la Constitución ni la Ley de Elecciones impedían votar a las
mujeres. En este marco, en una entrevista realizada a Matilde Hidalgo de
Procel se menciona que gran número de orenses han candidatizado a
Zoila Ugarte de Landívar para la próxima Asamblea60.

Conclusiones

Con base en las disputas presentadas es posible establecer tres fases en los
argumentos esgrimidos en torno al sufragio femenino. Un primer
momento, localizado a fines del siglo XIX, en que los congresistas deba-
ten el sexo del ciudadano y en donde los estudiosos ubicados en las uni-
versidades definen la incapacidad de las mujeres para ser ciudadanas polí-
ticas sustentándose en criterios biológicos y en la necesidad de contar con
una autoridad única en la sociedad doméstica para estabilizar la familia.
Si bien algunos políticos ven plausible la participación de la mujer en la
vida política, consideran que son ellas mismas quienes deben pedirla. Lo
importante de este primer debate, que trasciende las alineaciones ideoló-
gicas, es que desnaturaliza la política como una actividad esencialmente
masculina. Se descubre, a través de la política, el problema de la diferen-
cia sexual como un componente que atraviesa la sociedad ecuatoriana,
sentando algunas bases para imaginar fronteras entre lo público y lo pri-
vado. Al mismo tiempo, esta revelación es vivida por algunos congresistas
como una amenaza ya que es plausible que las mujeres quieran ser con-
gresistas, erosionando la vida familiar y sus roles domésticos. 

Un segundo momento, a inicios del siglo XX, en el que las mujeres
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el feminismo era una “necesidad social”, expresa que el ejercicio del voto
no es lo que más interesa “porque el voto de la mujer sin preparación cívi-
ca, sólo sirve de instrumento ciego en las grandes orientaciones naciona-
les” (1936: 87).

Pero esta no fue la opinión unánime entre mujeres de origen liberal.
Hipatia Cárdenas de Bustamante, articulista de los periódicos El Comercio
y El Día observó que el problema del voto femenino estaba en el mismo sis-
tema político masculino: “Veo que vuelve al tapete, como siempre que se
avecinan elecciones, el tema de quitar el voto a las mujeres. Los infelices de
los hombres no aciertan a resolver el problema político del Ecuador que co-
mo en todo país democrático tiene base electoral y acuden al recurso de
poner a un lado a las mujeres para ver si así dan pie con bola”. Más adelan-
te, ella se pregunta sobre las razones de esta actitud masculina y subraya co-
mo explicación los prejuicios de los políticos: “que la mujer no está prepa-
rada, que son rebaños de curas y frailes, etc. querría decir que los hombres
si lo están y que a ellos no les maneja ni sugestiona nadie. Y la historia prue-
ba hasta la evidencia que un buen gobernante y un verdadero hombre de
Estado es el más raro y extraordinario de los milagros y que si los pueblos
andan y progresan es a pesar de la política siempre manejada por los hom-
bres”. Al mismo tiempo enrostra su molestia con los políticos liberales e
izquierdistas: “que ciertos viejos liberales-radicales quieran privar de sus
derechos cívicos a la mujer ecuatoriana es muy explicable. Los viejos siem-
pre están en pugna con el avance de la civilización. Pero lo que no se puede
comprender es cómo esos izquierdistas, jóvenes que blasonan de ideas avan-
zadas, no quieran aceptar lo que en todas partes es divisa y vanagloria de los
derechos políticos, civiles y humanos de la mujer” (Cárdenas, 1944: 34).

De manera similar, María Esther Martínez Macías indica que los argu-
mentos contarios al voto femenino, su falta de autonomía y sentimenta-
lismo, no se sostienen pues no toman en cuenta que las mujeres evolucio-
nan y la actual capacidad intelectual de la mujer. Demuestra que las expli-
caciones que se han empleado contra la mujer, puede hallarse entre los
hombres y que no son causas para que se le niegue el derecho al sufragio.
Reclama “la justicia de la concesión del derecho del sufragio a la mujer
por cuanto, como ser inteligente, tiene también derecho a gozar de todos
los derechos que a tales seres corresponden, dejando su ejercicio y el buen
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59 María Esther Martínez Macías, “La mujer y el sufragio”, Nuevos Horizontes, 6, Guayaquil, marzo
de l934: 28.

60 “Opinión de una doctora”. Comentarios Breves, El Comercio, 01.07.37.



cas, a través de sus roles domésticos, independientemente de su acceso al
sufragio. A través de la ironía se componen imágenes de mujeres podero-
sas, que someten la voluntad de los hombres. El humor y el sarcasmo son
una vez más armas para confesar las dudas sobre las masculinidades y
feminidades. Estos cuestionamientos en manos de algunas mujeres tran-
sitan, tibiamente, hacia una crítica de algunos aspectos de la política: la
inestabilidad y la violencia.

La trayectoria de las discusiones revela que el sufragio femenino se
ordena en un campo de fuerzas, antes que en un debate entre conserva-
dores y liberales y, posteriormente, izquierdistas. Los posicionamientos
ideológicos no dan cuenta de la complejidad de los argumentos. Son con-
sideraciones provenientes de las ciencias, del contexto internacional y del
cálculo político y social local y nacional los factores relevantes para mar-
car posiciones. No es posible, entonces, argumentar que el sufragio feme-
nino fue una estrategia conservadora para erosionar el monopolio liberal
del Estado, como han planteado algunos analistas. Incluso la evidencia
parece mostrar que en las regiones costeras del país, las mujeres votan can-
didatos liberales incluidas mujeres identificadas con el liberalismo. Más
relevante para explicar las vicisitudes de los debates es el sentido de ame-
naza al orden político y social establecido que acarrea el sufragio femeni-
no. En el transcurso de las polémicas la feminidad edificada exclusiva-
mente sobre las bases del hogar y la maternidad así como la masculinidad
elaborada sobre la base de la cuestión pública, son puestas en jaque. Pero
no sólo esto: la dicotomía y fronteras entre lo público y lo privado son
continuamente erosionadas. 

Así, la noción de hogar, a inicios del siglo XX, se expande al conjunto
de la sociedad y al manejo de lo público. En cambio, hacia mediados de
este mismo siglo, el hogar es visualizado por algunos pensadores como un
espacio de sujeción de las mujeres, desde el cual ejercen su influencia y
poder sobre los asuntos públicos. De esta manera las polémicas en torno
al sufragio femenino no sólo hablan de reformar la sociedad civil, sino de
las continuidades y sobreposiciones entre la sociedad doméstica y la cosa
pública y del temor que desanuda la incursión política de las mujeres. 
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buscan el sufragio y se reconoce este derecho para la mujer alfabeta, bajo
el criterio de que purificará la política. En esta etapa mujeres de elite y de
sectores medios intervienen en la discusión y ayudan a generar un con-
senso sobre su derecho al voto. En algunos casos lo hacen planteando di-
rectamente su facultad de participar en la política y, en otros, ampliando
el concepto de hogar hacia el dominio de lo público. La diferencia entre
hombres y mujeres se elabora sobre la base de criterios morales que adju-
dican a la mujer valores de pureza, conciliación y paz. En este sentido, los
argumentos e imágenes de las mujeres se transforman y se apuesta a que
ellas pueden mejorar la vida pública del país y moralizar la política. Pero,
al mismo tiempo, estos cambios ponen en cuestión la masculinidad de los
varones y su capacidad de ejercicio público. De esta manera, el reconoci-
miento del sufragio refuerza un sentido de amenaza y desconcierto que es
expresado a través de la parodia y de la ironía como medios para imagi-
nar y repudiar un mundo donde el presidente es una mujer, los varones
se encargan de los hijos, de las ollas y de remendar la ropa. Contraria-
mente a estos posicionamientos en el campo político, estudiosos univer-
sitarios disienten respecto a las habilidades de las mujeres para intervenir
la política y enuncian criterios sociológicos (falta de autonomía) y bioló-
gicos (menor desarrollo intelectual) para argumentar contra el sufragio
femenino.

Un tercer momento, ubicado en la década de 1930 e informado por
la volatilidad política y la pérdida del control político liberal, discute la
autonomía de las mujeres para votar. En este contexto, las mujeres tam-
bién participan activamente en la defensa del sufragio, siempre y cuando
la mujer tenga la instrucción necesaria para ello. La diferencia sexual se
transforma en un terreno de disputas políticas, aunque las alineaciones no
están claramente definidas según criterios ideológicos y partidarios sino
por miradas regionales, morales y científicas. Hay juristas, por ejemplo,
que reconocen que la ciencia no ha probado la inferioridad mental de la
mujer, aunque sin embargo creen que no está capacitada para el voto pues
están sujetas a influencias masculinas. El argumento fundamental es la
falta de independencia de la mujer para ejercer el voto, pues son manipu-
ladas por fuerzas conservadoras y la Iglesia Católica. Pero, al mismo tiem-
po, se le asigna una capacidad estratégica de influir las decisiones políti-

Mercedes Prieto y Ana María Goetschel

326



Jijón y Caamaño, Jacinto (1979 [1929]). Política conservadora. Quito:
BCE-CEN. 

Lavrin, Asunción (2005). Mujeres, feminismo y cambio social en Argentina,
Chile y Uruguay, 1890-1940. Santiago de Chile: DIBAM. 

Luna, Milton (1989). Los movimientos sociales en los treinta, el rol pro-
tagónico de la multitud. Revista Ecuatoriana de Historia Económica, 3
(6): 199-247. 

Maiguashca, Juan (1989). Las clases subalternas en los años treinta.
Revista Ecuatoriana de Historia Económica, 3 (6): 165-197. 

Maza Valenzuela, Erika (1995). Catolicismo, anticlericalismo y la exten-
sión del sufragio a la mujer en Chile. Estudios Públicos (56): 137-197.

Miller, Francesca (1990). ¨Latin American Feminism and the
Transnational Arena¨. EnWomen, Culture in Latin America, 10-26.
Berkley: University of California Press.

Molyneux, Maxine (2001). Género y ciudadanía en América Latina:
cuestiones históricas y contemporáneas. Debate Feminista, 23 (12):
3-66. 

Mosquera, Alejandro (1903). Del derecho de sufragio. Revista de la
Sociedad Jurídico-Literaria (8): 76-91.

Quintero, Rafael (1980). El mito del populismo en Ecuador. Quito: FLAC-
SO, Sede Ecuador.

Peñaherrera, Eduardo (1914). “Emancipación de la mujer”. Tesis previa
al grado de Doctor en Jurisprudencia. Quito: UCE. 

Romoleroux, Ketty (1975). Situación jurídica y social de la mujer en el
Ecuador. Guayaquil: Universidad de Guayaquil.

Sábato, Hilda (2000). La ciudadanía en el siglo XIX: Nuevas perspectivas
para el estudio del poder político en América Latina. Cuaderno de
Historia Latinoamericana (8): 49-70.

Salazar, Sonia (2006). “Del tocador al escritorio. El pensamiento sobre la
mujer en la época liberal ecuatoriana, 1850-1930”. Quito: no publicada.

Soria, Francisco (1912). “Feminismo”. En Ideales (retazos de mi labor
periodística), 1-6. Quito: J. I. Gálvez. 

Suárez, José María (1907). La mujer y el sufragio. El Fénix (4): 14-15.
Undurraga, Pedro (1927). “Los derechos políticos de las mujeres”. Tesis

doctoral, Quito: Facultad de Jurisprudencia, UC. 

El sufragio femenino en Ecuador, 1884-1940

329

Bibliografía

Borja, Luis Felipe (hijo) (1937). Un proyecto de constitución y el Dr. Velasco
Ibarra. Quito: Ministerio de Educación.

Borja de Icaza, Rosa (1936). ¨Temas sobre feminismo¨. En Hacia la vida,
84-90. Guayaquil: Biblioteca Municipal de Guayaquil.

Cárdenas de Bustamante, Hipatia (1944). ¨El voto femenino y la sufi-
ciencia de los hombres¨. En Oro, Rojo, Azul, 33-35. Quito: Ed. Artes
Gráficas.

Cano, Gabriela (1995). “La ciudadanía de las mujeres: disyuntivas entre
la igualdad y la diferencia sexual, México 1917-1953”. En Palabras del
silencio. Las mujeres latinoamericanas y su historia, comp. Martha Mos-
coso,149-181. Quito: Abya-Yala-UNICEF-Embajada Real de los
Países Bajos. 

Crespo Toral, Remigio (1933). Feminismo. El Sembrador (19): 278-281.
Espinosa, Rafael M. (1940). “Derechos políticos de la mujer”. Tesis

Doctoral. Quito: UCE. 
Estrada, Jenny (2004). Matilde Hidalgo de Procel. Una mujer total. Quito:

Santillana. 
Franklin, Albert B. (1984). Ecuador, retrato de un pueblo. Quito: Corpo-

ración Editora Nacional.
Goetschel, Ana María (2006). “Estudio introductoria”. En Orígenes del

feminismo en Ecuador. Quito: CONAMU-FLACSO-Municipio del
Distrito Metropolitano de Quito-UNIFEM.

_________________ (2007). Educación, maestras y esferas públicas. Quito
en la primera mitad del siglo XX. Quito: Flacso.  

Handelsman, Michael (1978). Amazonas y artistas. Un estudio de la prosa
de la mujer ecuatoriana. Guayaquil: Casa de la Cultura Ecuatoriana,
Núcleo del Guayas. 

Herrera, Gioconda (2005). “The Catholic Church and the Public Life in
Ecuador under Liberalism, 1895-1920”. Tesis para optar al título de
Ph. D., Universidad de Columbia.

Idrobo, María Angélica (1963). Informe nacional del Ecuador en el
Segundo Congreso de Mujeres de Toda América. Obra Revolucionaria,
2: 95-100.

Mercedes Prieto y Ana María Goetschel

328



Vásconez Cuvi, Victoria (1925). Actividades domésticas y sociales de la
mujer. Quito: Talleres Tipográficos Nacionales. 

Velasco Ibarra, José María (1937). Conciencia o barbarie. Quito: Editora
Moderna. 

Mercedes Prieto y Ana María Goetschel

330




